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.ImoM.— U clasilicaciwi iucurrecia, rio olista it que se resuelva sepun 
la ¡nlencinn de las parles y Ja verdad probada en autos. 
Pagina 239. 

4nto» íi'nL- La procedente «Je «íi-ltt^ del derecho común, tiene nu 
fuern distinto -le la criminal, cuando so deduce independicn- 
lomente de ésta; y siendo extranjero el actor y argentino el 
demandado, puede ser traída al conocimiento de ta justicia 
federal. Página 105. 

Acción reimn ttiea torta. — Véase: Iteirihdicarion. 

Arrumes posesorias — Véase: Heredero directo. 

Agresión ilegitima.— Véase: Homiddio. 

Atevosia.- Véase: Homicidio. 

Amnistiarla, ley de amnistía de .10 de Ago*lo de IH'.R), ampara lam- 
inen las infracciones del derecho común cometidas ron un 
pensamiento político. Pagina áU4. 

Amparo.- Véase: t'oteswn . 

Apelación denegada —Véase : /fmirao r/c hecho. 

\ pertttra de ta cansa a prueba. — Viíase: Cuiétrabundo; Prueba, 

A rrenda miento. — Véase ¡ Stxiedad . 

Auto aftetable.— Véase: Competencia', Fianza, 

Auto imtpehble.— Lo es el que nomlira perito 
Página 358. 
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Cauuis de menor cuantía.— \ease ; Justicia federal. 

Citación de etkcion,— Es un incidente del luido, suspensivo del pro- 
cedimiento en lo principal-, y debe resolverse como prévia, 
si s« pide antes de contestar la denuncia. Página 104. 

Citación de eviccion.— Compareciendo al juicio la persona citada do 
eviccion, antes de contestarse la demanda, el conocimiento de 
é?la no corresponde á la justicia federal, sí el fuero no proct 
de por razuii de la materia, ni por raían de la persona citada 
de eviccion. Pagina £26, 

CitimuH ib evicciou.— U intervención en el juicio, del citado de 
eviecíon, no priva al citante de nacer valer en él los recur- 
sos legales.— Página 299. 

Citación de iestigot.— Véase: Testigos. 

Ciáututa penal— Ln estipulada en garantía del cumplimiento de obliga- 
ciones, no puede hacerse efectiva por la vía ejecutiva, si no 
se juslilica previamente la falta de cumplimiento de dichas 
obligaciones. Página 05. 

Comt».— Us equipajes y mercaderías que se desembarcan y mantienen 
en lanchas durante algunos días fuera del control de la 
Aduana y sin hacerse presentación inmediata de ellas al 
Itesguardo, caen en comiso, ; ti Insito de las hinchas incu- 
rre en una multa igual al val r i ios electos comisados. Pá- 
gina 1. 

Competencia— El auto sobre olla, es apcLble. Página 32. 

Competencia. —Véase: Contienda de competencia. 

Constructor de obras —üaá obligado á repararlos delgas de cons- 
trucción producidos por no haber seguido ias reglas del arle 
Pagina*50. 

Contienda de competencia.— Suscitada ésta, sobre entrega de un campo 
j consignación del importe del precio representado por 
pagarés, el cobro de éstos es un incidente de la contienda, y 
no debe ordenarse pendiente ésta. Página 85. 
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Contrabando.— La apertura Je ta causa i prueba en los juicios de con- 
trabando, na es regida por el articulo 407 del Código de 
Procedimientos en lo criminal, sino por el 1070 de las orde- 
nanzas de Aduana. Página 1. 

Contrabando.— -Véase ¡ Prueba. 

Contrato de transitarte.— Las acciones que proceden de él, pueden ser 
deducidas contra el porteador, ante las autoridades del lugar 
en que residen sus re presen lentes. Página 72. 

Contrato 4e transporte.- VA articulo 205 del Código de Comercio deti-r- 
termina la competencia del Juez que puede conocer de tos 
arriones emergentes, y la personería del que puede ser de- 
mandado en representación del porteador, Página 95. 

Contó*.— Es pasible de ellas, el demandante que baya HcTado ante la 
Justicia federal una causa de menor cuantía de jurisdicción 
concurrente, cuyo conocimiento corresponde h la justicia de 
paz. Página 53. 

Cosías,— No procede contra derecho, y por lo tanto, no debe ser con- 
denado en costas, el demandado que opone la excepción de 
delecto legal en la demanda, por no habérsele pasado la copia 
ilu los documentos acompañados á la misma. Página 5G. 

Costas.— VA actor que desiste de un interdicto, no está obligado a pa- 
gar las cortas procedentes de diligencian becbus en forma es- 
crita sin acuerdo departes, y después del desistimiento. 
Página 168. 

Costas.— -El demandado que niega en la contestación la procedencia del 
reclamo, cuya legitimidad reconoce después, debe ser decla- 
rado responsable de la* costas causadas. Página 31 1 , 

Cosía*,— So debe ¡oponerse pago de cosías á los ejecutados que tie- 
nen entregados á los ejecutantes, pagarés por mayor suma 
de la adeudada, enunciándose que lo han sido en deposito y 
en pago, y resultando baber sido rohrados antes de la sen- 
tencia de remate Página "SM 

Costas. — Admitido el interdicto de despojo, la declaración de ser de 
cargo del demandado las costas del juicio, comprende las de 
primera y segunda instancia. Página 313. 

Cuenta.— Se considera reconocida, la no negada. Página 30H. 
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Daño* y jierjutiiot. —Los eme rúenles de uti despojo, deben ser deman- 
dados por cuerda separada. Página ¿83. 

DertintUoria — El extranjero demandado por un ciudadano argentino 
anle la jnshcia lederail. n< pueilc declinar la jurisdicción de 
ésta. Páginas 180 y 

Mifá político.- La sublevación llevada á cabo con lints político* por 
tripulantes de un buque de guena e\iranj«Tu >urío en ¡iguas 
terri loria les de. la Uepúblira, de bu- en reidera rse como del i tu 
liidílico; j' no pierde este carácter por las infracciones de otm 
ñrden conexas con el. ctnnetiilas como elementos para alean* 
¡ear esos fines. Página 3ál. 

Delüo /idílico.— Traídos á tierra las tripulantes sublevados de un bu- 
que extranjero y entregados en calidad de presos á la;- aulo- 
ridades del país por incapacidad propia de mantenerlos: á bor- 
do, su devolución al rcpresenlanle de su gobierno, mediaudu 
recursos de httbras iw/ow por parte de aquellos, no puede ser 
acordada sijiiiifringir la ley positiva, ipie liare inviulnbtuh 
comprometidos en delitos políticos, j los principios de dere- 
cho internacional público, que no consienten la entrega de 
prisioneros de guerra, sea pública ó insurreccional, que ha- 
yan pisado de cualquier i" el -m-hule un Estado non- 

tro. Página Mi. 

Mito jwf«t£0.— En el caso de actos de hostilidad «V guerra civil emim- 
lides por insurgenles de un Estad-» extranjero enaguas ter- 
rüoriales de un Estado neutro, es regla de derecho interna- 
cional, entregar al gobierno de aquel Eslado. sólo las naves 
ó cosa* lomadas á dichos insurgenles, nn las personas. Pá- 
gina 321. 

Demnndantn,— Cuando son vario», y su derecho no emana de un solo 
y mismo Ululo, cada uno de ellos debe seguir la demanda 
por reparado. Página JO. 

itesrifojo.— La ley de ejidos de 1871), de la Pruvinria de Hueims-Ain*, 
no autoriza íi las municipalidades á ordenar y ejecutar por 
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sí y anlc sí el desalojo «le terrenos que crean pcrlcnecerles 

en virtud de dicha ley. Pagina 140. 
Drwmoa de rccvt »o.— No mejorándose el recurso, debí? declararse 

desierto ú la primera rebeldía ipie se acuse. Página 359. 
IMihiimimio.— Véase: Cottm, 

Despojo.— Procede esla acción, acreditados los extremos de la posesión 
anterior del demandante y del desojo comelido por el de- 
mandudo. Página 283. 

Despoja, — Véase: Justina federal 

UimUuhmde sonVihní.- Véase: Sociedad. 

Domicilio mpeciat.—la indieackiide la calle y mimen.- de la casa, lie- 
cha al pié de la firma puesta á un contrato, importa por 
parle del It rmante que sea vecino dentro lugar, constitución 
.le dmuiriliu especial. Pápua 10. 



i 

¡Cjei nrhn.—Xu deduciéndose excepción, debe llevarse adelante. Pági- 
na "2'H . 

ÓQhtrgo.— Puede *er sustituido por lianza snlicieule. Pagina 30" 
Hmhiinjo prnvnt ir».— No radicad juicio ante el Juez que. lo ordené. 

ti pedido sin haberse deducido demanda. Página 180. 
EmptinttmÍmtO.~$0 objetándose la valide/ de la diligencia de empla 

lamiente, debe ésta entenderse aceptada. Página 00. 
Ei¡ nifntje. — Véase: CoiftitO , 
Kria-t,»,.— Véase: CUaci»n fk ntnmti. 

Hi foirelaeinn provisoria^Mn los procesos sobre crímenes de compe- 
tencia redera!, depende ella de la penalidad especial eslable- 
iida por las leyes relativas. Página 102. 

Eneption de no parte.— Véase: Reivindicación. 

Excepciom.—^ contestada la demanda, se recibe á prueba y como 
previa una de las excepciones opuestas, sin reclamación do 
parle, aun cuando fué opuesta en la contestación, la resolu- 
ción que sólo decide sobre dicha excepción, es válida. Pá- 
gina 71 
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Exttpeionu dilatorUu.—Sv son admitidas como tales lasque no alertan 
la capacidad legal del ador pare estar en juicio ni la forma de 
ta demanda Página 50. 

Excepciones dilatorias. So puede tomarse en consideración, las opues- 
tas despue» de vencido el término que la ley fija para opo- 
nerlas. Página 60, 

Excepciones dilatorias.— Opuesta j resuelta una excepción dilatoria en 
articulo pié vio, las demás excepciones de esta clase no pue- 
den oponerse sino con la contestación a la demanda. Pági- 
na 172. 

Ejpropiacim.— Es apelable el auto que regula el honorario de los 
peritos, en juicio de expropiación . Página 70. 

Expréiiiacioñ.—Esu juicio no puede proseguirse sin resolver lia ex- 
cepciones previas deducidas por el demandado- Página 175. 

Expropiación. — flecha la oblaron requerida por la ley, procede la 
misión en posesión del terreno objeto de ta expropiación. 
Pagina 475. 

Expropiación, — En este juicio, puede el Juez nombrar tin tercer peri- 
to. Página 343. 

E.rprojMfion.—Las intereses de la suma lijada como indemnización, 

se deben desde la ocupación. Página 347. 
Expropiado*.— Et precio de ella debe fijarse atendiendo al mérito 

de los informes periciales y demás antecedentes de autos. 

Paginas 376 y 379. 
Expropiación. — Para estimar su precio, debe tomarse como liase el 

destino actual del terreno á expropiarse . Página 395 . 
Expropiación. — El valor ofrecido por precio del terreno i expropiarse, 

debe ser aumentado con el de los perjuios procedentes de 

ella. Página 410. 

Expropiación.— E\ importe de la indemnización no puede entregarse 
cuando se disputa por varios la propiedad del terreno ex- 
propiado, sin previa fianza de mejor derecho. Página 410. 

Exhibición.— La general de los libros de comercio no procede sino en 
Jos casos de excepción determinados por el articulo 58 del 
Código de Comercio. Página 373. 

Exhibición de contrato.— Véase: Prorrogación de jurisdicción. 
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F 

Fallos déla Suprema Corte.— Véase: fíevmon . 

F/ria de ios tribunales, —Acuerdo estableciendo que tenga lugar en el 
mes de Enero de cada año . Página 0. 

Fiauza.— ha garantía del pago del déte representada por el preciode 
las mercaderías tendidas, puede ser sosliluida por lianza 
bastante y el auto que asi lo disponga es apelable. Página 

aih 

Fianza.— Véase: Embargo; E rpropiacion . 
Fíete — Véase : Fian z o . 

Fuera.— Las municipal i ilades argentinas son consideradas ú los efectos 
del fuero, como personas de nacionalidad argentina. Página 
40. 

H 

llubenx cor/nu.— tin la Itepúhlica, nadie puede ser mantenido en pri- 
sión sin orden escrita de autoridad competente, ni porliccbos 
que no hayan sido clasificados de antemano como delitos. 
Página 'Mi. 

Hubeas corpm.— Véase: Delito político. 

Heredero directo,— Puede ejercer las acciones posesorias dd difunto, 
sin necesidad de tomar posesión material de las cosas here- 
ditaria». Pagina 299. 

Homicidio. — No hay alevosía en el homicidiu que no ha sido cometido 
con engaño ó con sorpresa, y existiendo peligro para el ho- 
micida. Página 22, 

Homicidio. — No existiendo alevosía, el doblo homicidio no cometido 
en riña, concurriendo ¡t la vea circunstancias agravantes y 
atenuantes, debe ser castigado con la pena de quince años de 
presidio. Página 22. 

Homicidio.— La agresión ilegitima por parte de la víctima, hace apli- 
cable al homicidio cometido & consecuencia de ella, lo dis- 
puesto en el artiotilo 97 del Código Penal, Pagina 109. 

Honorario*,— Véase : Auto inapelable. 
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HoHonti im de perito.— Véase : Expropiación . 
Hospedaje.— Véase Prescripción; Prueba. 

I 

Incidente . — Véase : Citm ión de tvtccmn . 

tu f cocciones del derecho común . — Vén se : Amnistin. 

Inhibición de Juez .— Si en autos no hay Húmenlos bastantes para el 
pronunciamiento in Uiuine, sobre la procedencia o improce- 
dencia de una querella criminal, el rechazo de tila, hecho 
por é juez explicando las raiooes del mismo, trae la inhibi- 
ción deésle para continuar conociendo en la causa, y la nu- 
lidad de ludü lo obrado desde la interposición de la demanda* 
I'ájjina 101. 

Interdicto.— La posesión anterior del demandante, y la perturbación 
llevada á cabo por hechos propios y personales del demanda- 
ilo, autorizan en rontra de éste el iulcrdicln rorrespondien- 
te. Página £71 . 

Interdicto. — Véase : Cwttts. 

lula-dicto de itmpnro.— Véase : pimsiuu . 

Inter Ai rio de d$spqjo>— Véase : Co#fcW. 

Inter ene*.— Véase : f? iprophcion . 

Interese* tmmttorios. — Toda deuda declarada de legitimo abono, deven- 
ga intereses monitorios, desdi- la notillcnrjon de la f'i-manda. 

Pagina 1«0, 

J 

JrtfT**» rfr- fí*-* '/¿' territorios iiitciomdcs.— Las resoluciones de rlki, 
que por la ley de- 18 de Octubre d* ; 1*72 eran apelables para 
ante los Jueces de Sección de la Provincia más inmediata, 
por la ley tic 10 de Octubre de 1884, lu son para ante el Juez 
Letrado del respectivo territorio. Página ÍJí, 

Justicia /idVru/. — No pueden -er traídas á ellas, las causas de juris- 
dicción concurrente cuyo valor no exceda de quinientos pesos 
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tuertes y que correspondan al conocimiento de bis Jueces «le 
Va/.. Inginas ">d y ! 17. 
Jusltfia frdeftf. — Las causas civiles que por ra/o» lie la malcría cor- 
responden á la jmslina federal , son las que tienen ¡trimn fa- 
dit una relación [Jirecla é Inmediata cotí alguna disposi- 
ción de la Constitución Nacional ú otra ú>> rarárler federal. 
Página 1 17. 

i'isíi n'fi ¡nh't'n!. — .No corresponde ñ ella, la rau&a que se promueva 
|iur ili'Vuliii-jiiu iiu impuesto de rodado pagado á una Munici- 
palidad de Pruviniia, pur un corla- por el cual ha sido aliona 
do un impuesto parecido á otra Municipalidad. Página 117. 

/(/«Jifia fedaraL — Pandada la demanda en la violación de una cláu- 
sula constitucional, aunque ti demandado no contradiga ese 
fundamento y sóh opjiiga excepciones de derecho coinun. su 
conocimiento pcrlern-ce á la juMicia federal. Pagina "2i0. 

Jutíiáa /e&rdi.— Wéua: Armn finí. Citacton de tvitáon; Oecttna- 
íeriíJ; Ftti'fc lntcrdh íj nV tmfutru. 

Justina fi>tf"rnt,— Corresponde al cunocimteutj de ella, la acción para 
obtener la devolución de lo payado a la Municipalidad por un 
impuesta íticnusütucional, Página l'M 

Jitslii'ttt ftttk'ftit. — Torres pende al coiiocimieiMo de ella, la demanda 
civil por despojo entablada por un extranjero remira un argen- 
tino, aunque i'Me ;i| ( 'j;iii? Ii.dier plomlidu rumo funcionario 
provincial. Página 283. 

J'tttteiti fifarttt.— Siempre que aparezca que la causa no compele ú 
ella, así debe declararse sin iitá* Irámilc. Página 374, 

J>tslt,'t,t fetifrut.— K- ¡(icompelunle para ruiiorer en una demanda de 
derecho común que ha sido promovida por un extranjero con- 
tra un argentino ante hi justicia local. Página 'Mi . 

Junsdirci'tit. — .Se determina por la naturaleza de la ifemaud-i en -i. 

y no por lo que se haga materia de contradicción por parle 
del demandado. Página ¿20, 

JtinstUa hn non un en/e. — Véase : Justir„t fitit rnt. 
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Libro* de comercio . - Víase : Krkibichn. 



M 



.Mejora de remeso . — Véase : Iksercion ríe recurso, 
Meratderiat. — Véase Comito. 

Skrcodnios entregada*. - Es improcedente lodo reclamo por Taita en 

ellas, después de los términos légale». Página 309. 
MitioH en pomtm.— Véase : Expropiación . 
Multa.— Véase: Comito. 

Municipalidad.— Los contratos de venta hechos poruña Municipalidad, 
pueden ser traídos ante la justicia para tu cumplimiento, 
aunque haya procedido a hacerlos en virtud de su» facultades 
administrativas. Página 4<í. 

Hmiicipalidndct argentinas.— Véase: Contrato; Desalojo; Fuero. 




Neutralidad.— Véase : Delito político. 
JVo parte.— Véase: fleíwarftóacwii. 

JVoíí/icaeíVm.— i£l no haber requerido a los vecinos de la casa habita- 
ción del demandado para la entrega de la cédula de citación , 
«n defecto 6 en la negativa de las persona» de la casa, á re- 
cibirla, anula la notificación y escluye la declaración de re- 
beldía contra el citado. Página 210. 

NuU&ul.- Véaie ; Inhibición He Jaez ; Notifimcivn ; Iteruiacwn; Sen- 



Patinte.- Aquella cuyo objeto es el sistema para obtener un resulta- 
do, y no el resultado mismo, no puede impedir que otro lo 
obtenga por sistemas distintos y conocidos. Página 78. 




tenda. 
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Perito,— Véase ; Expropiación. 

Perturbación en ta posesión— Véase : Posesión. 

Poder. _ Véase s fíeivindicacivti . 

Posesión. — Cumplida la perturbación de ella con la constitución de la 
fuerza pública en el domicilio del ocupante, por Orden de 
una Municipalidad, procede contra ésta el interdicto de am- 
paro; y siendo extranjero el actor, es competente para cono- 
cer en él, la justicia federal. Pagina 140. 

Potetion.— £1 titulo de compra hace presumir la de cosa comprada 
desde la fecha cu que se otorgó. Página 209. 

Posesión.— En caso de duda, se piensa que la tiene quien prueba una 
posesión mas antigua, ó mejor derecho de poseer. Pági- 
na 299. 

Pmeshn . — Véase : Expropinctm. 

Prescripción— La obligación de pagar el hospedaje, se prescribe por 
un aiio. Página 180. 

Propiedad.— Lo dispuesto por el artículo 2094 del Código Civil, que 
supone la privación de propiedad, no es aplicable á la res- 
tricción establecida por el articulo 2639 de dicho Código, no 
importa tal privación, sino solo una carga conocida por to- 
dos, por ser impuesta por la ley. Página 403. 

Prorrogación tt- jurisdicción.— £\ extranjero, comprador de una mer- 
cadería, que ha demandado al vendedor argentino ante la 
justicia local, y ha promovido allí la cuestión relativa á la res- 
ponsabilidad de ésta por diferencia de calidad de dicha mer- 
cadería, se entiende que ha prorrogado la jurisdicción pro- 
vincial, en la dominda que, por la misma razón de la 
diferencia de calidad de la mercadería contratada, interpon- 
ga cunlra aquel sobre devolución del precio pagado. Pági- 
na 244, 

Prtirrofarion de jurisdicción.— la exhibición del contrato de venta 
cuya rescisión se demanda, pedida ante el Juez local por el 
demandado, no constituye por sisóla prorrogación de jurisdic- 
ción, ni radicación He juicio. Pagina 258. 

Prueba.— Según el artículo 1070 de las Ordenanzas de aduana, eUue/ 
está obhgatio á abrir la causa á prueba, lolam en le cuando los 
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hecho» contradictorios pueden pjerccr influencia cu su n-so- 
lucion. Página 7. 

Prueba.— La prueba de haber sido gratuito el hospedaje cuyo preciu 
se reclama, ©slá á cargo del demandado. Página 180. 

/íj iií'foi —Es inadmisible la referente á hechos no alegados en la de- 
manda y en la contestación. Página 198. 

Prueba. — Véase : Contrabando; Sentencia. 

Prueba testimonial — Es inadmisi Ido la producida partí demostrar la 
modificación de un contrato exacto, cuyo valor exceda de 
doscientos pesos. Página i 08. 

Q 



Querella. — Véase : luhibieion de jaez. 



H 

Hadicaeumde [hícíq.— Véanj : Prurnujarmn de juriidlirewn. 
HeMdia.— Véase : Xvli {¡ración, 
tteconueimim — Véase : Cuenta . 
Heron vención . — Véase : Sentencia . 

Recurso de Hecho-— No procede, no existiendo apelación denegada. 
Páginas 307 y :í70. 

Recursos legales.— Véase : Citarían de erhr ion . 

Ueewaritin. — fa nula la resolución que, en la recusación interpuesta 
en causas criminales, dicta el mismo Juest recusado, no ha- 
ciendo lugar á ella. Página 337. 

Regulación de honorarios.— Véase : Auto inapelable. . 

¡(eivindicarion.— So está obligado á responder á cita, aquel que posee 
á nombre de otro, y declara el nombre y residencia de éste 
Página m. 

iteirindicacion.— El poder conferido por los copropietarios de un 
campo, con facultad de defender la posesión, hacer respetar 
sus derechos y deducir interdictos y demás acciones que 
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compelan, es bastante para ejercer la acción <ic reivindica - 
cion üe dicho campo. Página 264. ■ 

Rettricaon de propiedad.— Véase : Propiednd. 

He? iston ,— En Jos casos de apelación, los folios de la Suprema Corlo 
son finales, salvo las excepciones del articulo 551 de] Código 
de Procedimientos en lo Criminal, y no pueden reverse bajo 
el preteslo de aclaraciones íjuo no proceden, por ser claras 
sus considerandos y parle dispositiva. Página 20. 

B 



-La omisión del Juez en resolver la reconvención, debe 
ser salvada dictando resolución al respecto; pero no invalida 
la sentencia pronunciada sobre ta demanda. Pághu 2">0. 
Srntrncm.— So es nula la que se pronuncia sin abrir la cansa á prue- 
ba, ruando ésta rio es necesaria. Pinina 308. 
SvfiCthut.— En la contraída á termino lijo, que abarca un conjunto de 
negocios, no puede pedirse el pngn de utilidades de una ope- 
ración parcialmente, cuando no se conoce si el resultado ge- 
neral es de utilidad 6 pérdida. Página 123. 
Sm-ivdmL — Kl contrato de arrendamiento, cuyo precio confie en una 
cuota proporcional de los frutos qur produzca la cosa, es un 
contrato de sociedad en que el locatario es socio industrial, 
Pagina 108. 

Soriethd.— S'i el socio industrial no cumple con el servicio prometido, 

por su culpa, puede disolverse el contrato. 
Supmitn Corte, — Véase : Rerixim. 



TMiñi el lir. Don Virgilio M. — Acuerdo celebrado con motivo de su 

fallecimiento. Página 5. 
Tir minos judiciatet.— Véase : Territorios mwHtile*. 
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Territorio* nacionales,— Comprende k éstos, la ley de 3i de Julio de 

1890. Página 101. 
Territorios nacionales.— Véase : Jueces de Paz de los territorios na- 

cionattt. 

Testigos.— Cuando se presentan en la oportunidad legal, pidiéndose 
: an citados por Secretaria, la omisión de la citación exonera 
de responsabilidad á la parle. Pagina 90. 

Testigos.— No deben ter admitidos A exámen lo» ofrecidos con sólo 
un dia de anticipación al del vencimiento del término proba- 
torio. Página 231. 

Testigos, -No debe hacerse lugar á la declaración de testigos que se 
pida después de vencido el término de prueba. Página 319. 

Testigos . — Véase : Prueba testimonial. 

Titulo de compra.— Véase: Posesión. 

Titulo ejecutivo.— Véase : Cláusula penal. 

Transporte.— V éase: Contrato de transporte. 

V 

Utilidades.— Véase ■ Sociedad. 
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ACUERDOS RE LA SUPREMA CORTE 



ictwrdo cetebtutlocoti umtii'n th*l fntlettiutetiio dvljucz 
Vmlcml de ta Capital ¡ir. ft. Virgilio U. ttidiüi 

■ 

Kn la ciudad de Hílenos Aires ti tremía de Junio de mil 
.■rhoeicnins noventa v ircs, reunidos extraordinariamente en 
mi Síi ta de acuerdos ni señor l'reskleiile de la Suprema 
Corle Federa] hoetor I). [tenjanmin Paz v los señores Ministros 
ttortores I). Luis V. Várela. I). Abel Unzan, I). Octavio üunge 
y l>. Juan K. Torren I, dijeron : yu« Iiafiiendo lonido ¡lu^ar el 
fallecimiento del señor .liu-x Kederal de esla Capital hoeior fl. 
Virgilio ¿I. Tedín y debiendo honrar Ja noria de este dis- 
tinguido Magistrado que lan iuipnrlanles servicios ha pres- 
lado A la ttepñblicíi. a curda ron asistir en corporación ¡i la 
inhumación de sus restos f dirigir mía carta de pésame a la 
señor¡i viuda. — Así lo acordaron mandando se registrase en 
el libro correspondienle. y se publicase firmando por ante mí. 

■ 

(IKVJ^IfN CU.. — M IS y-i YAMÍI.A.-- 
VRKI. K.V/..1*. — OCIAVIO M M.K. 
Jl V\ K. ftmilKM". 



.fosé .1. y fias, 
Sf'iTHnri'i 



«i 
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Arucrtlu f/c ¡h Suprema Corte sobre feria tli> los Tribu ntífs 

Federales 



En la ciudad de Hítenos Aires, ¡i It de Octubre de IHUU. 
reunidos en la Sala do Acuerdos elSr. Presidente y Uinislms 
de la Suprema Curto de Justicia Nacional, doctores Benjamín 
Nti Luis V. Várela, Abel Bazao, Octavín Bunge, Juan K. IV 
rrent, dijeron: nm- considerando mrts conveniente para los 
intereses generales y los de la adminislraeion de (ajuslicia 
federal, quo la feria fijada desde el T de Diciembre de cada 
año hasta eJ 7 de Huero siguiente, por el artfeuln V del regla- 



mento de la Suprema Curio, y por la üU¡m;i parle del articulo 



se observase desde el presente añoen adelante, debiendo in- 
sertarse el présenle aeuerdo en el libro correspondiente y co- 
municarse á «piienes oon-espumla. 




iu:vmn\ i'.vz. — r.ns v. v.uih.a — 



AIIKI. BAZAS. — ilMAVIn Itt M U — 
JLAS K. initllKM ■ 



José E, VotniitgiteZf 

S<r Mario. 
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FALLOS DE LA SI TREMA CORTE 

di: JL?íTu:t,\ nacional 

CUS LA RELACÍON I»K SUS IIKSPKCTIVAS C A ISAS 



ANO 1891 

'CiHitiiiiuiam 



t il VI LWII 



Criminal por omlmbawln, rtrntra II. Crnncw'o Itianc», tKl'etlm 
Cardos» tj el Ajenie del vapor * t%tmp&*< 



Sumario. — I" I-a uperturado la causa sí prueba en juicios 
fe contrabando, no e^ regida por v\ artículo 407 del Código de 
Procedimientos en lo criminal, sino por el artículo 1070 do las 
Ordenanzas de Aduana. 

2" Según este artículo, el Juez está obligado á abrir la causa 
a prueba, solamente cuando lostn-ctios contradichos pueden ejer- 
cer i n 11 ue ii cía en su resolución. 

3* Los equipajes y mercaderías que se desembarcan y man- 
tienen en lanchas durante algunos días fuera del control de la 
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Aduana y sin hacerse prese litación inmediata do el Sos al líes- 
guardo, caen en comiso, y el dueño de las lanchas incurre en una 
multa igual al valor de los efectos comisados. 



Caso. — Lo refiere la siguiente : 



IU:SOLL( IOS NEL \l)3IIMSTHAlH>|t |)F< MR AS A 



l\WMO- Viri'v Srljt'Mli li- •>:, :!SNf>. 



Vistos y resultando: Que con fecha 11 de Julio último, el 
Guarda 1). Marcelino Pcsinií.ni diú cuenta «le haber apreln ndidn 
la ballenera lícita Dcrsulina », cargada con cuatro cajones mer- 
caderías, los cuales según dicho empleado, debieron ser desem- 
barcados á altas horas do la noche t u el puerto de San Martin, 
haciendo presente al mismo tiempo que dichos cajones pertene- 
cen á la carga de tránsito del vapor < Olimpo * entrado á esle 

Qtie según lo es puesto por el dm ñu de !a mencionada balle- 
nera, resulta que efectivamente ro-ibíó del vapor «Olimpo « di- 
chos cajones por órden de un señor llamado Francisco Blanco, 
quien le pidiólos tuviera ú bordo de su lancha bastan nova órden 



Que se h nm lo expuesto ú foja... por los tripulantes de la 
c Bella Uorsolina», ésta fué conducida por ellos al puerto de 
8an Martin por orden del duefio de la misma it. Pedro Cardo- 
so, quien, dicen, les urdeni desembarcaran en aquel puerto á 



la mañana bis expresada cuatro i 



lo cual no 
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tuvo luga, por falta de lo* carros que debían recibirlos en aquel 
paraje; 

Que la persona que se présenla como dueña de los cuatro ca- 
jones*, no obstante de no tener los justificativos que lu acrediten 

recibir aquellos del vapor c Olimpo >, con úrden expresado es- 
perar con su lancha frente al muelle de pasajeros hasta correrla 
tramitación ú fin de despachar la mercadería, la cual, según el 
mismo Blanco, venía como exceso de equipaje, á cargo de un 
<cnor Ho ii que* ; 

Que según lo expuesto por el Prefecto Marítimo cu la ñola de 
foja... lia resultado que no vino ningún señor Booqué en el 
vapor * Olimpo i en el viaje ú que se ha hecho referencia; 

Qué del examen practicado en dichos cajones y del que se ti ¡i 
cuenta en el informe que antecede lia resultado que, por la 
condición de sus envases ror sus considerables pesos, y volú- 
menes, no lian podido ser consideredos como equipajes; y 

Considerado: I" Qm- se Ha infringido lu dispuesto por el ar- 
tículo 838 de las ordenanzas de Aduana, por cuanto los expre- 
sados cajones no constan en el m.inilicstu del vapor « Olimpo », 
que los condujo á este puerto : 

2 o Que el hecho de haberlos transportado a la ballenera «He- 
lia Dorsolina - se haliu previsto en el artículo í>27 las Orde- 
nanzas de Aduana, el que establece que los efectos quo so 
trasborden sin haber obtenido previamente el correspondiente 
permiso, y sin haberlo presentado al Resguardo antes do efec- 
tuar la operación, se encontrarán en el caso del nrtículo921, 
debiendo en ion <{iip no consten en él tnani/testo (jeneral pagar el 
Capitán del buque que los entregó, el del que los recibió, y el 
dueño de la lancha que sirvió de intermediaria, cada uno el otro 
tanto del valor de los efectos comisados; 

3" Que tratándose, como ocurre en esto caso, de un paquete ii 
vapor, las responsabilidades del buque se sustituyen por res- 
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ponsabilidades personales del Agente ü~ empresario (artículo 817. 
inciso 3 o de las Ordenanzas de Aduana); 

4* Que dado el peso, volumen j envase ojie cor respondo :i di- 
dios cajones, según se expone en el informe de fojas líí vuelta y 
20, do han podido ser considerados como equipajes por el Comi- 
sario del vapor * Olimpo., quien por la práctica en el ejercicio 
de las atenciones ¡i su cargo ha debido conocer que contenía 
mercaderías, y con más razón aún teniéndose presente quenin- 
gim pasa jen) estaba á cargo de aquellos ; 

5" Que el que se presenta como dueño do los me nc i p nados ca- 
jones no ha justificado con ningún título su propiedad, no ha- 
biéndose encontrado en posesión de el tos en el momento déla 
aprehensión, por lo cual no es aplicable al caso el precepto di- 
que en las cosas muebles la posesión vale por título; 

í¡" f ¿no por otra parte, no es de indispensable necesidad cono- 
cer el verdadera dueño de la mercadería, puesto que en c'i caso 
ocurrente la aplicación de la penase hace efectiva con proscinden- 
cia de él, no obstante de que siempre habría conveniencia en 
conocer los infractores ú la ley para los casos de reincidencia, 
como también para la observancia de lo dispuesto en la resolu- 
ción del 23 de Octubre de 1885, inserta en la página 85 de las 
disposiciones Fiscales. 

Por estos fundamentos resuelvo; 1" Declarar caídos en comi- 
so los cuatro cajones mercaderías de que se trata. 

2" Pagúese por el Agente del Vapor « Olimpo > y por el dueño 
de la bincha « Helia Dorsolina» cada uno una multa igual al 
valor de los efectos comisados, 

Hágase «uber; pasea Contadurí i á sus efectos y ten mgaiise 
los sellos. 



7. (i ñute f 
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vista ubi. i'Komuiion ns<;vi. 

Señor ,/ ttv z : 

II.* e-.tudi.ul.. n.n tudaddenetoiiel sumario instruido así como 
la resolución administrativa cuva reposición se pifie y nada en- 
cuentro que pueda ¡nlhtir nara pencar en el sentido expuesto 
por lo* - cúrrenles. 

Loa escritos de fojas 64 y 70 dejan á mi entender subsistentes 
tanto la apreciación del heoho que lia dado origen á esta cansa 
cerno la aplicaciun de las disposiciones de la legislación ad muir. 
ra invocadas por la Administración de Rentas. 

Por lo que respecta ul pedido He que se abra la causa ¡i prue- 
ba, V. S. no puede prove, r de conformidad, en presencia del 
articulo 1070 de la Ordenanzas do Adu. na. 

Pienso, pues, que el Juzgado d.-be confirmar la resolución d«- 
foja... 

/. I. Viali* 



I nllo tlrl Jiirz «Ir Mf>rrl»n 

«líenos Aire-. N.niemlire ,1 de fS!t<j, 

X vistos: l'or lo expuesto por el Vi ^curador Fiscal en su 
vista do foja ochenta y por sus fundamentos, se con Jimia la 
resolución de Aduana corriente á foja treinta y una y repnes- 
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tos que sean los sellos, devuélvanse los autos eon el correspon- 
diente ?ueio. 



Suprema forti* : 

Es, en mí opinión, procedente el recurso de ntilidad inter- 
puesto á Toja H í y foja 120. 

Según el artículo 500 del Código de Procedimientos 0n loCri- 
minal, tiene logar 'lidio recurso cuando se lian omitido las for- 
ra:! s esenciales del procedimiento. Kntre esa* formas esenciales 
figúrala recepción áe la causa á prueba, presrripta imperati- 
vamente al .1 uez en todas los caaos, por el arl ir ti lo -107 del mismo 
Código, á menos que las partes la hayan renunciado expresa- 
mente. 

Kn el procedí mi en tu en mi nal sobre lodo, negar la prueba 
equivale ú negarla defensa; y t'sta ha sido declarada iuvioIaliU* 
por nuestra h-y fundamental, ha disposición del artículo 107(1 
de las Ordenanzas de Aduana, no ha podido obstar A la recep- 
ción de esta causa á prueba, cuando los interesados expresamen- 
te la lian solicitado en sus escritos de fojas 85 y 89. 

Los Administradores de lientas, pueden, según lo dispuesto 
en el artículo 1035 de las citadas ordenanzas, resolver adminis- 
trativamente los casos de contrallando y de defraudación déla 
renta pública j pero, según io dispuesto en el artículo í 030 si- 



Vgarrim. 



VtSTA DEL SESlMt MlOCl ItAlHHl CLNEltAI. 



Itie u >-i Aire*. LVlnvro .'ule \k*\, 
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condenados, pueden enlabiar la 
Justicia Nacional. 

Este ocurso ó la Justicia Nacional da origen recien al verda- 
dero juicio, que no puede ser sentenciado, se^unel artículo 1070, 
sin Ja audiencia itel reclamante y del Procurador Fiscal, que 
son partes en él. V si según el mismo artículo JOTO el Juez no 
debe admitir más de un alegato por escrito para cada parte, no 
ha podido querer esto que se suprima el trámite de prueba, que 
es do regla en todo juicio, y que es la única que puede acre- 
ditar 'desvirtuar los fundamentos en que se apoyan los alega- 
tos que el mismo artículo autoriza. 

La prueba producida ante la Aduana ha podido servir para 
determinar la resolución administrativa del Señor Administra- 
dor de lientas: pero no habiendo este funcionario recibido la 
que pudo ofrecer la parte acusada, ni Jiabiémlosf* recibido aque- 
lla en el juicio contradictorio, repito, Excelentísimo Señor, que 
negarla en es>te juicio ante ¡ajusticia nacional, creo rjue. equi- 
valdría á suprimir o disminuir considerablemente el derecho do 
defensa, que debe concederse con toda amplitud. 

La inris lata interpretación que, á mi juicio, pudiera recibir 
el citado artículo 1070 de las Ordenanzas, conduciría, á lo más, 
á la recepción déla prueba con todos cargos; esto es, para no 
admitir más de un solo alegato porcada parte, podría llegarseá 
no admitir los de bien probado, pero nunca á rechazar la prueba 
solicitada por alguna de las partes. 

Si todavía no se admitiera esta interpretación del artículo 
1070 de las ordenanzas, tendríamos que la disposición del artí- 
culo Mil del Código de Procedimientos, por la generalidad de 
sus términos, y por ser posterior en fecha á la del dirho artí- 
culo 1070, habría corregido á éste; importando la violación de 
&u disposición expresa una causal de nulidad del procedimiento, 
según los términos del artículo 690 del expresado código. 

Un consecuencia pido á V. E. y de acuerdo con Jo dispuesto 
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en el artículo 512 del mismo Código, se sirvo declarar nulo todo 
k obrado después de la providencia de Autos, corriente á foja 
80 vuelta, 

Inlonio £. 3faiaver 



Bücum Airw. Moro 5 de 1891, 

Vistos y Considerando: en cuanto al recurso dp nulidad : 
Que no es de aplicación al presente caso la disposición del ar- 
tículo cuatrocientos sesenta y siete del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal en que él se apoya, pues se trata de un pro- 
eedimiento regido especialmente pnr las Ordenanzas de Aduana 
y no por aquel Código; 

Quede la disposición del artículo mil setenta de las Orde- 
nanzas citadas, se deduce que el Ju-z sólo abrirá ¡i prueba la 
causa cuando considere necesario para su resolución el esclare- 
cimiento de los hechos alegados en ella y uo consentidos ó con- 
fesados por las partes ; 

Que en el presente casólos ludios denegados por los recurren- 
tes, ciertos ó no, ninguna inlluencia pueden ejercer en la resolu- 
ciou recurrida, según sus términos de referencia. 

Por estos fundamentos, se duela ra no haber lugar al recurso 
de nulidad interpuesto. 

Y considerando en cuanto á la apelación i 

Que ni como equipaje ni como.mercaderús, han podido las 
que fjrman la materia de esta juicio ser desembarcadas, y 
mantenidas durante dos días en las lanchas que las recibieron, 
fuera del control de la aduana, y sin hacer presentación in- 
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mediata de ellas en el Resguardo, con arreglo ¡í las disposiciones 
de los artícul o* ciento noventa y nueve y siguientes y ochocien- 
tos treinta y seis y siguientes de las Ordenanzas del ramo» y 
que, por consiguiente, habiéndolo sido en la forma indicada, han 
incurrido por el mismo hecho en la penalidad establecida por 
I03 artículos ochocientos noventa y uiiovp y demás citados tu la 
resolución de foja treinta y una de las Ordenanzas referidas. 

Por esto*, y los fundamentos de dicha resolución, no so haré 
lüfni tampocoal recurso de ¡ipelucion interpuesto; y se confirma 
con costas la sentencia apelada de foja ochenta y cuatro en lo 
que se rigiere á Don Francisco Blanco y Don Pudro Cardoso, por 
ser estos los únicos que han sido notificados de la resolución 
ad ministru ti va de f jja veinte y una. He ponga use los sellos y 
devuélvanse á los efectos a que haya lugar. 



hemam:n vicióme*. — c. s. de la 

TíHIHE. — LUIS V. VA HELA. — 
ADELGAZAN. — LUIS SAEJÍ31 PESA. 
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«ALMA 



Don John Scott contra ¡L Francisco Serantes, por wm0mie0ú 
tic emirato ; sobre rompvtt'iuia. 



Sumario, — La indicación dé la c;itle y número de la casa. 
lieclin al pié de ta firma puesta á un contrato, importa, por parta 
del firmante quesea reciño de otro lugar, constitución de domi- 
cilio especial. 



Caso. — Eu 20 de Abril de I880 t por intermedio de los se- 
ñores Funes y Lagos, Don Jolin Scott vendió á Don Francisco 
Serantes varios lotes de terreno ubicados en Jeppeuer. 

Las boletas fueron datadas en Buenos Aires* firmándulas 
Don Francisco Serantes con domicilio en la calle Libertad nú- 
mero 20. 
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&fa de Bemoles)* Comisione* Funes y Lagos 'antigua casa de Bailar y 
Ociada; Son Martín m nuevo. n ,,g 

Mayo 16 do 1889. 

Conste por la presente boleta que por intermedio de los seño* 
res Funes y Lagos, he comprado á Don Juan Scott nueve sola- 
res de terreno ubicados en Jeppener, señalados en el plano que 
sirvió de base para la venta con los números (23 al 31) veintitrés 
al treinta y uno. con una superficie de doce rail ciento treinta y 
uno H2131) varas cuadradas, más ó menos, á razón de once (11) 
eeutavos moneda legal ta vara cuadrada, obligándome ú pagar 
la suma total del importe, una tercera parte al escriturar, y el 
resto á tres y seis meses de plaso, con pagares hipotecarios. He 
comprado a mi entera satisfacción y con perfecta facultad para 
ello; hablando entregado en garantía del cumplimiento de esta 
compra la cantidad de setenta pesos m n (ine perderé, si dentro 
de los veinte dias de la fecha, no me presentare ¿escriturar ; así 
como también quedará el vendedor desligado de todo compro- 
miso de venta, sin perjuicio de dejar ¡í salvo sus derechos y ac- 
ciones para proceder contra mí. En prueba de lo cual firmo la 
presente boleta, en Buenos Aires á 20 de Abril de 1889. 

Francisco Ser antes. 

Calle Libertad número 20. 



Con loa citados boletos se presentó en 18 de Setiembre de 
1889 don Antonio Charay por don Joan Scott al Juex Federal 
de la Capital y entabló demanda contra don Francisco Serantes 
para que fuera condenado al cumplimiento del contrato. 

T. XIII ' _ 
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Acreditada la competencia federal perla diversa nacionalidad 
de las partes, y conferido traslado, Serantes declinó de jurisdic- 
ción, alegando que era domiciliado en La Plata, y que el contra- 
to en cuestión debía cumplirse en la Provincia de Buenos Aires, 
por lo que no era competente para conocer en lo causa clJuez 
Federal de la Capital. 

Conferido traslado, Scott pidió el rechazo de la excepción con 
costas. 

Dijo que Serantes al comprar dio como domicilio la casa callo 
Libertad número 20 de esta Capital, y allí constituyó su domi- 
cilio especial para los efectos del contrato. 

Que tratándose de una obligación personal, >A Ju<z compe- 
tente para hacerla efectiva era el del domicilio especialmente 
constituido, con arreglo á los artículos 101 y 102 del Código 
Civil. 



F»ll* «1*1 Ju«i F««er«l 

Buenos Aires, Setiembre 1 lá de 1890. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el presente escrito, 
y considerando además : 

Que de los documentos acompañados resulta: qne el contrato 
do compra-venta, cuyo cumplimiento se demanda, fuó celebrado 
en esta ciudad de Buenos Aires, fijando el comprador su domi- 
ciV n la "' ; ,ma ciudad, con determinación de la calle y nú- 
mero de Itt casa, lo que importa constituir un domicilio especial, 
para todo lo relativo á esc acto, puesto que según sn propia ma- 
nifestación él vivía en La Plata. 

Que según los artículos 101 y 103 del Código Civil, las per- 
sonas, en sus contratos, pueden elegir un domicilio especial para 



la ejecución de sus obligaciones, y esta elección implica la ex- 
tensión de la jurisdicción, que no pertenecía, sinú á los Jueces 
del domicilio real de las personas. 

Por estos fundamentos, no La lugar á la declinatoria de ju- 
risdicción, y contéstese la demanda en el término legal. Repón- 
gase esta foja. 

Virgilio H. Tedln. 



Hílenos Aires» Mora 14 de 1891. 



Vistos : Por sus fundamentos : se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja treinta, y repuestos los sellos devuélranse. 



BENJAMIN YICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — IXIS V. VARELA. — 
ABELBAZAN. — 1.LI8 SAEN?. PESA. 
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CAIMA LA A I Y 



Ueurer y Compañía, contra Julián Árocena y Compañía, 
por imitación fraudulenta de marca de fábrira ; 
sobre recurso de aclaración 

Sumario. — Un los casos de apelación, los fallos de la Su- 
prema Corte son finales» salvas las excepciones del artículo 55Í 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, y no pueden re- 
verse bajo pretesto de aclaraciones que no proceden, por ser cla- 
tos sus considerandos y parte dispositiva. 



Caso. — Dictado el f «lia de 3 de Marzo de 1892 en la causa 
seguida por Deurer y C" contra Julián Arocena y C\ sobre imita- 
ción fraudulenta de marca de fábrica, los demandantes pidieron 
aclaración. 

Fall* de I» Sutnm C'«r«e 

Buenos Aires, Marzo 14 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Xo Biendo dado A esta parte poner de 
nuevo en cuestión los necios juzgados y decididos ya en última 
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instancia por la sentencia de su referencia, porque, con arreglo 
ol mrtículo cuarto de la Ley Nacional sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federules de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tros, y á las disposiciones contení - 



s cuarenta y o( 
tos en lo Criminal, el 
de apelación, ¿ea q\u 




10 y siguientes del 
alio de la Suprema 
íc ú revoque el 
salvas las ex- 



Y considerando, 




del artículo quinientos cincuenta y 
que no sun de aplicación al 

el pretesto de un recurso de aclaración que no procede en el 
caso, pues la sentencia recurrida es suficientemente claTa en sus 
considerandos, como en su parte dispositiva, en cuyo texto se 
declara, que los demandados no ban incurrido en culpa y que pue- 
den continuar empleando, para su destino, la marca de fábrica 
registrada por ellos, ó sea la color azul, cuya descripción corre 
¡í foja ciento setentay ocbo. Por estos fundamentos, y no 
siendo exacto que la sentencia de la referencia autorice el uso de 
otra marca por los demandados, que la color azul antes enun- 
ciada, ni que se haya practicado embargo alguno de mercade- 
rías con la marca color rojo, según lo afirman los demandantes: 
se declara no liaber lugar al recurso interpuesto y repónganse 
los sellos. 



BENJAMIN VICTO MCA. — C S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — ABEL 
BAZA*. — LUIS SAIKZ PEÑA, 
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CMX'ttA I,V%V 



Criminal contra Pedro ttoteri /ior homicidio 



Sumario, — i° Xo hay alevosía en el homicidio que no ha 
sido cometido con engaño y por sorpresa, y existiendo peligro 
para el homicida. 

2 o Excluida la existencia de la alevosía, el dohle homicidio 
no cometido en riña, concurriendo á la vez circunstancias agra- 
vantes y atenuantes, debe ser castigado con la pena de quince 
■ños de presidio. 



Caso. —Lo rciiere la 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

i 

Señor Juez Federal: 

El Procurador Fiscal en los autos seguid s contra Pedro Bo- 
teri, por doble homicidio en las personas de Gregorio Boudech 
7 de Lucas Tersichs, evacuando la vista que se me ha conferido 
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á objeto de que presente )a acusación pidiendo contra el autor 
del hecho la pena que le corresponde por la Ley, A V. S. digo: 

I. En el sumario instruido se encuentra plenamente constata- 
do i-l cuerpo del delito, con las declaraciones de fojas í á 3 de 
Pedro Boterí (procesado), fojas 3 a 4 de Juan Albertoli, fojas 4 
i 5 de Mater Hilichich y otros de nota de foja 9, informe médi- 
co do fojas H y 12 y partidas (le defunción de foja,.., 

II. En cuanto á quién sea el autor del doble homicidio, se 
prueba con la declaración del mismo procesado Boteri, quien 
confiesa te» dio la muerte descargando sobre los dos todos los 
tiros de su revólver. Fortalece esta confesión del reo, la decla- 
ración de Albertoli, quien presenció el hecbo y declara que fué 
Boteri Pedro el matador. 

III. Con lo expuesto quéda suficientemente probado, el cuer- 
po del delito, estoes, constatada la muerte violenta de Hondeen 
y Tersicbs, que el autor de ellas fué Pedro Boteri; falta ahera 
analizar las circunstancias atenuantes ó agravantes que puedan 
existir en favor ó en contra del matador. 

De las notas de fojas i y del Sub-Prefecto del Puerto de 
esta capital, se desprende la circunstancia agravante de la alevo- 
sía, por cuanto ellas prueban que las víctimas no llevaban arma 
alguna, y que por lo tanto, el ataque se ba llevado sin peligro para 
el agente, inciso 2", artículo 84, Código penal. Hay también la 
circunstancia agravante del doble homicidio, inciso 20, artículo 
citado; habiendo en ambos homicidios la agravación de la ale- 
vosía. 

Circunstancias atenuantes no existen, pues la única que po- 
dría alegarse en descargo del procesado, es el de estar probadas 
las amenazas que los muertos habían dirho á Boteri, aunque 
no en su presencia, pero estn circunstancia no puede conside- 
rarse como atenuante, puesto que Boteri debió dar cuenta á la 
la autoridad, para que ésta vigilase á los amenazantes, ó cuando 
menos para que le dejara usar armas con que defenderse en 
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caso de ser atacado; y en esto último caso, era necesaria una 
amenaza real y con armas, loque no ha podido suceder, porque 
los víctimas no las tenían. 

IV. Establecidos así los hechos, según lo que resulta de autos, 
y teniendo en cuéntalas circunstancias agravantes menciona- 
das y que se desprenden del proceso, veamos la pena que por la 
ley le corresponde al matador. El articulo 95, Código Penal, en 
su inciso i" establece, que el que mata á otro con alevosíu, es 
castigado con la ] ena de muerte. 

En los incisos 2" y 3* se disminuye s>egun las circunstancias 
atenuantes que existan. En el caso sub-judice no hay atenua- 
ción alguna y sí varias circunstancias agravantes a más déla 
alevosía, que por sisóla basta para la aplicación de la última 
pena. 

Por lo expuesto á V. S. pido que habiéndome por presentado 
y por entablada esta acusación contra el individuo Pedro Iiote- 
ri, por doble homicidio en las personas de Gregorio Boudech y 
Lucas Tersichs, se sirva fallar esta causa en definitiva, previos 
los demás trámites de ley, condenando A Vedro Botericotuo au- 
tor de doble homicidio, perpetrado con alevosía, á la pena d» 
muerte, de acuerdo á la prescripción legal y terminante del 
artículo 95, inciso 1", del Código Penal que rige el cuso. 

Esluüio, Ocliibru 10 de 1888. 



Manuel A. Crespo. 
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Fallo del Jnei 



Pnrniiíi, Febrera 15 Jo 1689- 

Y vistos: P^sta causa seguida á instancia Fiscal contra Pedro 
Boten por haber dado muerte a Gregorio Boiidech (altas Mr/o) 
y Lucas Tcrsichs (alias Centurión), para que se lo aplique la pena 
correspondiente al delito; y Considerando: Que eatá probado por 
confesión del mismo procesado y declaración del testigo pre- 
sencial Juan Albertrdi, que en la tarde del día 1Í) de Agosto 
de 1888, de -i á5, Pedro Boteri, patrón del pailebot *Thia», se 
encontraba en el paraje que media entre el horno calero do 
Don José Giovaneíli y la muralla que sirve de malecón al puer- 
to de esta ciudad, sitio bañado por las aguas del Paraná en sus 
grundes crecientes, según informe de la Snb-Prefactura, de 
foja,,., en el cual jugaban á las bochas varias personas; que tan 
luego como Boteri vio" cruzar por allíá Lucas Tersicbs (a. Cen- 
turión), a quien conoció por vestir de bombacha, v á Gregorio 
Houdelc (a Higo), sacó su revólver y disparó sobreellos, alterna- 
tivamente los seis- tiros, cayendo muertos los dos, el uno, Gre- 
gorio Houdech en el mismo momento y sitio en que fué herido, y 
el otro después de dar algunos pasos. 

La muerte de Gregorio Boudech y Lucas Tersichs, ocurridas 
el dia Í9 do Agosto de 1888, está además comprobada por las 
partidas del Registro Civil de foja..., y que ambos fallecieron 
de las herida» rteibidas como una consecuencia necesaria, lo dice 
el informe médico de foja... 

¿ Cómo debe clasificarse el doble homidio cometido por Bote- 
ri ante la ley ? 

El Procurador Fiscal en su acusación lo refiere como un ho- 
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miuidio alevoso agravado por la reiteración y sía circunstancias 
que lo atenúen, y pide en consecuencia, se condene a su autor A 
sufrir la pena de muerte. 

La defensa, por el contrario, sostiene que no hay delito, por- 
que faltan dos elementos constitutivos de la criminalidad, la vo- 
luntad y la intención del agente; el cual ha procedido en el ejer- 
cicio del derecho de propia defensa y bajo la influencia de una 
alucinación é ilusión mental. 

Funda estas justificaciones en que no existían antecedentes 
entre Boteri y Boudech que esplique de parte del primero la 
voluntad de matar al segundo, pues sólo habían mediado entre 
ambos, un ligero resentimiento sin importancia alguna, y me- 
nos aun con Tersichs á quien no c ■■nocía, y haberse mantenido el 
homicida quince días sin bajar de á bordo, después de tener no- 
ticias que Boudech y Tersichs lo amenazaban de muerte. 

Dice que la defensa propia esta comprobada con las amenazas 
(jne tenían hechas a Hoteri sus víctimas, y que constan de las 
declaraciones d< foja.., y que las precauciones que aquel adoptó 
después de las repetidas amenazas, demuestran la profunda im- 
presión que ellas habían producido en su ánimo hasta causarle 
un trastorno mental que lo impelió á matar ú sus perseguidores 
en el momento de encontrarse oon ellos inopinadamente. 

Pero la intención criminal se presume, tratándose de actos 
clasificados de delitos, á menos que las circunstancias que rodean 
el hecho demuestren lo contrario; esta es la regla adoptada pui 
todas las legislaciones y la establece terminantemente nuestro 
Código Penal en su artículo 6°. 

La defensa propia alegada sólo establecería la falta de inten- 
ción criminal y justificaría á Boteri, si ella hubiese sido prece- 
dida de una agresión injusta que no hubiese podido evitarse de 
otra manera que con la muerte délos agresores (artículo H-, Có- 
digo citado); y no consta que Boudech ni Tersichs agrediesen á 
Boteri: al contrario, éste mismo confiesa que al solo ademán do 
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Tersichs de sacar algo de la cintura y sin que precediesen otras 
palabras que ta pregunta que aquel hizo á este sobre sí era 
él, el que debía matado f la respuesta afirmativa, ledescargó los 
tiros de su revólver hasta dejarlo muerto, haciendo lo mismo 
con llaudech, que ni hizo ademan hostil ó sospechoso ni habló 
una palabra; y Juan Albertoli, testigo presencial, dice, que al 
pasar con estos dos últimos por frente de Boteri, que se encon- 
traba parado en los huecos de u nadita de lena, sin que media- 
sen palabras, principió este á hacerles fuego con un revólver; 
siendo de notar que registrados los cadáveres de las víctimas 
en el momento siguiante al suceso, no se tes encontró ninguna 
arma; informe de la Sub-Prefactura de foja... 

Tampoco resultan fundadas en las constancias de autos, la 
alucinación é ilusión. 

K\ informe de los mídicos nombrados para examinar á Boteri 
establece en sus conclusiones: <¡uc este está sano y en pleno go~. 
ce de sus facultades mentales: que no padece ni ha padecido 
alucinación ni ilusión. 

Dadas estas consideraciones, el hecho que motiva este proce- 
so, es un crimen de doble homicidio con la circunstancia agra- 
vante de ta alevosía en la ejecución, porque se considera dada 
la muerte sobre seguro, según la ley 2, título 2t, libro 13. No- 
vísima Recopilación, cuando, como en el presente caso, no se ha 
causado en guerra, pelea ó riña, siendo responsable de él redro 
Boteri, ú quien correspondería la pena designada en el artículo 
95, inciso 1\ del Código Penal, si no existiesen motivos de ate- 
nuación. 

Pero no es igual el grado de perversidad que so reveta eu el 
que clava un puñal y mata £ un hombre dormido para ganar et 
precio de su crimen, y el que como Boteri, impresionado por el 
peligro que cree que corre su vida por las amenazas propaladas 
por Boudech y Tersichs, obedeciendo al sentimiento de conserva- 
ción, Ies da muerte al encontrarse de improviso con eJ los, tal 
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vez sin reflexionan igualar á uno y otro en la pena sería injus- 
to. Y e¿tas amenazas que son causas legales de atenuación están 
comprobadas por las declaraciones de Alberto Maranguericlie, 
foja 67, Pedro Geno viche, foja 7, y JoséGiovanelli, foja 67, a qne 
Be agrega que el procesado observó antes del hecho una con- 
ducta juiciosa y honrada. 

En conclusión, el «rimen cometido por Pedro Boteri es un 
doble homicidio cea calidad de aleve en que interviene una cir- 
cunstancia atenuante y debe ser castigado con la pena que de- 
termina el nrtícalo95, inciso 2°, del Código Penal vigente, la 
que por ser el máximum no puede aumentarse á pesar de la 
reiteración del crimen. 

Por estas consideraciones, declaro á Pedro Boteri autor del 
crimen de homicidio perpetrad» en las personas do Gregorio 
Boudecb y Lucas Tersichs,y lo condeno ¿sufrir la penado presi- 
dio por tiempo indeterminado que deberá cumplirse en el lugar 
que determine el Poder Ejecutivo de la Nación, con cosías: 
notífíquese en el original y repónganse los sellos. 

.¥. de T. 1'intQ. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero lti de 1891, 

r 

Suprema Corte : 

£1 defensor del procesado insiste después de la sentencia de 
foja 70 vuelta, en sostener la inculpabilidad de su defendido, 
fundándose en su falta de voluntad criminal y en el miedo que 
te infundieron las amenazas que había proferido una desús víc- 
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timas; y pide que se declare su eicension de toda pena, de 
Penal. 

La sentencia apelada ha demostrado, á mi juicio concluye ate- 
niente con la disposición del artículo G" del citado Código y 
resaltado del exámcn médico legal de foja 46, que el proce- 
sado tuvo la voluntad criminal que la ley supone, y que contra 
su existencia no resulta de ta causa una presunción contraria. 

£1 miedo producido por las amenazas, no pudo adquirir, por 
falta de términos hábiles, el carácter de una fuerza irresistiblo 
que dirigiera la acción del procesado; pues ni medió ataque por 
parte de las víctimas, ni éstas exhibieron armas que pudieran 
imponer ese miedo con tal carácter de fuerza irresistible, capaz 
de violentar la voluntad del agento, como Lo requiere el artículo 
81, inciso 5°, del Código Penal invocado por el defensor. — £1 
miedo producido por las amenazas debe sin duda ser tomado en 
cuenta, pero como una causa atenuante del delito, como la ad- 
mite el artículo 83, inciso 4°, siguiente; y así lo ha considerado 
la sentencia, aplicando al procesado la pena del artículo íí;», 

ÍP"¡80 2°. 

Habiendo examinado este proceso, creo, excelentísimo señor, 
que la sentencia apelada ha tomado en cuenta las causas de 
agravación y de atenuación de la pena que él ofrecía; y que et 
inferior, con criterio justo, ha impuesto la que correspondía, 
dadas las circunstancias del hecho. Pido por tanto á V. E, se 
sirva confirmar dicha sentencia. 



Antonio E. Malaver. 
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Wmtím «• tm «Mprem* r«rt» 

Buenos Aire», Marzo Ude 18H1. 

Vistos: Fot los resultandos, en cuanto á los hechos, de la 
sentencia apelada, y considerando: 

Primero: Que no puede admitirse que el procesado obró con 
alevosía al cometer el doble homicidio porque se le procesa, pues 
segan el artículo o. lienta y cuatro, inciso segundo, del Código 
Penal, esta solo consiste en obrar á traición ó sin peligro para 
el agresor, lo que no ha sucedido en el presento caso, en que 
el acusado no ha procedido con engaño ó dolo, ó sorprendiendo 
á sus víctimas por la espalda, ni ha podido tampoco suponérse- 
le exento de peligro, pues, según consta de autos, atacó á los 
que fueron sus víctimas precisamente por tener conocimiento 
de laa amenazas de muerte proferidas contra él por aquellos 
mismos. 

Segundo: Que si hubiese existido alevosía, el procesado ha- 
bría buscado herir á sus víctimas acechándolas y procurando 
elegir él mismo el momento en que pudiera hacerlo con mayor 
seguridad y más impunidad, lo que tampoco ha sucedido en el 
caso sub-judiee, en que el hecho se ha producido de improviso 
para el procesado, en paraje público y delante de testigos, sien- 
do de notarse que el agresor estaba solo y eran dos los agredi- 
dos, sin contar al amigo que lea acompañaba. 

Tercero; Que excluida la existencia de la alerosíu, el homici- 
dio cometido por el procesado, debe considerarse comprendido 
en los casos penados por el artículo noventa y seis, Código 
Penal, teniéndose en cuenta, para fijar la naturaleza y el qaan- 
íttmde la pena, las circunstancias agravantes que concurren con 
otras atenuantes en el caso sttb-judice. 
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Cuarto: Que habiendo sido dos los homicidios cometidos por 
el procesado, correspondería aplicársele el máximum de la pena 
fijada para el homicidio por el artículo noventa y seis, inciso 
primero, del citado Código; pero como existe también la circuns- 
tancia atenuante de la amenaza (Código Penal, artículo ochen- 
ta, y tres, inciso cuarto) debe disminuirse aquella pena pruden- 
oialmentc, y según el criterio y arbitrio del Juez (Código Pe- 
nal, artículo cincuenta y tres). 

Por estos fundamentos : se.cou firma la sentencia apelada en 
cuanto condena al procesado Pedro Boteri, y se reforma en cuan- 
to á la pena impuesta, debiendo ésta ser la de presidij por quin- 
ce años, computándosele el tiempo de prisión sufrida en la forma 
establecida por el artículo cuarenta y nueTe del Código Penal. 
Notifiquen con el original. 

BENJAMIN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — ADEL 
IJAZaN. — LUIS SAENZ PESA. 
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CAIIftA IiXXU 



Doña FJeuteria (¡arcía de Mal contra Daña Harta Homero 
de Harria, por petición de herencia: sobre competencia. 



Sumario. — I o EL auto sobro competencia es apelable. 

2* Las resoluciones de los Jueces de Paz de los Territorios 
Nacionales que por la ley de 18 de Octubre de 1872 eran apela- 
bles ante los Jueces de Sección de la provincia más inmediata, 
por la ley de 16 de Octubre de 1884 lo son ante el Juez letrado 
del respectivo territorio. 

3* Apelada una resolución de esta clase ante el Juez de Sec- 
ción antes de sit provisto el Juzgado del territorio, es al Juez 
letrado de éste, nombrado pendiente dicha apelación, á quien 
corresponde conocer en la misma. 



Caso. — En 25 de Junio del ano 1882 se presento ante el Juez 
de Paz de Yiedma Don Pablo Rial, en representación de su es- 
posa Doña Eleuteria García do Rial, iniciando la testamentaría 
de Don Alejo García, fallecido el día 5 de ese mismo mes, de 
quien su representada era hija natural. 
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Presentada la partida de defunción de Don Alejo García, j 
resultando de ella que García estaba domiciliado en Viedma 
en la época de su fallecimiento, el Juez de Paz citó por edictos 
á ios herederos y acreedores, entre los cuales se presentó Doña 
María Romero de García pidiendo la entrega délos bienes tes- 
tamentarios, como esposa de Don Alejo García, 

El juicio siguió todos sus trámites hasta la partición de los 
bienes hereditarios entre la nuda, Doña María Homero de Gar- 
cía y la hija natural Dona Eleuteria García de Itial, declaradas 
únicas j universales herederas pur auto de 23 de Etbrero de 
1884. La partición fué aprobada en 24 <lo Marzo del mismo 
año. 



En 5 de Julio de 1884, Don Pablo Rial, en representación de 
su esposa Dona Eleuteria García de Itial, reclamó contra lo 
obrado. 

Dijo: Que Doña Maiía Romero de García, aunque declarada 
heredera, no había justiacado su personería en autos, y que ade- 
más hacía cérea de 30 años desde que se había ausentado del 
lado de su marido, no habiendo manifestado en todo ese tiempo 
deseos de volverá su lado. Que por lo tanto, los bienes de la 
testamentaría pertenecían en totalidad ú su esposa. 

El Juzgado suspendiu la tramitaüon del juicio y no proveyó 
á este escrito por haberse suscitado una contienda de compe- 
tencia entre él y el Juez de 1" Instancia en lo civil de la Capital 
ante el cual, el 7 de Noviembre de 1882, se había presentado' 
el Dr. Don Macario Torres, en representación de Dona María 
Romero de García, iniciando la misma testamentaría, declarán- 
dose este Juzgado competente. 

Dicha contienda fué resuelta por fallo de la Suprema Corte de 
10 de Noviembre de 1885, declarando que el competente para 
entender en el juicio de testamentaría de Don Alejo Garcí.i era 
el Juez de Paz de Viedma. 

Devueltos los autos ai Juez de Paz de Viedma, este cun fecha 
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4 de Octubre de 1886, dictó sentencia revocando j anulando el 
fallo d« declaratoria de heredera de Doña María Homero de 
García, pronunciado en 23 de Enero de i884, y declarando única 
y univeraal heredera á Doña Eleuteria García de Ríal, hija na- 
tural de Don Atejo García. 

Doña María Romero de García apeló y se le negó la apelación. 
Ocurrió de hecho al Juez de Sección de la Provincia de Buenos 
Airea. 

Este pidió los antecedentes. 



AmS* 4#l Jw#n IsApjptftt 

Viedm», Abril t\ de 1887. 

Por recibido en ta fecha, hágase saber por oficio al señor Juez 
Federal de Sección de la Provincia de Buenos Aires Dr. Isidoro 
Albarracín, que el espediente cuya remisión solicita del señor 
Juez de Paz de esta Capital, ha sido remitido por este último 
funcionario á este Juzgado que es el único competente para en- 
tender en é\ . 

Giménez. 

En seguida, y después de un pedido de la apelante para resol- 
ver sobre el recurso, y avocarse el conocimiento de la causa se 
dictó el siguiente : 
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Vkdmo, Marzo 14 úe 188». 

Autos y vistos : Xo resultando de las actuaciones y diligen- 
cias del auto recurrido de fojas 161 y 102 que la parte apelante 
haya transgredido ley alguna, pues ni siquiera consta su notifi- 
cación, y considerando que a la época en que se pronunció dicho 
auto los fallos de los Jueces de Paz eran apelables al de la Sec- 
ción Federal más inmediata, por cuya causa fué que se recurrió 
ul de );i Provincia de Buenos Aires, pero que invistiendo los 
Jueces letrados las funciones drl lucro federal en los territorios 
nacionales, el antecesor al suscrito aboco el conocimiento de 
esta caiua en apelación, según el proveído de foja 173, que se 
halla ejecutoriado, sin que esto importe desprendimiento de 
sus atribuciones y competencia en cuanto á los procedimientos 
ulteriores si fueren conformes á las leyes que rigen actualmente. 
Por estos fundamentos, se declara: mal denegado el recurso in- 
terpuesto contra el auto de fojas 157 á 161 ; eu su consecuencia, 
autos para resolver (artículo G°, ley 18 de Octubre del 79J. 

Abraham Arce. 

Doña Eteuteria García de Rial pidió que el Juez letrado se 
declarara incompetente para conocer en el recurso j en la 
causa. 



m 
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VISTA DEL FISCAL 

Viednia, Mayo 27 de 1889. 

Señor Juez letrado : 

Evacuando ta vista que se me confiere como fiscal, eu el inci- 
dente de competencia promovido por Don Pablo ttial, en repre- 
sentación de su esposa Doña Eleuteria García do Rial, tengo el 
honor de expedirme en la forma siguiente : 

Que habiendo sido el Juez de Paz de esta Capital debidamente 
autorizado por la Suprema Corte de Justicia, según consta por 
las diligencias de fojas 178 y siguientes, para entender en este 
juicio y no habiéndose apelado a su debido tiempo el fallo de eí>te 
Jaez, que obra foja 157 á 161, el suscrita opina: que es su- 
perfino todo reclamo precedente & dicho fallo por la prescrip- 
ción del tiempo para su apelación y en tal concepto, se deduce 
que ese Juzgado no puede declararse competente pani entendvr 
en esta cansa. 

Laureano üávalos. 



rail* del Juez Mwmúm 

Viedtna, Junio 12 de 1889. 

Vista la excepción de incompetencia de e&te Juzgado opuesta 
por Don Pablo Rial, en representación de su esposa Doña Eleu- 
teria García de Rínl, fundándose en que la parte de Doña María 
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lí omero de García no había interpuesto los recursos en oportu- 
nidad, ni había ocurrido A la Suprema Corte de Justicia Fede- 
ral en queja, sin ó al Juez Seccional de La Plato ; que habiendo 
fallado el Juez de Paz a (fuo en 18 de Octubre de 1886, esta 
causa, ni el Juzgado letrado del territorio ni el Federal de Sec- 
ción inmediata investían competencia para conocer de la apela- 
ción de dicho fallo, por cuanto el mencionado Juez de Paz ha- 
bía sido declarado competente para entender en primera instan- 
cia en el asunto, y que también la apelante había dejado trans- 
currir los años sin gestionarlo, por lo que concluye pidiendo 
fjuo este Juzgado se declare incompetente para conocer de los 
recursos deducidos contra el fallo del Juez de Paz(fojas 185 
y 180). 

La parte apelante, contestando á fojas 189, 100 y 192 pide 
so rechace la excepción por improcedente ; y se funda en que 
t-uando se dictó el fallo por el Juez a quo aún estaba en vigen- 
cia lo dispuesto por la lev de 18 de Octubre del 72 sobre apela- 
ciones de los Jueces de Paz en los territorios nacionales, y que 
por ello ocurrió al de Sección inmediata, porque así lo dispo- 
nía dicha ley, pero en ningún caso á la Suprema Corte Federal, 
que sólo conocía de las sentencias de los Jueces letrados crea- 
dos por la ley de 10 de Octubre del 8i; que como á ta e"poca en 
que se dicto el fallo por el Juez a tpia aún no estaba provisto 
este territorio de Juez let rado, futí que í.curriú al Federal de La 
Plata, pero que el antecesor del suscrito, aboco el conocimiento 
de la apelación, y que desde esa focha está paralizada. Expone 
también en su primer escrito que está conforme en que la ape- 
lación se resuelva por la Suprema Corte. 

Y considerando : 1" Que la competencia de los Jueces tiene su 
origen en la ley, y no está al arbitrio de las partes el proro- 
garla llevándo la resolución de un recurso á un Tribunal supe- 
rior ó distinto de aqu;l que la misma ley;determina; siendo, por 
consiguiente, improcedente é inadmisible la conformidad mani- 
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festada por la parte apelante en cnanto á que el recurso inter- 
puesto se eleve para que la Excelentísima Corte Suprema lo de- 
cid a en última instancia. 

2° Que estando establecido por el artículo 6* de la ley de 18 
de Octubre de 1872 que las apelaciones de los faltos de los Jue- 
ces de Paz en los territorios nacionales serán resueltas por el 
Juez de Sección de la provincia más inmediata, y sólo de los de 
éste por la Suprema Corte de Justicia eu loa casos que especí- 
fica; y la ley de 16 de Octubre del 84, que reforma aquella, ex- 
presamente determina que los Jueces de Faz en loa Tribunales 
Nacionales, conocerán sólo hasta cien pesos con apelación al 
Juez letrado de la Gobernación (artículo 17), y de los fallos que 
éste pronuncie en primera infancia á la Corte Suprema de Jus- 
ticia Nacional; de loqud resulta que ni por la primitiva ley ni 
por la reformada del 8 í ha podido llevarse una apelación del 
fallo de un Juez de Paz ant*» la Exraa. Corte Federal, sinó al de 
Sección inmediata antes del 84, y después al Juez letrado riel 
respectivo territorio ■ siendo por lo tanto infundado el razona- 
miento en que se apoya laeicepcion. 

3° t¿ue siendo esto evidente, la acción intentada no puede 
afectar la competencia del Juez. El descuido de una parte para in- 
terponer un recurso en oportunidad, ó cualquier vicio en el pro- 
cedimiento, podrá ó no perjudicar al interesado, y será cuestión 
del fallo; pero nunca causa enciente pan» fundar incompeten- 
cia, porque no desvirtúa la jurisdicción conferida por la ley el 
que un litigante baga mal ó no ejercite bien sus derechos; por 
consiguiente, si la apelante Romero de García recurrió fuera de 
término, como lo dice la parte apelada, ó su recurso fué vicioso 
por cualquier circunstancia, tal proceder no puede desprenderá 
este Juzgado de la jurisdicción que inviste por ministerio de la 
ley. 

4° Que el año 1886, en que se pronunció el fallo por el Juez 
de Paz a qun, estaba ya en vigencia !¡i Joy de 16 de Octubre del 
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84 antes citada, y que fui en esa virtud que el Juez letrado au- 
tccesor al suscrito abocó el conocimiento del recurro cuando el 
Juez Federal de La Plata solicitaba el expediente para conocer 
en la queja interpuesta por apulacion denegada, según consta A 
foja 173 ; de lo queresulta quede la sentenciaapelada sólo ha de- 
bido conocerse en segunda y última instancia por este Juzgado 
letrado. 

5 U Que, por otra parte, y estando claramente deñnido por la 
ley» no puede existir competencia entre un inferior y un superior, 
como lo dictamina et señor Procurador General do la Nación 
ante la Exina. Corte Federal, que resuelve el incidente de com- 
petencia, en la causa remitida ú e3te Juzgado en Febrero del co- 
rriente año, seguida entre Don José Rodríguez y Don Nicolás 
Luna; cuya resolución, que fórmala jurisprudencia practica á 
observarse por los Jueces inferiores, debe ser acatada. 

G ü Que no habiendo aún este Juzgado procedido ú conocer 
originariamente en esta causa que excede de la competencia del 
Juez de Paz, no es llegado el caso de elevarse los autos al su- 
perior, por cuanto ta apelación fué interpuesta del fallo del Juez 
de Paz, cuyo conocimiento compete a este Juzgado letrado. 

Por estos fundamentos, y no obstante el dictáinen del Procu- 
rador Fiscal tul hoc, fallo no haciendo lugar á la excepción de 
incompetencia por ser inprocedente; y declaro que este Juz- 
gado es el competente para conocer en el recurso de apelación ¡i 
que se rolicrcn estos autos, 

Asigno diez pesos nacionales al Procurador Fiscal ad hoc D. 
Laureano Dávalos, que serán satisfechos por el Tesoro Público 
comu lo previene la ley. 

Ahruhant Arce. 

De este auto la señora de Uíal pidió revocatoria y apelo m 
subsiMtm. 
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Viedma, Julio 18 do 1889. 

Autos y vistos: Considerando : Qu* el fallo de la Kxma. 
Corte Suprema, deque el recurrente Lace mérito, fué* pronunciado 
en época cuqueen este territorio no había Juez letrado, por lo cual 
decidió la competencia en favor del Juez de Paz; qtin por la ley 
de 10 de Octubre del 8i estos funcionarios sólo pueden conocer 
en causas cuyo valor no exceda de cien pesos, y con apelación al 
Juez letrado ; que no bay ley alguna que establezca de otra ma- 
nera ó modifique dicha disposición legal, y así ha sido la prac- 
tica constante, sin que en ningún casu se lleven las apelaciones 
de los Jueces de Faz ante el alto Tribunal Nacional ; que no es- 
tando provisto de Juez letrado este territorio, las apelaciones 
de los Jueces de Paa debían llevarse ante el Juez Federal inme- 
diato como lo disponía la ley de 18 de Octubre del 72, y del ra- 
llo de íste recién ocurrir A la Suprema Corte, pero no directa- 
mente del Juez de Paz á la Extna. Corte, porque ninguna ley lo 
autorizaba; que dados estos considerandos, teniendo que resol- 
ver al presente una apelación del Juez de Paz de este territo- 
rio, es al Juez letrado á quien correspondo conocer y decidir en 
última instancia, como expresamente lo disponen los artículos 
17 y 39 de la ley de 16 de Octubre del 84 ya citada. Por estos 
fundamentos, no ha lugar á la reposición del auto de 42 de Ju- 
nio último, corriente á fojas 193, 498, 199 y 200. Repóngase 
el sello . 

Abrakam Arce. 

Ante mí : 

Silvano Otárola, 
Escribano Secretario. 
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La señora de Rial pidió se proveyera el recurso de apelación 
interpuesto in subsidtum. 



Viedaia. Agosto íi de 1889 

Autos v vistos : Considerando : t» Que según lo establece el 
artículo 41 de la ley de ifi do Octubre del 84, sobre administra- 
ción de los territorios Nacionales, las apelaciones sólo pueden 
interponerse para ante la Suprema Corte, con arreglo á lo que 
al respecto disponen las leves de Procedimientos sobre Justi- 
cia Federal. 

2* Que en dichas leves no se reconoce ni autoriza la apela- 
ción en subsidio del recurso de reposición, puesto que el auto 
que recaiga en ésta, causa ejecutoria, artículos 205 de la ley de 
ti de Setiembre del 63, y que fué en esta virtud que el Juzgado 
al resolver la reposición pedida, no decidió sobre la apelaron 
porque no era iuterpuesta en la forma y modo que U ley antes 
citada lo prescribía. 

3° Que no siendo procedente la apelación, tampoco lo era el 
recurso de nulidad en el modo y forma deducidos, y que según 
el artículo 234 de la citada ley de i 4 de Setiembre, la nulidad 
súlo procede contra las sentencias definitivas, y la pronunciada 
es sólo auto interlocutorio que decide el articuló de compe- 
tencia. 

4° Que siendo el auto de foja 234 vuelta pronunciado en con- 
firmación de lo que el artículo 205 citado establece, y á más 
después do vencido el término para poder apelar del auto de 
foja 206 vuelta y 207, del cual la parte interesada ha podido den- 
tro de término pedir aclaración ó providencia sobre los recursos 
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a que hace referencia, sin esperar su Ten cimiento para argüir 
nulidades que las leyes que rigen la materia no las definen. 

5° Que por ]o expuesto son improcedentes los recursos de 
apelación y nulidad, así como la última articulación de nulidad 
deducida. 

Por estos fundamentos y leyes citadas, no ha tugar á lo que 
se solicita, con costas, j estése á lo decretado ; repónganse los 
sellos. 

Abra han Arce, 

Ante mí: 

Silvano fitnrola. 
Escriba uo Sncrvlario 

La señora de Ría! ocurrió de hecho á la Suprema Corte, que 
por providencia de 20 de Marzo de 1890 declaró apelable el auto 



VISTA DEL SESOR 1'llOCUnADOIt C KM ERAL 

Hucnos Aires. lYbrcro l!>dr 1H91. 

Suprema Corle : 

V. E. decidió, por su auto de foja 178, espediente agregado, 
que el Juez de Paz de Yicdma era eí competente para entender 
en el arreglo y liquidación do la testamentaría de üou Alejo 
García. 

Fué en virtud de dicha superior resol ucion, que Jos presen- 
tas autos testamentarios se tramitaron y terminaron ante dicho 
Juez de Paz, con la aprobación que prestó á la cuenta peti- 
cionaria y las adjudicaciones, que se halla á foja 130 fuella (le 
los autos corrientes. 
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Previamente ála formación de dicha cuenta, ol mismo Juez de 
Paz dictó el auto de fojas 96 á 98, por el que declaró universa- 
les herederos de Don Alejo García, á su viudo, Doña María 
Romero, y ásu hija natural Doña Eieuteria GK de Rial. 

Terminado, pues, totalmente el juicio testamentario, con la 
aprobación de la referida cuenta, Don Pablo Rial, por su esposa 
Doña Eieuteria (¡arcía de ttia!, presentó el escrito de foja t4i, 
pidiendo se entregaran á ésta los bienes que habían sido adju- 
dicados á la viuda Doña María Homero, y recibidas las declara- 
ciones de fojas 155 y 156, sin que se hallen la petición y el 
mandato que las produjo, se dictó la sentencia de foja 157 y si- 
guientes, por la que se revocó el citado auto declaratorio de he- 
rederos, de fojas 06 A 08, y fué declarada única y universal here- 
dera de DonAlejo García, su hija natural doña Eieuteria García 
de Rial con exclusión de todo otro copartícipe. 

Según resulta á fjja 161 vuelta, Doña María Homero fué no- 
tifleada de dicha resolución, y no quiso íirmar la notificación. 
Pero, en seguida, consta de La misma foja que presentó un es- 
crito en el que, por no limitarse á la interposición del recurso 
de apelación, le fué devuelto; y que esc recurso le fué denegado, 
resulta de la providencia de foja 162. 

Denegado el recurso por el Juez de Paz, Don Lorenzo J. Oli- 
van, representante de Doña María Homero, lo trajo, dehecliu, 
ante el señor , Juez Federal de la provincia de Buenos Aires ; 
como lo comprueba la nota de éste, que corre á foja 173, y en 
la que pide a] Juez ie Paz, le remita el expediente original de 
la testamentaría de Don Alejo Garda. Kl Juez de Paz so limitó 
á elevar dicha nota al Juez letrado del Rio Negro, y éste se de- 
cloró competente, para conocer de dicho recursoffoja 173 vuelta) 
y lo declaró mal denegado por su auto de foja 184, 

A foja 185, Don PubloJiial, por su esposa, deduce la incom- 
petencia delJuez letrado del Rio Xegro, pretendiendo que sólo 
V. E. podía conocer del recurso entablado contra la sentencia 
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del Juez de Faz, y esta excepción de incompetencia fué resuelta 
por el auto que corre de fojas 193 á 200, declarando el Juez le- 
trado su competencia, para conocer en el recurso interpuesto 
per Dona Haría Romero. 

Es esta resolución que ha sido apelada para ante Y. E., y 
que, creo, debe ser continuada. 

Es fuera de toda duda, que la resolucioa del Juez de Paz de 
Viedma no podía recurrirás inmediatamente para ante V. E. — 
lia ley número 576, de 1 8 de Octubre de 1872, artículo 6*. es- 
tablecía que las resoluciones de los Jueces de Paz de los terri- 
torios Nacionales, en falta de los Jueces letrados que aún no 
se habían establecido, fueran apelables para ante el Juez de 
Sección de la provincia más inmediata; creados los Jueces letra- 
dos en los territorios Nacionales, por la ley número 1533, del 18 
de Octubre de 1884, las apelaciones de las resoluciones de los 
Jueces de Paz deben llevarse ante dichos Jueces letrados (art. 
17 y 30 de dicha ley). 

Doña María Homero llevó, pues, debidamente su apelación 
de hecho ante el Juez Federal de la provincia de Buenos Aires, 
cuimdo aún no había sido creado el Juzgado de letras del terri- 
torio del Rio Negro ; y no le perjudicaría haberlo llevado ante 
ese Tribunal, aun cuando dicho Juzgado de letras se hubiera 
hallado establecido, pues según la disposición de la ley 18, 
título 23, de la Partida 3\ « si alguno se aleare por yerro á 
otro que sea mayoral que aquel a quien se debiere alear, ú que 
fuese egual de aquel que le avía judgado, vafo et aleada ; non 
porque eldeva judgar el pleyto, más débelo enbiar al otro que 
ha derecho de judgar la ». 

Creo, en consecuencia, que V. E. debe confirmar la resolu- 
ción de fojas 193 a 200. 

Antonio E. Malaver. 



JUSTICIA RACIONAL 



t Alio Ú9 I» Suprema Carie 

Unenos Aires, Marzo 11 <íe 

Vistos : Correspondiendo evidentemente al Juez letrado del 
Itio?\egro, coa arreglo al artículo treinta y nueve de la Ley de 
diez y ocho de Octubre de mil ochocientos ochenta y cuatro, el 
conocimiento del recurso interpuesto contra la resolución del 
Juez de Paz de Viedma, á que hace referencia el auto apelado 
de foja ciento noventa y tres. Por esto, y de conformidad con lo 
pedido por el señor Procurador General: so confirma dicho auto, 
con costas, y repuestos los sellos devuélvanse. 



ItfcNiAMIN VlCTOIflCA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LL'IS V. VAHELA. — ABEL 
BAZAS, — LUIS SAESZ PENA. 
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4'AUfiA LXXVII 



thn Francisco Heriotettiy otros contra la Municipalidad de 
Lujan, ñor escrituración; sobre competencia. 



Sumario. — 1" Las munioipalid ales argentinas son conside- 
radas á los efecto» del fuero, como personas de nacionalidad ar- 
gentina. 

2° Los contratos de Tenía hechos por una Municipalidad, 
pueden ser traídos ante la justicia para su cumplimiento, aun- 
que haya procedido á hacerlos en virtud de sus facultades ad- 
ministrativas. 

3" Cuando son varios los demandantes y su derecho no ema- 
na de un solo y mismo título, cada uno de ellos debe seguir la 
demanda por separado. 



Caso. -En 29 de Noviembre de 1889 se presentó al Juzgado 
Federal de La Plata don Francisco Bertuhtti por sí y pnr don 
José Zanetti, don Luis lluggeri, don Luis Mamggi, don Niceto 
Ajena y don Lorenzo Motto, y expuso: 

Que en 9 de Mayo de Í887 la Municipalidad de Lujan vendió 
en remate público tanto a él como á sus representados, varios 
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lotes de terreno, ú cuenta de cuyo precio enl 




des que indicaban las boletas adjuntas. 

Que después del Tímate reclamaron inútilmente la escritura- 
ción tanto á la Municipalidad como al Ministerio de Gobierno 
de la Provincia, que desechó sn solicitud proveyendo, que ocu- 
rrieran á donde correspondía. 

Que en consecuencia de lo expuesto, venía á entablar demanda 
contra la Municipalidad para que se la condenara ú la escritu- 
ración de los lotes vendidos, con las costas del juicio. 

Acompañó las boletas de venta, de las que la correspondiente 
á Bertoletti, análoga á las demás, dice así: 

• He vendido por cuenta y orden de la Municipalidad del par- 
tido á Don Francisco Bertoletti, los lotes números i, 2,7,8, 9, 
10 y If de la manzana A, al proeio de diez centavos metros 
cuadrado, recibiendo en depósito, la suma de setenta pesos mo- 
neda nacional. 



* Lujan. Mayo íj ü> 1887. 



Vistos : En el incidente de previo y especial pronunciamiento 
promovido á foja 32 por el representante de la Municipalidad de 
Lujan, y considerando: i° Que la incompetencia de jurisdíc- 
cion se funda: que en el presente caso no se trata de una causa 
entre un argentino y un extranjero, y en que es un caso tonten- 
cioso-administrativo; 2 o Que en el primer caso no puede negar- 
se la inconsistencia de la razón alegada, por cuanto las mumei- 



«/. Bartma.* 



rail» 4*1 Jufs Federal 
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palidades son tenidas como personas jurídicas por Ja ley con 
perfecta existencia para adquirir derechos y contraer obliga- 
ciones, sujetas, como cualquier particular, á las disposiciones 
del derecho común, y, por lo tanto, no puede pretenderse que 
una corporación de esa naturaleza pierda su carácter de argen- 
tino, aun cuando fueran sos miembros extranjeros, en su tota- 
lidad, pues forma uno de los resortes de nuestro sistema de go- 
bierno, con autoridad propia (véase Fallos, serie 2", tomo 17, 
página 378); 3° Que en el segundo caso, no es tampoco exacto 
que la acción que se deduce, sea contencioso-administrativa, 
pues se trata de un contrato de compra-venta, en la que la Mu- 
nicipalidad demandada, puede 6 no ser obligada, sin mus res- 
tricciones que la que establece el derecbo común, pues si se ha 
obligado con arreglo á este, no puede clnrtir el cumplimiento de 
la obligación que baya contraído, estableciendo un fuero espe- 
cial que no autorizan las leyes. Este Juzgado conoce del presen- 
te juicio, como Tribunal, cuyo ministerio es dar á cada uno lo 
qu> es suyo, y no como revisor de los actos administrativos que 
ejerce la Municipalidad, que corresponden á laedilidad. Por es- 
tas consideraciones y citas légales contenidas en el escrito de 
foja 36, fallo no haciendo lugar, con especial condenación en 
costas, á la incompetencia deducida y ordenando, en su conse- 
cuencia, que la Municipalidad de Lujan conteste derechamente 
la demanda. Prevéngase al abogado de la parte actor a, guarde 
en adelante estilo en sus escrita. Notifíquesc con el original y 
tninscrbase en el libro de sentencias en la forma ordenada. 
Repónganse las fojas. Dada y firmada en la Sala del Juzgado 
en la ciudad de La Plata á diez y siete dias del mes de Abril de 
mil ochocientos noventa. 



Mariano S. de Aurecacchea. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1890. 

Suprema Corte : 

V. E, ha declarado en varios casos, nue la Justicia Federal 
es competente para conocer cu las causas en que son parto una 
Municipalidad argentina y subditos extranjeros (Fallos, tomo 
23, página 695). 

En la presento causa se trata de venta de terrenos en remato 
público, que no necesita de la escritura para otra cosa, que para 
comprobar el acto, y cuyo cumplimiento puede ser requerido en 
justicia. 

Creo, por tanto, que la sentencia apelada debo ser confir- 
mada, 

Antonio E, Mataver. 



Marzo 11 de 1891. 



Vistos: Por sus fundamentos, y de acuerdo con lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General: se confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja cuarenta y tres, con declaración de 
que esta causa debe seguirse por cuerda separada, en relación á 
cada uno de los demandantes, por no aparecer que su derecho 
emane de un solo y mismo titulo. Repuestos loa sellos, deviiéU 

REMANIS VfCTOniCA. - C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN, — LUIS SAEÍ1Z PEÍU. 

T. XIII | 
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4' AUNA 



Don Áiibry Casanova contra Don José D. Zucchi, por 



Sumario. — No son admisibles como dilatorias, las excepcio- 
nes que no afectan ta capacidad legal del actor para estar en 
juicio, ni la forma de la demanda. 



Caso.— Don Aubry Casanova, alegando haber vendido á Don 
José Zucchi por intermedio de Don Pedro Pasini una cantidad 
de madera de nogal por la suma de 4158 pesos moneda nacio- 
nal, se presentó ante el Juea Federal de la Capital en 18 de 
Agosto de 1890, entablando contra dicho Zucchi demanda por 
el pago de la citada suma, intereses j costas. 

Acreditada la competencia federal por la distinta nacionali- 
dad délas partes, y conferido traslado, Zucchi opuso las excep- 
ciones de falta de personería en el actor y defecto legal en la de- 
manda. 

Dijo : que no conocía al señor Casanova, y para conocerlo ten- 
dría que acreditar que era propietario de la madera. 
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Que, ademas, no se acompañaba documento que comprobara 
el controto de venta de la madera. 

Que esto autorizaba la excepción de falta de personería, y do 
defecto legal de la demanda. 

Conferido traslado, Casanova pidió el rechazo do las excep- 
ciones, con costos, alegando que la primera se refería al fondo, y 
no á la forma de ta demanda, y respecto á la segunda él no 
había alegado la existencia de contrato escrito qnc tenga que 
presentar. 



f mi* riel 



Buinos A i rv*, SttÍL'iiil.rc 22 do 

X vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es* 
crito, y considerando que los hechos en que se fundan las dos 
excepciones opuestas, no afeitan la conformidad legal del actor 
para estar en juicio en la presente demanda, sinó que constitu- 
yen objeciones oí fondo mismo de la acción instaurada óálos 
medios de justificarla : no ha lugar con costas á dichas ea 
nes, y evacúese el traslado conferido en el término 
gase la foja. 




Virgilio M. Teiin. 
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Buenos Aires, Manto 11 Je 1891. 

Vistos: Fot bus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja ocho vuelta, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

UHÜAMIN VICTOBICA. — C S- l»£ 
LA TOHttE. — LUIS V. VA HELA — 
ABEL BAZAN. — ■ LUIS SAESZ PESA. 



CALMA L.11IX 



Don Andrés Ch trino contra la Empresa del Ferrocarril al 
Pací /ico, por cobro de pesos; sobre incompetencia y rostas. 



Sumario. — 1° Las causas de jurisdicción concurrente cuyo 
valor no exceda de 500 pesos fuertes, y quo corresponda al 
conocimiento de los jueces de paz, no pueden ser traídas á la 
justicia federal. 
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2° El actor que las haya promovido ante ella, es pasible de las 
costas causadas. 



Caso. — I). Ventura D. Domínguez, por Chirino, se presentó 
aute el Juez Dr. Ugarriza, entablando demanda para que se 
ordenara á la Empresa a pagar á su representado el valor de 
una pipa de vino que debió serle entregada en la estación Pu- 
lfrmo, con procedencia de San Juan, y que se extravió, con 
indemnización de perjuicios. El valor de la pipa lo apreció el 
demandante en 130 pesos moneda nacional y los daños y per- 
juicios en 120 pesos, sumando así el todo 250 pesos. 

Para acreditar la competencia del Juzgado, presentó testigos 
que afirmaron que el demandante es argentino y la Empresa 
demandada extranjera. < 

Conferido traslado de la demanda, el representante de la Em- 
presa, sin evacuarlo, opuso la excepción de incompetencia del 
Juzgado, fundándola : I o En que el demandante os ciudadano 
argentino, y en que debe ser considerada como argentina, para 
los efectos del fuero, la sociedad anónima demandada, de acuer- 
do con lo dispuesto por el artículo 9* de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1803; 2 o En que, aunque se tratase de un caso de 
jurisdicción concurrente, el asunto estaría excluido de la com- 
petencia de los Juzgados de Sección, por no alcanzar la suma 
demandada á la cantidad de 500 pesos fuertes, y corresponder á 
los Juzgados de Paz do la Capital el conocimiento de las deman- 
das que no exceden de 2000 pesos (ley de 3 de Setiembre de 
1878). Pidió que el Juez se declarara incompetente, con 
costas. 

Corrido traslado de la excepción, la contestó el representante 
del actor diciendo: Que no le consta qne la empresa demandada 
sea una sociedad anónima con arreglo a la* leyes argentinas, y 
le niega tal carácter mientras no se pruebe. Que en la hipótesis 
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de que tal sea, no le es aplicable el artículo 9° de la ley de i 4 
de Setiembre de 1863; pues ese artículo se reJiere á las socie- 
dades creadas en este país, en cuyo caso no está la demandada, 
que es una sociedad (a nómina ó no) constituida en Inglaterra, 
según se le ha informado, y en cuya Capital funciona su consejo 
directivo, como consta del poder presentado en autos por su 
representante. Que uo es exacto que este asunto, de fuero fede- 
ral en razón de las personas que en él intervienen, correspon !ü 
á la justicia de paz de la Capital, pues ésta, que es de jurisdic- 
ción local y común, no puede conocer de los casos de fuero fede- 

Corte. 



Fftil» 



federal 



Hwjms Ain.-s, rii-tubn' h «i-- 



Y Tistes para resolver la presente excepción de inc 
y considerando: Que en el presente oaso se trata de una cuestión 
comercial sobre transportes, cuyo conocimiento corresponde al 
Juzgado Federal en lo comercial, declárase incompetente este 

parte ante quien corresponda. 



Andrés Ugarñza, 
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VISTA DEL SESOK PROCUIUDOK GENERAL 

Suprema Corte ■ 

La suma demandada es la de doscientos cincuenta pesca mo- 
neda nacioual, según expresamente lo dice el actor á foja 5 del 
escrito con que inició estos antos. 

Según la luy de Setiembre de 1878 se hallan excluidas de la 
competencia de los Juzgados de Sección, todas las causas de 
jurisdicción concurrente en las que el talar del objeto deman- 
dado no exceda de quinientos ilesos fuertes, cuando por otra 
parte el conocimiento del caso raiga bajo la jurisdicción de la 
justicia de paz de la provincia respectiva, según las leyes de 
procedimientos rigentes en ella. 

Según el artículo 1 1 de la Ley orgánica de los Tribunales de 
la Capital, los Jueces de Paz son competentes para conocer de 
todo nsunto civil ó comercial en que el valor cuestionado no 
exceda de dos mil pesos; por lo que creo que la presente causa 
es de la competencia de dicha justicia de paz. 

En consecuencia creo que la sentencia apelada debe ser con- 
firmada súlo en cuanto declara la incompetencia del juez que la 

Y en cuanto á las costas, creo que procede la condenación en 
ellas, por cuanto en caso alguno ha podido esta causa conside- 
rarse de la competencia del Juzgado Federal en lo criminal. 

Antonio fc\ Malaver, 
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rail® la tapTMM Carie 

Rueños Aire*, Mnrzo 17 lie 1891. 

Vistos : De conformidad coa lo expuesto y pedido poi el señor 
Procurador general: declárase qua las costas deben ser pagadas 
por el demandante ; y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOR ICA. — C. 8. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — ABEL 
BAZAN. 



CAUftA 



Uemarchi, Parodi y Compartía contra Maumm y fíodero, por 
entrega de mercaderías ; sobre defecto legal en la demanda 
y costas. 

Sumario. — No procede contra derecho y por lo tanto no debe 
ser condenado en costas, el demandado que opone la excepción 
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de defecto legal en la demanda, por no habérsele pasado ta co- 
pia de los documentos acompañados á la misma, 



Caso — D. Manuel López Zamora, pur Domarchi.Parodi y C\ 
entabló demania contra M iumus y Dodero, reclamando la en- 
trega de dos bultos remitidos desde Genova á sus representados 
por los vapores «San Martin» y «Maurice et Reunión», de los 
cuales son agentes los demandados. 

Con ta demanda presentaron dos conocimientos: uno en ita- 
liano y otro en francés. 

Corrido traslado, D. Francisco Laminan, por los demandados, 
opuso, sin evacuarlo, laeicepcion por defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, alegando que con la copia de ésta no se 
Habían entregado copias de los conocimientos, como debía ha- 
cerse para que pudiera contestarse conscientemente. 

Sustanciada la eicepeion, y después de haber sostenido el 
actor que la falta de copia no constituía un defecto legal en la 
demanda, se dictó el siguiente 



MI* del 



Rosario, Mano 2" de 189C. 



Y vistos : el incidente promovido por los señores Maumus y 
Dodero, interponiéndola excepción de defecto legal en la deman- 
da por no haber los actores señores Demarchi, Parodi y C\ 
acompañado copia de los conocimientos de fojas 5 y 6, con 
que instruyen la demanda, con lo alegado por la parte de De- 
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marchi Parodi y C* en su escrito de foja 20 en qu ' contestan 
la excepción, y considerando: 

i* Que la Suprema Corte, en el fallo que se registra en el 
tomo 3 U , serie I', página 271 , tiene declarado que la falta de las 
copias prescritas por el artículo 8' 1 de la Ley de procedimientos 
no constituye un defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda, no siendo por tanto aceptable en este concepto, la Inter* 
puesta por los demandados ; 

2" Que no obstante ello, es un principio que escapa a toda 
discusión, el <1" que los documento» que se presenten en juicio, 
deben ser escritos en el idioma nacional, y en caso que tengan 
aquellos un origen extranjero deban seg vertidos al idioma 
patriu, mientras q«e los presentados ú fojas 5 y 6, siendo el 
primero escrito en idioma italiano y el segundo en francés, no 
han sido ninguno de ellos vertido al idioma patrio, no obstante 
fundarse en los mismos la acción deducida y el derecho respec- 
tivo que á la partes pueda corresponder; 

3" Que esto asi, no puede por tanto y en rigor conceptuarse 
como legalmente presentados los referidos documentos; 

1 Que el artículo 1211 del Código de Comercio preceptúa no 
ser admisible enjuicio ningun¡i uccion entre el capitán (6 sea en 
este caso los consignatarios Maumus y Dodero) y los cargado- 
res, si no se acompaña algunos de los ejemplares del conoci- 
miento original, y al presente, si bien es cierto que esos docu- 
mentos se han acompañado, lo han sido sin el requisito necesario 
y legal de su traducción al idioma nacional, produciéndose así 
una incorrección que es deber del Juzgado dejar salvada, para 
la prosecución de esta causa de la manera regular y legal que 
corresponde. 

Por tanto: no se hace lugar d la excepción deducida, debiendo 
los demandados contestar derechamente la demanda en el 
término de ley, con costas, y traducirse los documentos de 
la referencia por el perito 6 peritos que las partes estimen 
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conveniente, designación que podrán hacer en diligencia. 
Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 



Dueños Aires, Mano 27 de ItfiH. 

Vistos : So siendo procedente la condenación en costas im- 
puesta al demandado, por no haber procedido este contra derecho 
en su petición de foja diez y ocho: so revoca el auto de foja 
veinte y seis en la parte apelada y se declara íiue las costas 
debe» ser satisfechas según hayan sido causadas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN VICTOR ICA. — C. S. RE I.A 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAUSA LXXXI 



Ihm Juan Morado y otros contra Don Vedro I. Bonetti como re- 
presentante de ta Sociedad Juan Mac Lean tj V\ por cobro 
de pesos; sobre excepciones dilatorias. 



Sumario. — i" No objetada la validez de la diligencia de em- 
plazamiento, debe ésta entenderse aceptada. 

2 o N'o pueden tomarse en consideración las excepciones dila- 
torias opuesta» después de vencido el término que la ley fija pa- 




Caso. — Don Julio ToTt, en representación de Don Juan Mo- 
rado y otros entabló la demanda por 2250 pesos 29 centaTos, 
importe de trabajos hechos para la Sociedad Colonizadora del 
Chaco CentTal. hoy Mac Lean y C 1 , Denunció á Don Pedro A. 
Bonetti como representante de la Sociedad, dijo que estaba 
domiciliado en el Timbó y pidió que la demanda se entendiera 
con él . 

El Juez corrió traslado de la demanda y libró oficio al Jaez 
de Paz del Timbó parala citaciou y emplazamiento de Bonetti, 
dentro de 15 dias. 




ra oponerlas. 
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El Juez de Paz no encontró á éste por dos veces en su domici- 
lio, y en la última dejó la cédula de citación á Don Ottorini 
Bossi; teniendo esto lugar el dia 3 de Judío de 1890 á las cuatro 
y media de la tarde. 

El 24 de Junio el demandante acusó rebeldía; jen conse- 
cuencia, el 25 del mismo el Juez declaró rebelde al deman- 
dado. 

Por escrito que lleva la fecha de 10 de Julio de 1890, se pre- 
sentó Bonetti expresando: Que sin contestar la demanda y for- 
mando artículo previo, hacía presente que ni era él represen- 
tante de la sociedad Mac Lean y O, ni estaba domiciliado en el 
Timbó sioó en Buenos Aires. Opuso la excepción de falta do 
personalidad para contestar y la de obscuridad en la demanda, 
se ordenara al demandante ocurrir contra quien corres- 





C'onferido traslado, lo evacuó el actor, negando la proceden- 
cia de las excepciones y alegando principalmente: que según los 

Código de Procedimientos, el demandado 
del término del emplazamiento todas las 
excepciones perentorias y dilatorias que tuviere, y según el 83, 
dentro del mismo término se promueve artículo previo alegan- 
do excepciones dilatorias. Que además, el artículo 438 dispo- 
ne que si ellitigante rebelde comparece al juicio, se le admitirá 
como parte, pero sin que pueda hacerse retrogradar la sustan- 
ciaron de él. Que la jurisprudencia de la Suprema Corte ha- 
bía establecido también, que la contestación á ta demanda, pre- 
sentada después de declarado rebelde el demandado, debía ser 
devuelta. Pidió que no se hiciera lugar, con costas, i la ex- 
cepciones. 
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ALIO DEL JUEZ LETRADO 



Reiistenoia, Julio 17 de 1890. 

Para mejor proveer y como Jo autoriza en su última parte el 
artículo 91 del Código de Procedimientos en lo Civil: córrase á 
las partes un nuevo traslado por du ÓTden, el que deberá ser 
evacuado en el término de seis dias para cada 
mente . 

Parodié. 

Ante mí: 

Enrüfue Cueva. 



Notificado el actor, pidió reposición de este auto; y que se 
mandara que si Bonetti quería comparecer en el juicio, pidie- 
ra lo que Á su derecho correspondía teniendo en cuenta el estado 
de él. Se fundó en tas consideraciones que anteriormente había 
adacido, y principalmente, en que el juicio se seguía en re- 
beldía. 

Corrido traslado de la reposición, pidió Bonetti que no se hi- 
ciera lugar á ella. Dijo que efectivamente las excepciones debían 
presentarse en este caso dentro de los 15 dias hábiles del empla* 
zumiento; y saber desde cuando corrían los 15 dias, sr ría mate- 
ria del escrito que presentaría al contestar las observaciones 
contrarias en uso del nuevo traslado corrido á la parte por su 
orden. Que la oportunidad ó inoportunidad de las excepciones 
no podía ser resuelta sinó después de cumplido el procedimiento 
marcado por la ley. 
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ResiMentia, Agosto tilde 18SJ0. 

Y vistos estos autos del juicio iniciado por el representante 
de Don Juan Morado, Juan Esteves, Manuel Kaina y José Homs 
contra Don P. A.Bonetti, en su carácter de representante de 
los señores Juan Mac Lean y C% sucesores de la Compañía Colo- 
nizadora del Chaco Central, sobre cobro de pesos, proceden- 
tes de salarios y devolución de dinero depositado para cambio 
de billetes de antigua emisión, para resolver el incidente pro- 
movido por el actor, á efecto de obtener reposiciou de la provi- 
dencia de foja 4fl vuelta, por la que se manda correr un nuevo 
traslado & las partes, para sustanciar Ua excepciones dilatorias» 
opuestas á foja 37 y pidiendo que, si» más tiámite, se declare 
que por estemporáneas no deben tomarse en consideración aque- 
llas. 

El actor sostiene que no ha debido correrse el traslado de su 
escrito de foja 45, y sí f no tomirse en consideración las excep- 
ciones dilatorias opuestas : por haberse presentado fuera del 
término de ley, y aún después de declarado la rebeldía del de- 
mandado, por providencia de foja 26 vuelta. 

Este pretende que et traslado correspondo, pues el Juzgado 
debe resolverla excepción opuesta, y recién, después de sus- 
tanciado, decidir si ella se ha formulado, ó no, es temporánea- 
mente. 

Y considerando; Que el artículo 40, número I o del Código 
de Procedimientos establece que el término para oponer excep- 
ciones dilatorias es perentorio, y el artículo 45, en su É párra- 
fo prescribe que por el solo trascurso del término perentorio se 
pierde el derecho. 
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En esté caso, el derecho ú oponer excepciones dilatorias, ha 
decriido, en virtud de los preceptos citados, pues, como resulta 
de autos, el demandado se ha presentado mucho después de 
vencidos los 15 días habites, dentro de los cuales debió hacerlo, 
en conformidad al emplazamiento. 

En consecuencia: dejase sin efecto el traslado con feridoá foja 
46 vuelta; y por lo pedido al final del escrito de foja 45 y nue- 
vamente solicitado á foja 48, no ha lugar 6 tomar en considera- 
ción las excepciones dilatorias opuestas a foja 37. fox estar con 
notable exceso vencido el término perentorio, dentro del cual 
debieron oponerse. 

Por incorrectas, téstense de los escritos de fuja 45 y 48 las 
palabras subrayadas 60U lápiz. 



Vistos: No apareciendo de autos que se haya objetado por el 
recurrente la validez déla diligencia de emplazamiento corrien- 
te á foja veinte y cuatro, y debiendo entenderse ella aceptada, 
por consiguiente. 



Por éste y los fundamentos del auto apelado de foja setenta 

y uno : se confirma dicho auto, con costas; y repuestos los se- 
llos devuélvanse. 



Alfredo Parodié, 




Buenos Aires, Maiv.o 17 <k 1891. 




ÍIFAJAM1N YICTOR1CA.— C. S, DE LA 
TORRE.— LUIS V. VARELA. — ABEL 
RAZAN. 
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José itadamcc» é Hijos, contra Don José T. \atta, por cobro 
de pesos; sobre procedencia de ta acción ejecutiva. 



Sumario. — La cláusula penal estipulada en garantía del 
cumplimiento de obligaciones, no puede hacerse efectiva por la 
vía ejecutiva, si no se justifica previamente la falta de cumpli- 
miento de dichas obligaciones. 



Caso. ~ Don Manuel San Martín por Jos señores Badaracco é 
hijos entablo demanda contra Don José Natta, por el importe 
de la tercera parte de la chata denominada «Recco», que aque- 
llos le vendieron, y por ol resultado de la cuenta corriente de 
suministros que los mismos señores le hicieron para la explota- 
ción de la chata por cuenta de ellos j de Natta. 

Estando la causa en estado de contestarse la demanda las 
dos partease presentaron manifestando que para poner término 
a asunto, habían edebrado una transacción, cuvas clausulas 
son las siguientes: 

i' Don Josfi T. Natta se obliga a entregar á los 

I. XIII 
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daracco la cbitA denominada «Recco» 4 fines del mes de Julio 
corriente, en buen estado; 

3 a Don José T. Natta y los señorea Badaraceo dan por res- 
cindido el convenio de venta de la tercera parte de la chata 
«Recco» á favor del primero, fecha 31 de Enero de 1886; 

3* El señor José Natta se obliga á rendir cuentas de la admi- 
nistración de la chata «Recco» durante los trea años y medio 
que la ha tenido en sn poder, dentro de sesenta días de la fecha 
de esta transacción; 

4* Don José Natta se obliga á entregar á tos señores Bada* 
racco la totalidad de las ganancias líquidas que resulten de su 
administración de la chaina «Neceo», firmando pagarés á noventa 
días de la feoha en que queden aprobadas las cuentas; 

5 a Don José T. Natta se obliga á pagar inmediatamente de 
ser presentada al Tribunal esta transacción, el saldo de 220 
pesos nacionales 34 centavos que adeuda á los señores Badara- 
ceo por mercaderías, y todas las costas y honorarios judicia- 



6* Don José Natta renuncia & la comisión de administración 
que le fijaba el conveniodc M de Enero de 1886y reconoce que 
hay una utilidad en la administración de la chata «Recco»; 

7* Cualesquiera de las partes que falte al cumplimiento de lo 
pactado en esta transacción, abonará á la otra una multa de dos 
mil pesos moneda nacional, sin perjuicio de las acciones que 
esta parte pueda instaurar. 

Ratificados los interesados, el Juzgado dictó auto aprobando 
la transacción en cuanto hubiera tugar y mandándola cum- 
plir. 

Posteriormente se presentó la parte de Badaraceo «poniendo: 
Que por la transacción antes mencionada, cualquiera de las par- 
tes que faltara al cumplimiento de lo pactado en ella, abonaría 
á la otra una mulla de 3000 pesos moneda nacional sin perjui- 



lea; 
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Que por su transacción de fecha 23 de Julio de 1889 hasta 
se obligó á rendir cuentas de la administración de la chata den- 
tro de eOdiaa á contar desde aquella fecha, cosa que no había 
podido conseguirse de él á pesar de haber transcurrido ocho 
meses y de haberlo requerido respectivamente; 

Que Natta ha faltado asi, al cumplimiento de las obligaciones 
que le imponía la transacción; y aplicando la sanción del ar- 
tículo 7« de ella y loa artículos 652 y 650 del Código Civil, de- 
bía abonar a Badaracco é hijos el importe de la multa de 2000 
pesos, sin perjuicio de poder ellos solicitar él cumplimiento de 
la obligación principal de rendir cuentas; 

Que la transacción aprobada hace cosa juzgada, hace un solo 
acto jurídico con la sentencia aprobatoria, á parte de ser un 
instrumento público, y de ser también, en la peor de las hipóte- 
sis, un instrumento privado cuyas firmas han sido reconocidas 
por los mismos signatarios al ratificarse del conrenio; 

Que entóneos, trae aparejada ejecución en los términos de los 
artículos 240 y 252 de la ley de Procedimientos, hallándose el 
Juei tederal legalmente habilitado par, intimar el pago de la 

multa debida. Pidió auto de solando contra Natta por "el im- 
porte de la referida multa. 



Auto tfH Jum »>4*r«l 

Buenos Airo*. Junio 28 de 1890. 

Tratándose do una transacción eu la que las obligaciones t 
derechos que ella establece son bilaterales, dependiendo por lo 
tanto de la ejecución de las obligaciones deuna de las partes el 
poder exigir á la otra el cumplimiento do las suyas- y no ha 
hiendo ésta comprobado de moda fehaciente el cumplimien- 
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to de las suyas, no ba lagar á la ejecución deducida, por no ser 
bastante, de conformidad al artículo 24Í de la Ley Nacional de 
Procedimientos. 




Badaracco é h¡jo< hicieron presente que nose trataba de una 

iidium. 



Buenos Aires, Julio Itide 1390. 

Considerando: Que si efectivamente ba habido un error de 
hecho en el auto recurrido, él nace de la defectuosa clasifica- 
ción hecha por las partes en el escrito de foja. , . llamando tran- 
sacción lo que en el fondo sólo es reconocimiento del derecho 
reclamado, pues transacciones, según el artículo 832 del Código 
Civil, un acto jurídico bilateral por el cual las par tes haciendo 
concesiones recíprocas eiünguen obligaciones litigiosas ó dudo- 
sas. Que sin embargo, la acción ejecutiva para el cobro de la 
multa impuesta áXatta, para el caso de falta de cumplimiento a 
sus obligaciones, es improcedente, sinú por las razones apunta- 
das en el auto recurrido, porque no hay prueba fehaciente de 
que haya llegado el caso de su aplicación; pues no consta si- 
quiera, que Natta haya sido judicialmente interpelado para su 
cumplimiento ni aparece haberse estipulado que el solo venci- 
miento de los términos lo constituya en mora. Que además, la 
multa ha sido impuesta para asegurar el cumplimiento de di- 
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Tersas obligaciones; mientras tanto, para eiigir su pago sólo 
se hace mérito de la falta de rendición de cuentas lo que ha- 
ce presumir que las demás obligaciones han sido cumplidas á su 
debido tiempo, de modo que pudría ser llegado et caso de apli- 
car el artículo 660 del Código Civil, lo que demuestra bajo otro 
i la improcedencia de la acción ejecutiva. 

s: no ha lugar á la reposición solicitada, 
en relación la apelación subsidiariamente inter- 
puesta, á cuyo efecto se remitirá el expediente á la Suprema 
Corte en la forma do estilo. 




I 



v. 



10 



F*IU *> im 



Buenos Aires, Marzo 17 de lfftl. 

Vistos: No podiendo hacerse efectiva la cláusula penal esti- 
pulada en el conTeniode foja diez y nueve sin que se justifique 
préviamente que el demandado ha incurrido en ella por falta de 
ejecución de las obligaciones que por dicho convenio tomó so- 
bre sí: se confirma con costas el auto apelado de foja veinte / 
seis j repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMIS VICTOMCA- - C, 3. DE LA 
TORRE. — ABEL BAfcAN. — LCIS 
SAESÍÍ PESA. 
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CAUSA 



El Dr. D. José N. Matienzo contra ta Compañía de Ferro- 
lidad de un auto. 



Sumario. — Es apelable el auto que regula los honorarios 
de los peritos en juicio de expropiación. 



Coío. — El Dr. D. José N. Hatienzo fué nombrado ptmto en 
un juicio de expropiación seguido por la compañía de F. C. 
Pobladores. 

Concluido el juicio, presentó su cuenta de honorarios que no 
fu* aceptada por la Compañía y el Juez reguló. 

La Compañía apeló del auto de regulación y se le negó el re- 
curso, por entenderse que dicho auto era inapelable. Se ocurrid 
de hecho á la Suprema Corte. 
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Vmltm é* 



Bueaos Aires, Mano 19 de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Siendo apelable por su naturaleza y con 
arreglo i la jurisprudencia de esta Suprema Corte, el auto de 
foja nueve, concédese en relación la apelación interpuesta, y 
traíganse los autos de la materia, librándose á aus efectos, por 
secretaría, el oficio correspondiente. 

BENJAMIN VICTOniCA. — C. B. DE 
LA TORRE. — LUIS T, VARELA. — 
ABEL BAZtN. 
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CAUftA LIXIIV 



D. Francisco Af/nese contra la Compañía Nacional de Trans 
porta, por cobro de pesos; sobre personería y nulidad. 



Sumario. — i° Si contestada la demanda, se abre la causa a 
prueba, sin reclamación de partid, y como prévia, sobre una de 
las excepciones opuestas, la resolución que sólo decida sobro 
dicha excepción es válida. 

2" Las acciones que proceden del contrato de transporte, pue- 
den ser deducidas contra el porteador ante las autoridades del 
Jugaren que residen sus representantes. 



Caso. — ü. Francisco Agnese entabló demanda contra ia Com- 
pañía Nacional de Transportes para que se le condenara á pagar 
el valor, según facturas, de mercaderías que le habían sido re- 
mitidas de Buenos : es y no se le habían entregado en Sán 
Luis, y i la indemnización de perjuicios, según apreciación de 
peritos. 

Expresó que el caso correspondía á la jurisdicción del Juzga- 
do por ser el demandante mino de San Luis y estar domiciliada 
en Buenos Aires la Compañía demandada, y pidió que la doman- 
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da se entendiera con los agentes en aquella ciudad señores Juan 
Agustín Ortiz Kstrada y C\ 

Corrido traslado, se presentaron estos señores con un poder 
general otorgado á favor de ellos por el representante de la Com- 
pañía NaHonal en Buenos Aires (foja 14) para que judicial ú 
eitrajtidicialniente cobren en San Luis todas las cuentas que se 
deban a la Compañía. Dijeron : que evacuando el traslado de 
la demanda, venían a manifestar que es cierto que tienen á su 
cargn la agencia de la Compañía en -San Luis, y con las limita- 
ciones establecidas por la ca«a central responder de las obliga- 
ciones contraída en nombre de sus comitentes. Que en esto 
concepto ban cumplido en el caso de Agnese, haciendo las ave- 
riguaciones consiguientes pura dar con el paradero de la cnrgn 
que se le remitió por conducto del ferrocarril, sin haber llegado 
a saber dónde se encuentran ó si se han extraviado. Que como 
lo han anotado en los mismo* conocimientos de la carga, ella no 
se recibió en San Luis, y por consiguiente, la agencia lio tiene 
responsabilidad directa alguna. Que ellos asumen el rol de un 
factor y en este carácter responden y se comprometen en San 
Luis, siempre en nombre do la ca B a centra»; pero no tratándose 
de una obligación contraída por la agencia, no pueden responder 
por oo tener personería para ello, según el poder que se les con- 
firió. Que aun cuando tuvieran personería, la demanda no 
tiene razón de ser, porque la Compañía no es directamente res- 
ponsable, pues si bien es cierto que por su intermedio se han 
cargado las mercaderías, si se ban perdido no ha sido por su 
culpa, siuú por la del ferrocarril, y es sabido que nadie puede 
ser perjudicado por el h«cho de otro. Que la Compañía ha pro- 
cedido en este caso como intermediaria entre e) cargador y la 
empresa del ferrocarril, y en este sentido ha cumplido cargando 
los objetos. Que lo que corresponde así, es citar á la empresa 
cargadora, el ferrocarril Gran Oeste Argentino, ó siuó, que se 
entienda la demanda con D. José A. Villalonga, gerente de la 
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Compañía, j que tiene su domicilio en Buenos Airea. Pidió que 
so exoneran á la agencia de la obligación de seguir el juicio, 
por no tener facultad para ello, con costas. 

Se confirió trafilado de esta exposición, y Agnese la evacuó, 
pidiendo que no se hiciera lugar con costas a lo que en ella se 
pretendía y se resolviera de acuerdo con lo solicitado en la de- 
manda. Dijo que los convenios privados entre los agentes y la 
Empresa no podían sobreponerse á las leyes, y aceptar las ex- 
cepciones opuestas importaría hacer ilusorios los derechos 
acordados al cargador, por el Código de Comercio. Que ta su- 
cursal que la Empresa demandada tiene en San Luis tiene por 
misión atender álos reclamos que se susciten contra la Compa- 
ñía; y ante ella ha debido hacerse el reclamo de que se trata y 
no en el domicilio de la casa central. 

Sostuvo además esta parte (.'¡tensamente que el cargador 
de las mercaderías nada tenía que hacer con la Empresa 
del ferro-carril en que se cargaron aquellas, síuó con la 
Compañía Nacional que se comprometió á entregarlas en San 
Luis. 

El juez llamó los autos, y en este estado, los stiñores Ortiz 
Estrada y C" presentaron una circular que dijeron haber recibi- 
do por el último correo, é insistiendo en su falta de personería 
pidieron que se agregara & los autos y asi se mandó. 

En esa circular el gerente de la Compañía demandada, en 
Buenos Aires, recomienda i los agentes que al serles notificada 
cualquier demanda, hagan constar: 1" Que el domicilio de la 
Compañía es en Buenos Aires, de acuer<< 3 -.un lo dispuesto en el 
artículo 7° de los Estatutos; 2" Que el agente no tiene poder 
para representar judicialmente á la Compañía, pues es simple- 
meute comercial y en tal carácter sólo puede intervenir en ne- 
gocios extrajudiciales; 3° Que la citación y el emplazamiento 
deben dirijirse al Directorio de la Compañía en la Capital de la 
República. 
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Se reoibió después el incidente á prueba sobre los hechos res- 
pectivamente alegados por tas partes. 

La parte de Orfcii Estrada y § pidió que se tuviera como 
prueba de ella el poder que tienen presentado y las instruccio- 
nes del gerente de la Empresa. 

A solicitud de Agüese se pidió al Juez de Paz de San Luis 
un expediente que los miemos Ortiz Estrada y O iniciaron 
contra Agnese por cobro de flete» y en el cual fué este conde- 
nado al pago de ellos. 



r*ll* <a*l Jmu Federal 

San Luis, Agosto f ( |r 1890, 

Y vistos: La excepción t/e no parle deducida por la razón 
social Ürtiz Estrada y C\ en la demanda interpuesta por 
D. Francisco Agnese contra la Compañía Nacional de Transpor- 
tes «Expreso Villalonga» por entrega de mercaderes é indem- 
nización de daños y perjuicios, y 

Considerando: Que en el juicio ordinario, de cuya naturaleza 
es el presente, no son admisibles mis excepciones dilatorias que 
las expresamente señaladas en la ley; y la falta de personalidad 
en el demandado no está enumerada en ella (artículo 73 de la 
Ley de procedimientos) ; 

Que la indicada excepción no es dilatoria sinó perentoria, pues 
pertenece al fondo de Ja cuestión, y constituye ana verdadera 
defensa, que si se justificase, concluiría con la acción enta^ 
blada; 

Qae 4 lo expuesto, que es de ley expresa y de doctrina cons- 
tante de la Suprema Corte en numerosos casos (entre otros, los 
de la série 2, tomo 9, página 190 ; tomo 10, página 185, y tomo 
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12, página 559), so agrega que la Empresa « Ortiz Estrada y C« » , 
según propia confesión, tiene á sn cargo la agencia del cEx preso 
Villalonga* j llena lae funciones de tal (escritos de fojas II y 
16) empero con las limitaciones consignadas en el poder general 
de foja 14yen el pliego de instrucciones de foja 29. 

Por Ules razones, no na lugar, con costas, 4 la articulación 
promovida, debiendo, en consecuencia, contestarse derechamen- 
te la demanda en el término de ley. Hágase saber y repónganse 
los selles. 

I'. E. Mignez. 



La Compañía interpuso el TecuTso de apelación y nulidad, 
fundándose ísta en que había contestado la demanda y que la 
sentencia había resuelto sobre una excepción presentado como 
dilatoria. 



falla 4e I» Suprema Vmt+e 

Bueno» Aires. .M*rzo lt* de 1891. 

Vistos y considerando en cuanto al recurso de nulidad : Que la 
excepción deducida de falta de personería en el demandado, 
aunque ir' -.puesta como perentoria ha sido admitida y abierta 
á prueba como prévia, sin reclamación alguna de parte de aquel 
y con prescindencia do las demás alegadas en el escrito de fo- 
ja diez y seis. 

Que no ba podido en consecuencia ser materia del auto do 
foja cincuenta y tres Tuelta otra excepción que la enunciada de 
personalidad. 

Por estos fundamentos, no ha lugar & la nulidad deducida. 
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Y considerando en cuanto á la apelación: que con arreglo al 
artículo doscientos cinco del Código de Comercio vigente, tas 
acciones que resultan del contrato de transporte pueden aer 
deducidas ante laautoridad del lugar en que resida un represen- 
tanto del porteador y contra U persona de éste : se confirma con 
costas efl auto apelado, en cuanto no hace lugar ála eicepoion 
referida. Y estando ya contestada la demanda, vuelvan estos 
autos al Juez de Sección para que proceda a resolver en cuanto 
al fondo de la causa lo que corresponda en e) estado de aquellos. 
Repónganse los sellos. 

JIEMaMIN victorica. — c. s. de la 
toree. — luis v. varela. — arel 

RAZAN. — LUIS SAENZ PE* A. 



FAILOS DE LA SUPREMA CORTE 



Ctíttm'ngham y C\ contra Ihn Alejandro Stewart >. 



Sumario. — La pat un te cuy o objeto es el sistema para obtener 
un resultado y ao el resultado mismo, no puede impedir que otro 
lo obtenga por sistemas distinto* j conocidos. 



Caso. — Los señores Cunningliam y C* expusieron ante el 
Juzgado de Sección, que en 3Í de Octubre de 1877, habían 
obtenido patente de invención por un sistema para convertir 
generadores de vapor construidos para quemar carbón, en gene- 
radores para quemar residuos vegetales, titulado «Máquina Con- 
ninghum». 

Que Don Alejandro Stewart se había apoderado contra la vo- 
luntad de ellos de su invei.to, aplicándolo ú, una máquina, con 
que habían estado trabajando en el partido del Azul. 

Que Stewart había así defraudado el derecho de ellos, y pe- 
dían que fuera condenado al máximum de la pena que el artí- 
culo 53 de ley de patentes de invención establece, como á la 
indemnización de los daños y perjuicios, costos y costas. 




ificacion de un invento. 
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Acompañaron con la demanda, la patente y demás documentos 
expedidos por la oficina respectiva. 

Contestando la demanda, Stewart pidió su rechazo con costas, 
y dijo, que el aparato de que se ha servido en el Azul, es entera- 
mente distinto del sistema descrito en las espiraciones, á tal 
punto que ni aun por personas incompetentes pueden llegar ¡i 
ser confundidos, pues difieren en el coujunto y cu sus partes 
constitutivas. 

Que aún en ía hipótesis de que fuera cierto lo afirmado por Jo* 
demandantes, no existiría defraudación de derechos, porque la 
patente concedida adolece de un vicio que lo autoriza para de- 
fenderse oponiendo la excepción de nulidad, como lo indica el 
articulo 57 de la ley de patentes. 

Que la patente es nula, porque las cuatro piezas que forman 
el sistema patentado han sido suJinenlementc publicadas en 
otras muy conocidas. 



DEL DEPARTA* KKTO DE ISGEMEUOS 



El Comisario de patentes de invención dice, que la única no- 
vedad de la patente Cunningham, consiste en que la placa inter- 
puesta con el objeto de evitar que el combustible por efecto del 
tiraje se escape por la chimenea antes de quemarse completa- 
mente, es en forma de V de nudo que contenga ó pueda penetrar 
el agua de Ja caldera; que las placas como las coloca Stewart 
eran ya conocidas, y por lo lauto, no se patentó la idea de usar- 
las sinó el sistema especial para el que había solicitado patente 
el interesado. 
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r»ll* 4cl iuci de Sécela» 

Bueno* Aires, Setiembre 17 d> 1883. 

Y vistos estos auto*, en lo principal c incidente pendiente 
promovido ú foja 178, entre los señores Santiago Cuuningkam 
y compañía, como demandante, y D, Alejandro Stewart, deman- 
dado por falsifieicion de un invento patentado á favor do los 
primeros. 

Y considerando : 1" Que la patente de foja.,, y explicación de 
foja 2 con que acompañaron los señores Cunmnghara su deman- 
da con los documentus que deben determinar el alcance y eiten- 
siohde l'js derechos de t'unningham, según expresamente lo 
consigna el articulo 1" do la Ley de Patentes : y en uno y otro 
se expresante el invento consiste en las modificaciones que se 
detallan, y que pueden hacerse para convertir los generadores 
de vapor, construidos para quemar carbón ú otros combustibles 
pesados, en generadores de vapor para quemar paja y demás re- 
siduos vegetales lijeros, obteniendo, por este medio, la ventaja 
y economía de emplear en los motores comunes ú otro de los 
combustibles mencionados, alternativamente, según las necesi- 
dades del trabajo. 

2" Que el demandado al contestar á foja 16 ha negado el he- 
cho fundamental de la demanda ; es decir, el empleo del siste- 
ma patentado, agregando que este último no es susceptible de 
ser patentado por ser conocido y publicado el destino de eada 
una de las piezas que emplean Cunningham y Compañía para 
obtener las modificaciones objeto de su patente. 

3 o Que en el auto de prueba de foja 23 vuelta se incluyó 
como único panto á probarse el de que el aparato usado por el 



DE JUSTICIA NACIONAL HÍ 

demandado es igual al patentado, omitiéndose el segunda de ser 
conocidas las piezas empleadas y bu desfino, por ser improce- 
dente á anular la patente, desdo que ésta no consiste, en la no- 
vedad de tal ó cual pieza, siuó cu 1* aplicación de todas ellas 
para hacer un motor común, susceptible de trabajar alternati- 
vamente quemando carbón d paja. 

4° Que sobre esto punto, las declaraciones contestos de los 
testigos presetandos por la parte actora — Alejandro Henaes- 
son, foja 29. Alfredo Masser, foja 31, Santiago Pen i, foja 44 y 
Martin Perot r foja 44. vuelta, contentando i Jaa preguntas del 
interrogatorio de foja 28, establecen do una manera completa 
que tanto runrun^am como Kteuart lian empl-ado máquinas 
con un aparato igual en los hornillos destinados á poder emplear 
como combustibles los residuos de la trilla, y 8 ¡ bien aseveran 
tambtm que los demandiidos h;in usado del sistema patentado 
esta parte de su declaración, r^rióndose, más que á testificar 
sobre un hecho por ellos conocido, á una apreciación de ia parte 
jurídica de la mestion, no puede ser tomad a en cuenta. 

5» Que resulta igualmente por las posñ iones absueltas por 
Stewart ú foja 53, que recibieron de Inglaterra un motor al 
que lucieron después ¡novaciones que encontraron más conve- 
nientes y que con él ban trabajado en el partido del Azul apli- 
cándolo á trilladoras. 1 

Que los informes periciales de foja 84 de los ingenieros 
mecánicos propuestos por las partes á foja 49 y foja 56 la 
ampliación del mismo, fojas 91, y el del Departamento Nacional 
de ingenieros, á foja 121, IQVQha clllU , 8 hau si(Jo h< mo(|¡lica _ 

cienes efectuadas por Stewart en el motor comua recibido do 
Inglaterra, á saber: un aparato formado de una chapa de flerro 
Jgual al existente entre lasdos chapas laterales del hogar. 

7- Que romparaado estos datos de los informes citados con 
los que arroja la patéate y descripción do Cunníngliam y Com- 
pañía respecto á los objeto, de su invento y disposición do la 
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pieza C. ae nota que es ¡goal ó la empleada por Stewart, sin más 
diferencia que la de que aquellos cobren el puente ó chapa con 
tierra refractaria* 6 puede usarse de refractor io, salro, aunque 
con menos ventajas en los motores móviles, diferencia que no 
es sustancial »n este caso, por cuanto no se deprende de la des- 
cripción que este empleo de ti«rra refractaria, tiene ninguno de 
los objetos que se propone el ¡mentor, que es hacer de tos moto- 
res para carbón que puedan á la vez emplearse combustibles 
lijeros. 

8? Que si bien de los mismos informes resulta también que la 
plancha usada por Stewart es conocida en mecánica, esto no 
obsta á la novedad del invento de Cunningfaam y Compañía, no 
habiéndose comprobado que lo sea con el destino y aplicaciones 
que han dado estos últimos; manifestándole, por el contrario, en 
el de foja 91 tno hemos encontrado en los diferentes sistemas* 
de aparatos que se emplean para quemar paja ú otros residuos 
vegetales el empleo de la referida chapa en forma alguna » . 

9* Que de todos estos antecedentes resulta plenamente pro- 
bado que el uso de la chapa lisa empleada por Stewart en el mo- 
tor que hizo venir de Inglaterra, constituye la parte principal 
del invento patentado á favor de los señores Conningham y 
Compañía, no apareciendo de los precedentes enunciados, qne la 
forma de la plancha haya sido determitada como parte princi- 
pal del invento como b asevera el informe de foja til, aten- 
diendo con prefer encia ul dibujo en el que se le da ta forma de 
una O más uíeu que á la descripción en la que no se hace mención 
de forma determinada ; y 

10 J Con respecto al incidente promovido á foja U8 por la 
parte de Stewart, para que se desglose y se mande devolver la 
memoria escrita presentada por el abogado de Cunningham en 
el acto delínforme ttl voccy que se mandó ¡igregar ú fuja 162, 
que sí bien el informe que prescribe el artículo 180 de la Ley 
de Procedimientos debe ser oral bin que tengan las partes dere- 
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choá que se les admita exposiciones por escrito, puede el juez, 
después de concluida la causa, para mejor, proveer, disponer se 
practiquen las diligencias que previene el artículo 16 de la 
Ley de Procedimientos y es en este concepto que se mando re- 
servar pira su tiempo la memoria escrita en el acta de foja 162. 
lo que importa que el Juzgado estimaba necesario tener en 
cuenta la exposición que mandaba reservar. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que los señores Cun- 
nirgham y Compañía han probado su acción contra D. Alejan- 
dro Stewrart, por cuanto la reforma que este hizo en el motor 
que recibió de Inglaterra, agregándole una plancha en la hor- 
naJJa, en la forma que se detalla en el dibujo de foja 119 p ara 
adoptarlo á quemar paja ú otros residuos vegetales, importa la 
falsificación de la patente de aquellos, definida y penada por el 
artículo 53 de la Ley de Patenta de invención. Kn su consecuen- 
cia y de acuerdo á lo que este artículo determina, se condena a 
Don Ak-njandro Stewart á pagar una multa de quinientos peso* 
fuertes que serán distribuidos en la forma que señala el artí- 
culo 60 de la misma y al pago de las costas del juicio, dejando 
á salvo los derechos de los demandantes para pedir daños y 
perjuicios, cuyo monto no puede establecerse por los anteceden- 
tes de los autos. Hágase saber, notifíquese con el original y 
repónganse los sellos. 

Andrés I ¡/arriza. 



Falte de I» (Suprema Corte 

Bueno» Aires, Ifírroiede J8fH. 

Vistos y considerando : Primero : Que la patente de invención 
concedídaá loe señores Cunningham y Compañía.no ha sidu «para 
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convertir los generadores de vapor construidos para quemar 
carbón ú otros combustibles pesados, en generadores de vapor 
para quemar paja y demás residuos vegetales ligeros como lo 
dice la sentencia apelada, sínó solamente « por un sistema > 
para obtener aquel resultado, como se vé textualmente en la 
patente que corre á foja una, j en la misma explicación del sis- 
tema que hacen los demandantes ante la oficina del ramo, don- 
de declaran que las modificaciones ú las máquinas de vapor á 
que ella se refiere, sun la especial mejora sobre los sistemas 
empleados hasta ahora, por ellos introducida (foja tres vuelta). 

Segundo: Que la única novedad de la patente concedida á los 
demandantes, según lo manifiesta la misma oficina de ingenie- 
ros, que acordó la patente < consiste en que la placa interpuesta 
con el objeto de evitar que el combustible, por efecto del tiraje, 
se escape por la chimenea antes de quemarse completamente, es 
c-n forma U, üe modo que contenga ó pueda pendrar agua en la 
caldera * t agregando la misma oficina en su informe de foja 
ciento veintiuna que ■ bis placas como las coloca Stewart, eran 
ya conocidas, y, por io tanto, no se patentó la idea de usarlas, 
sino el sistema especial para que había solicitado patente el 
interesado». 

Tercero: Que ante esta explicación categórica del alcance y 
objeto de la patente obtenida por los demandantes do puede 
pretenderse que loa demandados ban usurpado derechos de 
aquellos, usando placas de sistemas conocidos, de formas y sis- 
temas distintos á los del patentado ú Cunninghaui y compañía. 

Forestes fundamentos : se revoca la sentencia apelada, y se 
declara que los señores Stewart y compañía no han incurrido en 
responsabiiidad alguna. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

DEM AHI* VILTOMCA.— C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V, VARELA. — 
A DEL DAZA». — LLIS SAENZ PESA. 
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c ai ha rxxwi 



Er /tesar tu y Casas contra ¡ton (¡eremias ña mal lo, por cobro de 
pesos; sobre suspensión de procedimientos. 





un campo y consignación del importe del precio re- 
presentado por pagarés, el cobro de estos es un incidente de la 
contienda, y no deba ordenarse pendiente ésta. 



Caso. — En 4 de Diciembre de 1889 se presentó ante el Juz- 
gado Federal del Rosario Don Aneto Kchesartu por Echesartu 
y Casas, exponiendo: Que según se comprueba porlos dos paga- 
rés que presenta, Don Geremías Ramallo adeuda á sus repre- 
sentados 23.040 pesos moneda nacional que se obligó i abonar- 
los en la ciudad dal Rosario, el 15 de Noviembre del mismo año. 
Que aun cuando los protastos de los referidos pagarés han teni- 
do que formalizarse con la autoridad municipal prescrita por 
los artícutos89f y 892 del Código de Comercio, por no estar el 
deudor domiciliado en el Rosario, y non cuando por esto, en los 
casos ordinarios, se haría necesario el trámite del reconocí mi en- 
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to de la firma paraque proceda la vía ejecutiva, en este caso es- 
pecial ísimo por las circunstancias que manifestará, dicho trámi- 
te ü inútil y el auto de solvendo debe expedirse, prévio informe 
del Secretarlo sobre los puntos siguientes constantes en la de- 
manda é instrumentos que la acompañan, que motivó la contien- 
da de competencia promovida con ocasión do un exhorte del Juez 
de Sección de San Luis por haberse presentado ante él Itamallu, 
reclamando la entrega del campo, cuyo precio representan en 
parte los pagarés: 

i" Si es cierto que en la escritura pública de compra-venta se 
hace referencia á los dos pagarés mencionados; 

2 o Si es cierto que eu el párrafo I o y en el 4 o Otrosí de la de- 
manda de Ramal lo, se hace asimismo referencia á lus pagaré* 
fijando su monto y el dia cierto de su vencimiento ; 

3° Sí es cierto que el Juez de Sección se declaró competente 
para conocer en la causa que motivó el exhorto del Juez de San 
Luis á quien le ha pedido se inhiba i¡e conocer en ella. 

Agregó: que las dos primeras circunstancias unidas ¿ lo ex- 
presado en los pagarés con relación á su origen y procedencia, 
demuestran la identidad de ellos con los menciuaados en la es- 
critura, dándoles U autenticidad requerida para iniciar ejecu- 
ción; y la última de esas circunstancias, que no es un obstáculo 
á la ejecución el ofrecimiento á Juez incompetente, hecho por 
Ramallo, de consignar los valores adeudados y que debían 
ser pagados en el lugar en que so contrajo y firmó la ■ 



Que lo manifestado por Ramallo en su demanda, no importa 
tampoco una consignación, sinó una oferta de consignar; y « 1 
cheque qne menciona, no consta que haya sido cobrado ni pa- 
gado ni que su importe se haya oblado en depósito judicial en la 
Sucursal del Banco Nacional en San Luis; debiendo notarse que, 

siempre serían para la 
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incompetente que no pueden paralizar ni trabar el ejercicio le- 
gítimo de la jurisdicción del Juzgado. 

Que por esto, j en mérito de lo dispuesto por los artículos 
783, 916 y 017 del Código do Comercio pedía que t prévio el in- 
forme del Secretario, se dictara auto de sol vendo contra Ramal lo 



que se librara exhorto & San Luis para la notificación y empla- 
zamiento de Kainallo. 
Uno de los pagaría presentados por la partí, dice así; 



« Por S m ii H,5$0c l 

< El día quince de Noviembre del año mil ochocientos ochenta 
y nueve, pagaré á la orden de los señores Hchcsartu y Casas la 
cantidad de once mil quinientos veinte pe* os noneda nacional de 
curso legal, que es parte del precio que importa la venta de un 
campo en la Provincia de San Luis, que los señores Eohesartu 
y Casas y Don Guillermo Paats, han otorgado á mi favor en 
escritura de esta fecha otorgada ante el Escribano de esta ciu- 
dad Don II. Quintín Munuce; en cuya escritura consta que el 
precitado campo ha quedado hipotecado en garantía de éste y 
otros pagarés. 



Santa-Fe, SoliRmlme " do 1NMM 
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Fftll* riel Jur» Fedentl 

Rosítrio, hYbrero 14 de 1890. 

Habiéndose declarado competente este Tribunal para enten- 
der en la causa principal de la que la actual es sólo incidente; 
no encontrándose ya en este Juzgado el exhorto del señor Juez 
de San Luis, de donde su solicita se extraigan los certificados 
que hacen al presentí?, y encontrándose ya consignado el mismo 
valor que se cobra por el presente en loa autos principales, cuya 
remisión se ha solicitado al señor Juez exhortante, hecho este 
último que lo manifiesta esta parte en este mismo sitio: no ha 
lugar á lo solicitado, debiendo esperarse la pronta remisión de 
los autos principales enunciados. 

Escalera. 



Con fecha 26 de Marzo de 1890, se presentó nuevamente 
Echesartu exponiendo: Que como los autos de la competencia 
Labíansido devueltos, había desaparecido el primer fundamento 
del auto del Juez, por lo que correspondía que se mandara ex- 
pedir el informe que tenía solicitado. Que el segundo funda- 
mento de aquel auto había desaparecido también en vista de la 
negativa del Juez de San Luis á desprenderse del conocimiento 
de la causa que motivóla competencia. Que sostenida por el 
Juez (de Santa-Fe*) su competencia para conocer en esta demanda 
promovida porRimallo y no disputándosela nadie para conocer 
en estas actuaciones, no hay motivo para paralizar estas, aun 
cuando pudiera invocarse por el deudor la simple oblación que 
ha verificado, ó una verdadera consignación que aun podría 
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hacer ante el Juez incompetente, como lo sería evidentemente 
el Federal de S.m Luía. Que sea cual fuere el resultado linal de 
la competcDCin pendiente en el juicio ordinario promovido por 
It amallo en San Luis sobre entrega del campo comprado, en na- 
da se afectaría el ejercicio de ta jurisdicción exclusiva que evi- 
dentemente corresponde al de Santa-Fé para entender en este 
cobro de sumas de dinero pagaderas en el Rosario con arreglo á 
lo establecido por los artículos 018 del Código Civil y 783, 916 
y 917 del de Comercio. Que este cobro no es una emergencia 6 
incidente del promovido por Iíamallo, 

Pidió que una vez expende el informe de Secretaría que ha- 
bía solicitado eu su anterior escrito, se proveyera de acuerdo 
con lo solicitado en él. 



frailo 4*1 Jfuem fr>d*r*l 

Roífiriti, Julio IT de ISOO. 

No habiendo aún sido resuelta la cuestión de competencia de 
laque los presentes no son sinú una incidencia, pues ellos se re- 
fieren á la misma consignación hecha ante el señor Juez de San 
Luis en los autos principales, encontrándose además el expe- 
diente sobre competencia en la Suprema Corte, á los objetos del 
fallo correspondiente, no ha lugar por ahora ;í la tramitación que 
se solicita, debiendo esperarse el fallo del Superior que desig- 
nará cuál ese! Juez competente para conocer en el asunto, de- 
póngase. 



Escalera. 
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Falto de la «Marean» 



Huenos Aires, Mano 19 de l«íl. 



Vistos: Por sus fundamentos» se conlirma coo 




el auto 



RENJAMll VICTORICA. — C* S, DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. -- AREL 
BAZ4R. — LUIS SAEKZPESa. 



CAUSA MXX1II 



Staudty C", contra Costa y Falcvne, por perjuicios procedentes 
de test ¡(jos. 

Sumario. — Cuando se presentan testigos en la oportunidad 
legal pidiéndose sean citados por secretaría» la omisión de la 
citación exonera de responsabilidad á la parte. 



Caso. — Contestada la demanda, se recibió la causa ú. prueba 
por todo el término de la ley, término que principió á correr el 
14 de Majo de 1890 por haber sido notificado á ambas partes el 
día anterior, y que venció et 19 de Junio. f t 

En 14 de Junio, la parte do Staudt y C*, presentó once testi- 
gos, domiciliados todos en la ciudad del Rosario y pidió que 
ello* fuesen citados por Secretaría. El Juez ordenó el exi- 
men de estos testigos, señalando para que tuviera lugar la au- 
diencia el 25 de Junio. 

En esta propia fecha, la parte de Staudt presentó escrito pi- 
diendo que se señalara nuevo día paraelexúmcn, por cuanto los 
testigos no habían ¿omparecido, debiendo citárseles por Secre- 
taría. El Juez señaló el día 2 de Julio y mandó que fueran los 
testigos notificados por Secretaría. 

La parte demandada pidió revocatoria y apeló de este proveí- 
do. Fundó el primer recurso alegando; Que los testigos debían 
ser examinados dentro del término de prueba, correspondiendo 
¡i la parte urgir para su presentación y comparecencia; que 
sólo pueden ser examinados fuera del término cuando por 
hecho no imputable á la parte, no ha podido serlo dentro de 
él (XII, página 76J; 

Que en este caso, los testigos del demandante no fueTou exa- 
minados por su culpa, dentro del término, pues fueron ofre- 
cidos, tres dias antes de vencerse el término, no obstante estar 
todos domiciliados en el Rosario y no existir dificultad para 
que fueran presentados. Que llegado el día de la audiencia, no 
los presentó. 

Conferida vista al demandante, expuso: Que ofrecidos los tes- 
tigos tres dias antes de vencer el término, como lo reconoce su 
contrario, pidió también que fueran citados por Secretaría, rei- 
terando después su pedido por no haber ellos comparecido; 

Que la Suprema Corte ha juzgado ya: «que la lista de testi- 
gos debe ser presentadada tres días antes del día en que deben 
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ser examinados» (VII, 275» *que deben serlo dentro del término 
de prueba, salvo el cato en que poT hecho no imputable i la 
parte que loa presente, no hubiera podido serlo» (XII, 76; XXIV, 
4f> y 278) y que « no puede citarse nuevamente á los testigos que 
no hayan declarado por culpa del que los presentó, cuando fal- 
tan menos de tres días para él vencimiento del término de 
prueba » (XXIII, 540). Que la doctriua es. que si no hay culpa 
por parto del que presenta los testigos» estos deben ser exami- 
nados, y no puede existir culpa cuando se ha pedido su citación 
por secretaría desde el primer escrito — y que las diligencias de 
prueba que no se han evacuado durante el término de prueba 
sin culpa de las partes, pueden cumplirse con posterioridad. 
Pidió que se proveyera de conformidad, con costas. 



ralis 4*1 Jun federal 

Rosario. Agosto de 1890. 

Y visto el incidente, respecto á la pertinencia de la declara- 
ción de los testigos ofrecidos á foja 39, por la parte de los se- 
ñores Staudt y O co.i lo alegado A fojas 54 y 57. 

Y considerando: I o Que ambas partes están de acuerdo en 
el hecho de que la presentación de los referidos testigos ha sido 
hecha sólo tres dias antes de vencerse el término probatorio, 
por el cual fué abierta esta causa. 

2 o Que es un principio indiscutible en jurisprudencia el de 
que corresponde á la parte que ofrece la prueba urgu sea ella 
cumplida dentro del tirmino que se haya señalado para produ- 
cirla, 

3 o Que esta obligación no ha sido llenada por parte de los 
señores Staudt y C", limitándose ellos, en el caso ntb-judice, ¡i 
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presentar los testigos de la referencia, sin traerlos, empero, al 
Tribunal para que presten sus declaraciones, deutrg del termino 
legal y hábil, como era de su deber hacerlo. 

4" Que no es suficiente para disculpar el procedimiento inac- 
tivo usado por Staudt y C«, el hecho que se alega por su parte, 
de haber pedi-lo sean citados los testigos por secretaría; pues si 
los miamos no se negaban á coocurrir al acto para el cual eran 
ofrecidos, no incumbe, por cierto, practicar esa diligencia al 
Juzgado, ni á sus empleados, Sitió á la inisiui parte interesada ; 
y si esa negativa á presentarse hubiera existido, debió La parte 
de Staudt y C* hacerlo así presente al Tribunal, para que, en su 
mérito, pudieran recién ser aplicables la citación por cédula y 
las conminaciones que la ley de Procedimientos establecen con- 
tra los testigos remiios, en sus artículos 121 y 122; y enyascon^ 
minaciones nu habría ciertamente justi'-ia ni equidad en orde- 
nar se pusieran en practica, sin que p;irn esto medie una resis- 
tencia de su parte — sinó comprobada en autos, al menos si- 
quiera anunciada por los interesados ¿í quiene ella perjudique. 

5" Que osa resistencia, de parte de los testigos de Staudt y 
C" ni siquiera se ha manifestado por estos haya existido, en 
el caso sub-jutlice, no procediendo, por tanto, la citación pedida 
y la misma que tampoco fué acepta-la por el Juzgado, cuando aé 
solicitó, como se comprueba por las providencias corrientes á fo- 
jas 40 y 44 vuelta, y que fueron aceptadas por los demandan- 
tes, que no reclamaron de ellas, como pudieron hacerlo en tiempo 
oportuno, si hubiera existido resistencia de parte de los testigos, 
á presentarse á declarar. 

Por tanto: se resuelve no haber lugar á la declaración de los 
testigos ofrecidos á foja 39, dejándose sin efecto, la providencia 
de foja 44 vuelta. 

Notifíqucsey repónganse los sellos. 



ti. Escalera tj Z nutria. 
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Uucnos Aiivs, Míirzo 19 de 3891, 

Vistos : Estando conformes las paites en que ta presentación 
de los testigos, á que este incidente se refiere, se hizo dentro 
del término legal señalado para verificarlo ; y resultando, ade- 
más, que el demandante, en el mismo acto de la preseotaciun, 
solicitó su citación por secretaría, y que tal citación no se veri- 
ficó, lo que lo exonera de toda responsabilidad en el caso: se re- 
voca el auto apelado de foja sesenta y dos : declarándose que el 
Juez de Sección debe proceder al examen de los testigos referi- 
dos. Repóngase el papel y devuélvanse. 



BENJAMIN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. - LUIS SAEKZ PESA. 
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CAIJttA KXWYIII 



fhm Manuel Mendizabal Contra la empresa Nacional de Trans- 
portes, por indemnizar i<m de perjuicios i sobre incompetencia 
y falta de personería. 



Sumario, — En las acciones que resulten del contrato de trans- 
porte, el artículo 205 del Código de Comercio determina la 
competencia del Juez que puede conocer en ellas, y la personería 
del qne puede ser demandado en representación del porteador. 



jéSE ^' Jacínt0 Iíodr »g liez Pardo, por Mendizabal, enta- 
bló <^tffda contra la Empresa mencionada, ú fin de que se le 
condenara á entregar una encomienda conteniendo un expe- 
diente, que se remitió desde Buenos Aires al Rosario, y á pagar 
20.000 $ m/ n como indemnización de perjuicios, 

Expresó que el Juzgado era competente para el conocimiento 
de la causo, por ser Mendizabal vecino de la Capital de la Repú- 
blica y estar la agencia del Expreso domiciliada en el Rosario, 
como lo aseveraron dos testigos que presentó. 

Posteriormente se presentó la misma parte diciendo que la 
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encomienda había sido encontrada después de entablada la de- 
manda y qoe le fué entregad», por lo cual modificaba aquella 
pidiendo que la empresa fuera condenada al pago de 4000 $ 
como indemnización de los perjuicios sufridos, con costas. 

Corrido traslado, fué notificado D. Enrique Hidalgo como 
Agente de la Empresa en el Rosario» quien opuso las excepcio- 
nes de incompetencia de jurisdicción y falta de personería en 
el demandado. 

Respecto de la primera dijo: Que sólo procedo el fuero federal 
en loa casos enumerados por los artículos 100 y 101 de la Cons- 
titución y l, 2y 3de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de Jos tribunales federales. Que no es exacto que el demandado, 
en este caso, esté domiciliado en el Rosario, pues la «Compañía 
Nacional de Transportes» osuna Sociedad Anónima domiciliada 
en la ciudad do Buenos Aires, como lo expresa el articulo 7 o de 
sns Estatutos, de los cuales presenta un ejemplar. Que por otra 
parte, el contrato de transporte de la encomienda de que se trata, 
se celebró en Iluenos Aires y no en el Rosario. Que de lo ex- 
puesto resolta que las dos partes están domiciliadas en Buenos 
Aires y que en este punto ha debido entablarse la acción. 

Respecto de la falta de personería, dijo : Que él (Hidalgo) no 
tiene poder para representar a la Compañía demandada, pues 
su mandato se circunscribe á la gestión de los asuntos en que 
interviene la agencia que la Empresa tiene establecida en el 
Rosario; y si en cumplimiento de su cargo, pudiera alguna 
vez estar en juicio, sería únicamente por los negocios de la 
Agencia á cuyo frente se halla y no por otros. Que, además, por 
los Estatutos (art. 15, inc. 2 o ) corresponde al Presidente del 
Directorio representar & la compañía en sus relaciones externas 
entre las cuales le corresponden las judiciales. Que aunque la 
excepción de falta de peraoualidad en el procurador del deman- 
dado no esté incluida entre hs dilatorias de que habla el artícu- 
lo 73 de la ley de procedimientos, ha debido oponerla, porque es 
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una defensa que de ningún modo surte mejor efecto que como 
artículo previo,— y también para evitar que se siga un ju 



ineficaz. Pidió que se ^musaao jas excepciones o|iue^í^^ con 
especial condenación en costas. 

Corrido traslado, pidió el demandante que no se hiciera lugar 
con costas á las excepciones opuestas y se ordenara al gerente de 
la Empresa ó su representante en el Rosario, contestar la de- 
manda dentro del término legal. Dijo: Que las excepciones 
opuestas son contradictorias entre sí. porque si Hidalgo no tiene 
personería no ha podido alegar la incompetencia del Juzgado. 

Que esta excepción es indudablemente improcedente, pues 
como lo establece el artículo m, inciso del Código Civil « Us 
compañías que tengan muchos establecimientos Ú sucursales, 
tienen su domicilio especial en el lugar de dichos escablecí- 
mientos para la ejecución de las obligaciones contraídas por los 
Agentes locales de la Sociedad » - y así lo ensena Itedfield y 
lo dispone además, la ley 22, título 2, partida 3v Qi, e una com- 
pañía de transportes ú de seguros con sucursales en diversas par- 
tes del mundo, puede tener un domicilio real para todos los 
eíectos inherentes á su existencia ; pero esto no quiere decir que 
á esto domicilio deban referirse todos los conflictos que puedan 
surgir de sus operaciones y contratos. Que la jurisdicción com- 
petente es la del lugar en qué el contrato debe cumplirse es 
decir, la del Rosario en el caso presente - y es con los repre- 
sentantes^ la Compañía de transportes en ese punto con quienes 
deben entenderse los reclamos que la falta de entrega de los 
efectos transportados, puedan ocasionar (Huebra al art 222- 
Reus, tomo 1°, pag. 53; Zúñiga, tomo 1-, pág, 217). Que habién- 
dose designado en este caso un domicilio especial para el cum- 
plimiento del contrato, nada importa que el domicilio real de la 
Compañía sea en Buenos Aires ni que en esta ciudad se haya 
celebrado el contrato. Que es tan cierto a oe la Sucursal en el 
el Rosario es la responsable en este caso, que ella publico avisos 

7 
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para tratar de encontrar la encomienda, y que cuando ella fué 
entregada al destinatario se labró nua escritura pública para 
comprobar su contenido, en la cual se expresa que dicha enco- 
mienda babía sido extraviada por la Agencia. 

Respecto de la falta de personería, dijo : Que la demanda no 
bahía sido dirigida personalmente contra Hidalgo» sino contra 
el representante de la Empresa en- el Rosario | y que si aquel no 
tenia poder do esta debió darle aviso para que ella saliera al 
juicio, absteniéndose de hacer defensas que no podía deducir si 
realmente carecía de personería. 



r i*tfo «leí Jwi rr4tr«l 



Roí ario, IVbiwo i~ úv 1S90, 

Y vistos: Las excepciones deducidas por Don Knrique Hi- 
dalgo á foja 33, sobre falta de jurisdicción en el Tribunal y Taita 
de personería en el señor Hidalgo, que es quien las formuló, con 
lo alegado respectivamente por las partes. 

Y considerando respecto i la primera: 1" Que es un principio 
de derecho comercial el de que tratándose de empresas de trans- 
porte terrestre ó marítimo, el lugar del cumplimiento de la 
obligaeion respecto á las cargas ú objetos que portean, es aquel 
en el cual debe ser entregado él objeto porteado, principio que 
sólo sufre excepción cu el caso de una convención especial que 
lo modifique. 

2 o <.¡ue no habiéndose probado existir en el caso actualla ex- 
cepción indicada y no obstante haber sido el objeto materia del 
transporte que origina estos autos entregado en la ciudad de 
Buenos Aires para ser conducido á la del Rosario, por el prmci- 
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pió invocado, es esta ciudad y no la de [¡uenos Aires, como lo 
expresa el señor Hidalgo, el lugar del cu mpl ¡miento d i la obli- 
gación mediante la entrega de la cosa porteada, a su consigna- 
tario. 

3 o Que esta jurisdicción es entonces la competente para en- 
tender en el litigio promovido, cuando como en el caso actual, 
demandante v demandado tienen un domicilio distinto, siendo 
aquel de it uenos Aires y este de Santa-Fé, como está probado 
en autos, mediante la diligencia corriente á fojas ir vta. y 18. 

4» Que otra circunstancia por la cual el fuero federal surge 
«I presente, es la de que hallándose la sucursal de Ja Empresa 
de J. A. Vitlalonga y C fl establecida en esta ciudad, por ese 
mismo hecho, dele considerarse ser para ella, éste su domicilio 
especial, pues el artículo 1*0, inciso A\ del Código Civil establece 
que las Compañías que tengan muchos establecimientos 6 su- 
cursales tienen su domicilio especial en el lugar de dichos esta- 
blecimientos para la ejecución de las obligaciones allí contrai- 
das por los agente* locales do la Sociedad, y la obligación de ese 
agente local en esta ciudad, era, sin duda alguna, la entrega de 
la encomienda porteada y cuyo extravío ha dado margen á este 
debate ; doctrina que está de acuerdo con la ley 32, título 2\ 
partida 3% enseñándolo asimismo, diversos tratadistas de dere- 
cho comercial, y se desprende liualinente de la prescripción con- 
tenida en el artículo 9" do la Ley sobre jurisdicción y competen- 
ciada los Tribunales nacionales de 14 de Setiembre de 1863 

Y considerando, respecto á lo segunda: i" Que entablada la 
acción en contra la Km presa de Transportes de Villalonga y C* 
es el representante legal de ésta, quien tiene el deber de tomar 
la participación que corresponde en el juicio: y pn este concepto, 
si el señor Hidalgo no se creía con poderes suficientes para asu- 
mir esa personería, no debió tomarla ni deducir por tanto lo. 
excepción anterior, pues que si tal personería no investía mil 
podía excepeionar á lu que no representaba, y si podía ejercerla 
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mencionada personería, la segunda excepción de falta de caá 
misma personería, era contraria á bu propia afirmación, ó en 
otros términos: o tenía personería y debía por tanto contestar la 
demanda, 6 no tenía esa personería, en cuyo caso no debía ejer- 
cerla. 

2" Que por otra parte, la falta de derechu para accionar no 
autoriza la excepción de falta de personería, según lo tiene decla- 
rado la Suprema Corte en el tomo 19, serie 2*, página 320, como 
asimismo que la excepción de no ser el demandado responsable 
de lo que se demanda y de no tener derecho de pedir el deman- 
dante, son excepciones contra el fondo de la demanda y no dila- 
torias por falta de personería. 

Por tanto, se declara no haber lugar á las excepciones, de- 
biendo la Empresa de J. A. Villalonga y C* contestar derecha- 
mente la demanda en el término de ley. Xotifíquese y repón- 
gase. 

ti. Escalera y Zuviria. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

■ 

Hueuos Ain's, Soliembrt! i* di; ltWO. 

Suprema Corte i 

Solamente en la excepción de incompetencia puede tener inter- 
vención el Procurador general. 

Limitándome a ello, debo pedir & V. E. la confirmación de la 
paite pertinente del auto apelado, por sus fundamentos y por 
los contenidos en el escrito de foja 36, 

Podría agregarse, además, que, según lo dispuesto en el ar- 
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tículo 305 del nuevo Código de Comercio, «las acciones que 
resulten del contrato de transporte, podrán ser deducidas ante la 
autoridad judicial del lugar en que resida un representante del 
porteador », y que esta ley, aunque de fecha posterior á los he- 
chos que han motivado esta causa es de aplicarse para su juzga- 
miento, porque tienen efecto retroactivo las que se refieren al 
6rden de las jurisdicciones. 



Vistos: Por lo que resulta de la disposición del artículo dos- 
cientos cinco del Código de Comercio vigente, que sirve ¿deter- 
minar tanto la cuestión de competencia eomo la de personería 
suscitad i en estos autos; y de conformidad ¿ lo pedido por el 
señor procurador general en su precedente vista : se confirma 
con costas el auto apelado de foja cuarenta y ocho en cuanto no 
hace lugar á las excepciones deducidas, y se declara que las cos- 
tas de primera instancia son de cargo de', demandado. 
Repuestos los sellos devuélvanse. 






Sueno* Aires, Marzo 19 tte 1891. 




BEXJAWH VICTORICA. — C. S. DE LA 



TORRE. — LUIS V. VARELA, — ABEL 
BAZAS — LUIS SAEHZ VEÑk. 
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«AINA LXXXIX 



Criminal contra Santiago ¡.amaestra y 




Sumario, — La escarcelacion 
crímenes de competencia federa!, depende 
eiai establecida por las leyes relativas. 




líestilta de los siguii 



DE LAMAEüTRA 



Buenos Aire?, Febrero 20dc!891. 



Señor Juez Federal : 



Juan Constan f defensor del Sr. Santiago Lamaestra, procesado 
por supuesta complicidad en una defraudación en el Correo de 
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esta Capital, ú V. S. como más haya tugar cu derecho digo ¡ 
Que mí defendido ha sido ja declarado exento de culpa y 
cargo en la información sumiría que administrativamente le- 
Tanto la Administración de Correos al respecto, como consta de 
los documentos que deben correr agregados en autos, y no es 
posible que por inducciones que surgen de la declaración de un 
Oefe de oficina de dicha repartición, que ha huido de esta ciu- 
dad para eludir las responsabilidades que le incumben en este 
asunto, sea enjuiciado et Sr. Lamaestra en la misma causa sin 
atender á que un testimonio singular no puede en manera algu- 
na constituir un indicio suficiente para que á una persona se la 
prive de su libertad, contrariando de esa manera sos más legíti- 
mos derechos y garantías acordados por la Constitución Xa- 




do del deber de presentarse en juicio, siempre que su compa- 
rencia sea requerida, vengo á solitar el escardamiento inme- 
diato del Sr. Santiago Lamaestra, bajo lianza pecuniaria ú per- 
sonal, según V. S. estime mejor acordarlo. 

La solicitud precedente la fundo en que siendo mi defendido 
procesado como cómplice supuesto en la defraudación que se le 
imputa, la pena que le sería aplicable es la de arresto, según el 
inciso 5 o del artículo 34 del Código Penal de la Capital, de 
acuerdo con la regla contenida en los artículos 268 y 193 del 
mismo Código, y por lo tanto permite la cBcarcelacion bajo fianza 
de que habla el artículo 376 del Código de Procedimientos en 
materia criminal. 

Por tanto ú V. S, suplico se sirva proveer de conformidad á 
la escarcelaeíon que pido para mi defendido. 

Será justicia. 

Otrosí digo: que habiéndose presentado mi defendido i cum- 
plir la orden de prisión dictada por V, S. es necesario, y así lo 
solicito, se sirva librar oficio A la Capital de la Provincia de 
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Buenos Aires, mandando suspender esa misma orden que ja no 
tiene objeto, dirigiéndose el exhorto de práctica al Juez com- 
petente. 
Es también justicia. 

Juan Coustau. 



VISTA FISCAL 

Buenos Aifes, Febrero 23 de 1891. 

Señor Juez i 

No resultando de autos que el procesado Santiago Lamaestra 
sa encuentre en las condiciones legales para obtener su libertad 
bajo fiama, debe V, S. no hacer lugar á la solicitud deducida 
por el defensor y que motiva este dictámen. Sirvase V. S así 
proTjer, disponiendo corra este incidente 



J. A. Víate. 



t«IU «fiel Jues Federal 

filíenos Aires, Febrero Sto de 1891. 

Fot lo expuesto por el Procurador Fiscal en su vista que proce- 
de, no ha lugar á la escarcelacion solicitada por el defensor de 
acusado Lamaestra j corra este incidente por cuerda separada 

Andrés f'yarriza. 
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Hupdoü Aires, Febrero de 1801 . 

Juan Coustau, defensor de don Curios Robcrt, procesado por 
supuesta complicidad en el juicio criminal seguido i los Sres. 
Jlanuel líarnes y Celestino Espadero, sobre defraudación en el 
Correo, ;i V. S. T como mejor proceda en derecho, digo: 

Que el delito imputado á mi defendido en caso de comprobar 
se, merecería sólo la pena de arresto. 

En consecuencia y de acuerdo con las mismas razones que ha 
aducido en la causa seguida á don Santiago Lamaeatra, áV,S. 
pido ae sirva conceder al Sr. Cárlos Robert, la escarcelacion bajo 
fianza que desde ya solicito para el mismo, ofreciendo como fia- 
dor á una persona de firma abonada á entera satisfacción del 
Juzgado. 

V. R, proTeeTComo lo solicito, pues es justicia. 

Juan Coustau. 



VISTA FISCAL 



Bueno» Aires, Mareo J 



Soy de dictamen que V. S, no debe hacer lugar á lo pedido 
por el defensor de Robert, por cuanto éste no se encuentra en 
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condiciones legales para obtener su libertad bajo fianza, en vis- 
ta de las constancias de estos autos. Sírvase V. S. así resolver, 



./, A. Yiuíe. 



Falla del Jut* Fe*er*l 

Duchos Aires, Marzo 1 de 1891, 

Por las consideraciones expuestas por el Procurador Fiscal en 
su vista que precede, no ha lugar á la escarcelacion solicitada y 
agregúese ni incidente de escarcelacion del acusado Lamaestra. 

/ '¡/arriza. 



VISTA DEL SESon PROCURADOR GLNERAL 



Ruónos Airts. SI orzo 1 i* de . 

Suprema Corle : 

La causa de la prisión y del proceso seguido á don Santiago 
Lamaestra se baila expresada en el acta de f. 130 vta.,e» los 
términos siguientes: «se le hizo saber que la causado su prisión 
era por resultar del sumario que la orden do 14 de Octubre del 
año pasado, era por sesenta y cuatro mil quinientos timbres, 
y no por cuarenta y cuatro mil quinientos como lo dice el decla- 
rante». 

Dedúcese de esto, que Lamaestra e*tá procesado por supo- 
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nfirselo autor de la defraudación de veinte mil pesos en timbres 
postales comunicada al señor Juez Federal por ta Dirección de 
Correos j Telégrafos. 

A los efectos de la escarcelacion bajo fianza, 3ÓI0 debe aten- 
derse, con arreglo al artículo 370 del Código de Procedimientos, 
á ai el hecho qtie motiva la prisión tiene ó no como máiimun 
ta pena de dos años de prisión: si excede dichos dos años, la es- 
carcelacion bajo lianza no procede. 

Creo que el Código Penal promulgado en 7 de Diciembre de 
1880, ha derogado en cuanto sean contrarias sus disposiciones, 

cuyo juzgamiento eompHía á los Tribunales Nacionales, y que 
estableció su penalidad, fundándome para ello en que una ley 
posterior en ftcha deroga á otra anterior, recayendo ambas 
sobre la misma materia. 

Tomando, pues, como base las disposiciones del Código Penal, 
tenemos que Lamaestra, acusado de sustracción ó defraudación de 
timbres postales, caería, si el hecho que se le imputa se justifica- 
ra, bajo la disposición del artículo 268 del Código Penal, que 
impone las penas señaladas para los ladrones v inhabilitación 
perpetua para cargos públicos, al empleado que sustraiga ú con- 
sienta que otro sustraiga los bienes, caudales ú otros valores 
públicos confiados á su administración ó custodia. 

La pena del hurto, cuando no concurren las circunstancias es- 
tablecidas en los artículos 187 á 192 del Código Penal, es la 
de uno á tres años de prisión y si el valor de la cosa hurtada 
excede de quinientos posos (art. 193 y siguiente). 

Siendo el máximun de la pena befialada al hecho que ha mo- 
tivado la prisión del procesado Lamacstra, la de tres años de 
prisión, me parece que no es posible acordar la escarcelacion bajo 
lianza que solicita su defensor, porqua dicha pena excede el lí- 
mite señalado en el artículo 376 citado del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 
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La causa déla prisión de D. Carlos Robert, cuya escarcela- 
cion bajo fianza solicita también «I mismo defensor, se halla 
consignada at final del tetado foja 413, en loa términos siga len- 
tes: «Le hice saber que la causado so prisión es por complicidad 
en la sustracción de valores postales». 

La escareelacion de Robert me parece procedente; y por tanto, 
que V. E.debe autorizarla, debiéndose eligir por el inferior la 
fianza que prescribe el Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Si la pena máxima que podría imponerse al autor principal del 
hecho que da origen al proceso es la de prisión, la pena del 
cómplice, segnn la disposición del artículo 34, inciso 5 del 
Código Fonal, es sólo la de arresto, que no pasa de nn mes ú 
un año, segon el artículo 54, inciso 7 del mismo Código; j está 
por consiguiente dentro del límite señalado en el artículo 37G 
del Código de Procedimientos Criminales. 



Vistos: Ateníalo naturaleza do los delitos inculpados á los 
procesados Lamaestray Robert, y la penalidad especial estable- 
cida para ellos por las leyes vigentes: Be confirman los autos de 
foja tres vuelta y foja ocho vuelta y devuélvanse. 






Buenos Aires, Mano 81 di? 1891. 



BCIUAIirJ VICTOH1CA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA . — ABEL 
RAZAN. — LCÍS SAEÍIZ PESA. 
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C AUSA XC 



Criminal, muirá 




llroad, por heridas á Pedro Alberíi 



Sumario. — La agresión ilegítima por parto de la rictima 
haee aplicable al homicidio cometido a consecuencia de ella, U 
dispuesto en el artículo 1*7 del Código Criminal. 



Caso. — Se refiere en la siguiente 



ACUSACION t'ISCAL 



Señor Juez de Sección; 

El Procurador Fiscal on la causa seguida contra AUem Broad, 
por heridas inferidas á Pedro Alberti y Alejandro Cabrera, á 
V. S. digo: 

Que por las razones que paso ¿exponer, V, S. se ha de setTir 
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condenar al procesado AUem á tres años de penitenciaria ( artí- 
culo 96, inciso 4% C. 1\ como reo de homicidio, en cuya per- 
petración han concurrido varias circunstancia* atenuantes. 

Por las íleciaraeíoiiüs del mismo procesado de f. 2, de Antonio 
Mori, f. 3, de Juan Tomas, É 4, y decoración de la victima, de 
f. 8, se constata plenamente que el piloto AUem Broad, del bu- 
que nacional < Ciudad de La Plata», hirió al práctico Pedro AI- 
bertt de un balazo que le pegó en la cara. Del informe médico 
del Dr. Perini, primer facultativo que reconoció la herida, resulta 
que ésta era sumamente grave y con el informe del Dr. Bel isa- 
rio Nuñez, médico del Hospital y que asistió al herido, se prueba 
que Alberti murió el dia 8 de Mayo de 1888 de una enfermedad 
cerebral llamada meninge-encefalitis, consecutiva de un trau- 
matismo de la cara, ocasionado por el disparo de una arma de 
fuego. 

Con las declaraciones citadasy documentos de que dejo hecha 
referencia, queda legalmente probada la muerte de Pedro Al- 
berti, práctico del buque nacional «Ciudad déla Plata », como 
también que AUem Broad fué el autor de la herida que le oca- 
sionó la muerte. 

Esto no ofrece la menor duda, pues está confesado por el mis- 
mo Allem Broad y corroborado por los testigos en las declaracio- 
nes mencionadas. 

Veamos ahora las circunstancias que rodearon el hecli y de 
las cmiles resulta, a juicio del Fiscal, que el procesado debe ser 
condenado á la pena que pide al principio de este escrito. 

El procesado AUem Broad, en su declaración de f. 2, dice que 
hirió al práctico por defenderse, pues éste le apuntó con su 
revolver. Ksta declaración está de acuerdo con la del testigo Juan 
Tomás, foja... quien relacionando el hecho, dice que el práctico 
sacó un revólver y apuntó al piloto á lo que éste contestó ha- 
ciendo fuego contra su agresor. La víctima en su declaración de 
foja... confirma esta aseveración, diciendo que es cierto que 
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apuntó con un revólver al piloto y que lo hizo para imponerle 
respeto. 

Podía, fundado en estas declaraciones alegar el procesado el 
derecho de legítima defensa, pero se fé bien pronto que ella no 
está probada como lo requiere la ley con plena prueba, y no deja 
lugar A duda de que ha habido ataque ilegítimo, necesidad del 
medio empleado para impedirlo ó repelerlo, y falta de provoca- 
ción suGciente por parte del que se defiende; no están probados 
estos estremos de la legítima defensa, por cuanto fauy un solo 
testigo que declara diciendo que el práctico amenazó primero, 
pero este mismo testigo no dice que sea cierto lo que alirma la 
víctima de que el piloto lo quisiese cehar al agua y lo insultase. 
Ksa conforinidad } pues, entre las declaraciones del heridor, del 
herido y de uu testigo, fortalecida por la declaración de otro 
testigo, Antonio Mori, que dice que el práctico le mostró un 
revólver diciéndole que era para el piloto, tal puede considerarse 
cuino causa atenuante, de conformidad con el artículo 83, inci- 
so I", que unida ú la circunstancia atenuante del inciso 4 a del 
mismo artículo y á la de verse desobedecido por un subalterno, 
coloca el hecho dentro de lo> termino» del articulo 96, inciso 4<*, 
que dispone que el homicidio se castiga con la pena de tres á 
seis años de penitenciaria, si concurriesen dos ó más circunstan- 
cias atenuantes. 

Por lo expuesto; 

A V. S. pido que habiendo por deducida acusación contra 
Allem Broad, por homicidio en la persona de Pedro Alberti, se 
sirva condenar al procesado Allcm Broad ú la pena de tres años 
de penitenciaria, de acuerdo con ta disposición del artículo DI, 
inciso 4 o , Código Penal. 

KsluJio, Enero 10 dv 1889. 

Manuel A. Crespo, 
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Paraná, Judío 6 Uc 1889. 

Y vistos: la causa seguida á instancia fiscal contra AUem 
Broad, subdito inglés, de veinticinco años de edad, piloto del 
buque « Ciudad de La Flota», por haber herido á Pedro Alberti 
y Alejandro Cabrera, sucediendo á la herida la muerte de) pri- 
mero, de que resulta lo siguiente: 

Que en la noche del 28 de Abril del año 1888, á las doce, más 
ó menos, AUem Broad, el práctico Pedro Alberti j otros mari- 
neros, se encontraban reunidos á bordo tomando vino ; que poco 
después sobrevino una disputa entre el piloto AUem ISroad y el 
práctico Alberti ( declaración de Alejandro Cabrera, Domingo 
Labrowich y del herido), porque éste no quería tomar el vino 
que aquel le exigía, y en venganza de lo cual pretendía echarlo 
al agua, razón dice Alberti, y según Allem Broad y el marinero 
Juan Thomas, porque Alberti, ébrio, se negaba á guardar si- 
lencio, y retirarse á dormir, que Allem Broad fué á su cuarto y 
tomando un fusil volvió á dondo estaba Alberti, presentándose 
en esta situación el marinero Alejandro Cabrera, atraído allí por 
los gritos de la disoucion, y pidió con repetición á Allem Broad 
que se dejase y no peleasen, recibiendo de éste un golpe en la 
cara con la culata del fusil que le causó una herida; continuando 
la cuestión, como Alberti amenazase A Allem Broad haciéndolo 
puntería con nn revólver por dos ó tres veces, éste dio ruelta el 
fusil, apuntó á Alberti y le hizo fuego á dos pasos de distancia, 
infiriéndole nna herida en Ja cara que lo derribó sobre el pavi- 
mento ( confesión del procesado y testimonio de Juan Thoraás) 
quedando al parecer muerto ; que reconocido por el médico de 
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Policía y trasladado al Hospital de Caridad, dondj reábió la 
asistencia necesaria, fnlKció el día 8 de Mayo, á consecuencia de 
la herida ( informe médico de f... y partida de defunción f.. .). 

El procurador fiscal acusa á Allem üroad como homicida y 
pide para él la pena de tres años de penitenciaria, porque en- 
cuentra las circunstancias atenuantes do haber sido amenazado 
por Alberti y de haber procedido en ejercicio del derecho de 
defensa, aunque no de la manera que se requiere para eximirlo 
de pena. 

La defensa, por el contrario, sostiene que ul procesado revis- 
tiendo b autoridad superior del buque y dadas la amenaza de 
Alberti, la amistad de éste con los marineros y la intervención 
oficiosa de Cabrera en favor del mismo, se encontraba en el caso 
de defender no sólo su persona siiiú la autoridad del buque ame- 
nazada por Ja insubordinación, y que en tal situación, la con- 
ducía observada por él era necesaria, sin que pudiera evadirse 
del peligro por otro medio, mayormente encontrándose también 
ebrio; por lo que pide &c le absuelva libremente. 

I considerando: Queda lo espuesto, resulta que el hecho com- 
probado en el proceso constituye un crimen de homicidio y que 
su autor es el individuo Allem firoad . 

Que aún considerando la actitud asumida por Alberti respecto 
de Allem Broad como una agresión por el propósito revelado á 
Antonio Mori y no como una simple resistencia á mano armada, 
a la exigencia que éste le hiciera do retirarse á dormir, para que 
la defensa propia exima de pena es indispensable que conste 
entre otras circunstancias la necesidad racional del medio em- 



t¿ue tejos de jus linearse esta necesidad en el caso presente, 
por Ja misma declaración del procesado y por la del testigo Juan 
T bomas, consta que Allem Broad fué á su cuarto y tomó un fusil 
con el que volvió a buscar á Alberti, lo que demuestra que si 
hubo agresión, él pu lo evitarla, ocurriendo á la Capitanía, para 

T. 3(111 g 
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que prestase el concurso do la fuerza á fin de desarmar y ase- 
gurar á Alberti, medida por otra parte practicable, desde que 
los marineros bajaban y subían á bordo con facilidad, 6 bien or- 
denar á éstos que redujesen a seguridad al agresor ya que el 
agredido investía autoridad en el buque, como éi lo dice, y que 
Alberti so encontraba completamente ebrio, sin que sea atendi- 
ble la eicuia del temor de una insubordinación, que no se en- 
cuentra fundada en his constancias del proceso, sino en la propia 
imprudencia de AUem líroad de fomentar el uso de la bebida 
entre sus subalternos. 

Se tú, pues, qne éste, para sustraerse á las amenazas do Alber- 
ti, no tuvo necesidad de disparar sol™ él un tiro de fusil, que 
seguramente le ocasionaría la muerte por la distancia y direc- 
ción con que fué dirigido, como sucedió. 

Que aunque así no fuera, él hecho de oponerse á que la auto- 
ridad del Puerto penetrara a bordo después del suceso, en Tez 
de darle parto de lo ocurrido, arroja una presunción de exceso en 
la defensa (art. 82, Código Pemil). 

Que esto no obstante, sen agresión ó amenázala de laTÍctiinn, 
ella importa una circunstancia atenuante de la pena(artícul<i83, 
incisos r y 4°, Código citadu). 

Que no está probado que AUem Broad estuviera iiiTestido de 
autoridad en el buque, por no merecer fé su testimonio aislado 
ni la earta presentada por el mismo, sin nacer constar su auten- 
ticidad, no siendo por lo tanto atendible la citremaciou quo se 
hace en esa autoridad, 

Que de las consideraciones antes expuestas, resulta en conse- 
cuencia, que este homicidio no está acompañado de niuguna cir- 
cunstancia que agraTc la pena, existiendo, por el contrario, uu 
motivo legal do atenuación, por lo que debe ser penado en con- 
formidad á lo que dispone el artículo 9ü, inciso 3°, del Código 
Penal, 

Que no obstante la considerable demora dtl procurador fiscal 



para presentarla acusación, habiendo ocurrido ésta antes de la 
vigencia del actual Cúdigo de Procedimientos» no corresponde 
aplicarse la multa, aunque st>guu él debe corregirse toda dilación 
injustificada. 

Forestas consideraciones y otras quo se tienen presente, el 
Juzgado resuelve condenar ¡S AllemBroad X la pena de tres años 
de presidio en conformidad á la disposición citada, debiendo 
descontarse el tiempo de prisión sufrida á ruzon de tres dias de 
prisión por tino de presidio, de acuerdo ron el artículo 40 del 
Cúdigo citado, con costas. Xotifíquesc en el original y repón- 
ganse los sellos. 

p. de T. Pinto. 



vista ii eí. seSon pitoi;Lfunou gekeraí. 



Buenos Aires, Sfayeatte ]k£»1. 

Suprema Corte; 

Creo que la sentencia de foja 29 resume con fidelidad las cons- 
tancias de este proceso, y que aplica con equidad las disposicio- 
nes pertinentes del Código Penal vigente. 

Pienso, por tanto, que por los mismos fundamentos que la 
apoyan, ella debe ser confirmada por V. J-:. j 



Antonio É. Malaver. 



I «II* d* I» ftuprtm» €«rle 

Hílenos Aires. Mi»r/n :ll d.- ltflll. 

Vistos y considerando : Que no resul ta justificada de autos 
la excepción de legítima defensa por parte del procesado A que 
se refiere oí artículo ochenta ] r uno del Código Penal, por tu falta 
do comprobación del segundo requisito prescrito por dicho ar- 
tículo, y porque, además, pudiendo el procesado hacer uso de su 
autoridad como segundo del buque, con arreglo á las disposicio- 
nes del Código de Comercio sobre la materia y ordenar en conse- 
cuencia el desarme M agresor por la tripulación que le debía 
obediencia, no lo hizo sin embargo. 

Que si tío puede decirse cu consecuencia exento de pena, 
j i agresión ilegítima llevada en su cuntía por la víctima, según 
resulta do las declaraciones de que hace mérito el Juez de 
Sección, le culeca en el caso prescrito por el artículo noventa j 
siete del Código citado, según el cual la pena será do tres años 
de prisión sí la víctima misma provocó el acto homicida cun 
ofensas ú injurias ilícitas y graves. 

Por estos fundamentos, se reforma la sentencia apelada de 
foja veintinueve en cuanto á la pena impuesta, declarándose al 
procesado AllemBroad íncurso solamente en la pena establecida 
por el artículo m ¡venta y siete citado del Código Penal vigente, 
en la cual deberá computarse el tiempo de prisión sufrida, con 
arreglo á lo dispuesto por el artículo cuarenta y nueve del mismo 
(Vidigo, con costas; y devuélvanse. 

€. S. DE LA TORRE. — LUIS V. 
VARELA, — AI.CL BAZAS. — 
LL1S SAESZ PESA. 



t)E JUSTICIA NACIONAL 



CAUSA \4 I 



Vnnrhm, 




Sumario. — 1 1 No corresponden ¡i la justicia federal las cau- 
sas de jurisdicción concurrente que las leyes locales defieren al 
conocimiento de los Jue 'es di? Paz, y cuyo valor no excede de 
500 pesos. 

2 o Las causas civiles que por razón de la materia correspon- 
den á la justicia federal, son las que tienen prima fue i e una 
relación directa é inmediata con alguna disposición de la Cons- 
titución. Nacional, ú otra de carácter federal, 

3- No aparece tener tal relacion J la causa que se promueva 
por devolución de impuesto de rodado pagado á una Munti ipati- 
dad de Provincia, por un coche por el cual ha sido abonado un 
impuesto parecido á otra Municipalidad. 



Caso. — En 27 de Atril de 1888, se presentó ante el Juzgado 
Federal de La Plata el Dr. D. Carlos Tejedor, demandando al 
Intendente de Las Conchas D, José AI . 



FALLOS DE LA SUPREMA COATE 

La ley de Provincia, dijo, establece en favor de los Munici- 
pios respectóos, el impuesto de rodados. 

Una Ordenanza Municipal fundada en dicha ley ha repetido 
lo mismo. 

Esa ley, como esa ordenanza, se refieren eYideutemente á los 
rodados del Municipio en él establecidos. 

Hace 30 años que paso el verano en Las Conchas, y nunca se 
me había exigido patente del coche que llevo allí temporalmen- 
te, ó sí alguna vez se,me exigió, bastó para que so desistiese, 
mostrar la pagada en la ciudad. 

Pero este año no ha sido así. 

líeclamada con insistencia, la he oblado, protestando contra 
la ilegalidad del cobro, mientras acudía a los Jueces. 

Las razones en que fundo mi demanda, son : 

1' La anualidad de la patente, inaplicable á una residencia 
témpora! ; 

2 1 La indivisibilidad de la misma por su propia natura- 
leza; 

3» Mi deber de pagarla donde tengo mi domicilio principal, 
no siéndome lícito hacerlo de otro modo; 

4' La regla general de que una misma cosa no puede sufrir 
dos impuestos ; 

5' La prohibición de la Constitución Nacional de todo dere- 
cho de tránsito sobre los rodados, buques, y demás bienes mue- 
bles que pasan de un Hitado & otro. 

Protestando que no le deoidt' á este reclamo el mezquino im- 
puesto local de 25 pesos, sinó el principio conculcado, pidió se 
condenara al Intendente á su devolución, con costas. 

Acreditada la competencia federal por la distinta vecindad de 
las partes, el Juez citó á juicio verbal. 

En el juicio verbal el actor reprodujo lo expuesto en el escri- 
to de demanda. 

El apoderado de la Municipalidad dijo que deducía excepción 
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de incompetencia, por haber sido demandado el doctor Tejedor 
como vecino de Las Conchas y por cosas* ubicada» allí, como ser 
un coche, mientras funcionaba en su servicio en esa locali- 
dad. 

El doctor Agote, por el doctor Tejedor, contestó que la* cues- 
tiones entre un vecino de la Capital y otro de la Provincia cor- 
respondían átu Justicia Federal; que el uso del carruaje á que 
se refiera el impuesto, estaba ya patentado en la Capital, y no 
podía imponérsele nuevo gravamen en otro Estado: que el haber 
residido dos 6 tres mese- en Las Conchas no modiGca el hecho de 
tener su domicilio en la Capital, siendo menester no confundir 
l.i residencia con el domicilio. 

El demandado agregó que el doctor Tejedor pasaba todos los 
veranos en Las Conchas, y que por esa época y como vecino de 
allí fué que se le cobró el impuesto de patente sobre su carruaje, 
y en su consecuencia pedía se declarase que la única autoridad 
competente era la Justicia de Provincia. 



r«|t*4elJ«» r«d*r»l 

En este estado, y tomado en consideración que la obligación 
que se persigue, no es personal al Dr. Tejedor sinó al que usa 
del carruaje á quien se le impone esa patente, y por tanto, un 
impuesto provincial sujeto en su aplicación ú la discusión y 
fallo de los Tribunales de la Provincia. 

Que, por otra parte, las prescripciones constitucionales que se 
invocan sobre no estar sujetos ú contribución los vehículos que 
transitan de Provincia & Provincia ó sea la abolición del peaje, 
no es aplicable al caso ocurrente, desde que se trata de un ca- 
rruaje que no está de tránsito sinó de servicio en la localidad 
donde se le ha impuesto esa patente. 
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Por esto, fallo: declarando que este Juzgado es incompetente 
para entender en la presente demanda. Con lo que terminó el 
acto que firman de que doy fe, así como, no estando conforme la 
parte del Dr. Tejedor con la resolución consignada, dijo qui- 
apelaba de ella, para ante la Suprema Corte. 

Oiáo por el Juzgado concedió la apelación interpuesta en rela- 
ción , debiendo elevarse los autos en la forma de estilo. 



/. Altmrracitk'-A, Min}.^ Carlos 
A, €abe¿a.~ Agole, 

Ktieban Guabetto, 



VISTA l>EL SESoa MtOClJItADOfi GESEtlAL 



Hítenos Airo. Mario ."> dt; 1891. 

Suprema Corte : 

El doctor Tejedor demandó á la Municipalidad de Las Con- 
chas por haberle cobrado, ¿su juicio indebidamente, el importe 
de una patente impuesta por aquella Corporación al coche de su 
propiedad y de su uso; y opuesta por el representante de aquella 
Municipalidad, en el acta de foja 23 vuelta, la excepción de in- 
competencia del Juzgado Federal, el Inferior la ha resuelto de- 
clarando dicha incompetencia. 

Xo podía ser de otro modo. 

La Municipalidad de Las Conchas no ha sido demandada en 
su capacidad de persona jurídica, en cuyo caso V. E. ha decla- 
rado, con razón, que está sujeta, por las acciones a que dan lu- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



121 



gar sus actos ¡í los contratos que celebre, á la jurisdicción de los 
Tribunales Nacionales (Fallos, torno 23, página ¿08), 

La demanda ha sido interpuesta, fundándose el señor Teje- 
dor en que procediendo la Municipalidad como autoridad admi- 
nistrativa subalterna y en ejercicio desús propias atribuciones, 
ha ultrapasado éstas cobrándole un impuesto que considera ile- 
gítimo. 

Pero si por razón de las personas no es competente el fuero 
Federal, V. K. ha declarado en un caso análogo, que tampoco 
lo es por razón d* la materia; no se trata, ha d Jrho V. E. ( de de- 
rechos impuestos contra la Constitución Nacional por las auto- 
ridades encargadas de legislar sobre esta materia en las Pro- 
vincias, sino de avances que so dice haber cometido una Corpo- 
ración dependiente de los poderes de la Provincia en uso de ¡as 
facultades que sus leyes le acuerdan; que. en tal caso, la cues- 
tión que se propone es, si la Municipalidad como autoridad su- 
balterna provincial, ha excedido ó ñolas atribuciones adminis- 
trativas que las leyes locales le acuerdan, y que, ni la Consti- 
tución, ni las leyes Nacionales ¡ tribuyen á (os Jueces Federales 
el conocimiento de actos administrativos de empleados ú corpo- 
raciones de las Provincias, debiendo ocurrir á sus superiores 
con arreglo á sus leyes, ios que se crean con derecho á recla- 
mar de cualquier falta en el cumplimiento de sus deberes» (Fa- 
llos, tomo 9, página 219). 

Creo, por consiguiente, que la sentencia apelada debe ser con- 
firmada por V. E. 



Antonio K. Nataver. 
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Itutiiio* Aires. tíarzo$l da íSSfl. 

Vistos : Considerando que, con arreglo a la disposición del ar- 
tículo ] rimero de la ley nacional de tres de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho, todas aquellas cau3as de jurisdic- 
ción concurrente en las que el valor del objeto demandado no 
exceda de quinientos pesos fuertes, quedan excluidas de la juris- 
dicción nacional, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
caiga bajo la jurisdicción de la Justicia de Paj de la Provin- 
cia respectiva, según las leyes de Procedimientos vigente en 
ella. 

Que, por consiguiente, esta cansa no puede ser traída a la jus- 
ticia nacional por razón de la distinta vecindad de las personas 
interesadas en ella. 

Que tampoco puede serlo por razón de la materia, pues los 
hechos referidos en la demanda, y que sirven de base ala ac- 
ción deducida, no aparecen tener prima fac ie una relación di- 
recta é inmediata con disposición alguna de la Constitución Na- 
cional ú otra ley de carácter federal. 

Por estos fundamentos, y sin perjuicio del recurso ó recursos 
que en su caso puedan corresponder ante esta Su¡.rema Corte, en 
virtud de Indispuesto por el artículu catorce de la ley ? obre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales nacionales : se cotí - 
tirma, con costas, el auto apelado de foja veinte y cinco, y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

C.S. DE LA TORRE. — Ll'IS V. 
VARELA, — ABEL BAZAK* — 
LUIS SAEttZ PEfiA. 
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mkí Haatter. por 



Suutarto. — En las sociedades á tur mi no fijo que abarcan un 
conjunto de negocios, no puede pedirse el pago de utilidades 
du una operación parcialmente, cuando no se conoce si el resul- 
tado general es de utilidad ó pérdida. 



6'aio.— En 16 de Noviembre de 1887 los sePí-nia D, Patricio 
Méndez y D. Curios SicgTiat formaron una sociedad para nego- 
ciar en el ramo de remates, comifiiones, y consignaciones en 
general, compra-venta de mercaderías y bienes raices bajo la 
razón de Siegrist y Méndez, por el termino de dos años, por par- 
tea iguale?. 

En 8 de Octubre de 1887, D. Patricio Méndez se presento al 
Juzgado Federal, demandando á Siegrist, para que le entregase 
auparte de utilidades en la sociedad con intereses y costas. 

Dijo: Que Siegrist se había negado á liquidar los negocios so- 
ciales, rehusando pagarle su parte, y que después de dichas ne- 
gativas, le había ofrecido 30.000 pesos por intermedio del Dr. 
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D, Jorge Argericb, cuya oferta fué ampliada & 60.000 pesos por 
intermedio del Dr. Calzada; 

Que entre los negocios realizados por la sociedad , aseguraba 
hallarse los siguientes: 

i 50 cuadras próximamente de terreno compradas á los Sres. 
José B. Constanzó y Dr.D, Luis T. Pintos, en el Riachuelo; 

2 o Un terreno en el partido de San Isidro inmediato á la es- 
tación Rivadavia vendido á la sociedad por D. Lázaro Barabino; 

3* Un terreno adquirido de unSr. Lacroze, destinado :í regu- 
larizar la forma del anterior; 

4 o Una casa en la calle General Viamont ; 

5 a Una fábrica de hielo situada en la Avenida Alvear, í infi- 
nidad de operaciones de toda especie en que se produjeron uti- 
lidades. 

Acreditada la competencia federal por la distinta nacionali- 
dad de las parles, Siegrist, i quien se conJiriú traslado de la 
demanda, pidió su rechazo con costo*, diciendo que las operacio- 
nes hechas de compra-venta autorizadas por el contrato social 
eran simplemente á comisión» habiendo sido su principal obje- 
tivo los corretajes, que el capital invertido figuraba en los libros 
de la sociedad; que el contrato social no le prohibía efectuar 
operaciones por su cuenta exclusiva, siendo en tal concepto 
hecha la operación del terreno del Reclínelo; quu gozaron délas 
utilidades en la fábrica de hielo, no habiendo realizndo ope- 
ración alguna en el ramo de remates; que había pagado cuentas 
particulares de Méndez, y no era exacta la intervención tlel Dr. 
Calzada; que la negociación cen Lacroze se efectuó en condo- 
minio por Siegrist y Méndez y no por la sociedad. 
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t vistos: estando establecido por el artículo?" del contrato do 
sociedad entre el demandante y el demandado (f. 6} que cual- 
quiera dificultad que se suscitare á consecuencia del mismo con- 
trato, será decidida por arbitros arbitrad ores y amigables com- 
ponedores; y teniendo ademís presentí', que, según ul artículo 
51 1 del Código de Comercio, todas las cuestiones sociales que 
se suscitaren entre los socios durante la existencia de la socie- 
dad, Su liquidación ó partición, nerán decididas por Jueces Arbi- 
tiadores;que las cuestiones propuestas en el escritode demanda 
por su naturaleza, se hallan comprendidas en la disposición citada: 
declárase que el ciso debe ser resuelto por arbitros arbitrado- 
res, y en consecuencia comparezca nías partes á juicio verbal en 
la audiencia del din miércoles 4 del entrante Diciembre a las 
dos de la tardo a* oferto de constituir oí Tribunal arbitral, y fir- 
mar el compromiso. Repóngase la foja. 

Virgilio IT. Tedin. 



COHPAOMftO 

i" El demandante nombra por su parte, como arbitro al Dr. 
líafael Castro, domiciliado en la calle Libertad mim, 1208; y 
el demandado al Sr. Juan Trant, domiciliado calle de San Mar- 
tín nú m 138, debiendo para el caso de ocurrir discordia, y 
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cuarenta y ocho horas después de producida ésta, precederse al 
nombramiento del arbitro tercero en la forma determinada en 
el artículo séptimo del contrato de sociedad corriente á foja..., 
y en caso deque los Arbitros no pudieran ponerse de acuerdo 
para la designación del tercero, lo ha ni el Sr. Juez de Sección. 

Producida la discordia, los arbitros formarán tribunal con el 
tercero y procederán á laudar, debiendo prevalecer como senten- 
cia y laudo definitivo el fallo del tercero. 

2* Fíjase para la producción de las pruebas, el término de 
treinta días hábiles y'prorrogables, de común acuerdo de partes, 
que se empezarán á contar desde la última aceptación de los 
dos primeros árbitros; y para pronunciar el laudo señálase el 
término de quince días hábiles y prorrogablea, debiendo esten- 
derse este término á ocho días mas, en caso de que ocurra dis- 
cordia. Hkese renuncia de todo recurso y en especial del de 
nulidad contra el laudo arbitral, aceptando su fallo como con- 
cluyente i todos respectos, salvo el caso de que se fallase fuera 
de término ó fuera del compromiso. Fíjase la suma de diez mil 
pesos que pagará como multa la parte que no cumpla con los ac- 
tos indispensables para la realización del compromiso. 

3 Los Arbitros resolverán y fallarán todas las cuestiones que 
surjan de la demanda y contestación, corrientes en autos, y de- 
clararán también á cargo de quien deben ser las costas del juicio. 

I Nómbrase como secretario para actuar en este juicio al 
Dr. Damián M. Torino. Su Señoría aprobó lo convenido» orde- 
nanJo se agregue el sello que corresponde al compromiso, se 
requiera ía aceptación de los señores arbitros i se repongan las 
fojas, firmando ante mí de que doy fe. 

Tcííln. — Jon/c Art/erir/i. — J. M. Domtn- 
gttez (bijo.). — Varios Steyríxt Haader. 

Auto mí: 

0* M. Torino, 
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LAUDO DEL ARBITRO TERCERO, DR. DON JlAN CARBAt LIDO 

Y Tistos para laudar como arbitro tercero, estos autos segui- 
dos por D. Patricio Hendez contra D. Cárlos Siegrist Baader 
por división j liquidación social, a mérito de ía discordia produ- 
cida entre los arbitros D, Jíafael Castro y D. Juan Trant, los que 
en unión con el suscrito forman el Tribunal arbitral, de cuyos 
autos resultantes siguientes antecedentes: 

i" Méndez se presento a foja 7 demandando ¡i Siegrist Baa- 
der y pide que se le eoudcr.c á éste al pago dé la parte de utilida- 
des que te han correspondido en la sociedad, más sus intereses 
y costas. Acompaña un testimonio de contrato social, y alirma 
que ta sociedad traba jú con éxito en el ramo de corretajes y es- 
pecialmente en el de compra-venta de inmuebles, habiéndose 
algunas de las más Tu lionas operaciones del mercado en esta 
última clase de negociaciones; agrega, además, que Siegrist se 
negó oportunamente á liquidar los negocios sociales, rehusando 
el pago de la parte de Méndez, y que después de dichas nega- 
tivas, le ofreció treinta mil pesos moneda nacional por inter- 
medio del Dr. Jorge Argerich,y como liquidación completa de 
cuentas; que la oferta fué ampliada, á sesenta mil pesos de la 
misma moneda por intermedio del Dr. Calzada, y enumerando 
los negocios realizados por la sociedad, asegura que fueron los 
siguientes: 

1" Cincuenta cuadras próximamente de terreno, comprado á 
los Sres. José I), CVstanzóy Dr. Luis T. Pintup, en el Riachuelo; 

2" Un terreno en el partido de *San Isidro, inmediato á la 
estación Uivadavia, vendido á la sociedad por D. Lázaro liara- 
bino; 

3" Otro terreno adquirido de un Sr. Lacroze, destinado á 
regularizar la forma del anterior; 
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4 o Una casa en la calle General Viamont; 

5 a Una fábrica de hielo situada en la - Avenida Airear» ó in- 
finidad de operaciones de toda especie en que se piodujeron 
también utilidades, y termina diciendo que se trata en el presen- 
te caso de la acción pro-socio respecto de una sociedad no liqui- 
dada. 

A su vez, el demandado contesta a Toja 21 pidiendo que se 
rechace con costas la demanda. Que al poco tiempo de formada 
la sociedad se conven ;ió de quo Méndez no te servía como socio 
y aií se lo comunicó. Que las operaciones de compra y venta 
autorizadas por el contrato social, son simplemente ú comisión, 
habiendo sido su principal objetivo los corretajes; que el capi- 
tal invertido figuraba en los libros de la sociedad; que el contra- 
trillo social no le prohibía efectuar operaciones por su cuenta 
exclusiva, siendo cu tal concepto hecha la operación del Ria- 
chuelo; que gozaron de utilidades en la fábrica de hielo, no 
habiendo realizado operación alguna en el ramo de remates; 
que pagó cuentas particulares de Méndez, y 'ih ga la interven- 
ción del Dr. Calzada, atribuida por la demanda. 

Tor lo que respecta á la negociación con Lacroze, alirma que 
se efectuó en condominio con SiegrUt y Méndez y no habiendo 
podido ser hecha por la sociedad, puesto que no hacía operación 
alguna desde ano y medio antes de aquella fecha, y acompañó 
los documentos que enumera en el mismo escrito, como funda- 
memo de algunas de sus afirmacionea. 

Tales son los términos de la litis-contestación, y eu conse- 
cuencia, veamos cuales san las cuestiones que de ella Huyen y 
que debe resolver el Tribunal. 

Ellas no pueden ser otras que las siguientes: 

1" La existencia déla sociedad; 

2* La deterininncioD délos negocios social ,s; y 

3" lia parte alícuota que á cada socio corresponde en los ne- 
gocios realizados. 
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La primera, esto es, la existencia de la sociedad, consta de 
la escritura respectiva de foja 6 y lo reconocen las partes en 
sus escritos de demanda y contestación, corrientes á foja 7 
y ú foja 21. 

La segunda cuestión, es decir, la relativa á la determinación 
de los negocios sociales, es la más importante, y en consecuen- 
cia requiere un prolijo examen. 

Desde luego, conviene saber á quién incumbe la prueba de 
los hechos controvertidos, ¿ á Méndez, en su carácter de actor, 6 
al demandado? 

Es cierto que, en generadla prueba c orresponde al deman • 
danto, pero en el presente cuso, dada la naturaleza de las afir- 
maciones hechas por el demandado, debe corresponderá i éste 
exclusivamente. 

En efecto, Siegrist no se limita en el escrito de contestación 
á negar las afirmaciones de Méndez. Al contrario» sostiene he- 
chos nuevos, y por consiguiente, debiú probarlos, de acuerdo 
con lo dispuesto en la ley 2\ titulo 14, partida 8\ 

Más aún, el contrato social que establece la comunidad de in- 
tereses entre Siegrist y Méndez, la circunstancia de tratarse de 
operaciones que corresponden al giro social, y la ventaja con 
que contaba el capital empleado por Siegrist de obtener aparte 
de las utilidades de las negociaciones, el 12% de interés annal 
(un. a del contrato social), hace presumir que la compra-venta 
de inmuebles de que aquí se trata, fué hecha para la sociedad y 
dada esta situación, es evidente qtte ía prueba le ha correspon- 
dido á Siegrist, de acuerdo con la misma ley española citada» que 
establece como regla invariable en los juicios, que la prueba 
corresponde á quien perjudica la presunción. 

Pero el demandante, prescindiendo de esta consideración, sin 
duda, ha producido la prueba que corre de foja... ¡i foja.» en que 
ha demostrado ser es acto que se adquirieron para la sociedad, las 
casas á que se refiVren los coatro primeros incisos de los seis que 

T. Mil „ 
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enumera el escrito de demanda á foja 8 vuelta y á foja 9. 

La negociación del teireno de Barracas se halla comprobada 
con !a declaración de los testigos Dr. Carlos M. Xolasco, foja..., 
Juan ParpagHoni, foja.,., Dr. José J. Hall, foja..., JoséB. Cos- 
tanzó, foja..., Fernando Steniu, foja..., Miguel Aparicio López, 
foja..., y D. Antonio Albaceti, foja... El primeroy tercero de es- 
tos testigos, abogados, declaran que lea fueron presentados Kie- 
grist y Méndez con motivo de un pleito que iniciaron contra 
Perotti y C\ relativo á la negociación de que se trata; que por 
la forma en que presentaban el asunto y consultas recíprocas 
llegaron ú comprender que eran socios en la compra de dicho 
terreno, atírmando uno de ellos, el Dr. Hall, que los mismos 
Siegrist y Méndez le manifestaron que eran socios en dicha 
negociación; y en igual sentido, corroborando tal confesión, 
declara Aparicio Lope*. 

Concuerdan los asertos de los demás testigos, quienes asegu- 
ran que fueron presentados como socios Siegrist y Méndez (á 
ParpagHoni y Constanza), que ofrecieron en venta el terreno 
como perteneciente & la sociedad (declaración de Btenius) y que 
Méndez intervenía en las cuestiones judiciales motivadas por el 
asunto Perotti (declaración de AlbaceÜ). Uno do estos testigos, 
el Sr. Aparicio López, que intervino como corredor en la cues- 
tión relativa a un préstamo hipotecario sobre el mismo terreno, 
declara que trataba principalmente con Méndez en todo lo rela- 
tivo á la gestión, y que uno de los vendedores del mismo inmue- 
ble, el Dr. Pintos, le manifestó que Méndez era quien 
obstaculizaba la negociación en su carácter de socio do 
Siegrist. 

Se comprende, pues, por los hechos que conocen los testigos, 
la concordancia en sus declaraciones y por sus condiciones per- 
sonales, que es verosímil que ha correspondido á lasoucdad tal 
negociación. 

La confesión de Siegrist.de f..., es contradictoria como 
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puede constatarse pasando vista por la 15' interrogación, cuya 
contestación es inexplicable, teniendo en cuenta las anteriores. 
Además, manifiesta ignorar un hecho personal á que se Tefiere 
la 17*, é igual conducta observa en la segunda confesión de 
f... ( declarando impertinente parte del¡i3* pregunta, la 4" j la 
fl que se refieren todas también á hechos persunales. Mientras 
tanto, absuelve la 12" pregunta contestando un hecho comple- 
tamente ajeno a* su persona, pero en el sentido de beneficiarse. 
La negativa á confesar, las interrogaciones que declaró imper- 
tinentes, demuestran malicia por parte de Siegrist, puesto que 
su objeto manifiesto ha sido obstaculizar la prueba de su con- 
trario. 

La segunda negociación que se pretende efectuada por la 
sociedad, es la relativa al terreno de San Isidro, comprado al 
Sr, Lázaro Bambino. Sobre este punto declaran los testigos 
Domingo Barcelu, Pedro Landoin, Dr. Rafael Calzada, Lázaro 
Bambino, Francisco Itengurín, Fernando Stenius, Lorenzo 
Pisano, y José ¡Son tena. Los tres primaros tienen conoci- 
miento de los hechos acerca de los cuales han sido inte- 
rrogados, en su respectivo carácter de rematador del mismo 
terreno el primero, y por órden de Siegrist y Méndez, como 
ngrimensor comisionado para dividirlo en lotes, el segundo, y 
el tercero como abogado del primitivo dueño. Tales testi- 
gos tienen motivos especiales, pues, pura conocer los hechos 
sobre que declaran y su« testimonios merecen la autoridad 
consiguiinte al respecto. 

Los demás tienen conocimiento en su carácter de propietario 
que fué uno de ellos del misino terreno; de intermediarios y 
corredores otros, y los demás por habérseles ofneido en venta 
la misma tierra como de propiedad de la sociedad, asegurando 
uno de ellos, el Sr. Pisano, que el mismo Siegrist le manífisló 
ser socio de Méndez en dicho terreno. 

La tercera negociación se relierc al terreno comprado al doctor 
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Lacroze. Sicgrist sostiene que no fué comprado por la sociedad, 
sinó en condominio por él y por Méndez. 

Conviene recordar aquí lo que se ha observado en la relación 
de los antecedentes de este juicio. Se ba dicho que el contrato 
social constituye presunción á favor de Méndez, de que la tierra 
que se ha comprado por Siegrist ha sido para la sociedad; y esta 
presunción juris adquiere mayor consistencia respecto de esta 
negociación en que se confiesa que ha existido comunidad de 
intereses. 

Como la afirmación de SiegrUt importa un hecho nuevo traido 
al debate, él debió probar tal condominio y no habiéndolo 
hecho, es forzoso admitir que tal negociación fué para la socie- 
dad, considerándose en tal concepto la prueba producida por 
Méndez, innecesaria. 

Pero existe un antecedente i este respecto que sirve no sólo 
para probar que el terreno del Sf, I.acroze fué comprado para 
la sociedad, sinó que corrobora la misma conclusión á que se ha 
arribado respecto del comprado á Bambino. 

En efecto, como puede comprobarse viendo el plano agregado 
a f..., el terreno del Dr. Lacroze ha servido para regularizar el 
de Darabino, así se explica que las dos fracciones bayan sido 
compradas para la sociedad, porque sería absurdo admitir lo 
contrario. 

Efectivamente, el terreno de liar ab i no se compró á 0.52 % cts. 
próximamente vara cuadrada, y el de Lacroze á 1.25 ro/n (véase 
boletu) y declaración de Lacroze f..., y por consiguiente sólo cu 
el deseo de mejorar aquel terreno pudo adquirirse con sacrificio 
el último. 

Por lo que respecta á la cuarU negociación enumerada en la 
demanda y que se refiere á la compra de una casa en la calle 
General Viumnnt, está probado también que fué adquirida para 
la sociedad. 

Así lo declaran los testigos U. Manuel Aragueira, Ínter- 
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mediano del negocio, la vendedora de la misma caaaSra. Juana 
Sánchez, D. Daniel Gazcon, que intervino en una cuestión 
judicial con motivo de la perfección del título respectivo de 
propiedad. 

Estos tres testigos concuerda n perfectamente en sus declara- 
ciones, afirmando que han reconocido como socios en tal opera- 
ción á Méndez y Siegrist, asegurando el Sr. Stenius á f que 
los mismos socios le ofrecieron en venta dicho inmueble. 

Debe hacerse presente qne el testigo üazcon declara que la 
sociedad de Siegrist y Méndez, en tal negocio, le fué confesada 
por los mismos socios. 

La quinta negociación se refiere d una fábrica de hielo que 
también se lia justificado ser social, por confesión del mismo 
demandado. 

Finalmente, el demandante nada ha probado acerca de las 
negociaciones en comunidad que dice haber realizado y á que se 
refiere en la 6" enumeración que hace en la demanda, y ningnu 
derecho puede atribuirse tampoco en las utilidades que hayan 
producido. 

Las consideraciones precedentes demuestran que las cuatro 
negociaciones estudiadas al principio han sido hechas pava la 
sociedad, g además de las razones consignada* existen otras más 
perentorias aún que robustecen esta conclusión. 

Kn primer lugar, Siegrist ba sostenido durante toda la secuela 
del juicio, que la participación de Méndez en las negociaciones 
ha sido desinteresada, y que si alguna pretensión tenía era ú la 
remuneración que espontáneamente hiciese el mismo Siegrist; 
fo primero, esto es, el desinterés, no puede presumirse sin 
absurdo, porque no se concibe que un comerciante como Mén- 
dez procediese desinteresadamente, cuando lo que caracteriza el 
comercio es precisamente el interés en toda operación. Así lo 
entiende el Código de Comercio en la doctrina que envuelve el 
aTtícnlo 7% y el Dr. Obarrio, el mis distinguido de nuestros 



131 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



comentadores, explica en el número 20 del tomo I a de su 
obra, que puede «señalarse como el carácter mas general de tos 
actos de comercio ser á título oneroso.. .> Y agrega: iNada hay 
mus opuesto á la comercialidad que la gratuidad: donde la uua 
se encuentra la otra no existe ». 

Tampoco puede presumirse lo segundo, esto es, el interés por 
parte de Méndez en retribuciones espontáneas de Siegrist, 
puesto que no es práctica comercial, ni es racional tampoco 
admitir que dos individuos se asocien para recibir el uno 
retribuciones arbitrarias que le acuerde el otro, por su partici- 
pación en negocios que corresponden al mismo giro social. Si 
tul hubiese sido la mente do las partes cuando se principiaron 
los trabajos comunas, no se hubiesen asociado, porque no se 
necesita crear el vínculo do socios para que tal protección pueda 
producirse. 

Absolviendo Siegrist las primeras posiciones de f..„ ha reco- 
nocido ser cierto que, en un juicio en que interviene un señor 
Lis Klett, declaró que le comprendían las generales de la ley 
con .Méndez, pot tener unos negocios de tierras en sociedad con 
éste; y por mis que han tratado de explicar tales negocios 
como simples corretajes, es evidente que ha faltado á la verdad, 
porque no se concibe cómo un hombre previsor como demuestra 
serlo Siegrist en este juicio, no hubiese explicado en el momento 
de la declaración eu el asunto Lix Klett, que eran negociaciones 
de corretaje y no por cuenta propia, como se desprende de' 
tenor literal de sus mismas palabras. 

£1 ingeniero Landoni, D. Lorenzo Pinano, el Dr. José J. Uall 
y Daniel Gazcou han declarado en presencia de Siegrist y sm 
protesta alguna del mismo, que les contita la existencia de la 
sociedad por declaración expresa del mismo Siegrist. 

No se concibe cómo sean inexactas estas afirmaciones, por- 
que no es verosímil que cuatro personas honorables, dos de las 
cuales pertenecen á profesiones liberales, se hayan complotado 
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para faltar á la verdad en un asunto en que no se ha insinuada 
siquiera que pnedan tener interés. 

La tacha opuesta á algunos testigos no ha sido probada, y la 
que se refiere al Dr. Hall, por ser acreedor, es improcedente, 
puesto que tal letrado ha hecho constar, sin réplica alguna de 
Siegrist, que su crédito era contra Siegrist y Méndez. La que se 
reGere ni testigo Aparicio López, también es improcedente, 
porque no se ha probado malevolencia alguna de parte del tes- 
tigo contra Siegrist.de modo que pueda hacerse comprender que 
por encono lo haya perjudicado en su declaración. Y esta con- 
sideración es fundamental, ti se tiene en cuenta que la pru;bn 
testimonial se halla librada ú la sana crítica. 

Además, consta de la misma manifestación de Siegrist, al 
¡mal de la declaración del testigo, que no se trataba de un 
crédito vencido cuando la tacha se dedujo, y que el mismo cré- 
dito procedía de un negocio que antes se ha declarado de la 
sociedad Siegrist y Méndez. 

La prueba rendida por Siegrist, que consta def...á f..,, 
consiste en la confusión de Méndez que no altera en nada la jus • 
tificacion que el mismo ha producido . 

Además, habiéndose alegado que tos boletos de compra hechos 
por Siegrist y Méndez se hicieron á nombre exclusivo del pri- 
mero, resulta que tal hecho constituye simulación, con arreglo 
¡i lo dispuesto en el artículo 955 del Código Civil, y en este con- 
cepto la prueba que correspondería a Méndez sería privilegiada, 
de acuerdo con la ley 13» título 10, libro 5° de la R. C, 

Tal ley, así como la jurisprudencia constante de los Tribuna- 
les, han dejado establecido en ca*o como el presente, consiste 
en probar la simulación por presunciones, siempre que sean 
graves, precisas y concordantes. 

De los antecedentes estudiados resnlta que Méndez no sólo ha 
producido prueba ordinaria suficiente, sino que las presunciones 
que ha justificado, reúnen los caracteres legales necesarios pani 
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que se considere como suficiente justificación de los hechos 
controvertidos. 

Ha declarado también como testigo D. Manuel Ocampo Sa- 
manés, pero ta! testimonio nada rale como elemento de juicio 
para este asunto, porque, según su propia confesión, es amigo 
y bocío de Siegrist. 

Además, ha incurrido en contradicciones tales, que sus dichos 
no pueden ser considerados sinceros: ha faltado á la verdad rn 
tres de sus afirmaciones, como lo demuestra con razón Méndez 
en su alegato de f...; y en consecuencia no se toma en cuenta 
dicho testimonio. 

La declaración del testigo Sackman, corriente a f..., nada 
prueba en contra de Mcndez respecto del punto controvertido, y 
suponiendo que fuese procedente aquí la discusión relativa á la 
cuenta particular de Siegrist y Méndez, ninguna importancia 
tendría tal testimonio por la vaguedad de los términos en que 
que so halla concebido y por la singularidad de la misma 
prueba. 

Se ha presentado el documento de f. señalado con la letra 
Z.con el propósito sin duda de hacer servir como declaración de 
parte de Méndez, por haber sido escrito de su puño y letra, pero 
tal documento no tiene por objeto establecer relaciones de dere- 
cho entre Siegrist y Méndez, sino un tercero, y es evidente que 
ese tercero fué el corredor Aparicio López, como se desprende 
délos términos del mismo documento y de las preguntas perti- 
nentes que al respecto hizo Siegrist en una de las confesiones de 
Méndez. Es natural que haciéndose la compra del terreno de 
Barracas á nombre de Siegrist no hiciera protesta alguna Mén- 
dez cuando escribió el documento referido, en que se declara 
incidental mente que pertenece el referido terreno á Siegrist. 

Por otra parte, la circunstancia de haber sido escrito por 
Méndez, es un simple accidente, desde que Ua sido suscrito por 
Siegrist, según parece, como declaración á favor de un tercero. 
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Por lo que respecta á la operación hecha por Siegrist al absol- 
ver las primeras posiciones coa motivo de documentos presen- 
tados por Mende , se declara también improcedente: Aporque 
no se trata de documentos en que se fundo el derecho, sinó do 
simples medios probatorios; 2 o porque cuando fueron presenta- 
dos tutes dooumentos, la causa se hallaba recibida á prueba; 
3 o porque la oposición carece de base desde que el mismo Sie- 
grist ha presentado también documentos que el Tribunal se loa 
ha admitido; y finalmente, 4" porque tratándose de un Tribunal 
de amigables componedores, debe ampliarse la defensa sin 
sujetarla por consiguiente ¡í ritualidades que no se avienen con 
la naturaleza de la jurisdicción conferida al Tribunal. 

La última cuestión ú resolveres la relativa ú la parte alícuota 
que á cada socio le corresponde en las utilidades de la so- 
ciedad. 

Resuelto eomo se hnlla que las negociaciones enumeradas en 
los insisos i\ 2", 3°. 4° y 5" de) escrito de demanda de f.. . 8 
son sociales, corresponde declarar, como se declara, que la mi- 
tad de e>as utilidades corresponden al socio Méndez, de acuerdo 
también con lo establecido en el artículo & del contrato social, 
debiendo disminuirse la parte correspondiente á D. Manuel 
Ocampo Samanes, por la participación que ha tenido en una de 
la B negociaciones, según consta de Ja prueba rendida y del reco- 
nocimiento hecho por Méndez. 

Teniendo en nenta, pues, los antecedentes relacionados y 
consideraciones aducidas, así como las concordantes del escrito 
de alegato de bien probado do Méndez, corriente A f.,., roto 
declarando que á D. Patricio Méndez le corresponde la cuarta 
parte en la negociación correspondiente al terreno de Barracas, 
comprado á D. José B. Constanzó, y la mitad eu las correspon- 
dientes al terreno de San Isidro, comprado á D. Lázaro Bam- 
bino y al Dr. D. Juan A. Lacruze, y en el realizado con Dona 
Juana Sjichez de Aguirre, relativo á una casa situada en la 
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calle General Viamoot y en la Heladora Cooperativa, no habién- 
dose probado nada respecto á la «infinidad de operaciones de 
toda especie» que según Méndez realizó la sociedad. Debe cada 
parte pagar sus propias costas y las comunes por mitad. 

Ruerno* Aire?, Mayo 21 de 1890. 

Juan Carbatíido* 



rail» «leí Jura Federal 

liiicnos A iros. Junio 20 de 1891. 

Considerando: I o Que la sociedad existente entre Sicgrist 
Baader y Méndez ha sido una sociedad colectiva de carácter 
comercial teniendo por objeto diversas operaciones, según re- 
sulta del testimonio de escritura pública corriente a foja 6. 

2 o Que la demanda deducida por el segundo fan tenido por 
objeto hacer declarar comprendidas en la sociedad ciertas ope- 
raciones, y que se condene al primero al pagu de la parte de 
utilidades en U sociedad que corresponda ¡i Méndez. 

3 Q Que el fallo arbitral se ha limitado i declarar la parte 
proporciona) que á éste le corresponde en cada una de esas ope- 
raciones, sin entrar empero á hacer su liquidación parcial de 
ellas, y mucho menos la liquidación general de la sociedad, 
se^un las bases establecidas en el referido fallo para determinra 
el saldo parí i Me entre cada socio. 

4> Que no tratándose de operaciones accidentales de la índole 
de las mencionadas en el artículo 395 del Coligo de Comercio, 
sitió de una sociedad i término fijo, que abare» un conjunto do 
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negocio*, no es permitido pedir la liquidación y pago de utilida- 
des de una operación parcialmente, cuando no se conoce si el 
resultado general es de utilidad ó de pérdida. 

5 o Que así, en el caso presente, el mandamiento de apremio 
se pide bajo la sola afirmación del actor, de corresponderá como 
utilidades la snma que reclama, no habiendo, sin embargo, 
prueba fehaciente que la justifique. 

Por estos fundamentos y atento lo dispuesto en el articulo 
444 del Código de Comercio, no ha lugar á lo pedido en el pro- 
cedente escrito. Repóngase esta foja. 
■ 

Virgilio M. Tettin. 



rmUm 4* la ft«pre«» Cferte 



Buenos Aire*. Abril 2 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja trescientas veinte y seis. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 



C. S. DE LA TORBE. — LUIS V. 
VARELA , — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAE5W Pt&A, 
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CAUSA CX III 



Don Francisco Lastra contra ta Municipalidad de La Plata ; 
sobre interdicto de amparo. 



Sumario. — i" La ley de Ejidos de 1870 de la provincia de 
Buenos Airea, no autoriza á las Municipalidades á ordenar y 
ejecutar por sí y ante sí el desalojo de terrenos que crean per- 
tenecerás en virtud de dicha ley. 

2° Cumplida la perturbación de la posesión con la constitu- 
ción de la fuerza pública en el domicilio del ocupante, por órden 
de la Municipalidad, procede contra ésta el interdicto de am- 
paro; y siendo eitranjero el actor, es competente para conocer 
i n ¿1 la Justicia Federal. 



Caso. — En 3 do Junio de 1890 se presentó al Jnzgado Fede- 
ral de La Plata Don Francisco Lastra exponiendo : 

Que poseía en el pueblo de la Ensenada un terreno de nueve 
raras frente con cincuenta de fondo, ubicado en la caüe de ¡a 
Merced, lindero al S. E. con Don Cárlos Maghetti, al N. E. con 
Don Jobc Landoni, al N. O. con José N. y hermanos, y al S. 
O. la calle Merced ; 
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Que ese terreno tenía una casilla de madera construida por 
01 y de él estaba en quieta posesión por virtud de compra 
desde hacía 8 meses, que le había comprado á Don Manuel 
13. Fernandez; 

solicitó de la Municipalidad el permiso, con cuyo^motiro le j 
sentó los títulos; 

Que en este estado, había recibido una intimación de la Mu- 
cipalidad para desalojar el terreno dentro di; 24 horas, y como 
tal intimación importaba una turbación en la posesión del in- 
mueble, venía á deducir contra la Municipalidad el interdicto 
de retener, para que se condenara á aquella á respetar su pose- 
sión, con costas. 

Acreditada la competencia federal por ser extranjero el de- 
mandante, el Juez citú ú comparendo, que turo lugar el SO de 
Junio de 1890. 

El demandante reprodujo su demanda, agregando que su Ten- 
dedor Fernandez estuvo en quieta posesión «luí terreno, siendo 
su mente unirá dicha posesión, la suya. 

El Dr. It i várala, por la Municipalidad, expuso: Que Don Ma- 
nuel B. Fernandez bahía transmitido á Lastra sus derechos, y 
en tal caso ¿ste era cesionario de aquel, y debía averiguarse si 
con el cedente correspondía el fuero federal; por esta razón 
oponía excepción de imcompetencia ; 

Que respecto al fondo, la ley de Kjidos de 3 de Noviembre de 
1870, establecía que las cuestiones relativas á la posesión Ó pro- 
piedad de los terrenos A que se refiere, debían ser resueltas por 
la Municipalidad respectiva; que la Municipalidad había deci- 
dido cuino Juez en el caso del demandante, decretando el de- 
salojo; y que la Justicia federal no podía reveer las decisioucs 
de los Tribunales locales ; 

Que según el expediente letra D, X a 183, del ano 1887, el 
terreno había sido declarado de propiedad municipal, y como 
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el demandante unía su posesión á la de Fernandez, que fué vi- 
ciosa! porque entró á poseer clandestinamente un terreno que 
era municipal, no procedía la acción posesoria de interdicto. 

El Dr. de la Colina, por Lastra, contestó que éste fné com- 
prador á Fernandez, y estaba en juicio por derecho propio. 

La parte de la Municipalidad acompañó el expediento indi- 
cado, y otro letra L, N° 13, de 4800. 

Estos expedientes se refieren al permiso de edificar que pidie- 
ron respectivamente D. Francisco Lastra y I), Cárlos Machettt, 
permiso que la Municipalidad negó, fundándose en que los terre- 
nos habían sido declarados municipales, y ordenando á la voz 
contra Lastra y Machettt el desalojo. 



Fall» 4*1 Jues l»der»l 

Vistos : este expediente seguido por Don Francisco Lastra 
contra la Municipalidad de La Plata sobre interdicto de reco- 
brar, con lo alegado en el acta de comparendo verbal corriente 
á foja diez y nueve. 

Y considerando : 1" En cuanto á la excepción de incompeten- 
cia : que este Juzgado, en el e.aso de Vicente Calzetta contra la 
misma Municipalidad , ha rechazado la excepción referida, en los 
siguientes términos : * Que respecto á la excepción de incompe- 
tencia de este Juzgado, alegada por la Municipalidad deman- 
dada, es improcedente esa excepción por cuanto se trata de una 
acción instaurada por un extranjero contra un argentino, para lo 
que prima especialmente el fuero federal sin qucá ninguna ley 
de provincia lesea dado alterarla. 2" Que la razón que se alega 
de que en el caso ocurrente este Juzgado quedaría constituido 
en revisor de los actos administrativos de las autoridades déla 
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Provincia, es insubsistente, pues este Tribuna] procede por au- 
toridad propia,comiagradapor la Constitución Nacional, en una 
acción en que se pide amparo de posesión, y tanto más' cuanto 
que es un extranjero .cuja calidad no lia sido contradicha, el que 
solicita ese amparo contra procedimientos de una autoridad de 
la Provincia, que es precisamente el caso que ha previsto la ley 
;i! establece el fuero federa] en favor de) extranjero ». 

S" Que respecto al otro punto en qua se funda la excepción 
de incompetencia, es el de que Lastra proceda como cedente do 
Fernandez, y que et artículo 8 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales, requiere para surtir 
el fuero federal, que el derecho que se disputa, pertenezca ori- 
ginariamente y no por cesión ó mandato, á ciudadanos extran- 
jeros ú vecinos de otras Provincias respectivamente : pero tai 
argumento es inconsistente, porque Lastra se presenta „ 
como cesionario, sinó como comprador de derechos de posesión 
que había y tenía Fernandez al terreno cuestionado, y cuya po- 
sesión, con título bastante, ha estado ejercitando sin haber sido 
molestado por mucho más do un año y á presencia de todos. 

3 o Que respecto á la posesión, como queda dicho, Fernanda 
ha estado en quieta posesión del terreno, puesto que no se ha 
demostrado lo contrario ¡ posesión que ha transmitido por medio 
fiel contrato de compra-venta de foja 16 á Lastra, formándose 
así un título que solo puede ser alterado ó anulado en juicio 
contradictorio, y por sentencia de Juiz competente, dentro do 
los términos de las leyes que rigen el derecho común y no por 
la Municipalidad de La Plata, que esparte interesada á más de 
ser un poder administrativo. 

4" Que resulta plenamente acreditado quo la Municipalidad 
demandada ha mandado proceder por medio de la fuerza pú- 
blica al lanzamiento de Lastra, por sí y ante sí ¡ y ninguna ley 
puede autorizar en manera alguna semejante procedimiento 
tratándose de poderes políticos ó administrativos, y en que ac- 
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tuarían, como juez, parte y ejecutor, sin otra limitación que 
su capricho. 

5 n Que respecto á la tacha opuesta á los testigos de Lastra, 
ella no es de tenerse en cuenta, pues t>e funda en que tienen in- 
terés en la resolución de este juicio, por bailarse en circuns- 
tancias análogas ; pero aparte de que no aparecen como direc- 
tamente interesados, sus derechos, — si es que existe la analogía 
que pretende la Municipalidad,— ellos pueden>er susceptibles de 
controversia en distinta forma ya por no concurrir las mismas 
circunstancias, Ó ja por ventilarse en otra forma de juicio. 

GMJue quedan así, pues, justificados los dos extremos que au- 
torizan el interdicto de retener, de que Labia el artículo 327 
de la Ley Nacional de Procedimientos de 14 de Setiembre de 
1863, pues la amenaza ó peligro inminente, sobre todo cuando 
se reúnen las condiciones del presenta caso, os en derecho una 
verdadera perturbación, que la ley ba querido salvar acordando 
al inquietado esta acciou. 

Por todo lo expuesto y concordantes del alegato de la parte 
actora, fallo: no haciendo tugar á la excepción de incompeten- 
cia deducida, y amparando ensu posesión á Don Francisco Lastra, 
£ intimando á la Municipalidad de La Plata se abstenga de tur- 
barlo en ella, bajo tos apercibimientos de derecho, imponiendo 
ú la última el pago de todas las costas. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese en el libro de sentencias y repónganse Jos sc- 



Dada y firmada en la Sala del Juzgado, en la ciudad de La 
Plata á los dos días del mes de Octubre del año de mil ocho- 
cientos noventa. 



líos. 



Mariano S. de Aurrecoechea. 



rail» de la 



Buenoa Aires, Abril 2 de 1H91, 

Vistos : Estando cumplida la perturbación de la poseiion del 
demandante por la constitución de la fuerza pública en su 
domicilio: por úste y por los fundamentos del aut > apelado, se 
confirma éste con cortas. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

C. S. DE LA IOU HE. — ABEL BAZA!*, 
— LUIS SAEKZ PESA. 



T. XNI 
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CAUSA xnv 

El Dr. ¡). Martin Fraguetro contra D. José Fiorone, por acción 
reivindicatoría; sobre excepción de no parte. 



Sutnario. — 'So está obligado á responder i la acción reivin- 
dicatoría, aquel que posee i nombre de otro, y declara el nom- 
bre y residencia 




Caso. — Yl doctor don Martin Fragueiro se presentó en 9 de 
Octubre de 18H9 ante el Juzgado Federal del Rosario, expo- 
niendo: que, como heredero de don JoséM. Sosa, era propietario 
de un terreno sito en el bajo hondo de la l'olieía* en el cual se en- 
contraba como ocupante sin título Don José Fiorone, y que por 
tal ruzon tenía ú entablar demanda contra éste por desalojo, pi- 
diendo que previa audiencia verbal» se ordenara su desalojo 
deniro de un término perentorio con costas y daños y perjut- 



Aconipañó el testamento de Sosa, los títulos de propiedad de 
este, y testimonio del auLo 'leí Juez de la testamentaría de So- 
sa declarando al doctor Fragueiro heredero universal del mismo. 
Acreditada la competencia federal pur la distinta nacionalí- 
el Juez citú á comparendo. 
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Notificado Fiorone, el doctor Fragueiro acosó rebeldía por no 
naber comparecido al juicio yerbal, y pidió se le intimara el de- 
salojo. 

El Juez ordenó contestara dentro de 24 Loras, por auto de 19 
de Febrero de 1890. 

En i5 de Febrero se presentó Don Carlos M. de Altear, como 
representante de la sucesión de Don Diego Alvear, exponiendo 
que Fiorone era arrendatario de ésta, y pidiendo se le diera en 
el juicio iniciado por el ductor Fragueiro la intervención que 
correspondía. 

Fiorone, por su parte, manifestó que él ocupaba el terreno co- 
mo arrendatario de la familia Altear, y que el Juez debía man- 
dar citar a ésta en su residencia de Buenos Aires, ralle 25 do 
Mayo número 51 7. 

Et Juez confirió vista de la petición d . Alvear, y traslado de 
la de Fiorone. 

El doctor Fragueiro pidió se le devolviera al señor Altear su 
escrito para que produjera en forma la acción que creyera con- 
veniente. 

Dijo que el señor Alvear no había acreditado su personería, 
y no podía inmiscuirse en el juicio intentado coníra Fiorone, 
contra el cual defendía la posesión que le había dado el Juez de 
la testamentaría de Sosa. 

Que el señor Alvear podía entallar, si creía, acción de jactan- 
cia, pero no pedir la intervención eu dicho juicio, siendo por lo 
tanto defectuosa su demanda, 

Que, además, el juicio de desalojo era sumario y sencillo, y no 
admitía complicaciones. 

Pidió se formara expediente separado con la petición del se- 
ñor Altear, se resolviera ésta sin perjuicio de la acción contra 
Fiorone, y se pidiera un expediente^/ e//ecí«»i videitdi relativo 
ú una cuestión de don Diego Altear contra don José M. Sosa. 

Respecto del escrito de Fiorone pidió se diera por 
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du la demanda, 7 se le condenara al desalojo, y a) pago de cos- 
tas y daños y perjuicios. 

EL Juez llamó autos y presentada por el señor Airear la escri- 
tura pública de arrendamiento hecho á Fiorone, dictó ti si- 
guíente: 



Y vistos el llamamiento de fojas í!4 y 2fi vuelta, sobre el in- 
cidente suscitado con motivo de la intervención ofrecida en este 
juicio, pOT parte de la sucesión del doctor don Diego de Alvear, 
mediante la exclusión del mismo, del señor Fíorone, á mérito de 
no ser éste sino un locatario de aquella ú quien dice pertenecer- 
ía la propiedad y posesión del campo materia de la cuestión y la 
misma que ha sido citada de erkeion por el demandado. 

Con lo alegado en pro y contra de esa petición, cu los escritos 
corrientes á fojas 18, 20, 21 y 25, en los últimos de los cuales 
la parte del doctor Frngueire interpone la excepción de falta de 
personería en el promotor del incidente y defecto legal en el mo- 
do de proponer su intervención, solicitando en su parte petitoria 
el desglose de lo actuado con motivo y relación a dicho inciden- 
te, siguiéndose el mismo por cuerda saparada y al mismo tiem- 
po se diera por contestada la demanda á mérito de la rebeldía 
acusada contra el locatario, y se decretara la diligencia de prue- 
ba expresada en el punto 3" del escrito de foja 21 . 

Y considerando : 1" Que el artículo 2404 del Código Civil pre- 
ceptúo que el simple tenedor de la cotia, como en este caso lo es 
don José Fiorone, según se manifiesta por ta escritura pública 
corriente á foja 34, debe nombrar al poseedor a cuyo nombre 
posee, si fuese demandado por un tercero poT razón de la cosa; 




Rosario, Marzo K du 



2° Que esto es, precisamente lo que ha verificado Fiorone, 
nombrando á la sucesión de Airear, por la cual posee, según la 
misma escritura pública, á lo que se agrega que el mismo Fio- 
rone ha citado ¿dicha sucesión en vi juicio promovido; 

3 a Que este procedimiento es por tanto perfectamente correc- 
to ante la prescripción del artículo citado y ante las que rigeu 
el caso de la eviccion, nopudiendo en ese concepto desestimarse 
la intervención de la sucesión do Airear en este caso, máxime 
cuando la misma, voluntariamente, se presenta en autos asu- 
miendo el rol que en el caso predioho le atribuyen los preceptos 
de la ley invocados. Todo ello, siempre que lu persona de don 
Carlos de Airear, que es él presentado, constate la personería 
que invoca, según lo estatuido por el artículo 5° de la Ley Na- 
cional de Procedimientos. 

A" Que esa personería, empero, no ha sido constatada, como 
debiera, presentando el título directo que lo invista con ella, 
pues al caso no es suficiente la prueba indirecta que se despren- 
derte la misma escritura pública recordada y que corre & foja 34, 
en la cual el Üliciat público que la autoriza manifestó constar 
en su Registro las facultades de representación invocadas p«r 
por don Carlos de Airear. 

5 o Que en e&te concepto debe hacerse lugar a la excepción de 
falta de personería, opuesta por la parte demandante, á mérito 
sólo de la razón expresada en el anterior considerando relatiro 

los de Airear. 

6" Que respecto á la otra excepción sobre 
modo de proponer Airear su acción, fundada aquella en 
debido demandar bajo la forma de juicio de jactancia, y por la 
oscuridad y ambigüedad de los términos de su escrito, no es ella 
admisible ni pertinente, ta:. ¿o porque al tomar la interrencion 
qoe ha asumido Airear, en este juicio, lo ha sido, como de sus 
mismos escritos se desprende, en el doble carácter de propieta- 




en el 
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río que se dice del bien raíz materia del litigio y de eviccionante 
citado por el demandado» cuanto porque ninguna oscuridad sí 
ambigüedad encuentra el Juzgado en los eseritoa de la referen- 
cia, desde el momento que estos claramente expresan el objeto y 
fin que los ha inspirado, y que no es otro que el enunciado en la 
primera parte de este considerando, 

T Que en cuanto á la rebeldía acosada á Fioronc, tampoco 
corresponde, no sólo porque ella debe siempre interpretarse de 
una manera restrictiva, como lo tiene declarado en repetidos fa- 
llos la Suprema Corte, y entre otros en el que se registra cu 
la série 3% página 79, habiendo Fiorooo citado al que ase- 
gura ser su locador antt-s de haberle sido notificado el decre- 
to de foja 17 vuelta, que lo fué recién con fecha 3 de Mayo, se- 
gún resulta de la diligencia corriente á foja 32 vuelta, en tanto 
que él hizo la referida citación en 21 de Febrero anterior, como 
se comprueba por el cargo puesto al escrito de foja 30, sinó 
también por cuanto cumplida la prescripción contenida en el ar- 
ticulo 2463 del Código Civil, mediante la citación á que en 61 se 
refiere, debía reputarle también cumplida la misión del locata- 
rio, que sin violar aquella disposición no le habría sido dado asu- 
mir el rol de demandado, contestando la demanda bajo su propia 
responsabilidad y con prescindencia de su cansante en el derecho 
que ejerce, pues que tal procedimiento le hubiese reportado por 
mandato de la ley, la pena que el citado precepto fulmina contra 
el tenedor de ana cosa que siendo demandado por un tercero, 
no nombra a su causante á lo* objetos de la ericcion, para el 
mantenimiento de la cosa disputada. 

8 o Que la clasificación de desalojo que el actor da a esta de- 
manda, no puede tomarse en el carácter del juicio de desahucio 
de la antigua legislación y que sólo es procedente entre el loca- 
dor y locatario, sinó en el de un juicio ordinario, como el rei- 
vindicatorío, puesto que se trata de la ocupación de un tercero 



DE JUSTICIA KAClOlUL 



151 



persona (Atoar), que á su fez se denomina propietario del mis- 
mo predio. 

o Que por consiguiente, la tramitación que este juicio ha 
seguido, no corresponde á la que sn naturaleza propia le atri- 
buye, en virtud del error en que la demanda lo ha considerado, 
titulándolo juicio sumario y pidiendo en su consecuencia para 
la contestación de la misma, la fijación de una audiencia que el 
Juzgado decretó a foja 9 vuelta, pero que una vez convencido 
de la ineiacta interpretación dada por la parte demandante A la 
acción deducida, puede y debe dejar sin efecto, pues a ello lo 
autoriza la doctrina consagrada por la Suprema Curte en el fa- 
llo que Be registra en lasérie 2", tomo 17, páginas 203 y 340, y 
en virtud de la cual, el Juez no debe atenerse a la clasificación 
que las partes den á la acción, sino* que ésta debe resultar de lu 
que se pide y con arreglo á ello resolver la cansa, 

10" Que esto sentado, se deduce claramente que no solamen- 
te es inoportuna la diligencia de prueba solicitada en el punto 
3 o del escrito, sinó que la causa no ha pasado aún del estado de 
su iniciación, por cnanto no se ha corrido aún el traslado que 
corresponde á la demanda en esto juicio ordinario, razón esta 
más, paia rechazar la rebeldía acusada. 

Por tanto, se delara: 1" No haber don Carlos Alvear justifica- 
do debidamente la personería que invoca, y por tanto no se hace 
lugar i la misma; 2' No haber fundamento para la excepción 
de defecto legal en el modo de intervenir en este juicio por par- 
te del mismo y fundada en oscuridad ó ambigüedad de los tér- 
minos empleados; 3° No haber asimismo lugar i la rebeldía 
acusada á Fiorone; 4° No ser procedente la diligencia de 
prueba solicitada por el demandante, debiéndose correr el 
traslado de la demanda y evacuar ésta en el término de ley. 

Hágase saber en el original y repóngase el papel. 
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En 26 de Mayo el apoderado de Fiorone presentó escrito, sin 
evacuar el traslado. 

Dijo: Que Fiorone había cumplido con su deber dando el nom- 
bre de la persona por la que poseía como arrendatario; 

Que esto bastaba para eximirlo de toda responsabilidad, y 
para que no se siguiera con él un juioío nulo; 

Que, siendo la actual una acción do reivindicación, como lo 
había establecido el anto de 37 de Marzo, volvía á hacer la mis- 
ma manifestación, para que el juicio se entendiera con los he- 
rederos de Airear; 

Que si don Carlos M. de Airear no tenía personería, no era 
cuestión que le afectaba, y debía mandarse citar á lu sucesión 
en el domicilio que había indicado. 

£1 Juez dió vista á la parte de Fragueiro, que la evacuó, pi- 
diendo se intimara á Fiorone la contestación derecha de la de- 
manda. 

Dijo: Que el punto suscitado por Fiorone era el mismo ya re- 
suelto por el auto de 27 de Marzo; 

Que bien sabía él, qne era demandante, contra quién dirigía su 
acción, que era contra Fiorone; 

Que contra Alvrar nada tenía que hacer, pues en el expe- 
diente que había indicado en otro escrito, resulta que fué vencido 
en juicio, de lo qne se concluye, que el contrato de arrenda- 
miento presentado por Airear no era más que una confabulación 
para despojarlo de la posesión; y que no sa concebía que él de- 
biese entablar un nuevo juicio de reivindicación contra los seño- 
res Alvear. 
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Rosario, Juuio 10 de imi 

% vistos: Este incidente sobre reiteración do la petición diri~ 
gida ¡í obtener la intervención de la sucesión Alvear en este 
juicio. 

Con lo alegado por las partes. Y considerando: i" Que la reso- 
lución de foja 37 ordenó el traslado da la demanda, debiéndose 
el mismo evacuar dentro del término de ley. 

2" Que esa resolución fué notificada a los señores Fiorone y 
Airear en la oportunidad legal, según se acredita por la dili- 
gencia corriente á foja 11 vuelta. 

3" Que sometiéndose á ella, la parte do Fiorone aceptó el 
traslado que se le corrió mediante la diligencia de foja 46 vuelta, 
no haciéndolo la de Alvear con eltácito consentimiento de su 
titulado locatario, deducido del hecho de no haberse exigido 
por el mismo la comprobación de la personería invocada por el 
sfñor Alvear, cuya circunstancia obstó en el fallo citado de foja 
37, para no hacer lugar á la intervención del mismo. 

4* Que por otra parte, y aun en ausencia de la circunstancia 
enunciada, sería siempre deber del demandado Fiorone, de 
acuerdo con las prescripciones legales, salir al juicio y proseguir 
su tramitaeion, hasta tanto su cansante haya comparecido en 
la forma ordenada y arreglada á derecho, una vez notificado de 
la citación. 

5" Qae por consiguiente, existe razón al demandante, en la 
acusación de rebeldía que hace al demandado Fiorone, fundada 
en la omisión del traslado corrido y aceptado por parte del 
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Por lo tanto; se resuelve: Que el demandado Fíenme debe 
contestar derechamente la demanda en el término de veinte y 
cuatro nona. 

Notifíquese y repóngase. 

f¡. Escalera y ¿uviría. 



de la Nprem Cerie 



Huertos Aires, Abril 2 de 1891. 



Vistos y considerando : Que caracterizada como reivindicato- 
ría la acción deducida, según lo ha sido por el Juez de Sección 
en su auto de foja treinta y siete, y corresponde á la naturaleza 
de los hechos que le sirven de base, el demandado ha satisfecho 
el traslado ce nfer ido y las exigencias de la ley, 
seer á nombre de otro, y quién sea éste, con inc 
micilio (artículo dos mil setecientos o< 
Civil). 

Que en consecuencia, no puede £1 ser 
la prosecución de esta causa, y de 
por derecho corresponde. 

Por estos fundamentos, se revoca el a 
cuenta y tres, y repuestos los sellos devuélvase. 





cin— 



C. S. DE LA TORRE. — LUIS V. 
VARELA. ■ — ABEL BAZA II. — 
LUIS SAENZ PEÑA. 
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CAUSA X< V 



Ihn l'ettro íirils rtntlra Don Ernesto Abregu, por dañas y per- 
juicios; sobre incompetencia 



Sumario. — La acción civil procedente de delitos del derecho 
común, tiene un fuero distinto de la criminal, cuando se deduce 
independientemente de ésta ; y siendo extranjero el actor y ar- 
gentino el demandado, puede ser traída al conocimiento de la 
Justicia Federal. 



Vaso. — Itou Ensebio García, con poder de don Podro Iirils, se 
presentó en 27 de Junio de 1890, ante el Juzgado de Sección de 
Santiago del Estero, exponiendo: Que el \A de dicho mes fué 
atropellado en su domicilio y casa de negocio por don Ernesto 
Abrego, quien le infirió golpes con el caño de un revólver, ha- 
biéndolo herido y lesionado en la nariz. 

Que ese delito es por su naturaleza de derecho criminal, pues 
está previsto y penado por los artículos 120 y 135, inciso 3, Có- 
digo Crimina), y la obligación que de él nace, comprende la in- 
demnización del agravio moral, artículo 1078 Código Criminal. 

Que también ha tenido que hacerse asistir por los módicos, y 
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ha sentido daños por los desperfectos y por la privación del tra- 
bajo en el tiempo de curación. 

Que por todo esto pide ana indemnización de 5000 $. 

Que por lo expuesto, entabla demanda para que el reo fuera 
condenado en oportunidad al pago de la indemnización recla- 
mada y á tas costas del juicio. 

Acreditada la competencia federal por la distinta nacionali- 
dad de la* partes, el Juez confirió ?ista al procurador fiscal res- 
pecto de la competencia. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez ; 

- 

EL fiscal nacional contestando la vista que se le ha conferido 
en el juicio promovido por D. Eusebio Ph. García, en represen- 
tación de D. Pedro Brits, contra D. Ernesto Abregu, ante V. E, 
respetuosamente e^ongo: Quede los antecedentes relacionados 
por el actor, resulta que D. Ernesto Abregu infirió á D. Pedro 
Brils heridas de alguna consideración ; y como el actor tiene el 
derecho de elección entre la acción civil y la criminal, es claro 
que intentada la primera Y. S. es el Juez competente para co- 
nocer del juicio, porque la ley Nacional que rige este punto, 
preceptúa de una manera absoluta que en los pleitos que se susci- 
ten entre un extranjero y un argentino el Juez competente para 
conocerlo», es el Federal. 

Este es i) dictamen fiscal salvo el mejor juicio do V. S. 



S. Silva. 
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Snnliago. Julio i áv 1«90. 

tado con el poder que acompaña, que el actuario foliar & y rubri- 
cará, y en mérito del cual se tendrá por parte al solicitante. En 
lo principal de la demanda entablada : traslado al señor Abrego. 
Al otrosí: de conformidad con el dictamen fiscal de foja 10, y los 
testigos ofrecidos por la parte, téngase por acreditada I a compe- 
tencia de este Juzgado, prévia ratificación j unida ante el actua- 
rio á quien se comete. 

.". Olaenheay Atcórta. 

El demandado opuso la excepción de incompetencia, pidiendo 
que el Juzgado la declarara con costas al actor. 

Dijo: Que prescindiendo do la falsedad de los hechos, la de- 
manda afirma que lo cometido por él es un delito regido por el 
derecho criminal, y que siendo él diputado provincial no podía 
ser jnzgado por dicho delito, sin el previo desafuero; 

Que aún mirada la cuestión bajo el punto de vista de la indem- 
nización pedida p-n dicho delito, siempre tendría que estable- 
cerse la existencia de él, y esto es de la competencia de la justi- 
cia ordinaria; 

Que en el mismo poder conferido por Itrils á García se deter- 
mina que la acción deducida t-s la criminal, pues se dice allí 
que entable arción criminal y civil contra Abregu y pida su 
desafuero de diputado provincial , por asalto á mano armada, etc.; 
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la existencia del juicio criminal, pues la acción por daños proce- 
dente de un delito hace parte del juicio criminal (Fallos de la 
Suprema Cor te t série 2', tomo 6, página 325) ; 

Que la Suprema Corte ha establecido en el fallo de la série i 1 , 
tomo 8, página 186, qne sólo la justicia que es competente para 
conocer del delito, loes para conocer de las prestaciones civiles, y 
que careciendo el Juzgado Federal de jurisdicción para conocer 
en el delito que se atribuye á Abrego, carece de ella para conocer 
déla indemnización que se demanda. 

Conferido traslado, García pidió el rtchaxo con costas de la 
excepción. 

Dijo: Que la acción instaurada por él, es puramente civil, pues 
01 no demanda el castigo de delito, sinó una indemnización por el 
daño que éste ha causado á Brils; 

Que para deducir la demanda civil y pedir la indemnización, 
no es indispensable que preceda la condenación penal, cuando 
el juicio criminal no ha sido iniciado (artículos 1101, 1105 y 
H06 t Código Civil) y puede entablarse esta acción indepen- 
dientemente de la penal (artículo 1006, Código Civil ); 

Que deducida así, y no existiendo acción criminal, no es apli- 
cable el fallo série 1% tomo 8 t página 186; 

Que siendo civil la acción interpuesta, el caso es de jurisdic- 
ción federal por la distinta nacionalidad de las partes. 



Falla del Jun redera! 



Santiago. Setiembre i du llíK). 

Y vistos: De acuerdo cou las consideraciones legales aducidas 
en el escrito que corre de foja 19 á foja 23 que este Juzgado con- 
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sidera arregladas á derecho, se declara incompetente para cono- 
cer de esta causa ; siendo las coatas á cargo del actor. Repuesto 
que sea el sello, notifíquese original. 

/*. filaecitea y .[teoría. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Carie; 

En la sentencia que se halla en el tumo 8, pagina 189 de los fa- 
llos de la Suprema Corte, ha declarado V. E. que siendo las pres- 
taciones civiles una consecuencia del delito, el juicio en que ha 
de tratarse de ellas debe comprender la existencia del hechci im- 
putable y la culpabilidad del demandado para absolverlo ó conde- 
narlo, aunque la acción civil se deduzca separadamente; y que 
por consiguiente, sólo la justicia que es competente para decla- 
rar la culpabilidad del demandado, lo es para condenarlo á la 
restitución ó reparación í que dé tugar el delito. 

Aplicando este dictamen & la demanda producida un los pre- 
sentes autos, resulta incompetente el Juez Federal de Santiago 
del listero; y de acuerdo con los fundamentos que aduce en su 
resolución de foja 27, soy de opinión que ella debe ser confir- 
mada por V.E. 

Febrero 34 dfiWttl. 

Antonio K. Maíaver. 
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Biieuos Aires, Abril % de 1«U. 



Vistas y considerando: Que con arreglo á la legislación vi- 
gente, la acción civil procedente de delitos del derecho común, 
tiene un fucTo propio y distinto de la criminal, cuando se dedu e 
independientemente de ésta. 

Que conforme á lo dispuesto por el artículo segundo, inciso 
dos, de la ley sobre jurisdicción y competencia de ios Tribuna- 
les Federales, son de la competencia de los Jueces de Sección 
las causas civiles que versen entre un estranjero y un ciuda- 
dano. 

Que es de este género ta presente, pues en ella sólo se pone en 
ejercicio una acción puramente civil contra el demandado, y es 
éste argentino, siendo extranjero el demandante. 

Que es ésta linalmentc, la jurisprudencia sentada por la Su- 
prema Corte, especialmente después de la vigencia del actual 
Código Civil, entre otros, en los casos que se registran en el to- 
mo dieciocho, página trescientas nueve y cuatrocientas setenta 
v nueve, y tomo veintiocho, página doscientas setenta y seis 
de sus fallos. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
veintisiete y se declara que el conocimiento de esta causa cor- 




iendo en consecuencia, devol- 
1 para que proceda á conocer 



C. S. DE LA TOKUE. — LUIS V. VA- 
RELA. — ABEL HAZAS. — LUIS 
SAEKZ PESA. 
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í 1/ r-' contra ti. Sutil tarjo llaihtene. ¡tor querella 
msí; sobre xa rechazo k limuto, é inhibición del Jaez 



(' /ta ríes fl 
rrim 
fiara conocer. 



Samaría, — Si en mito* rio hay elemento* distantes para el 
pronunciamiento in liminc sobre la procedencia ó improceden- 
cia de una querella criminal, el rechazo de ella, hecho por el 
.Tuez explicando las razonesdel mismo, trae la inhibición rk é>tc 
para continuar conociendo en la causa y la nulidad de todo lo 
obrado desde la interposición de lailemamla. 



Caso. — Lo explica la siguiente 



«tlEKELU 

Señor Juez Federal : 

Domingo Toro y Zelnya, con domicilio legal en la calle de 
San Martin, N ' 138, por los señores Charos H- y C'\ comer- 

T. XUI u 
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ciontes de esta plaza establecidos en la calle Suipacha X o 30 j 
cuya personería acredito en mérito dei poder general adjunto, 
ante V. S. como mejor proceda en derecho digo : 

Qae tengo especiales instrucciones de mis mandantes para 
formar querella criminal, por usurpación de autoridad, contra 
1>. Santiago Baibiem 1 , Administrador de Aduana de esta Capi- 
tal, domiciliado calle Victoria, N° 1956, y cuyo delito por ser 
cometido en un establecimiento ó lugar donde el Gobierno Na- 
cional tiene absoluta y exclusiva jurisdicción, su juzgamiento 
compete exclusivamente á V. S. He acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 23, inciso 4", del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Paso á exponer los hechos sean la antea denles que motivan 
esta querella. 

1 



Eu cumplimiento de la Ley de seltos que acuerda al comer- 
ciante el derecho de ocurrir anualmente á la Administración de 
Aduana para hacer el registro do su tirina á lin de estar habili- 
tado para ejecutar operaciones en la Aduana, mis poderdantes 
que desde hace muchos años ejercen en esta plaza el comercio 
como importadores, presentaron en los primeros dias del mes 
próximo pasado una solicitud pidiendo al señor Administrador 
autoi izara ese registro por ser de práctica. Dicho escrito pasó o 
informe del señor Cuutador de la Aduana el que aconsejú se re- 
chazara tal solicitud, porque decía que la casa de los señores 
Charles H no * y Ojalaba procesada por el dclítode contrabando, 
y que, de acuerdo con el decreto gubernativo de Octubre de 1885, 
no podía permitirse á mis mandantes operación alguna en la 
Aduana. 
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Kl sí-ñor Administrador adoptó como resolución ese informe y 
verbalmente 3c hizo saber & Charles H na *jC'\ reteniendo la so- 
licitud, sin permitirle sacar siquiera una copia simple de dicho 
decreto. 



Jl 



Los artículos U y 20 de la Constitución de la 
acuerdan á todos los habitantes de la Nación, sean argentinos ó 
-xtranjeroís el derecho de trabajar y ejercer toda industria lí- 
cita, comercio y profesión, y el arlículo 18 de la misma declara 
que ningún habitante de Ja República puede ser penado sin pre- 
vio juieio fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juz- 
gado por comisiones especiales. Ó sacado de los jueces designados 
pur la ley antes del hecho de la causa. 

Batos principios consagrados por la enría fundamental han 
sido lientamente desconocidos por el señor Baibiene en el 
cato de que se trata y por un simple decreto, que revela de un 
modo inequívoco todo su encono y ensañamiento contra mis 
mandantes, hiere en su último refugio: el amparo de la ley. 

El acto del señor Baibiene, es espulsando de la Aduana á la 
casa que represento, abrogándose así, facultades ó atribuciones 
que no le acuerda ni la ley ni decreto alguno vigente, importarte 
hecho impedirá mis poderdantes el libre ejercicio de su comer- 
cio y su derecho para introducir sus mercaderías al país, yaque 
nopodran intervenir en los consiguientes despachos tnlas Adna- 
ñas de la República. 

Sería necesario para comprender esta pena impuesta por el 
Administrador, á mis mandantes, que estuviera especialmente 
indicada en la ley penal y existiera una sentencia de Ji.cí com- 
petente que declarara inhabilitados á los señores Charles il™' 
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y O» para ejercer el comercio y todos aquellos actos que le son 
inherentes. 

Pero ni ese castigo t. viste en ningún pueblo civilizado ni mu- 
cho menos sentencia que lo hubiera impuesto, en la causa 
criminal que^sobre contrabando se sigue contra mis poderdantes 
en el Juzgado ií cargo de V. S., y cuyo juicio se encuentra toda- 
vía en estado sumario. 

Por otra parte, el decreto gubernativo de Octubre de 1885 á 
que aluden los señores Administrador y Contador de la Aduana, 
y cuya conititurionalidad no tengo por qué discutir, faculta úni- 
camente á los Administradores para no permitir la entrada en la 
Aduana á los despachantes i quienes se fes hubiera probad» 
robo ó fraude en sus despachos. 

Como los señores Charles hermanos y C" se presentaron á 
registrar su iirma como comerciantes introductores y no como 
despachantes, y romo, en todo caso, mal puede imputárseles 
fraudes comprobados en una causa que aún permanece en estado 
de sumario, el acto del seüoi üaibiine imponiendo de hecho, por 
sí y ante sí, ta pena de inhabilitación para ejercer el comercio á 
la casa de Charles hermanos y C\ indica que consciente y deli- 
beradamente ha cometido el delito de usurpación di" autoridad, 
que por el nrtiVulo 240, inciso 3 o , fiel Código Penal se define de 
esta manera: * Usurpa autoridad, el empleado público que ejer- 
ce atribuciones que no le competen per la ley ». 

El castigo señalado para tal delito (artículo 211 del mismo 
Código) es de un mes á un año de arresto é inhabilitación por 
lino ó tres años, según la gravedad del delito. 

111 

Como es esta la primera vez que la Aduana ha negado á un 
comerciante el derecho que tiene para registrar su firma, so 
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protesto fie estar pendientes denuncias sobre defraudación á la 
Renta, creo del caso establecer lúa fundamentos de ebta quere- 
lla con las siguientes peticiones : 

Primero: Se dirija oficio al Administrador de Aduana orde- 
nándole remita en el término de 24 horas la solicitud de Charles 
hermanos y C B pidiendo el registro de su firma y la resolución 
que liubiere recaído en aquella, 

Setfimdo: Ordene V. S. se reciba la información testimonial 
que ofrezco en fas personas de Antonio tiaerri, domiciliado en la 
calle líivadavia, número 523; Adolfo Bullrich, calle Ahina, 
número 4ÍÜ, pura que declaren si saben y les consta que los 
señores Charles hermanos y C tienen desde hace diez y siete 
años establecida m i.'?,ta plaza unti casa importadora. 

Tercero: fíe proceda oportunamente á Ja detención del acu- 
sado D. Santiago ltaibiene y al mi burgo desús bienes en la suma 
de $ 100.000 para respondí r á la acción que deduzco. 

Iva justicia. 

Otrosí digo: Que \a& señores Huirles hermanos y C* suscri- 
ben conmigo este escrito, contrayendo así la responsabilidad 
que determina el artículo 177 del Código de Procedimientos en 
to Criminal. — Ctsupra. 

Toru Zelntfa.—tinnzatcz. — 
Charles hermanos y C*. 



Se carriú traslado de esta qnen-lla, y habiendo reclamado 
vi internado, se dict.V después « I guíenlo : 
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Bueno* Airtrí, Febrera ¿ti de lH.il. 

Kesullando de la misma exposición de la parte querellante 
que los hechos alegidos no fundan el delito de usurpación de 
autoridad de que se quejo, puesto que no se atribuye al Admi- 
nistrador de Aduana el ejercicio de una autoridad que no lo 
corresponda por la ley, sinó el uso de la que legítimamente le 
corresponde en un sentido que perjudícalos intereses del que- 
rellante, lo que podría en último caso fundar recursos para 
obtener reparaciones civiles, pero nunca para ser base de una 
querella criminal en el sentido del articulo ci- uto setenta del 
Código de Procedimientos — no ha lugar i la reposición solici- 
tada j en atención á la proximidad del .Superior Tribunal con- 
cédese en relación rl recurso de apelación interpuesto y elévense 
los autos en la forma de estilo. 

Andrés I '¡/arriza. 



rali* «le I» ftMprciaa Carie 

filíenos Aire», Abril ¿ dn 

Vistos: No ofreciendo estos autos en el estado en que ellos so 
hallan, elementos bastantes para juzgar de la eiistcneii ni de 
la moralidad del hecho que sirve de base á la querella, ni pava 
un pronunciamiento fu tintine sobre la procedencia ó improce- 
dencia déla querella criminal deducida, y considerando: que 
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rechazada la querella por el Juez de Sección, según resulta del 
auto de foja seis vuelta, con que ha esplicado j determinado el 
alcance del de foja cinco vuelta, debe él entenderse inhibido 
para continuar conociendo en esta causa, con arreglo a las dispo- 
siciones del capítulo tercero, título sexto del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal : se declara sin efecto todo lo actuado 
con posterioridad á la interposición de la demanda y pásense 
estos autos al Juzgado de Sección i cargo del Dr. D. Virgilio M. 



á resolver lo que corresponda en ellos. 



el papel. 



saber al Juez Doctor ITgarriza por 



ase 



s. OE la toiuie. — lus v 

VARELA. — ABEL BAZAÜ, — 1X1$ 
SAEPiZ PESA. 
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(MUÑA \t1II 



¡t. Bnrfyw Waeíge contra ta Municipalidad de Hurracas «/ 
Sud, por interdicto y desistimiento; sobre costas. 



Sumario. — El actor que desiste 'le un interdicto, 110 está 
obligado á jugarlas costas procedí n\va de diligencias hechas en 
forma escrita sin acuerdo de partes, y después del desisti- 
miento. 



Viso. — En 23 de Junio de 1890 se presentó ante el Juzgado 
Federal de La Plata L). Enrique Waetgc, y alegando ser dueño y 
poseedor d" un terreno en Harracas al Sud, en el cual se habí.i 
introducido una cuadrilla de peonen do la Municipalidad, ha tien- 
do trabajos de terraplenes, etc., entabló contradicha Municipa- 
lidad los interdictos de recobrar y obra nueva. 

Acreditada Ja competenc^federal, por ser extranjero el actor, 
se citósí las partea i juicio verbal. 

El comparendo tuvo lugar el 7 de Julio de 1890. 

El actor reprodujo la demanda. 

El representante de la Municipalidad nególos hechos relati- 
vos ü ta turbación ó invasión del terreno ; y se procedió á pro- 
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diuir pruebas th* testigos, suspeniiéndose U audiencia para 
continuarla «1 «lia 10 de Julio, 

]\\ dia 10 la parte de Waetge manifestó que había habido una 
equivocación, pues la turbación no se había verificado eu el 
terreno que poseía, y por lo tanto desistía del interdicto, 
pidiendo se mandara archivare! expediente. 

T.a parte de la Municipalidad pidió que se tuviera presente t i 
desistímienm, y que debía s.guirsecl juicio; pidiú tamba n por 
escrito ta admisión de otros testigos, la agregación de un pliego 
<Je posiciones, y de un alegato que acompañó y fué agregado; 
pidió fin (límente la condenación en costas de Wiictge. 

La parte de Waetge dij-> que el juicio no podii seguir, una 
vez hecho el desistimiento; que no ha habido malicia por su 
parir, sino buena fé al d. sislir una w?. reomocido el error, y no 
podía por esto hacérsele cargo por las rostas ; que, desistido el 
juicio, era improcedente la solicitud do pruebas, y la agregaron 
de posiciones y del alegato, que era e.-tcmpamiea y debía orde- 
narle su devolución. 



?ffll» drl Jur/ »>drr»l 



Vistos: I- t¿ue instaurados los interdictos Ue recobrar y obra 
nueva por m| actor contra la Municipalidad de Harracas al Sud, 
concurrieron las partes al juicio verbal decretado, donde se trabó 
la litis contestada. 

2 1 * Que presentando cada una de las partes en el juicio dicho 
sus pruebas testimoniales y produciendo sus alegatos, se sus- 
pendió el acto por convenio do partes por ser avánzala la hora. 

3* Que á la siguiente audiencia, el actor hizo su exposjeien de 
f... desistiendo de las acciones instauradas y sosteniendo su 
buena fé, 
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4 o Que el demandado sostuvo la necesidad do continuar el 
juicio y en caso contrario solicitaba la condenación especial en 
costas ; y considerando : 

PrimeTo: Que es incontestable el derecho que le ashte al 
actor para desistir del juicio instaurado en cualquier estado en 
que se encuentre el procedimiento. 

Segundo: Que si bien ese desistimiento no importa presen- 
tarlo en la categoría de litigante temeraria, implica tácitamente 
confesar ! a impremeditación ¿por l ímenos improcedencia de lu 
acción. 

Tercero: Que es un principio irrefutable de derecho el que 
entraña el siguiente dística prokibetur armare et complicis 

(¡ni agere destíferit. 

Cuarto: Que es jurisprudencia establecida por la Suprema 
Corte en diversos casos, que el que desista del juicio después de 
trabado, debe ser condenado en costas (V. serie l\ tomo 18. 
página 158). 

Por esto, fallo: se tengo por desistido á D. Knri^uc Waetge de 
la neciou instouruda contra la Municipalidad de liarracas al 
Sud, declarándose especialmente a cargo del expresado Waetge 
todas las costas originadas. 

Notifíqnese original, transcríbase en el libro de seniein.1^ I 

repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad t.e l-a 
Plata a los veinticinco días del mes de Julio del año mil ocno- 
cientos noventa. 



Mariano S. de 
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l'Mllo de I» NupreM» Corte 

■ 

Buenos Air**. Abril 3 <l« 18M1. 

Vistos ! por sus fundamentos, se confirma el auto u pelado de 
fojacincuentay sris, con declaración de que de las costas causa- 
da» y que se mandan abonar deben excluirse la* relativas al 
alegato é interrogatorio de foja» treinta y cinco y cuarenta y 
nueve, por haber sido dichas piezas presentadas con posteriori- 
dad al desistimiento del demandante, y porque ademas, la pri- 
mera nu ha podido ser presentada en la forma escrita en que lo 
ba sido, iin acuerdo de partes, dada la natural* zu verbal del 
juicio. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

C, S. DE LA TOBKE. — LUIS V. 
VA HELA. — ABEL BAZAS. — LWS 
SAE3Z PESA. 
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nmtm l>. iwrmiditi Carranza, ¡tor <tai«>* >/ 
ftrrjtt icios : sobre CXtepC iones di tato rias . 



Sumario. — Opuesta y resuelta una excepción dilatoria en 
artículo previo, las demás excepciones esta clase no puede» 
oponerse sinó con la contestación á la demanda, 



Casa. 1>. DiTiuidio Carranza había pedido y obtenido un 
embargo preventivo sobré unas mnlas y Oíros animales como 
propiedad de II Carlos M.tíod >y, su deudor. 

I), Elias Godoy dedujo tercería de dominio ábrelos 
embargados, y por si utencia de tí de Diciembre de i 88 i, 
mada en 28 de Abril de 1885, obtuvo el desembargo, con 
y duíios y perjuicio al ejecutante. 

En Octubre de 1877, el citado 1). Elias Godoy, enumerandu 
]qs perjuicios sufridos, entabló dumand.i por la suma de 3218 
pesos quefi í notilicada á 1). Juau E. Olivera, apoderado de 
Carranza. 
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Este dedujo excepción de no parte, alegando que ya no era 
apoderado de aquel. 

Dicha excepción fué desechada por auto de 28 de Febrero de 
1888 conünnadopor fallo de de Abril de 188!». 

Vueltos los autos al Juzgado Federal» >e ordenó que Olivera 
contestase el traslado de la demanda. 

Kste pidió que se notificase á Carranza que él no podía seguir 
con el poder, á lo que el Juez hizo lugar sin perjuicio. 

Kn seguida dijo que el apoderado de ücdoy no había presen- 

sentarlo, y que Ja demanda no contenía los requisitos del 
articulo 57 de la ley do procedimientos por lo que oponía las 
excepciones de falta de personería en el apoderado, y defecto de- 
forma en la demanda, y pedía se declarara quo no estaba obli- 
gado A contestar, con costas al actor. 

Conferido traslado, la parte do tjodoy pidió el rechazo de las 
excepciones con costas, alegando que siendo éstas dilatorias, 
debieran oponer*' junto coala da no parto que opuso untra, v 
sosteniendo además que su personería s- hallaba justificada con 
el poder que le fué conferido por acta, y que la demanda con- 
tenía todos los requisitos legales. 



rail» del Ji<r/ Frilrr*! 



S.tu Uu, Sele<ml>re 1' de I8!M, 

Y vistos: Kl incidente sobre excepciones dilatorias de falta 
de personalidad en el actor y defecto legal en el modo de propo- 
ner la demanda, que ha promovido It. Juan 0, Olivera, apode- 
rado de D. Dermidio Carranza, y considerando: 

Que según el artículo 75 do la l.ey de Procedimientos á ,m 
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mimo tiempo y en un mismo escrito debe el demandado alegar 
¿odas las excepciones dilatorias, y no naciéndolo así, sólo podrá 
usar do las que no alegare, contestando á la demanda. 

Que consta de autos que el señor Olivera en el mes de Octu- 
bre de 1887, foja 0, dedujo sólo la excepción de no partí', 
resuelta definitivamente contra él, omitiendo entonces lis 
que boy interpone, — con cuyu hecho se ba colocado en el caso 
previsto por el artículo precitado al fin. 

Por lo tanto, el Juzgado sin entrar á ocuparse por ahora dfil 
mi-rito de las mencionadas excepciones resuelve: que el doman- 
dado está obligado á cuiitestar derechamente la demanda, con 
costas. Repónganse los sellos. 

f\ E. Higuez. 



Futí* 4* U ftuprrni» 4 orle 

FJi )s Air»'*, Abril 2 üV 

Vistió : Por sus fundamentos, se continua con costas el auto 
ajelado de foja cuarenta y cinco vuelta, líe puestos los sellos, 
devuélvanse. 

C. S. DE LA TOME. — LL'IS V. 
VAI1KLA. — ABEL BAJE\K.— Lt'IB 
SAESZ PESA 
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Cíark ij V* contra IK Jmm Mmitearur», por expropiación; 
suhre excepciones diialorias y puse* ion. 



Sumario, — I" Kl juicio de expropiación nu puede proseguirse 
sin resolver las excepciones previas dilucidas por el deman- 
dado. 

2- Hecha la oblación requerida por la ley, procede la misión 
en posesión del terreno objeto de l:i expropiación. 



Vaso. — En i "de Marzo de 1800 se presentó ante el Juzgado 
Federal de Mendoza 1). Enrique Jardel por los señores Clark y 
compañía,é macándolos leyes nucionales de 5 de Noviembre 
de 1872, 18 de Setiembre de J877 y 18 de Octubre de 18112, 
sobre construcción del ferrocarril trasandino, pidió la expropia- 
ción de 5735 metros cuadrados de terreno, pertenecientes á Don 
Juan Montea varo que eran necesarios para la vía férrea, ofre- 
ciendo por precio é indemnización la suma de 5000 pesos, y la 
ejecución po: cuenta de la Empresa de las obras necesarias para 
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Acompañó un poder sustituido por D. Juan K. Clark, siendo 
el poder dado á Clark, conferido por loa señoril l)r, I), José 
Miguel Olmedo j D. líodolfo Heimendalil, miembros del Direc- 
torio local del ferrocarril tras (indino de 11 u en os Aires á Valpa- 
raíso, reconocidos en tal carácter juntamente con el Dr. I). Juan 
Sení por decreto del Poder hjecutirn Nacional de 11 de Marzo 
de 1887, inserto en lu escritura del poder. 

Citadas las partead nombrar peritos, Monteavaro opuso como 
artículo previo las excepciones de incompetencia y falta de per- 
sonería en el mandatario y en el niñada rite, pidiendo se decla- 
rasen procedentes, con costas al demandante. 

Dijo: Que ta incompetencia resultaba de no haberse acreditado 
que el caso correspondía ¡i la justicia federal por razón de tas 
personas, y de que no te correspondía por razón de la materia 
por cuanto no era el Gobierno Nacional el expropiante, ti nú un 
particular, siendo así que la ley de expropiación confiere la 
jurisdicción á los Tribunales nacionales, cuando es el Gobierno 
Nacional el expropiante; 

Que la falta de personería en el mandatario procedía de que 
invocaba la representación de Clarí y C\ que no ie habían dado 
poder; 

Que tampoco justificaban su personería los representada 
Clark y C; 

Que además el poder dado por lus señores Olmedo y líeiinei- 
dabl, que no justifican la existencia de la Compañía d que son 
direi tores, es nulo, no siendo suficiente el decreto del Gobierno 
Nacional, puesto que esto es para efectos puramente adminis- 
trativos, y para los judiciales se necesitan los documentos 
habilitantes ; 

Que también había defecto legal en la demanda por no ha- 
berse acompañado el phuio aprobado por el Cubierno Nacional, 
el contrato de concesión y el contrato de sociedad; 

Que, finalmente, la línea férrea á Chile se hallaba construida y 
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en explotación, y que exiatía en su contra otra demanda por 
expropiación quecompieade ta mayor parte del terreno relativo 
al presenta juicio, pendiente ante la Suprema Corte, por loque 
había litis pendencia. 

Jardel contestó que la competencia era rationc materia: y 
resultaba de la ley do Id de Setiembre de 1880. 

Que el poder de foja i era válido por hallarse inserto el de- 
creto del Gobierno Nacional reconociendo la personería del 
Directorio que lo otorgaba, no siendo necesaria la inserción del 
contrato de sociedad du la compañía constructora de Juan E. 
Clark y C\ 

Que él se ha presentido ¡i nombre do la compañía construc- 
tora que es Clark y O, que es la representada por el Directorio 
qui? díú el poder. 

Que no es cierto que la vía férrea está construida ya y en 
explotación. 

Que es cierto se inició otro juicio para la i apropiación de una 
área nn-nor, peroqtie de dichojuicio.se lia desistido, cuando por 
loa planos definitivos aprobados por el Gobierno se vio" que se 
necesitaba el área cuya expropiación so demanda ahora. 

Que debía observar que las excepciones dilatorias en esta 
clase de Juicios debían resolverse conjuntamente con el fondo, 
y no por vía de resolución previa, por lo que pedí» se ordenara ¿ 
Montearan que contestara derechamente la demanda ; 

Que presentaba el plano y la boleta de depósito de 5000 pesos 
y pedía se autorizase la ocupación del terreno. 



F*tUdel Jh» Federal 

El Juez dijo: que habiéndose interpuesto por el demandado 
excepciones dilatorias en forma de articulo previo y no siendo 

T. lili 
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estas admisibles en tal carácter en los jukíob sumarios como el 
presente, ordenaba se contestara directamente La demanda in- 
terpuesta, designando á ta! fin la audiencia del día siete de Abril 
entrante a las doce y treinta p. m. ; que respecto á la ocupación 
del terreno, objeto de la demanda solicitada por el demandante, 
su pusiera los autos ú despacho para proveer lo que corresponda, 
ordenando á la vez se agregara á éstos el plano y documento de 
depósito presentados en este acto. Con loque terminó la pre- 
sente que firmó el señor Juez con les comparecientes por ante 
mí, nombrado para autorizarla, en ausencia del Secretario 
titular. 

Juan del Campillo. —Juan Xonteavaro. 
— /. Gothtj. — Jas< ¡ A. Miel. — 
Enritfue K. Jardel. — Ante mí i & 
liivas. 



rail* del Juei Federal 



Menta, Abril Hdc 1890. 

A mérito de lo solicitado por la Empresa demandante al final 
del acta de fecha 20 de Marzo próximo pasado, y en conformi- 
dad a lo dispuesto por el artículo 4" de la Ley sobre expropia- 
ción de fecba 13 de Setiembre de 1886, el Juzgado resuelve 
acceder á la ocupación del terreno despropiarse atenta la urgen- 
cia manifestada para ello y de haberse consignado á disposición 
del propietario el precio ofrecido. 

En ©canto & la apelación interpuesta en el acta precedente, 
concédese ésta en relación y en ambos efectos remitiéndose los 
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autos á la Suprema Corte, bajo certificado á costa del 
j con emplazamiento de treinta (lias á las partes, 

Campillo. 



r«llo de I* ftuprraift Corle 

iiuonos Aire*, Abril i de 1891. 

Victos; No procediendo el nombramiento de peritos decretado 
por el Juez de Sección en el proveído de foja siete, ni la prose- 
cución del juicio de expropiación iniciado, mientras no se 
resuelvan las excepciones deducidas por el demaudado á foja 
diez vuelta y siguientes: se revoca el auto apelado á foja veinte 
y devuélvanse al Juez de Sección para que proceda á resolver lo 
que corresponda. 

En cuanto al proveído de foja veinte y cinco, atenta la natu- 
raleza urgente de la medida á quo ¿I se refiere, y habiendo el 
demandante cumplido con la oblación requerida por la ley, se 
confirma dicho auto. Repónganse los sellos. 

C. S. DE LA TÜIinE. — LUIS V. 
VARELA. — ABEL BAZAN. — LCIS 
SAESZ TESA- 
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CAUSA *: 



Z>. Ermelindo Molina contra Ú. Domingo Aberastain; sobre 
cobro de pesos procedente de hospedaje. 

* 

Sumario. — 1° La prueba de haber sido gratuito el hospe- 
daje cuyo precio se reclama, está á cargo del demandado. 

2° La obligación de pagarlo se prescribe pot un año. 

3* Toda deuda declarada de legítimo abono, devenga intereses 
moratoríos desde la notificación de la demanda. 



iCaso. —En 7 de Mayo de 1889 D. Pedro J. Aviles se presentó 
ante el Juzgado Federal por D. Ermelindo Molina, exponiendo: 
que éste Labia dado alojamiento i D. Domingo Aberastain y su 
familia, mantención diaria y todo clase de servicios, en su casa, 
en Buenos Aires, durante 14 meses, desde el 15 de Noviembre 
de 1887 á 15 de Enero de 1889, por 180 pesos mensuales; que 
no bahía podido conseguir le pagase ; y que por tal razón venía 
& entablar demanda contra el citado Aberastain por el pago de 
dicha pensión, importando 3500 pesos, intereses y costas. 

Acreditada la competencia federal por la distinta vecindad de 
las partea, Aberastain contestando la demanda, pidió su rechazo 
con costas* diciendo que si vivió algún tiempo en casa de 
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Molina, fué como amigo, ó invitado por Ja señora de aquel, que 
aceptó creyendo que se le hacía generosamente; 

Que era falso, por consiguiente, el precio de 180 pesos men- 
suales por la pensión ; 

Que su permanencia en casa de Molina sólo fué de 6 meses y 
que durante ellos nabía suministrado el dinero necesario para 
los gastos ordinarios de la casa y costeado un mucamo para el 
servicio ; 

Que por consiguiente nada debía por Alojamiento y manten- 
ción, atento lo prescrito por los artículos 1G27 y 1628, Código 
Civil. 

Agregó quednrante su permanencia en Buenos Aires había 
prestado á Molina en varias sumas que le entregó ya á ti, ya á su 
señora, y D, Daniel Zerpa por su encargo la cantidad de 680 
pesos nacionales por la que le reconvenía pidiendo fuera conde- 
nado á devolverle dicha cantidad con interese3 y costas. 

Conferido traslado, la parte de Molina negó la verdad del 
préstamo, pidiendo el rechazo de ta reclamación con costas. 



Falle 4el ¿un Federal 

Mendoza, Junio 17 Je 1891. 

Vistos: D. Pedro J. Aviles, como apoderado de D. Ermc- 
lindo Molina, entabla demanda contra D. Domingo Aberastain, 
por cobro de cantidad de pesos, procedente de hospedaje, expo- 
niendo : 

Que su representado había dado alojamiento al citado Aberaa- 
tain y su familia, en su casa habitación en Buenos Airos, durante 
14 meses, proporcionándole la mantención diaria con toda clase 
de servicios, por el precio de 180 pesos nacionales al mes, que 
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hace» la suma de 3500 pesos ; cuya cuenta prometióte éste 
abonar una vez que terminara algunos cobros que decía gestio- 
nar ante el Gobierno Nacional; lo cual no ha efectuado.no 
obstante haber terminado sus gestiones y recibido los valores 
que cobraba. Que en su mérito pide se le condene al pago de la 
suma indicada, con más los intereses moratorios y costas del 
juicio. m 

El deman^do, por su parte, niega en absoluto la deuda 
porque se te demanda, manifestando, empero, que si bien es 
verdad que vivió algún tiempo con su familia en casa de Molina, 
sn estadía en ella no fué como pensionista sinó como amigo, y 
mediante una invitación expresado la señora de éste, que acepto, 



por alojamiento, agregando que, durante su permanencia en 
aquella, que sólo fué de seis meses, había suministrado diarta- 
mente el dinero necesario para los gastos ordinarios de la cas», 
y costeado un mucamo para el servicio, todo lo cual ofrece jus- 
tificar en oportunidad. 

Que, según las disposiciones contenida» en los artículos 1G27 
y 1628, Código Civil, Molina no tiene derecho ri exigir preciopor 
los servicios indicados, porque ellos no son de su profesión ó 
modo de vivir, y porque, al prestarlos, no ha tenido la intención 
de hacérselos remunerar. Que el mismo le era deudor de C80 
pesos, que le había entregado en varios dividendos, por cuya 
suma le reconviene á su vez, demandando su pago con más los 
intereses devengados, ú contar desde el i" de Enero del año 
anterior. El demandante niega también, por su parte, la deuda 
con que se le reconviene, manifestando no haber recibido un 
solo céntimo, en calidad de préstamo, por lo que pide se rechaco 
ésta con costas. 

Con los antecedentes relacionados se abrió la causa á prueba, 
lijándose los siguientes puntos: I a sobre la efectividad y mérito 
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déla üeuda, materia de la demanda; 2* sobre las entrega^ de 
dinero y causa de las mismas, ¡i que se refiere la reconvención. 

Y considerando: I o Que la prueba rendida por el demandante 
para acreditar loa hechos en que funda su demanda, consiste en 
las declaraciones de los señores José Lino Aguitar. Gervasio 
Lucero, José Dia?. Villarnoba, Manuel Fernandez y Lucio Cu- 
yola, corrientes de fojas 21 vuelto ¿23, 26 á 28 y 57 yuelta 
á 60. 

t* Quo de las declaraciones de los testigos Aguilar y Lucero 
aparecen constatados principalmente los hechos siguientes: 
1 n que Moliia recibía pensionistas en su casa habitación de 
Dueños Aires; 2° qne Aberastain se había alojado en el ta en tal 
calidad ; 3 Ú que el precio de 180 pesos nacionales por pensión de 
una familia, en las condiciones de la de Aberastain, es equita- 
tiva; agregando el testigo Lucero, que éste había vivido en 
aquella, unas vecen con dos personas y otras con cinco; y que 
él mismo le había manifestado que con el dinero que debía 
recibir abonaría su alojamiento ú Molina. 

3' Que los testigos José Uiaz Villarnoba y Lucas Cuyola 
declaran como los anteriores, agregando el primero, que la esta- 
día de Aberastain en casa de Molina con su familia, que se 
componía de tres á cinco personas, fué de una temporada muy 
larga ; y el segundo, que ésta fué de 14 meses, en tres períodos 
distintos. 

4" Que. por su parte, el demandado ha rendido también la 
prueba testimonial corriente de fojas 31 á 41 , consistente en las 
declaraciones de los señores Juan K. Gcnone, llermógenes Val- 
dez, Natalia Torres de Mercado, Tomasa Guzman de Prado y 
Santos Torrea , 

5 o Que con dichas declaraciones se ha pretendido comprobar, 
además did préstamo de dinero ú que se refiere la reconvención 
deducida, el hecho también de haber Aberastain costeado los 
gastos que hicieron en la casa de Molina, durante su permaneu- 
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cía en ella, como -igualmente que éste no tenia casa de huéspe- 
des, ni alquilaba ni ha alquilado piezas en ella á nadie, siendo 
su única profesión la de fotógrafo. 

6" Que loa citados testigos manifiestan uniformemente igno- 
rar los hechos enunciados, quedando, por consiguiente, éstos de 
todo punto comprobados. 

7 o Que, por el contrario, al ser estos repreguntados por el 
demandante, declaran como sus propios testigos, sobre los he- 
chos alegados en la demanda, corroborando así los asertos con- 
tenidos en Ja misma. 

8* Que, alegado por el demandado, como única excepción á 
Ja demanda, el hecho do que el boapeduje. que le diera Molina 
fué gratuito, correspondía á éste la prueba de tal aserción { y 
resultando, por el contrario, de las declaraciones «le sus mismos 
testigos, plenamente acreditado lo contrario, debe eittónces 
desestimarse aquella por completo y declararse fundada la 
demanda. 

9" Que las disposiciones contenidas en tos artículos 1627 y 
1628 citados, do pueden tampoco considerarse favorables, en el 
caso, á las pretensiones del demandado, desde que se ha justifi- 
cado también , como se ha visto, que Molina, además de su taller 
de fotógrafo, tenía también, como medio de vivir, el servicio ú 
atención de huéspedes en su propia casa, y de autos no aparece 
antecedente del que pudiera deducirse, ni remotamente, que el 
hospedaje que diera á Aberastain y su familia fuera á título 
gratuito, como éste lo pretende, 

10° Que, en cuanto al precio de 180 pesos mensuales que el 
demandante dice haber convenido con el demandado por su iilo- 
jamisnto, si bien él no se ha comprobado de una manera directa 
y evidente, aparece, sin embargo, constatado por la prueba tes- 
timonial enuncíala que tal precio es equitativo, dado el número 
de las personas que constituían la familia de Aberastain, y ha- 
biéndose comprobado igualmente que su alojamiento fué de 14 
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meses, como se expresa en la demanda, debe entúoces también 
declararse acreditada la suma demandad* . 

11° Que finalmente y respecto á los intereses monitorios que 
se reclaman, ea jurisprudencia sentada por la Suprema Corte, 
en diferentes fallos, qne éstos se deben por toda cuenta decla- 
rada de legitimo abono, desde la intimación al deudor, y debe 
entonces, en el caso, declararse éstos procedentes desde la noti- 
ficación de la demanda. 

For las consideraciones expuestas, fallo definitivamente : con- 
denando ú D. Domingo Aberastain ul pago de la suma deman- 
dada! con mas los intereses correspondientes, á estila de Banco, 
á contar desde la fecha de la notificación de la demanda, cuya 
suma deberá hacer efectiva en el término de diez días, uo ha- 
ciéndose lugar á la reconvención deducida, con costas. 

Hágase saber y repónganse los sellos, 

Juan del Campillo. 



rollo de Hupr*M» C'crtc 



Buenos Aires, Abril i de 1891. 



Vistos: Por los fundamentos aducidos por el Juez de Sección, 
que no se desvirtúan por las afirmaciones de los testigos del 
demandado, en relación á la cuarta pregunta del interrogatorio 
de foja veinte y nueve: se confirma la sentencia apelada de foja 
setenta y cuatro, con declaración de que de la suma mandada 
abonar debe hacerse deducción dd valor correspondiente ú la 
pensión c»rrida, desde quince de Noviembre de mil ochocientos 

irzo de mil ochocientos ochenta 
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y ocho, ti mérito de la prescripción alegada en esta segunda ins- 
tancia, j á la disposición de los artículos tres mil nuevccientos 
sesenta y dos y cuatro mil treinta y cinco del Cúdíqo Civil. 
Repónganse los sellos y devuélvanse. 

C. S DE LA TORRE. — LUIS V. 
VARELA . — AREL RAZAN, — LL'IS 
SAEHZ PESA. 



€ AVHA <;i 



Don Francisco Samiñun contra />, frtbh Labarre, por cobro 
de alquileres; sobre tilis-pemícncia y jurisdicción. 



Sumario,— í° El embargo preventivo pedido sin haberse dedu- 
cido demanda, no radica el juicio ante el Juez que lo ordenó. 

2° El extranjero demandado por un ciudadano argentino 
ante la Justicia Federal, no puede declinar la jurisdicción de 
ésta. 
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Taso.— Don Francisco Samifmn se presentó ante el Juzga- 
do Federal exponiendo: que D. Pablo Ltibarro le ea deudor 
de la cantidad de 750 pesos por alquileres vencidos correspon- 
dientes á los meses de Marzo, Abril y V quincena de Mayo 
de 1890 por el salou y kioaVo que le tenía arrendado en la 
Plaza López. Que no obstante de que, ante el Juzgado de 
Provincia á cargo del doctor Coronado solicitó y obtuvo un 
embargo preventivo, y de que, por el Juzgado de Paz do la 
3 a Sección tenía también entablada la acción de desalujo, pedía 
para preparar la acción ejecutiva y en mérito de lo dispuesto 
en el artículo 406, inciso 2", del Código de Procedimientos, se 
ordenara el comparendo del deudor para que maniGoste su 
calidad de locutorio y inhiba el último recibo. 

Acreditada la competencia del .Juzgado por ser Argentino el 
demandante y francés el demandad*), se convocó á juicio 
verbal. 

Notificado Labarre, expuso: que no procedía el fuero federal 
desde que ¿1 había aceptado la jurisdicción del Juez do Pro- 
vincia ante el cual había ocurrido Sainiñaíl, Pidió que no se 
hicie ra lugar A io pedido por Samiñan, con costas. 

Conferida vista al demandnndante dijo : que lo único que él 
había heeho ante el Juez de Provincia, era pedir un embargo 
preventivo para snlvaguunlar sus intereses, mientras el Juez 
Federal interviniera en el asunto. 

El Juez para mejor proveer, mandó que se pidiera informe 
al Juez de Provincia sobre si anie él hay causa pendiente entre 
Saminan y Labarrc soltre los alquileres reclamados y en su 
caso el estado del juicio, ó si las diligencias iniciadas son sim- 
plemente sobre embargo preventivo. 

IC1 Juez do Provincia remitió un informe do su Secretario en 
que expresa: que el H de Mayo de 1890 ¡Samiñan se presentó 
pidieudo embargo preventivo en bienes de Labarre, su deudor 
por alquileres, embargo que se trabó en las existencias en el 
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kiosfeo déla Plaza General López; que en 20 dol mismo mea, 
Labarre pidió que se constituyera el embargo trabado, con la 
fianza de don Pascual Acerado, á lo que se pro vejó de conformi- 
dad ; — que en 23 del mismo, Labarre pidió quo se ordenara & 
Samiñaa que dentro de 24 horas pidiera lo que correspondía ó 
se citara de remate al ocurrente;— que provaido esto de con- 
formidad, Samiñan manifestó que tenía ja establecida la de- 
manda correspondiente contra Labarre ante el Juzgado Federal; 
— que en 9 de Junio e! Juez ordenó que se remitieran los ante- 
cedentes al Juez Federal, de cuyo decreto pidió revocatoria La- 
barre apelandu en subsidio;— que la resolución de los recursos 
interpuestos está pendiente. 



Falte 4el Imi Federal 



Rosario, Julio :J1 dn 1690. 

Autos y vistos ; El incidente sobre incompetencia suscitado 
por don Pablo Labarre á foja 5, contestado por don Francisco 
Samiñan á foja 6, y la solicitud de éste último, corriente á foja 
2, versando estos autos sobre cobro de alquileres que éste hace 
á aquel, y 

Considerando: 1° Que el fundamento aducido por la parte 
do Labarre para que este Tribunal se declare incompetente, es 
el deque Samiñan tiene ya iniciada esta misru.i cuestión, por 
cobro de alquileres, ante el señor Juez de Provincia doctor 
Coronado, según lo expresa esta parte en el párrafo 3 o de su 
escrito de foja 5. 

2° Que dicho señor Juez de Provincia, respondiendo al ex- 
horto, que para mejor proveer este Tribunal ordenó se le 
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librara, manifiesta á foja 10, que lo único existente ante su 
jurisdiccioD.es un embargo preventivo solicitado por Samiñan 
en los bienes que Labarre poseo en el kiosko de la Plaza López, 
que es la construcción de la que proceden los alquileres que en 
las presentes se cobran por Saiuiñan á Labarre; demostrán- 
dose así nu ser exacta la aseveración de este último n que antes 
se na hecho referencia» 

3° Que los embargos preventivos que no son seguidos de la 
demanda respectiva, no producen la litis contestatio, y por 
consiguiente no radican el juicio en el Juzgado ante quien aque- 
llos se piden. 

4 a Que de acuerdo con esta doctrina, el Código de Procedi- 
mientos de la Provincia, en su artículo 970, da á las partes !a 
facultad de solicitar y de poder serle acordado el embargo pre- 
ventivo, aún ante y por Juez incompetente para conocer de la 
acción á que este embargo responda. 

5° Que caracterizando asimismo la poca ó ninguna trascen- 
dencia que tiene para los efectos del fuero un embargo preven- 
tivo, el mismo Código citado, de acuerdo con los principios más 
elementales de procedimientos, ensena igualmente, que si el 
embargo se hubiese decretado antes de la demanda, quedara 
aquél sin efecto por el solo hecho de no interponerse esta dentro 
de quince días desde que aquel se trabó (artículo 968 del Código 
citado). 

6 o Que de lo anterior surge entóneos claramente la conse- 
cuencia legal ic ser la demanda y no las diligencias de un 
embargo, las que radican el pleito y dan la jurisdicción i los 
Jueces; 

7° Que en el caso $ubjudice, esa demanda es precisamente 
la que se lia deducido por Saín man contra Labarre ante este 
Tribunal, y debe por tanto estarse á la jurisdicción que de este 
acto emana y no I la del Tribunal de Provincia, ante quien 
ningún juicio se ha iniciado. 
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8 a Que por otra parte, el eitranjero demandado por un ar- 
gentino ante la Justicia Federal, no puede declinar de jurisdic- 
ción, siéndole sólo permitido al extranjero prorrogar la jurisdic- 
ción de provincia cuando, como actor, inicia su litigio ante 
esta última (Fallos de la Suprema CUte, série 2\ tomos 3- y 
4°, páginas 7 j 302). 

Por tanto: Se declara ser competente este Tribunal Nacional 
para entender en el presente juicio, y en su consecuencia, líbre- 
se exhorto al señor Juez de Provincia doctor Coronado para 
que se sirva remitir lo actuado ante él sobre el embargo pre- 
ventivo de la referencia, trascribiéndose á sus efectos el pre- 
sente auto en la nota que se le dirija. Y proveyendo á lo soli- 
citado por la parte de Samiüan en su escrito de foja 12, hacese 
lugar Ú loen él pedido, designándose para que tonga lugar la 
audiencia, el tercer dia hábil posterior al del recibo en este 
Juzgado de los antecedentes solicitados del do Provincia, illa 
1 y media de la tarde. Xotifíquesc con d original y repónganse 
los sellos. 

tí. Escalera y Ztwiria. 



MI» «le I* IvprtMR C*rte 

Bueno* Airea, Abril 7 de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja trece; y repuestos los sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN Y1CTOMCA. — C. S. DE LA 
TORRE, — ADEL BAZAS. — IXIS 
SAESI PEfiA. 
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Doña Cecilia C. de Arrcchea contra don Juan Olivera, por 
cobro de pesos: sobre vencimiento de término probatorio 




no.— La Ley de 31 de Julio de 
Territorios Nacionales, 



comprende tam- 



Caso.^ Don Alfonso Caballero, por la señora Arrcchea, enta- 
bló la demanda contra Olivera por cobro de pesos 7000, parte 
del precio de un campo situado en el Paraguay. 

Olivera contestó la demanda alegando simplemente que no de- 
bía la referida suma. 

El Jaez recibió despees la causa á prueba por 90 días; y i 
pedido del demandante, concedió un término extraordinario de 
50 días debiendo comprenderse en él, el ordinario. 

El Secretario del Juzgado puso nota de haber vencido el tér- 
mino de prueba el 16 de Septiembre; y en consecuencia el Juez 
dictó el siguiente auto: 
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Setiembre 17. 

Agregúense las pruebas producidas á los autos y pónganse 
estos en la oficina á los efectos del artículo 313 de la Ley de 
Procedimientos. Repónganse los sellos. 

Quiroga. 

Ante mi : 

Augusto li, Blanco, 
Escríbaoo Secretario. 

Notificada de este auto ln parte demandante interpuso contra 
él los recursos de reposición y de apelación en subsidio. 

Para fundar el primer recurso dijo; Que los sucesos políticos 
desarrollados en la Capital de la República y que repercutieron 
en todo el país, motivaron la Ley del 31 de Julio de 1890, que 
mandó considerar como feriado para los procedimientos judicia- 
les de los Tribunales, el tiempo corrido y á correr desde el 26 
del mismo mes hasta el 15 de Agosto. Que así el término de 50 
días porque fué abierta la causa á prueba, no había vencido 
aún y no podía ordenarse la agregación de las pruebas. 

Corrido traslado, la parte demandada expuso: Que no tenien- 
do conocimiento de la Ley de 31 Julio invocada por el deman- 
dante dejaba que el Juez resolviese lo que creyere de justicia. 

Falto M J«es W*irmúm 

Posodas. Setiembre 21 do 1890. 

Vista la solicitud de reposición del auto de foja 10 vuelta y 
considerando; Que la ley del 31 de Julio estableciendo la prór- 
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Ies, debe interpretarse reducida a la 
l en virtud de que en el resto de ella lia 
muy principalmente en este 
en donde recien despuesde varios dias de pasado el 
movimiento, se tuvo noticia de él t habiendo durante los de los 
sucesos, funcionado este Juzgado como de ordinario y los liti- 
gantes ocurrido á hacer uso de de sus derechos. 

Que la consideración que motivó aquella ley» de haher la re- 
belión interrumpido todas las relaciones de la vida, paralizando 
la acción de la justicia, deja de existir fuera de la Capital, y 
especialmente para los habitantes de este territorio, quienes se 
verían verdaderamente perjudicados en todos los juicios que 
este Juzgado ha tramitado y resuelto durante el tiempo que 
ella ha venido ¡í declarar como feriado, mediando por otra parte 
la circunstancia que acá* se tuvo conocimiento de dicha ley sólo 
en momentos que espiraba ese término por no permitirlo de 
otro modo las distancias y dificultades ordinarias de la comuni- 
cación, agravadas en esa época por la interrupción del telégrafo 
continuada hasta ha poco. Por esto: no ha lugar á la revoca- 
toria solicitada. Se concede en relación el recurso de apelación 
interpuesto y remítase los autos á la Suprema Corte con noticia 
délas partos. Repónganse, los sellos. 



Quiroga. 



Buunos Aires, Abril 7 de 1891. 




acido oposición por el demandado 
a veinte siete; y atentos, 



- 
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además, los términos generales de la Ley de treinta y uno do 
Julio de mil ochientos noventa: se revoca el auto apelado de 
foja diez vuelta y se declara que del término de la prueba en esta 
cansa, debe deducirse el corrido desde el veinte y seis de Julio 
hasta el quince de Agosto del mismo aiio. Repónganse los se- 
llos y devuélvase. 

BENJAMIN YICTOR1CA. — C. S. 
ÜB LA TORRE. — Al. EL RAZAN. 
— LLIS SAENZ PENA. 



CAUSA €11! 



Don Francisco Funes contra don Juan Jorba, por reivindica- 
ción; sobre citación de eviccion. 



Sumario,— Xa citación de eviecion es un incidente del juicio, 
suspensivo del procedimiento en lo principal y debe resolverse 
como prúvia, sí se pide antes de contestar la demania. 
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Caso. Don Si ni baldo Vidal por don Francisco Funes, entablo 
demanda reivindicatoría contra don Juan Jorba, para que se 
ordenara á éste entregara parte de un campo situado en San 
Luis y denominado «Manantial deOclioa». 

Acreditada la competencia del Juzgado por ser Funes vecino 
de San Luis y Jorba de Rio 4-, Provincia de Córdoba, se corrió 
traslado de la demanda. 

Don Marcelino Ojeda por Jorba sin contestarla, expuso: Que 
el campo á que se reflere la demanda lo adquirió, como lo de- 
muestra la escritura que presenta, de don Garlos M. Escalada 
quien lo vendió á Jorba y á don Juan Canals ; 

Que de conformidad ú Jo dispuesto por los artículos 2108 del 
de! Código Civil y 85 de la Lej Nacional de Procedimientos, pedía 
que se citara de evicciou á los herederos de Escalada, residen- 
tes en la Capital de la República, y cuyos nombres expresa, sin 
que en el ínterin le torra término. 

Corrido traslado de la excepción, la contestó el demandante 
pidiendo: que se le deseche con costas y so mande contestar di- 
rectamente la demanda, sin perjuicio de hacerse la citación 
solicitada. Dijo: Que la citación de eviccion no constituye n na 
excepción dilatoria < 1U e pueda paralizar la prosecución del juU 
cío como lo demuestran las disposiciones de los artículos 2111 
a 2! 17 del Código Civil; 

Que el artículo 2108 del mismo Código invocado por el exoen- 
cionante, sólo alude á la citación que debe haoer el deman- 
dado para conservar el derecho; y el artículo 85 de la L¿j 
de Procedimientos, que también invoca, sólo se refiere á la 
época en que han de oponerse excepciones dilatorias, enumerán- 
dose las admisibles entre estas, por el articulo 73 de la misma 
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r«il* «1*1 J«e* rdenl 

Sun Luis, 30 tic Setiembre de 1889. 

Y vistos : Considerando: 1" Que es doctrina establecida por 
Ja Suprema Corte «que la citación de eviccion, que el compra- 
dor á quien se demanda la coda vendidn, hace al vendedor, para 
que le ampare en el dominio y posesión de ella, no es una 
excepción que pueda objetarse á la demanda, sinó un caso inci- 
dental del juicio i. Así como, que «el deber que tiene el ena- 
jenante de salir á la defensa del adquirente, no importa preci- 
samente la obligación de litigar ó de hacerse parte en el pleito en 
que ha sido citado de eviccion; binó tu de responder al compra- 
dor, en caso que fuese vencido en juicio,, no sólo del precio sinó 
también de todos los daños y menoscabos que le vinieran por 
esta razón » (Suprema Corte, serie 2', tomo 7, página W3 de los 
Fallos). 

2 o Que en la Justicia Nacional no son admisibles más excep- 
ciones dilatorias, que las expresamente señaladas en la Ley 
y ellas son para el juicio ordinario como el presente caso» las 
que designa el artículo 73 de la Ley de Procedimientos, 

Por esto y de acuerdo con lo solicitado por el actor, no ha 
ugar con costas, á la articulación deducida, debiendo el deman- 
dado contestar derechamente la demanda, en el término de Ley. 
Hágase saber. 
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Yislos y considerando: Que aunque la citación de eviecion no 
se llalla incluida entre las excepciones dilatorias determinadas 
por el artículo retenta y tres de la Ley de Procedimientos, debu 
reputarse por su naturaleza, como un incidente del juicio, sus- 
pensivo del procedimiento en lo principal, y que debe resolverse 
como previo. 

Que así lo tiene resuelto la Suprema Corte, naciendo juris- 
prudenciu, en el caso que se registra en el tomo treinta y uno. 
página treinta y cuatro de sus fallos. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja se- 
senta y una y se declara que el demandado no está obligado á 
la contestación de la demanda, mientras no se vcriGque la dili- 
gencia do citación que tenía solicitada. Repónganse los sellos 
y devuélvanse. 

HESJASUJi VICTOItICA . — C. S, DE 
LA TORRE. - ABEL BAZAN. - 
LMSSAENZ PISA. 
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C AUNA CTV 



Doña Paz Sarmiento de Laspiur contra don Valoro Vallo; sobre 

rescisión de contrato. 



Sumario.— I o El contrato de arrendamiento, cuyo precio 
consiste en una cuota proporcional de los frutos que produzca 
la cosa, es un contrato Je sociedad en que el locatario es socio 
industrial. 

2? Si éste no cumple con el servicio prometido, por su culpa, 
puede disolverse el contrato. 

3° Es inadmisible la prueba sobre hechos no alegados en la 
demanda y en la contestación. 

4° Loes también la testimonial producida para demostrar la 
modificación de un contrato escrito, cuyo valor exceda de 200 
pesos. 



CtMO.— La señora de Laspiur se presentó auto el Juzgado ex- 
poniendo: que ¿on fecha de 1° de Noviembre de 1889 entregó á 
don Valero Valle, por el término de tros años, que empelaron á 
correr desde ese mismo día, una viña que posee en lo urbano, 
para su explotación y cultivo bajo la expresa condición de que en 
el primer ano arrancaría la mitad de la viña vieja, emparejaría 
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ei terreno y lo plantarí i de nuevo, verificando igual cosa cvi la 
otra mitad en el segundo año, todo según contrato que celebra- 
ron. Que no habiendo cumplido Valle en el primer año trans- 
currido con la obligación consignada en el contrato, podía que 
se declarara ósle rescindido y se condenara al demand do á en- 
tregarle la viña y á indemnizarle los perjuicios, con costas. 
El contrato i que alude la demandante dice así : 

En la ciudud de San Juan el dia primero de Abril de rail 
ochocientos ochenta y nueve, los abajo firmados la señora Paz 
& de Laspiur por una parte y Valero Valle, hemos convenido 
en celebrar el contrato de arriendo bajo las bases siguientes: 

1* La señora Paz S. de Laspiur se c.-aiproinete entregar al 
señor Valero su propiedad que tiene ubicada en el Departa- 
mento de Santa Lucía, lindando por el Norte con propiedad de 
D. Desiderio Bravo; por el naciente con Iíoberto Sarmiento; 
por el Sur con la viuda do Hecha, y por el puniente con la Ave- 
nida San Martín; sin retribución de ningún género, por el tér- 
mino de tres años á contar desde el primero de Hayo. 

2* La misma señora entrega dos piezas do la casa para que Va- 
lero vira en la misma durante el tiempo del contrato y 
además entregará U bodega con todos los útiles de vaBija j 
prensa que se necesitan para la elaboración de los vinos que se 
harán en la casa; además entregará un arado y una muía ape- 
rada para los trabajos de la propiedad. 

3" La señora además se compromete pagar la mitad de las 
pensiones de irrigación y por entero la Contribución Directa. 

4* El señor Valero recibe la propiedad por id intermedio indi- 
cado en el artículo primero, obligándose el primar año á atrancar 
la mitad de la riña vieja, emparejarla, y ponerla en condiciones 
de buen riego, y plantarla de nuevo con la clase de sarmientos 
6 barbecho que la señora Paz entregará, y el segundo ano arran- 
cará la otra mitad en las mismas condiciones antedichas. 
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5 a La señora Paz se compromete entregar los sarmientos 6 
barbechos para tas plantaciones que se deben hacer, así como 
loa rodrigones, postes ú horcones y demás maderas ó alambres 
que la sonora quiera ponerle d las plantas nuevas. 

0° £1 señor Valero se compromete hacer la cosecha de las 
uvas que recoja de la propiedad, hacer los vinos y entregarle 
á la señora la mitad del producido, siendo por cuenta de Valero 
los gastos que estas cosechas originen y pagar también la mitad 
de los derechos de irrigación. 

7 a El señor Valero podrá utilizar los terrenos de la propie- 
dad en las plantaciones que él crea conveniente, sin que la se- 
ñora tenga participación en lo que recoja. 

8 a El señor Valero hará entrega de la propiedad tau pronto 
termine el contrato, pero de ninguna manera podrá la señora 
Faz prohibirle que haga ta cosecha de la viña del último ano y 
darle el tiempo necesario para que el vino esté en condiciones 
de trasladarlo, y entóneos es cuando hará entrega de la bodega 
con todos los enseres que ella contenga, y en las condiciones 
que estos se hallen, todos pertenecientes á la señora. 

9" En caso de que la señora quiera vender la propiedad, es 
entendido que el contrato quedará vigente, debiendo respetar el 
que la compre; de lo contrarío la señora se hará responsable de 
los daños y perjuicios que se originen. 

10° Al fiel cumplimiento nos obligamos ambos con nuestros 
bienes habidos y por haber, en la mejor forma que hubiese 
lugar en derecho. 

San Juon, 1* óo Abril de J88». 

Ya tero Valle. — faz S. de Laspiur. 
Testigos: Francisco t'rcullu,— Francisco X Alvares. 
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Acreditada la competencia del Juzgado por ser argentina la 
demandante y español el demandado. Se corrió traslado de la 
demanda. 

Don Valero Valle la contestó pidiendo que fuera ella deses- ' 
timada con costas. Dijo : Que es inexacto que haya incurrido en 
la inejecución del contratoque so denuncia, pues justamente uno 
de los primeros trabajos do que se ocupo tan luego que se 
recibió del fundo, fui el arranque de las cepas viejas en 
la parte convenida, lo que esta - á la vista y comprobará. 
Que si bien es cierto que el plantío no se efectuó no obstante 
estar preparado el terreno, fue porque la señora de Laspiur 
dispuso de la planta que ya había él arreglado para ese objeto, 
cediéndola ó vendiéndola al Dr. Laspiur ú otros á quienes ella 
la entregó. 



F»ll* «l+l Juez frrdrral 



Sau Juiui, Noviembre 5 de 1800. 

Vistos estos autos de los que resulta: Que doña Paz Sarmien- 
to de Laspiur, argentina, demandad D. Valero Valle, español, 
por rescisión del contrato de foja tres, exponiendo: Que con 
fecha primero de Abril del año próximo pasado le entregó á D. 
Valero Valle por el término de tres años, que empezaron á correr 
desde la fecha indicada, una vifiaque posee, para su eiplotacion 
y cultivo, bajo la expresa condición de que en el primer año 
arrancaría la mitad de la viña vieja, emparejaría el terreno y lo 
plantaría de nuevo, haciendo igual el seguido año, como consta 
del contrato. Que ental concepto, y no habiendo el señor Va- 
lero cumplido con la obligación consignada en el contrato, viene 
á demandarlo por su falta de cumplimiento á efecto de que el 
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Juzgado se sirva declararlo rescindido y condenar al demandad u 
á qoe le entregue la riña y le indemnice los perjuicios que le lia 
ocasionado. 

Habiéndose acreditado debidamente el fuero, se corrió tras- 
lado de la demanda. 

El demandado contenta: Que es inexacto que baya incurrido 
en la inejecución del contrato, pues de lo primero que se ocupó 
tan luego de recibir la riña fué del arranque de las cepas viejas 
en la parte convenida con la señora demandante, lo que está 
á la vista y se probará. Si bien es verdad quo el platío no se 
efectuó, no obstante de estar preparado el terreno, fué porquo 
la señora de Laspiur dispuso de las plantas que ya se habían 
arreglado para ese objeto, cediéndolas Ó vendiéndolas al doctor 
Laspiur ü otros á quienes i-lla las entregó. Y concluye pidien- 
do se desestime la demanda con costos y costas. La causa se 
abrió a prueba. 

Y considerando: 1" Que negados lus hechos en que se funda la 
demanda, corresponde al actor la prueba y el anto de foja ocho 



2» Que los puntos sometidos á In resolución judicial son úni- 
camente los indicados en la demanda y contestación y no los 
que se dedujeren en la secuela del juicio, artículo trece, Ley de 
Procedimientos. 

3 o Que de la inspección ocular practicada con fecba trein- 
ta y uno de Mayo del corriente año, según acta de foja quince 
levantada del acto, resulta que don Valero Valle había arran- 
cado el ano pasado la parte de viña vieja que se obligó por el 
artículo cuarto del contrato do foja trece, poro no la había em- 
parejado ni U había puesto en condiciones de buen riego ni la 
había plantado de vinas; si bien es verdad que había sacado un 
peo de tierra de un borde de una acequia sin cumplir con esto 
loque se había obligado en el artículo cuarto del citado con- 
trato. 



así lo ordena. 
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4° Que ta prueba producida por el demandado de que hubo 
alteración verbal en el contrato, es inadmisible: I o porque no 
ha sido alegada en su defensa contestando la demanda; y 2 o 
porque es inadmisible la prueba testimonia] para modificar un 
cont rato escrito, cuyo valor excede de doscientos pesos (artículo 
mil ciento noventa y tres, Código Civil). 

5 o Que es un principio de derecho y jurisprudencia que los 
contratos bilaterales, cuando una délas partes no los cumple, 
la otra tiene derecho de pedir la rescisión del contrato con tos 
daños y perjuicios. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales: fallo de- 
clarando que D. Valero Valle no ha cumplido el contrato de fo- 
ja tres, declarándolo por esta causa rescindido y condenándolo 
¿satisfacer los perjuicios que hubiere causado sin costas. Há- 
gase saber con el original, repónganse los sellos y archívese 
oportunamente. 

i. Echegaray, 




Vistos: Debiendo reputarse el contrato de foja tres como do 
sociedad, con arreglo illa doctrina de la nota al artículo mí 
cuatrocientos noventa y tres del Código Civil; y estando dis- 
puesto por el artículo mil setecientos nueve del mismo Código 
que no prestando por su culpa el socio industrial, e! servicio á 
que ue obligó, los otros socios podrán disolver la sociedad. 

Por este t los fundamentos de la sentencia apelada de foja 



204 



FALLOS DE LA SUPREMA C0HTE 



veintisiete vuelta, y el mérito del reconocimiento esplícito 
hecho ante esta Suprema Corte á foja treinta y n¡ctepor el apo- 
derado del demandado de que su parte no cumplió en el primnr 
año de explotación do la Cnca A que se relieren estos autos, las 
estipulaciones del contrato citado de foja tres: se confirma con 
costas la sentencia referida de foja veintisiete vuelta 



BENJAMIN VICTOBtCA. — C. S. DE 
LA TOKIIE. — ABEL BAJEAN. — 



Criminal contra Pedro Villarruei, por violación Ue corres- 
pondencia; sobre encarcelación ¡/sobreseimiento 

Snmario.— La Lev de amnistía de 30 de Agosto de i 890 am- 
para también las infracciones del derecho común cometidas con 
un pronunciamiento político. 

(1) Por un error de copia é inadvertido mentó, se firmó esta ¿valencia con 
omisión do la palabra «concordantes* á continuación de ■fundamentos»,— 
El Secretario. 
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Caso. — Lo explica la siguiente 



PETICION 

Seüor Juez de Sección: 

Pedro P. Villarruel, detenido un la Policía de la Provincia, a 
disposición de V. S. por supuesta violación de correspondencia 
¡l V. fí. digo: 

Los artículos 262 y 263 del Código Penal no imponen miís 
pena que la pérdida del enipl-o al delito por el cual se me pro- 
cesa. 

En este caso, procede la excarcelación bajo de üanza, autori- 
zada porla Ley de Procedimientos. 

Pido á Y, S. se sirva decretar mi excarcelación bajo la íianza 
de D. Rodolfo Zapata, quien firma también este escrito en prue- 
ba de conformidad. Por tanto. 

A V. S. pido se sirva proveer como solicito. 

Pedro riUanuct.-ll. 3!. /apata. 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

El Ministerio Fiscal, evacuando la vista conferida, a V. S. 
expone : 

1° Que encontrándose este juicio en catado de sumario y no 
habiéndose aún constatado si el sumariado ha incurrido en deli- 
to que merezca pena corporal; 

§ Que siendo jurisprudencia establecida por la Suprema Cor- 
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te que en estos casos do se debe conceder excarcelación bajo 
fiama; 

3* Que según lo prescribe el artículo 262, Código Penal vijen- 
te, puede ser pasible de pena corporal el sumariado si se com- 
prueba que ha causado gravo daño á la causa pública, por 
cuanto la correspondencia violada ha sido la del se ñu Goberna- 
dor de la Provincia ; y 

Finalmente, teniendo en cuenta los fallos de la Suprema Corte 
Federal, série tomo 1° k página 85; série I a , tomo 4", pági- 
na 825; série l", tomo 6 o , página série í\ tomo 9 a , página 
382; y série 2% tomo 12, página 121; pido á V. S. se sirva no 
hacer lugar á la excarcelación solicitada, lis tal mi opinión, 



De conformidad & lo solicitado por el Procurador Fiscal, no 
ha lugar por ahora a la excarcelación solicitada. Repóngase el 
papel. 



salvo el más ilustrado criterio de V. S. 



Eaiudio, Enero 2 -i de 





Mcndow, Enero 27 de 1890. 



Campillo. 
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VmHm del Jue» lWwil 



i. Febrero 10 de 1890. 



Vistos y considerando: 1' Que el delito materia del presente 
sumario se halla regido por la ley de 14 de Setiembre de 1863 
que designa los crímenes cuyo juzgamiento compete á los Tri- 
bunales Nacionales, por cuanto tratándose de violación de cor- 
respondencia que se dico cometida por un empleado nacional y 
dentro de una oficina de la República, afecta directamente los 
intereses y dignidad de la misma. 

2° Que por consiguiente no son de aplicación al caso presente 
las disposiciones del Código Penal que invoca el procesado en 
apoyo de su solicitud de excarcelación y las en que el Procura- 
dor Fiscal funda su dictamen adverso, 

3° Que la citada ley en su artículo 52 establece como pena 
al empleado de la Administración de Correos, que detenga, ocul- 
te, destruya ó abra una carta dirigida á la Administración para 
ser entregada ó conducida, la pérdida del empico y trabajos 
forzados por dos i seis meses, ó* multa de cien-á trescientos pesos, 
ó una y otra conjuntamente. 

i" Que en caso de resultar en definitiva comprobado el delito 
que se imputa al procesado, la pena á imponérsele no podría en 
ningún caso exceder de la prefijada en dicha disposición. 

5* Que por el artículo 376 de la Ley de Procedimiento Penal 
se establece que cuando el hecho que motiva la prisión del pro- 
cesado merezca súlo pena pecuniaria ó corporal, cuyo raáxiraun 
no exceda de dos artos de prisión y otra conjuntamente, podrá 
decretarse su libertad provisoria siempre que preste alguna de 
las cauciones determinadas en el título en que tal disposición se 
contiene. 



208 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



6* Que en consecuencia y no apareciendo de to actuado hasta 
el pi ¿senté que haya mediado en el caso la reincidencia, reite- 
ración ó concurrencia de varios delitos, únicas en que según el 
artículo 377 del mismo Código no puede decretarse la libertad 
bajo caución, debe en consecuencia deducirse que ésta es proce- 
dente en la condición de provisoria con que lu sido solicitada. 

7" Que en cuanto día manifestación que el Procurador Fiscal 
hace en su precedente dictámen de haber recibido dennncias de 
personas caracterizadas subre malversación de los fondos de 
esta Sección de Correos y las que en su concepto constituirían 
un nuevo delito, el Juagado no puede apreciar tal manifestación 
con mérito alguno, pues ella ni constituye una denuncia formal, 
por la manera vaga o" indeterminada en que so hace, ni de autos 
resulta la menor referencia átal hecho. 

S" Que respecto á ta fianza ofrecida en la persona del señor 
don Fabián Coma, el Juzgado debe admitirla teniendo en 
cuenta la notoria responsabilidad del propuesto. 

Por tanto: se resuelve conceder ta excarcelación solicitada 
bajóla fianza ofrecida; en su consecuencia j previo el otorga- 
miento de la correspondiente escritura, oficíese al señor Jefe de 
Policía para que ponga en libertad al procesado. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



El Fiscal apeló y se le concedió el recurso en lo devolutivo. 
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VISTA DEL SENOA PROCURADOR GENERAL 

Bueoos Aires. Uril r de 1891. 

ta Corte . 

En otra ocasión he manifestado -X V. E. mi opinión de que el 
Uüigo Penal vigente es derogatorio de la Lev de 1 4 de Setiembre 
de 1863 que designó los crímenes cuyo juzgamiento compete á 
os Tribunales Nacionales y señaló su penalidad; porque habien- 
do sido ambas sancionadas por el H. Congreso Nacional, el pri- 
mero por ser de fecha posterior debe prevalecer sobre las dispo- 
siciones de aquella Lev. 

las declaraciones que en testimonio corren en el expediente 
agregado, y que hacen parte del sumario levaotadoá Pedro P 
ViUarruel, sólo versan sobre Iva hechos siguientes: apertura y 
comunicación de cartas y comunicación de telegramas. d e loa 
que se tomaba tamban copia. 

Tales hechos si resultaran debidamente comprobados, censtU 
tniríao los delito» previstos y penados por los artículos 362 y 
263 de dicho Código Penal. 

En esas declaraciones no se hatía la meuor referencia de que 
de la comunicación de la. cartas y telegramas que se expresan 
haya resultado ó podido resultar grave daño á la causa pública' 
ni mucho menos que la revelación del secreto de dichas cartas 
y telegramas haya sido hecho por dinero. Ni m | a nota que 
encabeza el expediente agregado, ni en el telegrama de foja 9 
vuelta ambos del señor Gobernador de Mendosa. * insinúa el 
grave daño á la causa pública que resultara de la revelación de 
su correspondencia, ni que el hecho se efectuara par dinero. 
' u 
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Tales como resultan del expediente agregado, me parece que 
109 hechos incriminados al procesado Villarrue) caen bajo la 
disposición del citado artículo 262, inciso 3\ con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 263 siguiente del Código Penal. Y 
siendo la pena impu?sta por dichos artículos la de destitución 
del empleo, pienso que la sentencia apelada debe ser confirma- 
da en su parte dispositiva, de acuerdo con lo resuelto en el ar- 
tículo 370 del Código de Procedimientos Criminales. 

Antonio E, Xataver. 



WmUm de I» InpttiM Cerlr 

Humos Aires, Abril 7 ilc 1891. 

Vistos: Existiendo antecedentes para juzgar que los delitos 
imputados ni procesado, si se bao cometido, lo han sido en un 
pronunciamiento político; y considerando: 

Que aunque ellos envuelvan una infracción del derecho común, 
atenta su importancia, debe entenderse aquella cubierta por el 
pensamiento político que ba sido su móvil y al amparo, de con- 
siguiente, de la ley de amnistía dé treinta de Agosto de mil ocho- 
cientos noventa: sobreséese en esta causa y vuelvan a sus efec- 
tos los antos al Juzgado de Sección. 

BENJAMIN VICTOMCA, — C. S. DE LA 
TOIIHE. — ABEL BAZAS.— LUIS 
SAETtZ PESA. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



«AUNA C'VI 



Doña habel Mnteavaro de ternes contra et ferrocarril Gran 
Oeste A rgentino, por entrega de mercaderías; sobre costas. 



Sumario.- El demandado que niega en la contestación la 
procedencia del reclamo, cuya legitimidad reconoce después 
debe ser declarado responsable do las costas causadas 



Caso. ~Dm Silvano Rodríguez, por la señora Monteararo de 
Mernes, Tiuda y única heredera de D. Francisco Mernes se 
presentó ante el Juzgado, exponiendo: que en 10 de Setiembre 
de (889, se cargaron en ta Estación Caroaruilá, 220 bolsas de 
trigo pura ser entregada en Mendoza á D. francisco Mernes* 
y con fecba 3 de Octubre d*l mismo ano, se cargaron también 
en dicha estación y con el mismo destine 235 bolsas de trigo. 
Que los wagones que conducían esta mercadería llegaron á Men- 
doza en Octubre de] añog&y fueron descargados el 9 del mismo, 
pero el trigo fue sustraído clandestinamente de la Estación 
habiendo sin duda los empleados dispuesto de él. Que tanto su' 
representada como Merncs reclamaron repetidamente, sin resul- 
tado, la entrega del trigo. Que siendo la Empresa responsable 
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de esta pérdida, entablaba deman la contra el Administrador de 
ella I). Guillermo Roberts para que le entregara inmediatamen- 
te las 455 bolsas de trigo 6 en su defecto el valor de ellas con la 
indemnización correspondiente por la demora y la diferencia 
del precio que tenía el trigo en Octubre de 1889 y el que tenga 
en el día del pago, y además las costas en el caso de resistencia 
ú oposición. 

Corrido traslado, contestó la demanda el Administrador Ro- 
berts exponiendo: que las 230 bolsas de tiigo no hablan sido 
entregadas d la Empresa para que fueran conducidas á Mendo- 
za y poc tanto, ella no puede ser responsable por esta carga, y 
teniendo conocimiento de que en la estación del Ferrocarril 
Andino en Rio 4\ existía una partida, de trigo perteneciente á 
la Empresa, había dado los pasos necesarios para que fueran 
conducidas a Mendoza, por suponer que era el reclamado, el 
cual sería entregado tan pronto como ae recibiera. Que en cuan- 
to á las 235 bolsas, la Empresa es responsable de la falta. Que 
en cambio, hacía constar que el actor no había entablado su 
demanda en forma como lo establece el artículo 70 del Regla- 
mentó de cargas de la Empresa, y mientras esto no so cumpla 
no puede ser obligada á abonar el valor de la carga; debiendo el 
actor presentarle las facturas originales de la casa vendedora y 
el conocimiento con la conetancia del Jefe de cargas en Men- 
doza. Que además, este trigo fué cargado por el remitente y sin 
responsabilidad. Pidió que aceptando la demanda respecto del 
reclamo, que no impugna» se desestimara respecto del otro. 

Convocadas las partes á juicio verbal, acordaron : 1° Que la 
Empresa abonaría las 235 bolsas de trigo por el precio corrien- 
te en plaza el 15 de Octubre de 1888, el cual sería fijado por don 
Angel Ceretti como perito; 2° Que libraban á la resolución del 
Jaez el panto relativo á los intereses; 3 o Que el flete sería 
pagado deduoiendo su valor del que el perito asignase al trigo. 

Aprobado este convenio por el Juez, el perito fijo el precio de 
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17 pesos por fanega de 15 arrobas; y en consecuencia se diesel 
siguiente auto: 



Auim del Juea Federal 



IfeodOM, Agobio 11 de 1890. 

Vistos: No habiendo sido observado el informe del perito D. 
Angel Ceretti respecto Á la estimación que hace del trigo, mate- 
ria de la demanda y á que se refiere el acta de f . .. apruébase 
aquella en todas sus partes, debiendo en consecuencia satisfa- 
cerse su valor por la Empresa demandada, con más los inleríHes 
correspondientes, á estilo de Banco, que el Juzgado declara 
procedentes en ol caso, en conformidad al articulo 225 del Có- 
digo de Comercio anterior. 

En cuanto al primer punto de Ja demanda referente al trigo 
de la carta deporte de f. .. ¿ prueba por veinte dias, la que deberá 
versar sobre si dicha mercadería fué entregada á la empresa 
demandada para su 



¡e 



luán del Campillo , 



Halláudose la causa en estado de prueba, se presentaron las 
partes expontáneaniente á juicio verbal y se levantó la siguien- 
te acta: 

En ocho de Octubre de 1890, comparecieron á juicio verbal 
los señores Gorman Kolm y don Silvano Itodriguez por sus 
respectivas representaciones y expusieron: Que habían con- 
venido en que la Empresa demandada abonara al demandante, 
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prévia liquidación y en el término de cuatro días, el ralor 
de los trece mil setecientos sesenta kilos do la carta de porte de 
foja 5 (sin número) at precio unitario por fanega do 17.2 % kilo 
fijado á f. 15 por el perito D, Angel Ceretti, quedando librada 
ri la resolución del señor Juez el punto relativo á las costas del 
juicio y debiendo lo» intereses liquidarse conforme á la opera- 
ción de foja 10 del expediente núm. 2099 sobre apremio segui- 
do entre las mismas partes. 

El señor Juez aprobó lo convenido ordenando que los autos se 
pusieran oportunamente al despacho para resolver el punto 
pendiente sobre costas del juicio y firmó con los comparecientes 
para constancia. 

Juan del Campillo. — Germán Kohn.— 
Silvana Itodngttez. 

En consecuencia el demandado presunto* la liquidación corres- 
pondiente á las 220 bolsas de trigo con los interés, por la suma 
de pesos 1.270,05. 

Con esta liquidación se manifestó conforme el demandante; 
y el Juei dictó el siguiente auto: 



fall* ««I Jm Federal 

Mendoza, Octubre 18 de 1890. 

Autos y fistos : Considerando, en relación á las costas cau- 
sadas en el presente juicio, punto librado á la decisión del Juz- 
gado según acuerdo de las partes consignado en el acta de f.„ : 
Que la Empresa demandada ba reconocido la legitimidad de los 
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reclamos objeta do la demanda, después de negar su procedencia 
en la contestación á la misma. 

Que el procedimiento seguido ha sido por consiguiente cau- 
sado por la resistencia inmotivada déla Empresa, máxime cuan- 
do también consta de autos que esta desoyó las gestiones que 
privadamente se le bun dirigido con igual fin. 

Que es doctrina sentada por la jurisprudencia de nuestros 
Tribunales que el litigante que no ha tenido razón probable 
para litigar debe cargar con las costas del juicio. 

Por tanto: se declara que estas deben ser abonadas por el 
dt-inandado, previa regulación. 

Y atenta la conformidad de los interesados con la liquidación 
de f... apruébase en todas sus partes, debiendo entregarse en- 
dosado al demandante el documento de depósito y devolverse 
bajo copia en autos al apoderado de la Empresa, la carta do 
porte de f,.. 

Hágase saber. 

Juan dd Campillo. 

t «II® Je Ir ftuprcnn Caite 

Buenos Aira, Abril 7 de 1891. 

Vistos : Por sus fundamentos: se confirma con costas el auto 
de foja cuarenta y cinco vuelta en la parte apelada; y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN VICT.mitA. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. — 
LUIA SAEitZ PENA. 
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CAUSA CVII 



Doña Elisa Díaz de Priesttey contra el doctor don Meotás Leiva 
y otros, por reivindicación; sobre rebeldía 



Sumario.— El no haber requerido i los vecinos de la casa 
habitación del demandado para la entrega de la cédula de cita- 
ción en defecto ó en la negativa de las personas de la casa á 
recibir la, anula la notificación y excluye la declaración de rebel- 
día contra el citado. 



Caso. - En el juicio iniciado por doña Eliaa D.de Priestley 
contra el Dr. D. Nicolás Leiva j otros sobre reivindicación de los 
bienes del antiguo mayorazgo de Huasán. se manifestó por la 
parte demandante y se acreditó por información sumaría de 
testigos, que el domicilio del Dr. Leiva era en la Provincia de San- 
tiago. Que la misma parte demandante pidió que el Dr. Leiva 
fuera citado por medio de oficio al Juez de Santiago. Que la 
misma parte pidió después, que habiendo sido elegido el Dr. 
Leiva* Diputado al Congreso Nacional, se dirigiera el oficio para 
su citación al Juez Federal de la Capital, proveyéndose de con- 
formidad. Que en consecuencia se dirigió oficio al Juez de la 
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Capital para que notificara al Dr. Leiva á fin de que compare- 
ciera á recibir el traslado do la demanda dentro de 30 días. 

Ante el Juez Federal de la Capital se presentó D. Cecilio 
Mallo, apoderado del demandante denunciando como domicilio 
del Dr. Leiva la casa calle de Cuyo núm. 947, y se mandó hacer 
la notificación en este domicilio. E! Secretario del Juzgado de 
la Capital se constituyó por dos Teces en el domicilio denuncia- 
do y no habiendo encontrado al Dr. Leiva, y negádoae las per- 
sonas que en él había á recibir la cédula, la fijó en la puerta de 
calle ante testigos, con fecha 10 de Julio de 1890. 

Devuelto el oficio así diligenciado, al Juez de Catamarca, la 
parte demandante se presentó en i i de Setiembre de 1890 acu- 
sando rebeldía y pidiendo que se diera por contestada la deman- 
da y se mandara llevar ade^/s el juicio. 

Se mandó que informara el Secretario y éste expuso que el 
término había vencido. 

Para mejor proveer, se confirió vista al Procurador Fiscal, el 
cual expuso: Que la Ley de Procedimientos establece la rebel- 
día para el demandado ¡cuando éste, á pesar de la citación no 
concurre á contestar la demanda. Que la citación en este caso 
se ba hecho por cédula y no oree que á los efectos de la rebeldía 
puede considerarse como tal sin que se tenga noticia segura de 
que el demandado la ha conocido. Qne en caso análogo la ley 
dispone qne al demandado que no se encuentre en eu domicilio 
se le cite por edictos. Que en este caso, el Dr. Leiva no puede 
considerarse como rebelde sinÓ como ausente. 
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MI* riel imi Fcáenl 

Calmiisrca, Setiembre ¿5 d« 180Q. 

Vistos los autos en la rebeldía acosada al Dr. Nicolás Leiva.* 
de la que resulta segun la información para acreditar el fuero 
federal y lo espuesto en el segundo otrosí corriente i foja 9 
del escrito de demanda, el Dr. Nicolás Leiva tiene su domicilio 
en Santiago del Estero y que sin embargo el eihorto para la 
citación de éste no se remitió á aquella Provincia, porque el 
demandante por el escrito de foja 77 solicito se dirigirte al Juez 
de la Capital de la República, el que ha diligenciado el eihorto, 
notificando al Dr. Leiva, dejando cedulón en una caso, que 
segun el mismo demandante eru donde vivía el Dr. Leiva, de 
todo lo que resulta que éste no ha sido notificado, ni en persona, 
ni en el domicilio que resulta tener de la información para 
acreditar el fuero Federal, y como la citación para comparecer 
en juicio es base esencial del procedimiento, so penado nulidad, 
y ella no ha sido hecha al mismo Dr. Leiva, ni en el domicilio 
que consta en autos: No ha lugar ú la rebeldía acusada (artícu- 
los 61 y 7t de la Ley de Procedimientos). 



f i C. FUjueroa. 
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rail. de la ftupr#w« C*r«e 

Dueños Aires. Abril 9 de 1891. 

Vistos: Resultando de las diligencias de citación corrientes 
en testimonio d foja seis, que no so ha observado en ellas la dis- 
posición del artículo sesenta y tres, en su parte final, de la Ley 
do Procedimientos, por no haberse requerido á los vecinos de 
la casa habitación del demandado paru la entrega de la cédula 
respectiva en defecto 6 en la negativa de las personas de la 
misma casa & recibirla: se cu^nna, por este fundamento, con 
costas, el auto apelado de foja t .cíe vuelta, y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOMCA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — ABEL 
DAZAN. — LUIS SAEHZ PENA. 
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CAUSA C VIII 



Don César Bolti contra 1K Abel del Corro, por inconstituciona- 
tidadde impuesto; sobre competencia. 



Sumario. — 1" La jurisdicción se determina por la naturale- 
za de la demanda en sí, y no por lo que se haga materia de 
contradicción por parte del demandada. 

2* Fundada la demanda en la violación de una cláusula cons- 
titucional, aunque el demandado no contradiga ese fundamento 
y sólo oponga excepciones de derecho común, su conocimiento 
pertenece i la Justicia Federal. 



Caío.— El Dr. D, Santiago Gorditlo por César Botti, ei-socio 
de la raion Botti y Hongiardini. j al cargo del activo y pasivo 
de esta casa en la Provincia de Tucumán, se presentó en 3 de 
Agosto de 1889 ante el Juez Federal de Tucumán, demandando 
á D. Abel del Corro rematador de los impuestos de introducción 
de vinos en la Provincia, para que fuese condenado £ In restitu- 
ción de 3050 pesos fuertes 57 centavos pagados en 1883 por h 
sociedad Botti y Mongiardini por dichos impuestos, con intere- 
ses y costas, alegando que el impuesto era inconstitucional. 
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como había sido declarado ya por fallo de la Suprema Corte en 
el expediente seguido entre Medina y el señor Benci. 

Acompaña 14 boletas de pagos, cujas sumas importaban la 
cantidad de 3050 pesos fuertes 57 centavos. 

Conferido traslado, Del Corro pidió se citara de ev ice ion al 
Gobierno de la Provincia, que se dió por citado y objetó la per- 
sonería de Botti, que la justificó con el testimonio de disolución 
y liquidación de la sociedad Botti y Mongiardini, que acom- 
pañó. 

Contestando en seguida la demanda pidió su rechazo, opo- 
niendo la excepción de incompetencia y prescripción. 

Respecto de la incompetencia dijo que tratándose de impues- 
tos y leyes Provinciales, Botti debió haber interpuesto la de- 
manda ante los Tribunales Provinciales, salvo el recurso del 
artículo 14 de la Ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre jurisdic- 
ción de los Tribunales Nacionales, en caso de dissutir la consti- 
tucioualidad de aquellos. 

Respecto de la prescripción, dijo que el pago del impuesto ae 
había hecho en 1883, y que la acción de nulidad de los actos 
jurídicos por violencia, error, dolo, intimidación, falsa causa, se 
prescribe por dos años según el artículo 4030 del Código Civil. 

£1 Jaez confirió traslado, y Botti contestó que debían dese- 
charse las excepciones opuestas, pues la competencia del Juz- 
gado Federal surgía ra t ion? maleriw por alegarse que la Ley 
del impuesto era contraria á la Constitución, en cuyo caso el 
artículo 4 de la Ley de 16 de Octubre de 1862 atribuía á los 
Jueces Federales el conocimiento de la causa ; y la prescripción 
de dos años no regía el caso de la restitución de un pago hecho 
indebidamente, que no era un acto jurídico, sinó que producía 
la obligación legal de devolver lo mal recibido, que se prescri- 
bía por 10 anos. 

Conferido traslado, Del Corro insistió en la excepción de in- 
competencia y de prescripción, diciendo que el artículo 4 de la 
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Ley de 16 de Octubre de 1862 se refiere á los casos de inconsti- 
lucionalidad de las Leyes Nacionales y que el pago que se 
supone indebido es un acto jurídico regido por la ley que orde- 
na ta devolución, y cae bajo la disposición del artículo 4030 del 
Código Civil, cuando se pretende que fue* hecho en virtud de una 
obligación nula. 



FalU *rl Juta Federal 



Tucuroan, Marzo 3 de 1890. 

Vistos: El Dr. D. Santiago Gordillo, en representación de 
D César Botti, entabla demanda por cobro de pesos contra Don 
Abel dd Corro. Dice que este es deudor á su representado de 
tres mil cincuenta pesos, con cincuenta y siete centavos, que le 
pagó por introducir vinos de otras Provincias, cuyo cobro se lo 
hizo en virtud de una ley inconstitucional, que creaba un im- 
puesto sobre la introducción de vinos de extraña Provincia, 
todo lo que consta de los recibos, que en número do catorce 
acompaña; y concluye pidiendo que, declarado inconstitucional 
dicho impuesto, se le mando devolver la cantidad y sus intere- 
ses con las costas del juicio. El demandado, contestando la de- 
manda, Gipone que ella no procede y dobe ser rechazada, ale- 
gando que la acción intentada está proscripta. Se trata, dice, de 
la nulidad de un acto jurídico, cual es el pago hecho por el señor 
Botti, en virtud de una ley que se pretende inconstitucional, de 
que resulta: Que siendo eso así, habría lugar & la nulidad de 
sus actos , y como consecuencia, & la repetición de lo pagado 
como pago hecho por error, falsa causa en razón de una ley que 
so dice nula, acciones ¡í las cuales el artículo 4030 del Código 
Civil, señalados años para la prescripción, teniendo los pagos 
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hechos por el Dr. Gordilto, cuyo devolución demanda, mucho 
más de ese tiempo, como se comprueba por las fechas mismas 
de los diversos recibos presentados por dicho Dr. Gardillo. 

Incorporada ú la contestación de la demanda, el demandado 
ha deducido exccpciur» de : competencia del Juzgado, alegando 
que esta causa, por i a naturaleza del asurto que la motiva, 
debe ventilarse en los Tribunales Provinciales, j de su fallo en 
definitiva, ocurrir á la Justicia .Federal, según lo tiene resuelto 
la Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo 8", serie 
2% página 171. 

T considerando, sobre esta excepción de incompetencia; Que 
el Juzgado aceptó el conocimiento de la presente causa, bajo la 
base de ser ella de jurisdicción Federal por razón de la materia, 
ó sea, en concepto de que se trabara discusión entre las partes 
sol-re la constitucíonalidad 6 inconstitucional ¡dad de la Ley 
Provincial que creó el impuesto, cuya devolución se demanda. 

Que esta discusión no existe, ni puede existir, una vez que el 
demandado en su contestación A la demanda, no contradice la 
incoustitucionalidad de la predieha Ley Provincial, alegada de 
contrario, sosteniendo su falta absoluta de repugnancia á la 
Constitución Nacional. 

Que sólo cuando él Juzgado hubiera de declararse sobre la 
validez ó nulidad de aquella Ley Provincial, podría explicarse 
la procedencia de la jurisdicción federal por razón de la materia, 
de acuerdo con el artículo A" de la Ley de 10 de Octubre de 
1862. 

Que no siendo así, no estando en discusión ninguna ley, que 
se diga opuesta ó repugnante á la Constitución de la Nación, 
no exisle el motivo sobre que reposaría k intervención de la 
Justicia Federal, por razón del fuero de la causa. 

La discusión, no versa, pues, sobre si la Ley de la Provincia 
que creó el impuesto en cuestión, sea ó no repugnante á la 
Constitución, único caso en que sería procedente la Justicia Fe- 
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deraU con prescinden cia del fuero de las personas, ella, no 
afecta ningún principio constitucional, reduciéndose á aaber si 
procede la devolución demandada, en vista del tiempo que se 
ha dejado pasar, sin pedirla, aceptándose de lecho y derecho 
la nulidad ó inconstitucional idad déla espresada Ley Provincial, 
una vez que esas enunciaciones no han sido contradichas en la 
contestación á la demanda de una manera categórica. 

De todo lo que resulta que la Constitución Nacional no figura 
para nada en la presente causa, ni tiene que ver con ella la 
cuestión á resolver. 

Por estos fundamentos, y no habiéndose afirmado por et actor 
que fuera además prof-edente la jurisdicción Federal por razón 
de las personas, fallo: declarando que este Juzgado es incom- 
petente para conocer en este caso. Húgase saber con el original, 
y repónganse los sellos. 

Delfín Oliva. 



VISTA DEL SKSOU PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, llano 3? de 1890. 

Suprema Corte: 

El Dr. Gordíllo pide al Juzgado de Sección de Tucuman, que 
declarado inconstitucional el impuesto en cuyo mérito pagó á 
D. A. Medina, cantidad de pesos por introducción de vinos á 
dicha Provincia de Tucuman» condene á dicho Medina a) pago 
de lo que indebidamente le entregó por dicho impuesto. 

La primera cuestión que hay que resolver ea, entonces, esta ; 
¿el impuesto es Ó no, en el caso sub judice, contrario á Ja Cous- 
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titucioti? Y no es necesario decir que esta cuestión, por razón 
de la materia, ea del resorte de la Justicia Federal. 

Pero, el demandado, dice el señor Juez de Sección, está con- 
forme en la inconstitucionalidad del impuesto, y por consiguien- 
te, este punto no tiene á la resolución del Juzgado, y separado 
él, su jurisdicción no procede por razón de la materia. 

Es este un error, á mi juicio. 

La conformidad del demandado y demandante en la inconsti- 
tucionalidad de un impuesto <í de un acto cualquiera, no quita 
ni da cacécter de inconstitucionalidad al impuesto ó acto, ni 
eiime á la justicia del deber de traerlo á su consideración y de 
hacer á su respecto la declaración ¡i que haya lugar. 

Es bien sabido, por otra parte, que la declaración de inconsti- 
tucionalidad de una ley, sólo afecta al caso sometido al fallo 
det Juez, sin invalidar ipso fado todos los casos de igual natu- 
raleza para loque se necesita, en cada uno, una declaración 
especial. 

En el presente, laconformidad de las partes facilitará la tarea 
del señor Juez de Sección, pero no le exime de la declaración 
prém en que funda el demandante su acción y su derecho á la 
devolución que solicita. 

Pido la revocación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



Uucnos Airei, i[ tr¡ | 9 

Vistos; Teniendo su origen y apoyo el derecho que el deman- 
dado hace valer en este juicio en una cláusula constitucional, y 
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debiendo determinarse la jurisdicción por la naturaleza de la 
demanda en sí, y no por razón de asentimiento que pueda ó no 
prestar el demandado dorante la secuela de la causa & las cues- 
tiones 6 pretensiones envueltas en la demanda; y conforme á lo 
pedido por el señor Procurador General en su precedente vista : 
se revoca el auto apelado de foja cuarenta y siete vuelta y se 
declara que el conocimiento de esta causa» corresponde ú la 
Justicia Federal. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

C. Sé DE LA TORRE. — LUIS V. 
VARELA. — ABEL BAZAS. — 
LL'IS SAEfiZ PEÑA . 



CAUSA CX* 



liona Lucia Santiliun de limeño contra ta Empresa dei Ferro- 
carril de Súnchales, y después contra doña Josefa C. de 
Giménez, por cobro de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — Compareciendo al joicio la persona citada de 
eviccion antes de contestarse la demiinrin, el conocimiento de 
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n„ corresponde é I. Nacioaal, .i el fuero Federal 

no procede po, it u ( . ' "° " oeral 

citada de eviccio». P 0n *° P" 801 "' 

Cuso. - Doña l„,cf» Santillan de Briseño S e presentó ante ni 
Juzgado oponiendo: Que posee* tftulod,. pro» Z 1 ' r 
«o ubicad, como 4 „ to cuadras .1 K .0. de la P|. i 
Lr,u«a,,on,p„eatou.u„. cuadra, ae Jt a j 2 rZZ 
cu» 8ld o coreado por lallnea de. Ferrocarril de Su„ *lc 

El*' " — ^ '««U a. repregunte 
d cha Impresa Dr. D. Antonio & Ru8Í „o| p. r la antM ¿ 

gHM pesos en que estima el terreno ,„e .0 le ha tomado R£ 

M T p 1(Ie se le al)on , fste va , or< con costM 

1S1 Juez convoco i juicio verbal. 

En este acto, el representante de la Empresa ««uso - O... .1 
|S *— • fenece , fa Empresa! po^con'- 
« bochan dou» J ,ef,C. de Oimenez. Que eu consecnen a 

propone recobrar el terreno tomado por la „mnr.,T. a 
¡i» . valor ,1 1. demaudant. SÜWBKaC 
propietaria; j pidió „»„ fl0 „ h¡ciera lngar al art(cn|( , eraaam 
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TucumoD. Setiembre 2ti do 18H9. 



Vistos: De acuerdo cod lo dispuesto poi el artículo 2108 del 
Código Civil y de conformidad con lo pedido por el representante 
de la Empresa: cítese á Doña Josefa C. deGimenez t corriéndo- 
sele al efecto traslado de lo manifestado por la Empresa. Hágase 
saber y repónganse los sellos. 



Doña Josefa G. de Giménez espuso: Que el Juzgado era in- 
competente para conocer en el asunto desde que la demandante 
y ella eran argentinas. Que además, había entre las mismas 
cuestión pendiente radicada ante el Juez de lo Civil de la Pro- 
vincia sobre la misma linca, cuya propiedad se atribuye la de- 
mandante. Pidió que por este motivo se declarara el Juiz in- 
competente. 

Corrido traslado, el representante de la actora pidió que se 
rechazara con costas la excepción de incompetencia. Dijo: Que 
en la demanda se ha deducido una acción personal contra la 
Empresa y la citación de la señora Giménez no tenía más objeto 
que el que esta señora manifieste si recibió e) precio que se 
reclama. Que de lo que se conió traslado a la señora Gimeuez 
fué de la manifestación de la Empresa, no de la demanda perso- 
nal contra ella, y desde luego, la excepción de incompetencia es 
improcedente. Que es falso que entre la demandante y la señora 
Giménez exista cuestión sobre Ta finca de que se tr;ita, y todo 
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loque hayal respecto es lo siguiente: aquella señora dirigió 
una oposición á la actora por ante el Juzgado del Dr. Mena; 
mas como por este Juzgado la actora no tenía cuestión alguna 
ó cosa que se parezca, contestó en ese sentido; eso es todo lo 
que hay. 



J un Federal 



TucnmoN, flctiibrr 23 de 1889, 

Vistos: De los que resulta: Que demandada la Empresa del 
Ferrocarril ú Súnchales por Doña Lucía Santitlan de Briseíío 
para que abone á la demandante el valor de un terreno ocupado 
por aquella en servicio de la vía, dicha Empresa promueve ar- 
tículo de previo pronunciamiento, alegandoe*tar pagado el valor 
que se le cebra; que ese pago fué hecho a Dona Josefa C. de 
Giménez, según lo acredita la escritura acompañada, y que es 
esta señora quien debe contestar la demanda; que saliendo á la 
defensa de la Empresa, Doña Josefa C. de Giménez, en virtud 
de la citación que se le mandó hacer por el auto ejecutorio de 
foja 5, dicha señora pide que este Juzgado se declare incompe- 
tente para entender en el asunto por ser ella y la demandante 
argentinas y vecinas de esta localidad (escrito de foja 15). 

Y considerando : Que tomada por Doña Josefa C. de Giménez 
la defensa del asunto, la Empresa deja, por el hecho, de ser parte, 
y nada tiene que hacer en la cuestión entre la demandante y ta 
señora Giménez, desde que ha oblado el precio de la expropia- 
ción y lo que se va á discutir, no afecta derechos de la Empresa, 
sino ácuál de las dos pertenece el valor del terreno expropiado! 
que consecuente con esta declaración, es indudable que este 
Juzgado carece de jurisdicción para entender en el juicio reía- 
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otoñado, desde que la materia del asunto y la calidad do I;is 
personas, son ajenas á la jurisdicción federal. 

Por tanto: Y siendo uu deber del Juez en cualquier es- 
tado de la causa, resolver sobre su incompetencia y aun 
desechar desdo el primer momento la demanda (artículo 
3° de la Ley de Procedimientos): esto Juzgado so declara 
incompetente para entender en el presente asunto, y las 
partes ocurran donde corresponde. Hágase saber con el origi- 
na), desglósense los documentos presentados, haciéndose entrega 
de ellos á los interesados y repónganse los sellos. 



Vistos: Atento el estado do la causa ú la fecha de la compa- 
rencia en ella de Doña Josefa C\ de (Uiuenca, y por sus funda- 
mentos, se coniirma con costos el auto apelado de foja diez y 
nueve vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



Delfín Mira. 




Buenos Aire*, Abril H de \m\. 



BEHJAHM VICTOIUIA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V, VARELA-— 
ABEL KAZAN.— LUtSSAMI PfcSA. 
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CAUttA C X 



Han Javier Haca contra ef Presbítero II Manuel Marco, por 
rescisión (te contrato; sobre pruebo testimonial 



Sumario, — Xo deben ser admitidos á eximen los testigos 
ofrecidos con sólo un día de anticipación al del vencimiento del 
término probatorio. 



Caso.— Contestada la demanda, se recibióla causa á prueba. 

La parte de Marco presentó entre la suya y con fecha 30 de 
Junio de 1800 á los testigos D. Tomás Fernandez y D. Ignacio 
Vichi; y el Juez señaló dia para que se recibiesen sus decla- 
raciones. 

La misma parte de Marco en igual fecha, tachó a) testigo Don 
Antonio López, presentado por el demandante, y ofreció como tes- 
tigo para probar la tacha á D. Benito Grana. El Jaez señaló 
dia para que fuera examinado este testigo. 

Notificado el actor, pidió reposición de ios autos disponiendo 
el exámen de los mencionados testigos de Marco, alegando: Que 
elloi habían sido presentados el mismo dia en que venció el 
térmiuo de prueba ün acompañar la lista que la ley prescribe 
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coa la expresión de profesión y domicilio de loa testigos, y 
cuando ya no tenía tiempo para taoharlos. Que conforme á lo 
dispuesto por el articulo 101 de la ,ey de Procedimientos, cor- 
respondía declarar vencido el término y no admitir los testigos 
ofrecidos por Marco. 

Corrido traslado, lo evacuó e) demandado pidiendo que no se 
hiciera lugar con costas á la pretensión de Daca. Dijo: Que esto 
confesó que Ea prueba de que se trata había sido ofrecida dentro 
del término probatorio. Que siendo esto así, no podía imponér- 
sele una limitación que la ley no impone. Que en cuanto a la 
lista de los testigos, la habría presentado, si Baca no hubiera 
entorpecido la recepción de esa prueba. 

El Juez maiidú para mejor proveer, que el Secretario infor- 
mara sobre Ja fecha en que venció el término de prueba ; y dicho 
funcionario informó quo había vencido el 1" de Julio de 1890. 

Mandó asimismo el Juez que el Secretario informara si tos 
testigos ofrecidos por Marco habían sido anotados en lista; y 
el Secretario informó que no había lista alguna de testigos. 



Falle del Juex Federal 

Mendoza, Setiembre 18 J<; 1800. 

Vistos y considerando: i° Que por el artículo 120 de I* Ley 
de Procedimientos se establece: Que tres días antes de! seña- 
lado para el exámen de los testigos se pondrá de manifiesto en 
la Secretaría una lista expresiva de los nombres, profesión y 
domicilio de los testigos presentados por las partes. 

2 o Que en conformidad á la disposición legal citada, la Su- 
prema Corte ha declarado que para que los testigos puedan ser 
examinados, debe hacerse manifestación de su domicilio y pro- 
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fosion, cuando menos tres días antea de vencer el término de la 
prueba (Fallos de la Suprema Corte, série 2V tomo 3", páiri- 
na 76). 

3» Que según el precedente informe del Secretario, el término 
de prueba en esta causa venció el f * de Julio del presente año 
y los testigos á que se reiiere el recurso interpuesto han sido 
ofrecidos por el demandado en fecha 30 de Juuio anterior, ó 
sea un día antes del vencimiento del término probatorio, según 
consta del cargo puesto al pié de los escritos de f,.jas 58 y 59 f 
s:n cumplirse por otra parte con la prescripción de la ley en 
cuanto á la manifestación, en lista, do sus nombres, profesión 
y domicilio. 

Por tanto : y haciendo lugar al recurso de reposición inter- 
puesto; se declaran sin efecto los decretos de fecha \« de Julio, 
corrientes a fojas 58 y 50. 

Juan del Campillo. 



llufiins Ams, Abril H Je 1891, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja setenta y seis, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

flEKJAHIN VICTOMCA. — C. S. DE 

la Tonnr — luis v. va hela. - 

ABEL BAZAS.— LUIS SAERZPEHa. 
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«'AUfcA CXI 



thm Juan CoriñO contra éí Intendente Municipal tfe ta Capítol, 
por devolución de impuesto Vtconslilitvwrmt; sobre compe- 
tencia . 

Sumario. — La acción para obtemr la devolución de lo paga- 
do á la Municipalidad por un impuesto inconstitucional, cor- 
responde al conocimiento déla JtiUcia Federal. 



Caso t — En 30 de Julio de IK8C, D. Florencio F. Carreras 
por D. Juan Coriuo se presentó al Juzgado Federal, exponiendo: 

Que venía á formular demanda contra el Intendente Munici- 
pal, D. Torcuato do Alvear, para que se le condenara á la devo- 
lución de la suma de un peso moneda nacional que por su orden 
había exigido á su mandante un empleado municipal, depen- 
diente sujo, á la entrada del Municipio, compeliéndolo A ello 
por la fuerza pública, á título de impuesto de abasta, fundán- 
dose en el artículo 16 de la Ordenanza del Concejo Deliberante 
de fecha 20 de Abril del 85 ; 

Que la Ordenanza que impugnaba era doblemente inconstitu- 
cional, por razón de la autoridad de que emanaba y por su natu- 
raleza jurídica ; 
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Que según la Ley Orgánica de 1882, el Concejo Deliberante 
era una corporación compuesta de dos representantes de cada 
Parroquia, elegidos a pluralidad de sufragios en elección directa 
del pueblo; y á | a Municipalidad de esa manera organizada, el 
Congreso le había dado entre otras facultades, la de sancionar 
anualmente los impuestos clasificados de municipales; 

Que no era ésta la autoridad de que procedía la ordenunaa á 
cuja obediencia he había sometido ú su representado, pues la 
Municipalidad se organizó en 1883, por elección popular; pero 
en 1885, debiendo proceden* á la elección do los representantes 
cuyo mandato liabía caducado, se decretó la suspensión de Jas 
elecciones y el 1\ (§, || eü ó las vacantes con personas que n0 m~ 
br<5 ; 

Que el P. K. no tenia facultades constitucionales para reem- 
plazar al pueblo en la elección de Concejales; y que si ese poder 
jamás podría crear contribuciones públicas, tampoco podía dar 
á una corporación por él nombrada esa facultad, de donde se 
deducía que el actual Concejo Deliberante era una simple comi- 
sión administrativa, sin atribuciones para sancionar impuestos. 

Agregaba que el impuesto era también nulo por su naturale- 
za intrínseca, pues se aplicaba á los vehículos que conducían 
substancias del abasto, sin distinción de clases, ni calidades, v 
se percibía á la entrada del Municipio. 

Que deesa manera la Ordenanza había creado una aduana 
municipal condenada por la Constitución, que prohibía termi- 
nantemente esa clase de impuestos, en sus artículos 10 y 11, 
cualquiera que fuera su denominación. 

Acreditada la competencia del Juzgado Federal por la distin- 
ta nacionalidad de las partes, el Juez dió traslado de la doman- 
da, y el Procurador Municipal, sin contestarlo, pidió que el 
Juez se declarase incompetente para conocer en el juicio, con- 
denando en costas al actor. 

Dijo: Que aún cuando la Municipalidad tenía por nuestras 
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leyes el carácter de persona jurídica y pedía adquirir, poseer y 
obligarse como un individuo, no perdía por eso su carácter pú- 
blico de autoridad comunal, y las relaciones de derecho que 
hubiera creado quedarían sometidas á la jurisdicción respectiva* 
según que el acto celebrado correspondiera al ejercicio de fun- 
ciones públicas y administrativas ó al dominio exclusivo fiel 
derecho privado, debiendo en el primer caso ser juzgado el acto 
ú contrato, en su naturaleza y efectos, por los tribunales admi- 
nistrativos, ú contencioso-administrativoa, puesto que se había 
realizado en la esfera de es» jurisdicción ; y en el segundo por 
los tribunales ordinarios ; 

Que era evidente que la Municipalidad, at dictar y poner en 
ejecución Ja Ordenanza que motivaba la demanda, había obrado 
en la esfera de acción que su Ley Orgánica le acordaba como 
autoridad administrativa, no siendo, por tanto, justiciable ante 
los tribunales ordinarios; 

Que, además, la demanda se reducía á pedirla devolución de 
1 peso ro/n., correspondiendo por consiguiente conocer al res- 
pecto á un alcalde de barrio, con arreglo al artículo 1" de la Ley 
Orgánica de los Tribunales de la Capital: esto cu el supuesto 
hipotético de que el conocimiento de la causa correspondiera á 
los tribunales ordinarios; 

Que la calidad de uxt. ¿..jera del demandante no podía surtir 
en este cuso los efectos del fuero federal, porque desde la pro- 
mulgación de la Ley del Congreso de 3 de Setiembre de 1878, 
quedaron excluidos de la competencia de los Juzgados de Sección 
todas aquellas causas do jurisdicción concurrente en quec) valor 
del objeto demandado no excediera de 500 pi sos fuertes, cuando, 
por otra parte y como sucedía en este caso, el conocimiento de la 
eausa cayese bajo el conocimiento de la Justicia de Paz, según 
las leyes de procedimientos vigentes. 

Conferido traslado de la excepción opuesta, la parte del de- 
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Dijo: que e\ demandado invocaba la Ley de 3 de Setiembre del 
78, en que se excluía del fuero federal lo* negocios judiciales 
de jurisdicción concurrente, de la índole de los enumerados en 
el artículo i a de la misma; pero había descuidado la prueba de 
luí tarso en ese caso el presente, 

Iilam6 la atención del Juez sobre <*l reconor ¡miento que se 
hacú por ese solo hecho de la jurisdicción del mismo, un prin- 
cipio, pues se confesaba que el Intendente, como representante 
del Municipio, era justiciable; y el argumento uo tendría razón 
de ser si no existiera la ley expresada. 

Agregó que el caso no era dejjurisdiecion concurrente sinó ex- 
clusiva de la Justicia Federal, pues la Suprema Corte (série 
I a , tomo 1", página 340) había dispuesto que los Tribunales 
de los Estados nn tenían jurisdicción concurrente para inter- 
pretar la Constitución; y evidenciado de esa muerte que la causa 
no fera de jurisdicción concurrente, dejaba establecido que la 
contraparte había reconocido la competencia del Juez. 

Dijo que el otro fundamento no éramenos inconsistente, pues 
las doctrinas del demandado eran la proclamación de la inata- 
rabilidad de las Ordenanzas Municipales, desde que no se reco- 
nocía que hubiera poder alguno apto para llamarlas á juicio 
cuando hiriesen los derechos privados, lo que era contrario Ala 
Constitución. 

Que la cuestión se reducía a* averiguar cuál era el Juez de 
la causa. 

Que no se trataba de un asunto contencioso-adminístrativo, 
sinó radicalmente contencioso, pues para que existiera lo cou- 
tencioso-administrativo, era necesario que existiera una autori- 
dad administrativa con jurisdicción para conocer en la causa en 
I a instancia, sin cuya resolución previa no era dable someter el 
litis al Juez común de las partes. 

Que en el caso actual faltaba esa base substancial, pues ni el 
Intendente, ni el Concejo podían entender en la acción instau- 
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rada, de donde se deducía que el asunto era-puramense conten- 
cioso. 

Agreg-'»: Que por razón de ta materia y de las personas la cau- 
sa correspondía ut fuero federal, segun el articulo 100 de la 
Constitución y leyes reglamentarias del mismo; 

Que se discutían puntos regidos por ía Constitución, como 
eran los impuestos al tránsito de Provincia á Provincia y la 
creación de aduumis interiores; 

Que se trataba de la vigencia y aiitoiidad de una ley del Con- 
greso, como era la Orgánica del Municipio, anulada por un de- 
creto administrativo; 

Que se trataba de la jurisdicción legislativa del Congreso en 
el territorio de la Capital, desde que se discutía la legitimidad 
de un impuesto creado sin su autorización; 

Que esas cuestiones eran discutidas por la Nación ante lus 
propios tribunales y nunca ante los locales ; 

Que la jurisprudencia de la Corte respecto del fuero federal 
para entender en las demandas contra las ordenanzas de carác- 
ter general de las Municipalidades, no era aplicable el caso pre- 
sente, pues aquella se refería á las Municipalidades de Provin- 
cia, qae eran parte de alguno de los tres podares del Estado; 

Que Ja autonomía provincial eligía que se les reconociera su 
esfera pTopia de acción gubernativa, y por eso so había decidido 
varias veces que aquellos negocios debían ventilarse judicial- 
mente dentro de los Estados mismos, 6 liten, ante la Suprema 
Corte en primera y última instancia, si la demanda se dirigía 
eontra la Provincia, con ocasión de los actos de sus Municipa- 
lidades. Pero esos procedimientos carecían de causales constitu- 
cionales tratándose de la Municipalidad de ta Capital, respecto de 
cuyos actos que comprometieran puntos regidos por la Consti- 
tución, no había impedimentos para que la Justicia Federal 
entrara directamente á conocer de ellos; 
Que si así no fuese, los vecinos extranjeros de la Capital no 
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tullirían jueces ante quienes llevar la defensa de sus derechos. 

Terminó llamando la atención sobre las doctrinas del Doctor 
Aluarracín en el 2» considerando de la sentencia contenida en 
la causa 47, tomo 14, serie 2* de los Fallos de la 
Corte. 



*'*IU drl Jure FrdrriU 




ñmnm Mm< Julio SOrte ffim, 

Y vistos para resolver sobre la excepción de 
propuesta por el Procurador Municipal : 

Resultando: 1" Que la acción deducida tiene por objeto ob- 
tener de la Municipalidad la devolución do un py>o mo- 
neda nacional percibido ó recaudado por agente* de aquella 
Corporación á título de impuesto de abasto sobre ar 
consumo introducidos á este Municipio á virtud de la 
7.a de fecha 20 de Abril de «880. 

2" Que la competencia atribuida al Juzgado para 
en diclia acción se bu fundado al iniciar el juicio en la distinta 
nacionalidad délas partes, siendo extranjero el demandante y 
nacional la Municipalidad demandada, 

3" Que objetada la jurisdicción federal bajo este punto de 
vista con el precepto del artículo 1- de la Ley de 3 de Setiem- 
bre de 1878, por el cual quedan excluidos do la competencia de 
los Juzgados de Sección todas aquellas caus¡is de jurisdicción 
concurrente en que el valor del objeto demandado no exceda de 
quinientos pesos, cuando por otra parte el conocimiento del caso 
cai^a bajo la jusdiceion de la Justicia de Faz; sostiene el actor 
que el caso propuesto es de jurisdicción exclusiva por versur 
principalmente la cuestión sobre la inconstitucionalidad de la 
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ordenanza antes mencionada no estando por lo tanto compren- 
dido en la disposición ciUda. 

Y considerando: I a Que In Municipalidad en su carácter de 
persona jurídica es demandante ante los tribunales de lo pura- 
mente contencioso toda vez que no se trate de acciones proce- 
dentes del ejercicio de las atribuciones que la ley le confiere en 
Itia secciones do seguridad, higiene y moralidad pública, para 
los cuales está expresamente reservado el procedimiento con- 
tencioso-administrativo, conforme á lo dispuesto en el artículo 
52 de su ley orgánica. 

2" Que si bien la creación y cuotacion de ios impuestos es 
un acto del Poder Público en su capacidad administrativa, las 
acciones de los particulares para obtener la restitución de lo 
pagado indebidamente, no participan de los caracteres que cons- 
tituyen la excepción al derecho común, en virtud del cual 
deben substanciarse en juicio y ante los tribunales ordinarios, 
ni la circunstancia indicada modifica la naturaleza de su capa- 
cidad jurídica para responder en tales juicios, como cualquier 
otro estado ó* corporación en el caso de impugnarse la constitu- 
cionalidad de una Ley Provincial pura obtener la devolución de 
lo pagado. 

3° Que la razón alegada para sostener que el caso de que se 
trata es de la competencia exclusiva de los Tribunales Federa- 
les, es que la acción deducida so apoya en la inconstitucional i- 
dad de la Ordenanza que creó el impuesto cuya devolución su 
demanda, y que el Concejo Deliberante que la dictó carece de 
facultad legal para crear impuestos por no estar constituido 
conforme á la ley Orgánica de la Municipalidad de la Capital. 

4" Que desde luego debe observarse que si bien por el artículo 
2% inciso 1° de Ja ley sobre jurisdicción y competencia, d« los 
Tribunales Federales de ii de Setiembre de 4863 corresponde 
a los Jueces de Sección el conocimiento de las causas regidas 
especialmente por la Constitución Nacional y las leyes que huya 
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sancionado y sancionare ei Congreso» por el inciso I o , artículo 
1 1 1 de la Ley Orgánica de los Tribunales de la Capital de fecha 
12 de Noviembre del año próximo pasado, han quedado excep- 
tuados aquellos casos regidos por leyes del Congreso que se 
refieren al Gobierno y administración de la Capital, entre io que 
evidentemente se encuentra comprendida la cuestión sobre la 
legalidad de ta organización del actual Cornejo Deliberante y 
sus facultades para crear impuestos. 

5" Que la aplicación de la Constitución Nacional entra en 
esto caso como un elemento inri ¡recto, puesto que no se trata de 
un impuesto especialmente regido por la Constitución, en el 
sentido que los comentadores lo entienden, de violarse un pre- 
cepto expreso que crea derechos en favor de los Estados ó de 
los particulares, sinú de la interpretación de una ley que puede 
efectivamente llegar hasta afectar derechos garantidos por la 
Constitución. 

6 o Que siendo ésta la ley suprema de la Nación á la cual 
están obligados á conformar sus actos todos los poderes tanto 
nuriouales como locales ú provinciales conforme á lo dispuesto 
en el artículo 31 de la misma, estos últimos tienen igualmente 
jurisdicción, para interpretarla y aplicarla como laentiendin, 
de modo que bajo este punto de vista el caso es también de ju- 
risdicción concurrente, sin que de ello resulte peligro alguno 
para la uniformidad del derecho nacional, porque para corregir 
los errores posibles está el recurso establecido en ei artículo 14 
de la Ley de 14 de Setiembre de 1803. 

Por esLos fundamentos, el Juzgado se declara incompetente 

Virgilio .tf. Tedin, 
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VISTA DELSESOR PROCLltAiiOll GENERAL 

Bunios m&i More*» í d* IWt 

Suprema Vorte i 

Por los fundamentos legales del escrito de foja 25 del Procu- 
rador Municipal de la Capital, y de ía sentencia apelada de foja 
40, soy de opinión que V. E. so sirva confirmar esta última. 

Antonio K. Malaver. 



Falte de I» ftuprrm* Certe 

JÍ.umioí Aire*, Abril !> de ltffll. 

Vistos y considerando: Que uno de los fundameutoa invoca- 
dos por la demanda para la devolución de los derechos reclama- 
dos, es la inconstitucienalidad de la Ordenanza Municipal que 
Jos impuso, por cnanto bajo el nombre del derecho de abasto, 
ella impone una verdadera contribución al tránsito, condenada 
pot los artículos diez y once de la Constitución, gravando la 
ciicutaciou de los productos de la Provincia de Buenos Aires á 
su introducción al municipio federal. 

Que se pone por consiguiente en cuestión directamente el 
lalcancey verdadero valor de una cláusula constitucional ,j se 
itiga un derecho fundado inmediatamente en la prohibición 
que ella contiene, y nacido de la misma. 
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Que siendo así, el caso debe entenderse regido por la disposi- 
ción d^l artículo cíen de la Constitución, y dos, inciso primero, 
ciento once, inciso primero, de las leyes de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres y doce de Xoriembre d<* 
mil ochocientos ochenta y seis, por Jos cuales se defiere á la 
Suprema Corte y Tribunales inferiores de la Nación el conoci- 
miento de las causas que versen sobre puntos regidos especial- 
mente por Ja Constitución. 

Que así h, tiene declarado esta Suprema Corte haciendo juris- 
prudencia en Jos casos completamente análogos al presente, qui- 
se registran en los tomos primero, página cuatrocientos ochenta 
y cinco; quince, página trescientos setenta y ocho; veinte y uno, 
página cuatrocientos noventa y ocho y otros de sus fallos. 

Por estos fundamentos, y adoptaudo los aducidos por el Juez 
de Sección en los dos primeros considerandos del auto apelado 
de foja cuarenta: se revoca dicho auto y se declara que el cono- 
cimiento de esta causa corresponde A dicho Juez, á quien serán 
devueltos en consecuencia los autos para que n-asumiendo la 
jurisdicción de que se ha desprendido, proceda a conocer y re- 
solver en ellos, reponiéndose el papel. 



BINJAMW VlCTOniCA. — C. S, |>£ 
LA TOltítE.— LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAS. - LUSSAENZPPSa, 
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4 AVHA 4 XII 



Don Diego I'etes, contra Don ttUfrid liaron, por cobro de pesos; 

sobre competencia 



Sumario. — El extranjero comprador de una mercadería que 
lia demandado al vendedor argentino ante la justicia loca), y 
ha promovida allí la cuestión relativa ú la responsabilidad de 
éste por diferencia de calidad de dicha mercadería, se entiende 
que ha prorrogado la jurisdicción provincial en la demanda que 
por la misma razón de la diferencia de calidud de la mercadería 
contratada, interponga contra aquel sobre devolución del pre- 
cio pagado. 



Ca$0. — Don Camilo Padilla, por üon Diego Pérez, se pre- 
sentó ante el Juzgado, exponiendo: Que hacía algún tiempo su 
representado contrat6 con Don Wilfrid Harón, de Tucuman, una 
cantidad de grasa u.ue debía serle enviada en plazos j condicio- 
nes r ^terminadas. Que la primera remesa de 300 tarros fué de 
mala calidad, porque contenía en su mayor parte sebo y el en- 
vase era imperfecto. Que Pérez, sin embargo, confiado en el pro- 
ceder corneto del demandado, puso su conforma en el conoci- 
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otra cantidad de grasa hasta completar la convenida en el con- 
trato ; pero en vista del primer engaño, Pérez no puso su confor- 
me en el conocimiento hasta cerciorarse de la clase j condicio- 
nes, haciendo intervenir al efecto, al Juez de Comercio de Salta 
quien designó dos comerciantes para examinar la grasa, quienes 
manifestaron que era sebo de vaca en sus tres cuartas partes, 
quedando la mercadería depositada por órden y por cuenta de 
liaron. Que Pérez abonó aquella en letras de cambio á 30, 00 y 
90 días, letras que fueron ejecutadas ante el Juzgado Federal 
por los tenedores de ellas Harón y Vega. Que esta cuestión cor- 
responde a! conocimiento del Juzgado, porque si bien ei deman- 
dado tk>ne su domicilio en Tucuman, el domicilio especial para 
la ejecución de las obligaciones creadas por el contrato, es Salta 
donde debían aquellas cumplirse (artículos 101 y 102 del Códi- 
go Civil; XIX, púg. 203; XIV, pág, 465, 80 v 120, serie i' de 
los Fallos ; Aubry j Rau, § 140). Que en virtud do lo expuesto 
y á mérito de lo dispuesta por los artículos 45G, 457 y 472 del 
Código de Comercio, demandaba d Don Wilfrid Barón por el va- 
lor de 200 tarros de grasa depositados ú su órden por mandato 
del Juez de Comercio, los cuales había abonado Pérez con las 
letras de cambio con m;ls los gastos, costas, danos y perjuicios ¡ 
importando dichos tarros 1800 pesos. 

Pidió que se citara á líarun por medio de ofido al Juez de 
Succión do Tucuman. 

Presento el demandante testimonio de las actimciones promo- 
vías para el reconocimiento de la grasa ; y en las cuales cons- 
ta además, que el mi^mo Pérez consignó aute el Juez de Comer- 
no de la provincia, el vabrdenna du la. Irtrasqne había firmado 
y cuyo plazo estaba vencida pidiendo que se hiciera saber á 
liaron y se retuviera una parte de su valor para cubrir el precio 
do la grasa depositada. 
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t «II* «Irl Jura Federal 

Snlln. Setiembre L&do I89u. 

Besultamlo que ]ior tos instrumentos acompañados consta 
que el Dr. Diego Pérez, evtranjero, se presenté ante el Juzgado 
de Comercio de la Provincia, pidiendo primero, el reconocimien- 
to y depósito de carias partidas de grasa á la orden de don MI- 
frid liaron, ciu^dano argentino, por no ser de la calidad con- 
tratada con este, y demandó luego la consignar-ion en pago de 
una letra de cambio que Latía aceptado con anticipación, soli- 
citando se corriera vista al señor Barón, y que de la cantidad 
consignada, se mandara retener el valor de la grasa, objeto do 
la demanda que interpone hoy ante este Juzgado Nacional ; quo 
por este hecho el demandante ha prorrogado la jurisdicción 
provincial y renunciado al fuero federal instituido en garantía 
del extranjero, en Jos casos de jurisdicrion concurrente por la 
distinta nacionalidad de las personas, sin que le sea permitido 
volver, sobre esta renuncia, a la jurisdicción nacional, porque 
es de excepción Ú improrrogable, que esta es la jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corte, en repetidos fallos, especial- 
mente en los de las causas LV1, página 351, tomo 8", série 2% 
y XVIII, pagina 79, tomo U de la misma série, de acuerdo con 
la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, que en el inciso 4" del artículo 12, en términos bien 
claros» dispone que siempre que en pleito civil un extranjero oV 
mande a un ciudadano, ante un Juez ó tribunal de provincia, 
se entenderá que la jurisdicción ha sido prorrogada, la causa so 
substanciará y decidirá por los tribunales provinciales, y no po- 
drá ser traída á la jurisdicción nacional por recurso algunn, 
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De donde se sigue que el pleito civil queda radicado ante los 
tribunales de ta provincia, re spccto del demandante, desde que 
ástc deduce su acción ante ellos, en cualquier forma que sea, é 
independientemente de la litación ó contestación del demanda- 
do, como lo ha declarado también la Suprema Corte, en la cau 
sa XC, página 117, tomo 2\ aúrie 1", y por consiguiente el re- 
ferido pleito debe ser sentenciado y fenecido en la jurisdicción 
provincial, con sujeción al artículo U de !a citada ley. 

Teniendo, además, en consideración que par.i evitar dilacio- 
nes y gastos inútiles á las partes, la ley impone al Juez el de- 
ber de deseclnir de plano, sin mas actuaciones, la demanda <<n 
Ja cual aparezca claramente que la causa no compete á la justi- 
cia nacional (art. 3- de la ley de Proc), se declara no haber 
lugar á la precedente demanda, por incompetencia de este Juz- 
gado. 

En consecuencia, el interesado ocurra donde corresponda. 
Repónganse y notifiquese con el original, 

Notificado el demandante pidió que se revocara el auto ante- 
rior ó se le concediera apelación para ante la Suprema Corte 
Dijo ; que lo actuado ante el Juzgado de Comercio solo impor- 
taba diligencias preparatorias para deducir en seguida la acción 
que conviniera. Que la jurisprudencia de la Suprema Corte ci- 
tada por el Juez es inaplicable a) caso. Que por otra parte ante 
el Juez de Comercio s<; lia heclio un pago por consignación del 
cual se confirió vista á Barón, sin que la haya contestado; pago, 
además, que se hizo efectivo ante ül Juez Federal en virtud de 
las exigencias de los tenedores de las letras. Que la acción de 
repetición entablada en estos autos, es diferente de la otra y las 
dos pueden existir conjuntamente sin que se erguyan; por cuya 
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razón la una no puede ser un antecedente para establecer la 
competencia del Juez que debe conocer de la otra. Que sí aca- 
tando el auto, dedujera su acción ante los jueces de provincia, 
el demandado declinaría de jurisdicción fundado en que Pérez 
es extranjero y él argentino, en que el primero tiene su domicilio 
en Salta y él segundo en Tucnman ; de d>ndc resultaría que el 
actor no teudría Jucji ante quien acudir. 

Se confirió vista al Procurador Fiscal, el cual se rxpidió mani- 
festando que ksñ juicio üft debía hacerse lugar á la revocatoria 
í^olicitadn. 



Auto del Jurs t>4?r«i 



Salla, Setiembre 33 de mx*, 

Y vistos : No siendo exacto quo negándose la revocatoria pe- 
dida se deje al ocurrente sin tener Juez i .te quien deducir su 
acción : I o porque el demandado no podrá correctamente decli- 
nar de jurisdicción ante ¡a justicia provincial, fundado en la ley 
de M de Setiembre de 1863, pues que el fuero federal, por ra- 
zón de la diversa nacionalidad de las partes, lia sido creado en 
beneficio del extranjero, y por consiguiente, es el único que 
puede exponerlo cuando es demandado por un argentino ante un 
Juez ó tribunal de provincia; 2" porque respecto á la juris- 
dicción por razón del domicilio, los tribunales respectivos de- 
terminarán el Juzgado que sea competente romo, en su caso, 
lo habían hecho los de la Nación, resolviendo si correspondía 
á este Juzgado Nacional ó al de ta Sección del domicilio real 
del demandado, según que existiera ó no el domicilio especial 
invocado por el mismo actor ú foja 28 vuelta, de conformidad al 
dictamen del Procurador Fiscal, y por las razones expuestas en 
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'¿ambrano* 



fallo ilr I» *ti|»rrm» lortf 

ItietiOS Air»'s, Abril í» de Í$$d 

Vistos ; Resultando del testimonio que corre á foja siete, que 
al hacer la consignación del valor de la primera partida de gra- 
*a á que se refiere la demanda, el demandante promovió ante el 
Juez local de la ciudad de Salta, la cuestión relativa á la res- 
ponsabilidad di-I demandado por la diferencia do calidad de 
aquella, solicitando que de la cantidad consignada se retuviera 
ta parte correspondiente al menor valor de dicho artículo. 

Y considerando : que este acto, importando una demanda en 
furnia sobre tal punto, prorrogó la jurisdicción de dicho Juez, 
eun arreglo á lo dispuesto por el artículo doce, inciso cuarto de 
la ley sobre jurisdicción y competencia do loa tribunales fede- 
rales, y radicó en consecuencia, el juicio ante el mismo, sin que 
baste en contrario, la circunstancia de que el demandante reti- 
rara posteriormente el valor consignado para hacer frente al 
pago reclamado por los terceros endosatarios de la letra de su 
referencia. 

Tor estos fundamentos g loa del auto apelado de foja veinte 
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y nueve vuelta, se confirma con costas dicho auto y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN VtCTOUtCA. — C. S, DE 
LA TORRÉ, -- LlIS V. VARELA. 
— ■ ABEL RAIA». — 

ceSa. 
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• 'AIS A 4X111 



Ihut irtum huítois enntm ¡hm ¡'"rttnn'sm f'ti.sti¡jli*ttri ; 
xttbre ctttnfilniiH'titn >lt l nuitrntn tic cutstntrrioii 



Sumario.— 1' La omisión del Juez en no re>ulwr la reconven- 
ción, debtí ser saltada dictando resolución al respecto: pero no 
invalida la sentencia pronunciada sobre la demanda. 

P Kl constructor de obras está obligado á reparar los defectos 
de construcción producidos por no habet seguido las reglas del 
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Caso,— Don Arturo Dubois, se presentó ante el Juzgólo ex- 
poniendo: que en Noviembre ele 1886, contrató con Don Francis- 
co Ciistiglioni, la construcción de una caá;* de vecindad en la éaííe 
de Comercio numero 72i antiguo. Que como puede probarlo. 
Castiglioni se comprometió á chavar lo< cimientos basta la tie- 
rra firme y á hacerlos en cal hasta una cuarta más arriba de I 
piso exterior, non ladrillos de cal y con una mezcla de úm partes 
de cal, seis de arena del río y dos de polvode ladrillo, debiendo 
construirse las demás paredes y tabiques con ladrillos de parecí 
agentados e., barro, excluso el frente que sería todo construido 
en cal. Que se obligó igualmente á colocar en Mas las habita- 
ciones del piso alto, cielo-rasos de yeso con unanWdura sencül.i 
al rededor y á ejecutar la obra garantizando que todo el trabajo 
sería hecho según las reglas del arte, por la suma de U.800 pe- 

* M mowñ * nat ' i0 »« ) . Impuesto *í"e elevado de común 
acuerdo por haberse hecho modificaciones. Que en lugar de cum- 
plir el constructor en estas condiciones, letantó las paredes sobre 
las antiguas de cerco que existían, lo que afecta la solidez del 
cdiiicio, habiendo ya principiado ¡í abrirse grietas en di; los 
cielo-ra*os tienen sülo una ligera capa de yeso que deja percibir 
ios tirantillos de madera. Que existen además otros defectos que 
no puede precisar por falta de conocimientos, pero que podrían 
*t determinados por maestro, mayores. Que según el artículo 
Um del Código Civil, los efectos del contrato de locación de ser- 
vicios serán juzgeos por las disposiciones sobre las obligaciones 
de hacer; y el artículo G25 establee.., que el obligado á hacer ó 
prestar un servido, debo ejecutar el hecho del modo en que fut- 
ía ¡uteDcion de las partes que el hecho se ejecutara; si de otra 
manera lo hiciere, se tendrá por no hecho ó podrá destruirse lo 
que fuere mal hecho. Que según el articulo 029. además, el 
acreedor puede forzar al deudor á ejecutar el hecho, ú no ser 
que se requiera violencia, en cuyo caso se resuelve la obligación 
en indemnización de perdidas é intereses. Que según estas dis- 
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posiciones, Castiglioni está obligado ¿reedificar todo lo que ha 
hecho sin sujetarse al convenio y en oaso de negarse A ello, á 
pagar la indemnización que sería determinada por peritos arhi- 
tradores. 

Pidió que se condenara al demandado en esta forma, con 
coatas. 

La precedente demanda se presento ante el J luz de 1" Instan- 
cia de la Capital, pero Castiglioni declinó sti jurisdicción, ale- 
gando que él era extranjero y el actor argentino. 

Este ni timo, se mostró conformo con la declinatoria y los autos 
fueron pasados al Juez Federal. 

Ante este, reprodujo Dubnis mj demanda ; y habiéndose dad*» 
por acreditada con estos antecedentes la competencia del Juez 
Federal, se corrió traslado 11 Castiglioni. 

Contestando ol demandado y reconviniendo á su vez, pidió que 
se rechazara con costas la acción deducida y se condenara opor- 
tunamente al actor al pago de la suma de 3000 pesos moneda 
nacional, que Dubois le adeuda, con sus intereses. 

Dijo: que no es exacto que haya faltado á algunas de las con- 
diciones convenidas, pues en toda la construcción procedió con 
sujeción á la voluntad de Dnhois ; las paredes fueron levanta- 
das en las condiciones que expresa el párrafo 10 de la demanda, 
con excepción de la medianera del costado Ueste, que por expre- 
sa determinación di-1 actor se construyó sobre la que anterior- 
mente existía, sin que esto afecte la solidez del edilicio, pues 
las grietas, si alguna exist«-, son producidas por el asiento de la 
construcción ; los cielos-rasos se hicieron por un yesero man- 
dado y recomendado por Dubois, y aún cuando esta circunstan- 
cia lo eximiría de responsabilidad por la imperfección del traba- 
jo si la hubiese, sostiene que no la hay y que los cielo-rasos son 
aceptables y el actor los aceptó desde que ha guardado silencio 
un año más ó menos después de recibirse do la obra. Que t i 
actor ha debido precisar loa demás defectos á que alude, ase- 
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sorandose de uu perito si carece de los conocimientos necesa- 
ríos. Que confesando Dubeis su ignorancia en materia de cons- 
trucciones, no puede ani mar que la de que se trata no lia sido 
Hecha ccn sujeción á las reglas del arte. Que» como según to 
dispuesto por jal artículo 1t>3i del Código Civil, la cuestión debe 
resolverse por medio de peritos, hace presente para que sirva 
en oportunidad como antecedente para apreciar los trabajos, que 
el precio total de la obra es de 17.000 pesos moneda nacional, 
contando con los 3000 que motivan la reconvención que deduce, 
y á los cuales se relie re el dncumento que presenta. 

Bate documento es un pagaré lirmado por Dubok á la orden 
de Castiglioni por la suma de 3000 pesos ; tiene la fecba de 9 de 
Abril de 1888, y exigible el 30 del mismo mes. 

Corrido traslado de la reconvención, la contesté Dubois, ex- 
poniendo ; que firmó el pagan'- que se le cobra por los compro- 
misos que provenían del contrato, como parte del precio de las 
obras ejecutadas por Custiglioni. tjue si e.stá vencido, es por 
i ansa de no haberse presentado á cobrarlo. 



tullo del Ju» iVdcral 

Mut uos Aires. Setiembre fi de 188Ü, 

Y vístala presente demanda entablada por Don Arturo l)u- 
bois, contra Don Francisco Caatiglíoní, sobre cumplimiento de 
un contrato ó indemnización de daños y perjuicios y contrade- 
manda deducida por este, por cobro de pesos. 

X resultando: I o Que ¡í foja..., se presentó Don Arturo Du- 
bois manifestando que en el raes de Noviembre de 1886, contra- 
tó con Don Francisco Castiijlioni, la construcción de una casa de 
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vecindad en la calle do Comercie, comprometiéndose Castiglioni 
ií eseavar los cimientos hasta la tierra firme y á hacerlos en c:il 
hasta Ja altura de una cuarta sobre el piso *itdrior, debiendo 
construirse las demás paredes y tabiques con la cillos de pared , 
¡isenUdos en barro, menos la del frente que seria toda cons- 
truida en cal. Debía además colocar i-ielo-rasos de yeso en tu* 
habitaciones altas, comprometiéndose ¡i ejecutar tnd>i este Ira- 
bajo según las reglas del arte de construcción, concluyendo por 
manifestar que Castiglioni había faltado a este convenio por 
cuyo motivo \ j demandaba. 

2 o El demandado, por su parte, contestando la demanda, ma- 
nifiesta que aunque Dubois no precisa bien las condiciones no 
cumplidas por Castiglioni, su afirmación general al respecto, no 
es exacta, pues Castiglioni ha ejecutado toda la construcción de 
acuerdo con la voluntad de Dubois. Las paredes han sido lera li- 
lailas en las condiciones arregladas con este y especificadas en 
la demanda, con incepción de la medianera del costado Oeste, 
que por expre&a determinación del demandante se construyó so- 
bre la que anteriormente existía, siendo falso que esta afecta la 
solidez del edificio. Los cielo-rasos de yeso fueron hachos por 
un yesero mandado y recomendado por Dubois, habiéndolas 
construido con sujeción á las reglas y uso común, siendo por 
tanto de recibo, y habiéndolas aceptado además el actor desde 
que ha guardado silencio durante un año ó más, después de reci- 
birse de la obra, concluyendo per contra-i- mandar á Dubois por 
la suma de 3000 pesos que le adeudaba, según con>ta de] pagan' 
de foja... 

3" ijue Dubuts, en su escrito contestando la contrademanda, 
ha reconocido la existencia de dicha deuda, limitándose ú ma- 
nifestar que firmó ese pagar»' por compromisos provenientes del 
contrato, como paTte del precio de las obras ejecutadas por Cas- 
tiglioni, no habiéndolo abonado por no haberse presentado el 
deudor á exigir su cobro. 
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los 



4° Que en 




de este juicio, se ti 





las partes aceren de 
ió la causa á prueba, 
a..., habiéndose pro- 
... íí foja, . . 

idad de las 
ejecutada por Casti- 



poT ambas partes, la que corre 
Y considerando : 1" Que T 
partes sobre la calidad de 

glioni, pues las condiciones de) contrato enumerado por Dubois 
en el párrafo primero de su escrito de demanda, han sid; recono- 
cidas tácitamente por el demandado desde el momento q uo no 
tas ha nejado (art. 8ü de Ja lej de Procedimientos), La aprecia- 
ción del Juzgado debe dirigirse á averiguar en presencia de ta 
prueba producida, si dichas condiciones han sido ó no cum- 
plidas. 

2" Que del informe unánime de los peritos, nombrados uno 
porcada parte j el tercero por el Juzgado, cuya opinión tiene 
especial fuerza probatoria en este caso por la naturaleza técnica 
de los puntos sometidos á su díctámen, resulta que el edificio 
adolece de varios defectos de construcción, como ser falta de la- 
drillos en varias partes del frente, falta de concreto en la cons- 
trucción del piso exterior, defec tos en Jos desagües ; los cielos a- 
sos no han sido construidos con arreglo al uso común ; además 
la pared medianera Oeste, ha sido construida sobre el anticuo 
muro de cerco, y hasta con barro, lo que ha ocasionado grieta- 
duras de consideración tanto en Jas paredes del mismo edificio 
como en Jas del vecino, por todo lo cual opinan que la casa no ha 
sido construida eon arreglo á las reglas del arte, manifestando, 
además, que la solidez deja mucho que desear, es decir, que p 0r ' 
los defectos de la construcción el edificio aunque no amenace 
una mina inmediata, está expuesto á sufrirla de un momento á 
otro, habiéndose grietado ya en distintos puntos. 

3 o Que estos hechos aparecen además perfectamente compro- 
bados por las declaraciones de los testigos Pedro Jffazoni (f j a 
Uii, y Andrea Raoegia (foja 27j, presentados por Gastiglioni j 



FALLOS DE LA SITHENA CORTE 



por las de los testigos Petrona S. de Ramos (foja 41), Eugenio 
Jardel (foja 43), y Angel Suarez (foja 45 vuelta) presentados 
por Dubois, siendo de ilutarse que l is tachas opuestas por el de- 
mandado contra estos últimos no son suficientes á juicio del Juz- 
gado para amenguar la fuerza probatoria de sus declara- 
ciones, 

4 o Que si bien el demandado ha manifestado que las mod i lo- 
caciones introducidas en la constrncci 
bochas de acuerdo con la toI untad é indicaciones de 
esta circunstancia que no lia sido probada en autos, no le exime 
de responsabilidad, pues el arquitecto ó constructor de una obra 

arte de 






cuando de 
ó menos inminente 
artículo 1630 



está obligado ú 

que el propietario de la misma quisiera lo 
las faltas de aquella resulta un 
de ruina, según se desprendo de Jo dispu 
del Código Civil. 

Por estos fundamentos : el Juzgado declara prooaaa ¡a 
da y de acuerdo con lo establecido por el artículo \ 630 del Código 
Civil y pedido por el actor, condeno ¡i Don Francisco Castiglioni 
á reparar los deterioros producidos en la caaa calle de Comercio 
número,.., ó en su defecto á satisfacer los daños é intereses y 
ú más, al pago de las costas del juicio. 

Kotifíquese original y repóngase las fojas. 



l/l'/i«í f parriza. 
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Hílenos Aires, Aí.ril fl de 1*U. 



fistos: Xo afectando a ta validez de la sentencia recurrida 
la circunstancia do haber omitido el Juez pronunciarse sobre la 
reconvención, no ha lugar ni recurso de nulidad interpuesto de- 
hiendo devolverse los autos para que se pronuncie resolución al 
respecto. 

Y en cuanto al recurso de apelación: por sus fundamentos, se 
confirma con costas la sentencia apelada de foja ochenta v tres 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 



nESJAWN VICTORICA.— C. s. DE LA 
TORRE. — LL1S V. VARELA. -- 
ABEL RAZtlf.— LUIS SAENZ PEÜA. 



T. XIII 
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«AUNA C XIV 




contra Ih Jacinto 
tte contrato de venta ; sobre competencia 



Sumario. — i° K1 extranjero demandadu por el argentino no 
puede invocar su renuncia del fuero federal para ¡ clinar la ju- 
risdicción nacional. 

2 o La exhibición del contrato de venta, cuya rescisión se 
demanda, pedida ante el juez local pur el demandado, no consti- 
tuye por sí sola prorrogación de jurisdicción, ni radicación de 
juicio. 



t aso, — Don Joaquín Capmany. se presentó ante el Juzgado 
expuniendo: Que el 30 de Julio de 1889, como consta de las es* 
crituras que presenta, compró á Don Jacinto Rodrigue/ Pardo 
dos terrenos situados en la ciudad del Rosario : uno situado en 
la calle San Juan esquina á otra cuyo nombre se ignora; y otro 
en lu calle General López entre las de Orden y Uruguay. Que al 
tomar posesión de los terrenos se encontró con que ol de la calle 
San Juan no se halla en el punto indicado y está ocupado en más 
de dos terceras partes por la calle 3 de Febrero y el Itoulevard 
Timbues; y con que el segundo ti ■ tic 8 varas de su fondo ocu- 



IÍE JLSTK IA NAf.lOSAl, 



pto* por ta callo ieMfW Lope,. Q« el w (ie , prcr¡0 fc 

cncdo y. «»„, el rendedor „ tu* «i te(¡11 de „ «J™ 
«ida no obstante liabírselo noonrldn ..mi, . 

ís r; 14,3 ™ 14 w '' 4disn Sí 

7" * C0, "' ,r, ' s ™ n «"•*" í Perjuicio» y , : „>tas 
-Vred.tuda le .-ompotenci. M Juzgado por Mr Argentino el 
—danto , Ori,nt»l el demandado ,. corrió trabado de 



Don Jacnto It„dri g „e 2 Pardo. ,¡„ contestarla, pidió 1W el 

*2 ■ T S " m -nocer en 1 can 'a co, 

. al actor Dijo: Qno si bien „ cierto que ó, es Z • tu 

•I. MWMWI lo es que con anterioridad á lápade la demanda 

* "»^.»tcrpelado i n:a 1 ,„,»„ T a„ t ee,. Ju ,. z Provincial fcS 
roñado p ur Wh ue curaplimiento „ , ^ 

I. c on. Qne , st(! , asI> „„ hab(a P 

• uer Federa . *, por otra parte y como (« JSSSSZ. 
■I« a jumpmuencia, el fuero federal procedo en Pst „, eaao» no 
en avor del ciudadano. si „ó de. extranjero. ql .ie„ puede" , 

palado i ( anmany con prioridad unte |, Jttstic¡a „„,, 
Ü.W entenderá., que renunciaba la Federal ""'"«"I. 
Corrido traslade do la excepción lo eracuó el demandant, p¡- 
endosn recibo «on co* t .s;dijo: Que ,,„ nay %™ ^ « 

tabre d. IM M presento Rodríguez Pardo al J„e Z de Pr „ in . 
-a anhelando que N intimara a C.pm.ny I. presentación I 
■mas mentaras de renta, como diligencia previ. )£B£ 
por e articulo 393 del Código do Procedimieatoa de la P^ n 
o«. , ¿ue al contestar la intimación manifestó (Capmanv, que en 
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cinco de Noviembre Las tenía presentadas en demanda por res- 
cisión de un contrato contra el mismo Rodríguez Pardo ante el 
Juez Federal. Que así no ha hecho el demandado otra cosa ante 
el Juez de Provincia que solicitar diligencian previas obtenien- 
do además el embargo de las propiedades: no ha deducido de- 
manda alguna y no puede decirse por consiguiente, que hay litis 
pendiente ante el Juez de Provincia. Que al solicitar las medi- 
das preparatorias, Rodríguez Pardo indicó que trataba de dedu- 
cir un juicio ejecutivo, el cual, aunque se hubiera iniciado, no 
tendría el mismo objeto que el presente, y no autorizaría por 
tanto» la excepción de litis-pendencia por ser éste uno de los 
requisitos que ella requiere; en otros términos, el demandado 
no persigue con el juicio ejecutivo toa mismos intereses que se 
persiguen en éste, con el juicio de rescisión; y de acuerdo con 
la opinión de los tratadistas así como con la jurisprudencia do 
la ¡Suprema Corte no puede haber litis-pendencia cuando no se 
trata de la misma causa, de las mismas personas y de la misma 
acción. Que por tanlo es improcedente ia litis-pendencia ale- 
gada y la que se acumula de incompetencia del Juzgado. 



rail» 4*1 Jdfi t>*er»l 

llOStrío, Jimio Üá du 

V vistos el incidente promovido por el demandado, deduciendo 
declinatoria de jurisdicción, a mérito de haber con anteiioridad 
á la demanda, interpelado al actor, ante el Tribunal de Provin- 
cia por falta de cumplimiento de los mismos contratos que sirven 
de fundamento á este juicio. 

Con lo alegada respectivamente por las partes, la prueba pro- 
ducida y corriente de fojas 54 á <»3. 
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Y considerando: I» Que la exccpeiin interpuesta por el de- 
mandado, es la que caracteriza con el. nombre de litis-pendencia, 
el inciso tercero del artículo setenta y tres de la ley nacional de' 
Procedimientos; 

W Que corresponde entóneos comprobar en el caso mb-juátee, 
la concurrencia de las condiciones esenciales ú la procedencia dé 
tal excepción, a objeto de determinar ia razón que la ampara ó 
la desautoriza; 

3" Que en tal concepto, es uniforme la opinión de los trata- 
distas y la jurisprudencia establecida, pura hacer consistir 
aquellas cuudiciones en Jas siguiente: primera, la existencia 
de dos litigios: segunda, que esos litigios versen sobre el 
mismo objeto y entre las mismas partes; tercera, que lo sean 
por demanda-* basadas en lu misma causa, explicándose su 
fundamento, porque, como diee Caravantes, no sería justo 
obligar á una persona a seguir un nuevo pleito sobre el mismo 
asunto de que había ya otro pendente, por cuanto si se dan 
sentencias conformes en ambos, se habría seguido un plei- 
to inútilmente, y si por el contrario son contradictorias las sen- 
tencias ó serviría la una de excepción de cosa juzgada respecto 
de la otra, ó de no ser así, no podría ejecutarse ninguna (Trata- 
dista citado, Ley de (enjuiciamiento, tomo 2", página 87 ); 

■i" Que suponiendo la existencia de las primeras condiciones 
establecidas en el anterior considerando, resultaría siempre au- 
sente la última, relativa á la identidad de eaum ó Ue aertim, por 
cuanto del certilicado corriente a foja 54 se viene en conoci- 
miento deque el juicio iniciado ante la justicia de Provincia es 
un juicio ejecutivo, en tanto que el presente, versa sobre res- 
cisión de contrato; 

5» Que siendo así, falta una de las circunstancias indispensa- 
bles á ta excepción deducida (Fallo de la Suprema Corte, corriente 
al folio 35 del tomo 9" de la segunda Série ). 

Por tanto, se resuelve no hacer lugar á la excepción deducida, 
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debiendo el demandado contestar derechamente la 'demanda en 
el término de ley. 

Xotifíquese y repóngase. 

i¡. ta/mi *j Zurir'tn. 



VISTA I1EL >ESüll PKOUI11AUOH (itNHl AL 

Bueno* Aires, S.-n bre i le 

Suprema Cofie : 

La jurisdicción de lo* Tribunales Nacionales en todas las cau- 
sas de su competencia e* privativa y exeluyentc de la que ejercen 
los Tribunales de Provincia, según lo dispone expresamente t i 
artículo I o de la ley de 1 i de Setiembre de 1803. Cuando se 
trata de pleito entre un ciudadano y un extranjero, esa regla 
sólo permite como excepción la que establece el inciso señalado 
con el número 4' del artículo 12 citado; admitiéndose la prorro- 
gación de la jurisdicción provincial cuando el extranjero conteste 
á la demanda <\n oponer la excepción de declinatoria. 

En aquella disposición pretendo el demandado Cumiar la pro- 
cedencía de la incompetencia que lia deducido de la jurisdicción 
del Juez Federal del Rosario; pero, ereu indudable que dicha 
prescripción legal no ampara su pretensión. 

Las actuaciones certiucadas que corren á fojas 5i y siguientes 
no po irían comprobar ta prorrogación si que la ley so reliere. 

Tampoco puede decirse que ellas estableen la litis-pendencia 
á que se acoge Rodrigue* fardo; puesto que Ja acción ejecutiva 
instaurada por este, según resnlta de los citado- documentos á 
foj; s 54 y siguiente*, es completamente diversa de la deducida 
en estos autos. 
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Así, pues, creo que la resolución apelada, debe ser confirmada 
por sus fundamentos, y en mérito de la jurisprudencia que en 
ella y on el escrito de foja 32 se mencionan. 

Antonio i:. Malaver, 



Fall* úr Ih ttu pro mi» Carlr 



Büenos \¡re<. Abril 11 de \m\. 

Vistos: Resaltando de autos que a la techa de la interposición 
de la presente demanda ante el Juzgado de Sección de la Pro- 
vincia de Santa-Fe, no se había deducido acción alguna en forma 
pnr el demandado ante el Juez local de la ciudad del Rosarlo, 
mediando sólo la petición de la exhibición de los documentos 
del contrato de compra-venta, a <|ur so reliere la demanda. 

Que esta diligencia no constituye por si sola prorrogación de 
jurisdicción ni radicación de juicio con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo doce, inciso cuarto de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunal, .s Federales, ni funda la excep- 
ción de litis-pendencia alegada, pues no importa una demanda 
ui la introducción de una instancia en forma. 

<¿ue aun al presente t\« aparere, además, que exista juicio al- 
guno pendiente ante el Juez citado del Rosarlo, pues si del testi- 
monio de foja cincuenta y cuatro resulta que con posterioridad 
á la iniciación de esta instancia y con conocimiento de ella, A 
demandado Don Jacinto Rodríguez Pardo dedujo ante dicho 
Juez acción ejecutiva contra el demandante, del mismo testi- 
monio aparece que ústa no fué aceptada por falta de presentación 
de los documentos que la fundaban, y no resulta que haya sid- 
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formalizada de nuevo con ellos ni emplazado debidamente el 
deudor. 

Por estos y los fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General, corriente á foja setenta y tres: se confir- 
ma con cusías el auto apelado de foja sesenta y siete, y repues- 
tos los sellos devuélvanse. 



BENJAMIN VICTORICA. — C. S. UE 
LA TORRE, — LUIS V. VARELA. — 
AREL RAZAN. 



ihm \aifor t haz por doña Betsalté Soria de lar (juta y doña 
l'elnmu Soria contra don Javier Punce de icón, por reiritt- 
dicücion de na campo; sofin- penoneria. 



Sumario. — VA poder conferido por los co-propíetarios de un 
campo con facultad de defendur la posesión, hacer respetar sus 
derechos, y deducir interdictos y demás accesiones que competan, 
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es bastante para ejercer ]a acción de reivindicación de dicho 
campo. 



f '«.so. — Don Nabor Üinz, por D" Betzabé S. de Larguía y 
JJ™ Petrona Soria, se presentó ante el Juzgado exponiendo: Que 
D' Carlota Soria, viuda de 1>. Antonio Palacios y legitima her- 
mana de sus poderdantes, vendió hace algunos años ú I). Javier 
Ponce de León, un campo sito cu el distrito del Taco, departa- 
mento de]Ancasti, denominado ■ Cóndor huasi », et que pertenece 
á las tres hermana* en condominio y por partes iguales, por 
herencia de sus padres ü. Eugenio Soria y D» Ana Rosa Ugos. 
Que las tres hermanas han conservado la posesión de dicho 
campo desde hace cincuenta años, más ó menos, habiendo sido 
t'l mismo quien lo ha administrado y trabajado a su nombre, 
hasta que se posesionó de él Punce de León, á mérito de la ya 
citada compra. Que la tomado posesión por Ponce de León no 
fué resistida, en el supuesto de que había comprado a las tres 
condómiuas, cosa que no sucedió, por lo cual sus poderdantes 
tienen el derechude reivindicar de aquél las dos terreras partes 
del campo, conforme á lo dispuesto en los artículos 2758 a 2761 , 
2772 y 2777 del Código Civil. — Pidióque secmidenara á Ponce 
de León a la restitución de las dos terceras partes del campo, 
con sus frutos como poseedor de mala té y al pugo de las costas 
del juicio. 

El poder conferido á favor de Diaz es del tenor siguiente: 
* Escritura N" 313. — En esta eiudad de I tumos Aires, capital 
de la República Argentina, á veinte de Mayu de mil ochocientos 
noventa, ante mí el presente escribano público y testigos al final 
firmados comparecieron dona Betzabé Surta de Larguía, de estado 
viuda, y doña Petrona Soria, soltera, ambas domiciliadas en la 
calle de tieneral Viamont, número trecientos treinta y dos, 
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mayores do edad, hábiles para este acto á quienes doy fé co- 
nozco y dijeron: Que confieren poder especial bastante á don 
Nabor Din?., vecino de la provincia de Cati marca, para que en 
nombre y en representación délas comparecientes, yántelas 
autoridades que competan en dicha provincia, formule una 
formal protesta, contra dona Carlota Soria de Palacio^ y 
contra quien más haya lugar con motivo de la enajena- 
ción que dicha señora Carlota Soria ha efectuado eu favor de 
don Javier Poner de León respecto -le un campo sito en el depar- 
tamento de Aucasti, lugar conocido por « Condorliuasi >, pro- 
vincia de Ciit'imarea, cuto campo, aseguran ios exponentes, les 
pertenece en condominio con su otra hermana la misma señora 
mimbrada doña Carlota Soria de Palacios, por herencia de sus 
padres don Kugenio Soria y doña Ana llosa Ogas, lo cual en ca^.t 
necesario, y en la oportunidad debida, sé justificará legal me ote, 
habiéndose realizado aquella enajenación, sin noticia ni inter- 
vención de las expouentes quienes conservan la posesión del 
inmueble desde hace cincuenta años más ó menos, como le consta 
al mandatario que esquíen ha poseído á nombre y por cuenta 
de las mismas comparecientes y de su citada hermana doña 
Carlota, pudiendo hacer y practicar A los efectos do dicha pro- 
testa todas las declaraciones y trámites que juzgue pertinentes 
y liarían las otorgantes si personalmente interviniesen. — Lo 
facultan también al mismo señor Díaz para que en nombre y 
representación de las señoras exponento* continúo como hasta 
el presente la posesión del referido campo y para él caso de que 
se le pretendiera perturbar en dicha peses ion, pueda reclamar 
de autoridad competente, se le ampare en la misma, haciendo 
respetar sus derecho*, deduzca interdictos y di más acciones 
que competan, prodiuca informaciones y ejecute en fin todo 
cuanto más considere conveniente á la mejor defensa de los 
derechos é intereses de las comparecientes, 

i Kn prosecución de tales encargos ocurra ante los señores 
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jueces y tribunales superiores é inferiores que correspondan en 
la provincia de Cntuinarca donde haga bu podido-, reclamos y 
gestiones oportunas podiendo interponer todos los recursos lega- 
les, prestar juramentos, producir pruebas, poner y absolví* 
posiciones, prorrogar y declinar de jurisdicción, apelar, tachar, 
recusar, formalizar protesto*; protestas,}" sustituir el presente 
en todo ó en partí' con relevación de costas. Al cumplimiento 
de lo expuesto su obligan conforme á derecho, Ku su testimonia 
previa lectura y ratificación, así lo otorgaron, uo lirmaron por- 
que dijeron no saher y por mandado du la señora Jíelzabé Soria 
de Larguía lo hace su li ¡jo el ductor don Facundo Larguíi, fir- 
mando á ruego dedoiia Petnma Soria don Tomás I. Larguía Ante 
Íoü testigos presentes y Unidle* don Miguel íiarcia y don Mel- 
clior A. Custroinan, vecinos de que doy fé. - Por mandado «le 
mi seüora madre: Facundo T. ianjuia. — A ruego de duna Pe- 
trona Soria: Tamái fjtrguht. —Testigos : Miguel (¡arria.— 
\L A. Cftstmmtin, — Hay un ?-c11q. — Ante mí: 'Instan I/. ,1/- 
mamlos, escribano público. 

«Concuerda con su matriz que pasó ante mi al folio seiscien- 
tos siete vuelta del Kcgistro número tres de t 'ruz, al que estoy 
adscripto, do| fé. — Para el apoderado expido c^te t.-stimoni ■ 
que sello y lirmo en Buenos Aires feclia de su otorgamiento. - 
Instan V, Almandox. > 

Acreditada la coiupeteuria del Juzgado por ser las deman- 
dantes vecinas de la capital y H demandado de la provincia de 
Catamarca. socorrió traslado de la demanda. — Don Javier 
Ponce de León, sil contestarbi, expuso: t¿ue el apoderado de 
ta señora Soria carecí' de personería para 

reivindicatoría, porqi I poder que te han ¡'i 

no le confiere tal facultad. t¡;ie su poder, en ef.-cto, se limita á 
autorizar á Diaz pera que proteste con Ira la señora Carlota 
Soria de Palacios u c ultra quien hubiere lugar por ta enajena- 
eu favor de Pmice de Le mi, á 
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incidentalmentey no autoriza para ejercer acción reivindicatoría. 
Que además de la protesta, <•! poder se refiere á la posesión que 
se encargacontinuar al apoderado Díaz y á los interdictos y de- 
más acciones que pueda deducir para conservar aquella; do 
donde no puede deducirse la facultad para demandar a Ponce 
de León por reivindicación. Que nsf el poder presentado no es 
bastante, conforme ¡i lo dispuesto por el artículo 1884 del C\C. 
Pidió que se rechaze la demuuda de Díaz y se le imponga silencio 
mientras no presente poder bastante, con costas. 

Corrido traslado I). Osvaldo Oomez, con el poder sustituido 
por Díaz, lo evacuó pidiendo que no se hiciera lugar con rostas 
á la excepción y se mande contestar derechamente la demanda. 
Dijo: Que es evidente que el poder conferido por las señoras 
Soria tiene por objeto salvar los derechos de las mandante 
injustamente agredidos con la venta hecha á favor de Ponce de 
León, y reparar en lo posible !oh perjuicios sufridos. Que en 
cuanto á los medios á emplearse para alcanzar tal objeto, no les 
era dado á los poderdantes ni era necesario determinarlos en 
todos sus detalles, y quedaban librados al encargado de la de- 
fensa. Que el poder al referirse ¡i la protesta, dice: contraía 
señora de Palacios ó contra quien hubiere lugar. Que al decir el 
poder « y las demás arciones que competan », incluye la de rei- 
vindicación, que t'S la única procedente contra Ponce de León, 
dado el tiempo transcurrido desde que él está e« posesión. Que 
al aludir á estas acciones, el poder no lia podido referirse sinóá 
Punce de León, no súlo porque lo nombra, sin*'» que es el único que 
tiene la pos.-sion. Que el artículo 1884 del 0. C. invocado por 
el demandado no tiene aplicación en el caso, porque no se trata 
de actos de otra naturaleza ó de negocios distintos y sólo ligados 
poi analogía, sino del mismo acto complejo, del mismo negocio, 
que es el juicio que ha de seguirse para defender los derechos de 
los demandantes j Nota del Dr. Segovia al artículo 1884). 
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rail* «el Jura VmÚwml 

CíUnmíttT.i, NoviiTiihn* 10 A- lKíM. 

Autus y vistos: Kn la excepción de falta de personería del 
señor Nabor Díaz, para demandar al señor Javier Poner dt* León 
y resultando: 

Que ella se funda en que el poder conferido por las señoras 
doña líetzabé Soria de I- argüía y doña Fe tro» a Soria A favor de 
l)iaz t está concebido substancialmente en los siguientes términos: 
< para que en nombre y representación dulas comparecientes y 
ante las autoridades que competan en dicha provincia, formule 
una formal protesta, contra doña Carlota Soria de Palacios y 
contra quien más haya lugar con motivo de la enajenación que 
dicha señora Carlota Soria ha efectuado en favor de don Javier 
l'once de Leon t respecto de un campo sito en el departamento 
de Anntsti, lugar conocido por üondorhuasi, provincia de Cata- 
marca, cuyo campo, aseguran las «ponentes, les pertenece eu 
condominio con su otra hermana la misma señora nombrada doña 
Carlota Soria de Palacios, por herencia de bus padres don Euge- 
nio Soria y doña Ana Bosa OgOS, lo cual en caso necesario y en 
la oportunidad debida, se justificará legalmente, habiéndose 
realizado aquella enajenación sin noticia ni intervención de 
las expunentes, quienes conservan la posesión del inmueble desde 
hace cincuenta años mis 6 menos, como le consta al mandatario, 
que es quien ha poseído ú nombre y por cuenta de las compare- 
cientes y de su citada hermana doña Carlota, pudíendo hacer y 
practicar ú los efectos de dicha protesta todas las declaraciones 
y trámites que juzgue pertinentes y harían las otorgantes si 
personalmente interviniesen. Lo facultan también al mismo 
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señor Díaz puraque en nombre y representación de las señoras 
t ¡ x ¡'oaentes, continúe como hasta el presente la posesión del 
referido campo, y para el caso de que se le pretendiera perturbar 
* íi dicha posesión, pueda reclamar de autoridad competente, se 
le ampare en hi misma, haciendo respetar sus derechos, deduzca 
interdictos y demás acciones que competan, produzca informa- 
ciones y ejecute en ün todo cuanto considere conveniente á los 
derechos de las comparecientes ». Que en ninguna parte del 
poderse dice ó expresa (para) la facultad para reivindicar el 
campeen cuestión del demandado Ponce de León y considerando: 
I a Que expresándose en el mandato el hecho de que la señora 
doña Carlota Soria de Palacios, vendió ni señor don Javier 
Tonce de León el campo de ("ondorhuasi, es singular que en 
ninguna parte del poder se exprese ta facultad para reclamar de 
éste la parte que á las otorgantes les corresponde, y es, presu- 
mible por lo tanto que el mandato conferido no ha sido dn'lo 
con ese objeto. 

Que el hecho áa usar de las palabras y Uemtís acciones que 
competan después de dertuzen inirrdirtn, no es bastante para 
que se entienda comprendida la facultad d*> reivindicar de Pon- 
ce de León el campo cuestionado, no sólo por la razón dada en el 
considerando anterior, sino también porque ta parte de Díaz 
expuso en el párrafo primero del escrito de demandu, que la 
expresada doña Carlota vendió hace algunos añus á Ponce de 
León la estancia de ('ondorhuasi, y en el párrafo segundo del 
mismo escrito que el mismo Díaz ha poseído dicha estancia en 
nombre de las tres hermanas hasta que el señor Ponce de León 
á mérito de la antes mencionada compra « se posesionó de ella, 
á lo que no hizo oposición alguna en el concepto de que la venta 
hubiera sido hecha de a-juerdo cci las tres hermanas, cosa que 
no había sabido hasta que por cartas de las poderdantes supo 
que no habían tenido parte en la renta que hizo la hermana de 
estas, todo lo que revela rlamnn nte sabían que el dicho campo 
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estaba puseido por Ponee de León, en virtud de eompruheh ae 
á la hermana de \m otorgantes, y la omisión en el maudato de 
ia facultad de reivindicar del mandado no es concebible, y 
debió expresarse claramente. 

8» Que estableciéndose en . I artículo 1881 del Código Civil, 
^quet'i mandato especial para ciertos acto* de una naturaleza 
determinada, de.be limitarse á los actos p.ira los cuales lia 
sida dudo, | no puede estenderse á otros actos análogos, aunque 
estos pudieran considerarse como consecuencia natural de los 
que el mandante ha encargado hacer*, esta disposición tiene 
aplicación estricta en el w&osub-judice, parque el mándalo lia 
sido dado para protestar contra doña Carlota Soria, para dedu- 
cir interdicto, sin mencionarse en parto alguna la de reivindicar. 

4 o (Jue esta interpretación sobro la facultad del mandatario, 
es tanto más equitativa, si se tiene presente que el poder no 
dice expresamente sea instruido y espensado y contiene la cláu- 
sula de con relevación uV costas, y que por otra parteel deman- 
dante señor Díaz ha podido con fa- ilidad harer subsanar esa 
deficiencia, mediante un nuevo poder dado p»r sus poderdantes 
que residen en liueiios Aires ú ofreciendo subsanar ese defecto 
bajo su garantía, cosa que no se ha hecho. 

5 "Que si la Suprema Corte ha resuelto en la causa \(\ segun- 
da st-rie, que el mandato especial debe limitarse á los actos para 
las cuales ba sido dado; no puede extenderse á otros, aun cuando 
pudieran considerarse como i-unsccucncia natural de las expre- 
sadas en el poder * la jurisprudencia que dicha f n soluciuu esta- 
blece, tiene aplicación análoga al caso en cuestión, puesto que 
-ube quién es el poseedor del inmueble na se expresa en el 
mandato la facultad de reivindicar de éste el campo de Comí o r- 
liuasi.yial parece ser la interpretación dada por las Cámaras de 
Apelación de la ííenública en su fallo serie i", toniuti', página 
Íi2ü, que sostiene, t que el mandato pura reivindicar de persona 
determinada en el cuerpo del instrumento, no es bastante para 
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dirigir la acción contra otra, aunque ésta sea la poseedora de la 
cosa», y en el caso sub-judirc ni aun se expresa la facultad de 
reivindicar de cualquier poseedor. Por estas fundamentos fallo : 
que el señor don Nabor Díaz carece de personería legal para 
entablar contra el señor don Javier Portee de León, la acción 
reivindicatoría del campo 6 estancia en cuestión. Hádase aaber 
con el original y repónganse los sellos. 

Francisco t!. F ¿y aeran. 



rail» *e la Sn*rmn l'arte 

Buenos Aires Abril 11 de 

Vistos y considerando: Que el poder de foja una facuta 
expresamente a don Sabor Diiz, para que en nombre y represen- 
tación do los señores exponentes, continúe como hasta el pre- 
sente, la posesión del referido campo y para el caso ae que se le 
pretendiera perturbar en .dicha posesión, pueda reclamar de 
autoridad competente se le ampare en la misma, haciendo respe- 
tar sus derechos, deduzca informaciones y ejecute en ün, todo 
cuanto considere conveniente á la mejor defensa de los derechos 
é intereses de los comparecientes ». 

Que estas cláusulas generales son bastantes evidentes para 
probar la acción de reivindicación deducida por dicho don 
Nabor Díaz en defensa de la posesión de que se le ba privado y 
de los derechos de propiedad que puedan corresponder á sus 
poderdantes en el campo de su referencia. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 21» 
vuelta, y se declara que don Nabor Díaz tiene poder bastante en 
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á contestar directamente la demanda, 
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BENJAMIN YICT0RICA. — C. S. PE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. — 
LUÍS SAETÍ Z PEfiA. 



i fon pablo Hernández 




Sumario. — La eihíbicion general de los libros de comercio no 
procede sinó en los casos de excepción determinados por el artí- 
culo 58 del Código áv Comercio. 



Caso.— Abierta la causa i prueba, el demandado D. José Sua- 
rez se presentó pidiendo que se comisionara al perito D. Gil G. 

i* 
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Pérez para que 011 unión de otro que debía designar el actor, 
examinara los libros de éste ú informara sobre el capital que 
tiene y lo que ha producido su negocio desdo la focha en que 
funciona; para cujo objeto debía el actor poner ú su disposición 
todos los antecedentes y libros necesarios. 

El Juez proveyó mandando que las partes comparecieran pa- 
ra nombrar uno ó tres peritos con el objeto solicitado. 

Xotiücado ti demandante expuso: Que el dumicilio es invio- 
lable como también la correspondencia epistolar y los papeles 
privados como son los libros de comercio, que registran cartas 
y telegramas» según el artículo 18 de la Constituciou nacional. 
Que según el articulo 58 del Código de Comercio los libros y 
bienes de los comerciantes no pueden ser allanados para inves- 
tigaciones generales slnó en casos muy determinados. Pidió 
que el Juez revocara su auto y apeló en subsidio. 

Corrido traslado, lo evacuó Suarez pidiendo que no se hiciera 
lugar con costas á la reposición pedida. Dijo: Que ese recurso 
no procedía porque se trata de un medio de prueba autorizado 
por el Código de Comercia. Que los comerciantes tienen la 
obligación de llevar libros y mantener ordenada su correspon- 
dencia de manera que en cualquier momento su exhibición pue- 
da establecer el estado de su comercio. Que Hernández no tie- 
ne entónces motivo paTa oponerse al nombramiento de peritos 
que digan si la deuda que intenta cobrar existe anotada en sus 
libros, cuánto ha producido su casa de comercio en todo el tiem- 
po que está establecida y cuál es el capital que tiene, punto 
este último que él intenta demostrar por medio de testigos. 
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Corrientes, 0cU|fei« 7 (le 1H90. 



Vistos: Que la 




oion 
Código de 
tez* misma do los 
te, no 



del demandante, en la 
en el escrito de foja... importaría un exií- 
no es procedente, ainó en los casos 
udos en el artículo 58 del 
en los que no solo es exigida por la natura- 
producidos, sinó, que, por otra pnr- 
i, é inconvenientes que han estableci- 
do su prohibición como regla general 

i¿ue la enunciación que por el citado artículo se hace de loa 
casos en los cuales los libros de comercio pueden ser exhibidos, 
es esencialmente limitativa, por cuvo motivo, cuando los li- 
bros, deben servir para el esclarecimiento de la verdad, y ¡«ira 
el recto discernimiento de ia justicia, la ley lia reglamentado 
esa exhibición, de modo que sus objetos puedan cumplirse, sin 
irrogar el menor daño á los intereses del comerciante, extraños 
á la controversia, lo que ciertamente no sucedería si la parte 
que solicita la compulsa determinase los asientos ó partidas que 
teniendo rotación con el punto ó cuestión de t¡ ue se trata deben 
sor materia del examen, como lo prescribe el artículo 59 del 
Código citado. 

Por estas consideraciones: se revoca el auto número 787, en 
cuanto ordena la exhibición general de los libros del demandan- 
te, debiendo el solicitante determinar los asientos ó partidas 
que tengan relación con el asunto que se ventila, y que deben 
ser materia del examen pericial y fecho, se señalará la audien- 
cia para el nombramiento de los peritos. Importando los tér- 
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minos y lenguaje del escrito de foja un desconocimiento inju- 
rioso á ios respetos que se deben al Juzgado, < t ue es necesario 
reprimir para salvar su dignidad, de conformidad al artículo 10 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales na- 
cionales, conmínase al Dr. D. Hamou Contreras y al Sr, D. 
Pablo Hernández, Armantes del escrito, al pago de una multa 
al primero, de veinte pesos, y al segundo de quince, de igual 
moneda; que se pagará en la forma que determina la ley de 
sellos, ó en su defecto, al de tres y dos dias de prisión, respec- 
tivamente; debiendo el Secretario testar las palabras subraya- 
das por el Juzgado. 

E. A. Liijambio, 



WMtm de la Siiprew» C»rf e 

Biitíuos AirL-s, Arbil U de 1891, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuatro; y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORICA.-C. S. DE LA 
TORRE. — AI1KL RAZAN. — LUIS 
SAEMZ PfcSA. 
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4 'AUNA CIXVI1 



üon Cuno Ihtttdal routra Ih Andrés Tona, mm interdicto 

ftttsesoriu 



Sumario.— la posesión anterior del demandante j la pertur- 
bación llevada á cabo por hechos propios y personales del de- 
mandado, autorizan en contra de éste el interdicto corrcspon- 



Casu.—Eü 3 de Slaizo de 1888, se presentó al Jujgado Fe~ 
deral del Rosario e) Dr. D. Joaquín Lejana por D. Cuno % 
liandol y alegando que este era propietario y poseedor de un 
campo denominado * La Ficasa* desde muchos años, y que 1), 
Andrés Torres, protejido por el Comisario del punto, D. Manuel 
Madera, se había poblado como á 20 cuadras al S. del puesto 
de Macario, perteneciente iltandel, sin haber poseido nunca 
dicho campo, ni tener derecho á poseerlo, dedujo contra el 
citado Torres el interdicto de retener la posesión y pidió que 
éste fuera condenado ú respetarla y á salir del campo dentro de 
un término perentorio» con costas y daños y perjuicios. 

Acreditada la competencia federal por lá distinta nacionali- 
dad de las partes, y citadas éstas á comparendo, el demandado 
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dijo que él estaba en posesión á mérito de permiso que le había 
dado D. Manuel Madera, y quu por tal tazón debía dírijirse la 
acción contra éste, no siendo él parto en el asunto. 

El actor pidió el rechazo de la excepción, por ser su acción 
personal contra Torres, turbador de su posesión y responsable 
de la turbación. 

rail» M Ju« Fr4rr»l 



Rusirio, Ajinsln 18 ili- lH!Nl. 



Y vistos los presentes, en los cuales 1). Cuno M. Rondel 
deduce contra D. Andrés Torres interdicto de retener la pose- 
sión de un campo situado en esta Provincia en el punto deno- 
minado « La Picasa», resulta: 

í« Que según lo espresa el actor en su demanda de foja 4, 
es propietario y poseedor de dicho campo desde hace varios 
años, por compra que de él hizo á un Sr. Hrizuela. teniendo 
ocupada esa propiedad con más de 20 poblaciones, de las cuales 
tres eran Estancias formadas en 1881, figurando una de ellas, 
t La Barrancosa ■> en el plano de esta Provincia, levantado en 
1883 por el 

9r Que D. 

Picasa, D. Manuel Madera, acababa de invadir el inmueble de 
su propiedad, poblándose como á20cuadras al Sud del puesto 

de Randel, 

no había poseído nunca dicho campo, ni tenía 
derecho á poseerlo, y que de acuerdo con la prescripción con- 
on el artículo 2487 del Código Civil y jurisprudencia 
cida por la Suprema Corte, deducía el presente interdicto 
para ser mantenido en su posesión ; pidiendo en 
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fuese Torres condenado á respetarla y á salir del campo en un 
plazo perentorio, con costas, danos y perjuicios. 

4 o A foja 19 el demandado ron testando la demanda, con' tsa 
el hecho de la posesión tomada por su parte, diciendo ser esta 
precaria y á mérito de permiso que le diera D. Manuel Madera ¡ 
aduciendo la excepción do falta de personería en el demandado, 
y arguyendo debía el demandante dirigir su acción contra Ma- 
dera, invocando para ello los artículos 2480 y 24G4 del Códitro 
Civil. * 

5 o Concedida en la misma audiencia la palabra al actor, éste 
solicita el rechazo de ta excepción, fundado entre otras razones, 
en que su acción era personal contra Torres, turbador de la po- 
sesión y por tanto responsable de su acto. 

6° Abierta la causa á prueba, Itande! produce la testimonial 
que corre A fojas 23 y 24, y Torres la documental de fojas 18 v 

m á 30. 

7 n A fojas 31 y 44, las partes hacen mérito de la prueba, y 
á fojas 47 vuelta, el Juzgado llama autos para definitiva ¡ y 

Considerando: i" Que la faltado pelonería en el deman- 
dado,— como que constituye una excepción perentoria, —no 
requiere un fallo prerio, pudiendo el Juzgado pronunciarse en 
su sentencia definitiva, como al presente se hace. 

2" Que a su respecto, la nota del codificador Dr. Velez, cor- 
respondiente al artículo 2482 del Código Civil, enseña de una 
manera clara que la acción posesoria * ...puede ser intentada 
válidamente contra el que ha cometido personalmente un acto 
de turbación {queen este caso es el demandado Torres), aunque 
él pretenda no haber obrado sinó en el interés y por úrden de 
un torceroi; agregando que el demandado no puede librarse del 
juicio, eicepcionúndose con el mandato que hubiese recibido, 

3 a Que esta doctrina que rige directamente el caso sub-jndi- 
ce, demostrando de una manera evidente la improcedencia de 
la excepción deducida, está asimismo do acuerdo con la opi- 
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nion autorizada de diversos tratadistas, como Savigny, Aubry 
j Rau, Troploug, Escriche, etc., cuando el primero dice que el 
interdicto de retener puede oponerse i toda persona que haya 
turbado la posesión; el segundo, que el dicho interdicto se in- 
tenta contra el que ha turbado personalmente la posesión, aunque 
éste pretenda no haber obrado más que como representante 6 per 
Arden de un tercero ( Derecho Civil, tomo 2 o , párrafo 1 84 ) ; el 
tercero, que puede instaurarse la acción mencionada contra 
cualquiera que turbase una posesión anual ; y el último, define 
el interdicto predich o considerándolo como la acción que uno 
tiene para reclamaren juicio sumario, la posesión actnal ó mo- 
mentánea que le corresponde sobre alguna cosa, pudiendo ella 
ser dirigida contra el que ha turbada la posesión. 

4 o Que, además ; la Suprema Corte tiene resuelto que el in- 
terdicto de retener debe entablarse contra quien intenta per- 
turbar la posesión (Serie 2*, tomo 5 n , pág. 169), habiendo re- 
suelto asimismo que nna demanda procede contra quien directa 
6 indirectamente viola el derecho ajeno (Série 2\ tomo i6 ( 
pág. 443). 

5° Que el articulo 2480 y la nota puesta á 61 por el codificador, 
que en su apoyo invoca Torres, no tiene aplicación al caso sub- 
índice, pues tanto el uno como la otra, se reitere, al derecho de 
accionar como demandante para adquirir ó sustentarse en la 
posesión, pero no al de no responder como demandado ó reo en 
un interdicto por despojo. 

6° Que tampoco es pertinente la cita del artículo 2464, que 
igualmente invoca et demandado, pues dicha prescripción legal 
sólo establece el derecho de nombrar el demandado al poseedor á 
cuyo nombre posea para poder hacerlo responsable por la evie- 
eion r pero no de ninguna manera para hacer frustráneo 6 impo- 
sible el juicio contra el perturbador directo é inmediato de la 
posesión, quien, por el contrario, está obligado á seguirlo si el 
citado no saliera al pleito d tomar su defensa. 
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7° Que por otra parte, habiendo Rundel desistido del juicio 
de retener que dedujo contra Madera, y de cuyo juicio la parte 
de Torres intenta también sacar un argumento i su favor, 
Raudel puede ahora, después de ese desistimiento, deducir la 
acción presente contra el demandado Torres, en raion de las 
consideraciones que se han dejado anteriormente aducidas j de 
lo terminante del principio sentado en la nota al artículo 2482 
de nuestro ndigo Civil, recordado en el considerando 2" de esta 
sentencia. 

& Que respecto A los extremos legales consignados en el artí- 
culo 32 de la ley nacional de Procedimientos y necesarios para 
hacer procedente la acción instaurada, de autos resultan aque- 
llos probados no sólo por la confesión esplícita del 
hecha á foja 10 y corroborada por el documento de 
también por la prueba testimonial de fojas 23 á 25, mediante 
tjdas las cuales se viene en conocimiento completo de que el 
demandante al iniciarse este litigio y aun de mucho tiempo 
antes, se hallaba en posesión del campo que da origen á esta 
cuestión habiendo sido turbada esa posesión por el acto deta- 
llado en la demanda y llevado i cabo por D. Andrés Torres, En 
efecto, los testigos D- Felipe Mariason y Fermín Menaces, de- 
claran, á más de lo ya expresado, el hecho de que Torres hacía 
pocos meses recién á que había invadido el campo de Rundel, y 
que éste último tenía allí varias poblaciones con haciendas de 
su pertenencia, como la Barrancosa, los puestos de Macario 
Bravo, el de Soler, el de Leiva. el de Huidobro y otros. 

9 rt Que ante los hechos que se dejan consignados y se encuen- 
tran probados en autos y ante las prescripciones de derecho in- 
vocadas, que rigen de una manera directa el caso sub-judtce,— 
es evidente la procedencia du la acción deducida, debiendo,' en 
consecuencia hacerse lugar á ella. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo: declarando que 
D. Andrés Torres debe respetar y respete la posesión de D. Cu- 
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no M. Randei, debiendo desalojar til campo de éste en el térmi- 
no de diez días posteriores á la ejecutoria de esta sentencia, con 
costas, daños y perjuicios. 
Notifíquese y repóngase los sellos. 

fí. Escalera y Zuviria. 



tullo d* •« Mnprem» l«rtr 

■ 

EtuenO* Aires. Altril 14 <J«' 11**1. 

Vistos: resultando bien acreditados los est remos de la ac- 
ción deducida, á saber, la posesión anterior del demandante en 
la fracción de campo litigada y la perturbación en ella llevada 
á cabo por hechos propios y personales del demandado, se coii- 
íirma con costaB el auto apelado de foja sesenta y nueve, y re* 
puestos los sellus devuélvanse. 

BEMAMU1 VILTOHICA. — C. S. I)E LA 
mil RE. — LLIS V. VA BEL A. — AREL 
RAZAN.— LL'IS SAEHZ PESA. 
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4 Al* A * -XVIII 



Ihn Vium V. ¡Initdvl 

de 




innt Manuel Madera ; sobre arción 



Sumario. *— 1" La demanda civil por despojo entablada por 
un extranjero contra un argentino corresponde ai conocimiento 
de ta Justicia Federal, aunque ésta alegiu- haber procedido co- 
mo funcionario provincial. 

2 o Procede la acción de despojo, acreditados los extremos de 
la posesión anterior del demandante, y del despojo cometido 
por el demandado. 

3° Los daños y perjuicios consiguientes deben ser demandados 



IVwo.— En 27 de Febrero de 1888 Don Joaquín Lejana, por 
Don Cuno 31. Randel, se presentó ante el Juzgado Federal del 
Rosario exponiendo : que Don Manuel Madera, Comisario del 
distrito «La Piensa * en el Departamento General Lopea de la 
Provincia deSanta-Fe\ abusando de la autoridad pública que in- 
viste y no obstante haber sido antes demandado pjr otros atro- 
pellos, pretendía ejercer nuevos ¡tetos posesorios so bree! cam- 
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po de su representado, ocupándolo con dos nuevas poblaciones y 
arrendando parte de él a Ensebio González, quien no sólo había 
invadido el área de Randel, sinó también el campo contiguo de 
los señores Satos y Cernadas : que abusando de la fuerza públi- 
ca de que dispone en virtud de su cargo, se presentó el i4 de 
Enero de 1888 con policía armada á remington en el rancho de 
Don Pascual Leivn, puestero de Randel, y le intimo saliera in- 
mediatamente con su familia déla población» «so pena de que- 
marlos; que no pudiendo resistir los moradores tal ataque se 
retiraron á un puesto inmediato también de Randel, llamado 
Soler, dejando que la fuerza pública destruyese y quemase la 
casa; que amenazó también a Pedro Iluidobro, poblador á nom- 
bre de Randel desde hace tres años, con destruirle su población ; 
que había procedido dentro del campo de Randel como i ropie- 
tario, pues había arrendado á Ensebio González una parte del 
campo de Randel y lo amparaba en esta usurpación de la pro- 
piedad con la fuerza publicada que disponía; í|ue en el mo- 
mento mismo de redactar el escrito de demanda recibía co- 
municaciones del señor Osteudorp, representante de Randel, 
noticiándole el establecí miento hecho por Madera de dos nuevos 
pobladores en el campo de Randel, cuyos derechos de propie- 
dad y posesiou han sido declarados perfectos por la Suprema 
Corte Nacional, están comprobados en otros asuntos y sus títulos 
corren agregados al expediente sobre interdictos posesorios ini- 
ciado contra el doctor Diego de Alvear seguido en apelación anu- 
la Suprema Corte Nacional, en los cuales consta que : « En 8 de 
Enero de 1875 don Felipe X. Brizuela y doctor Guillermo Ret- 
iran compraron á Córdoba 130 leguas y 1400 cuadras cuadradas 
de la aérie C del Departamento Union con los límites allí rela- 
cionados; que Brizuela vendió en 14 de Abril dri mismo año á 
don Cuno M. Randel, por ante el Escribano don José Victoria- 
no Cabra!, parte de dicho campo de una extensión de ochenta 
leguas cuadradas, lindando al Este con el mismo Brizuela y don 



ÜE JUSTICIA NACIONAL 



285 



Carlos Bouquet ; al Oeste con Bouquet ; al Norte con terre- 
nos fiscales y al Sud con Brizuela. 

Que tratándose de una cuestión posesoria ti derecho de pro- 
piedad de K ;ui<iel qne quedó consolidado por el artículo 0° del 
compromiso que en 1881 celebraron Córdoba, Buenos Aires y 
Saiita-Fé, tiene importancia secundaria; que para patentizar la 
justicia de la demanda basta la posesión y ésta la atestiguan 20 
poblaciones establecidas por Jt andel, de las cuales tres son es- 
tancias formadas en el campo invadido, que empezó á poblaren 
1881, llamadas «La Barrancosa *, «San Silvestre», « El To- 
toral », etc. 

Que Madera nunca ha poseído el inmueble, como se demostró 
en el anterior interdicto entablado contra aquel y pendiente de 
la resolución del Juzgado, y su posesión fué interrumpida por la 
demanda entablada de acuerdo con el artículo 3986 Código 
Civil: que así, aun cuando el primer acto de turbación per- 
petrado por Madera fuera practicado hace más de un año, éste 
nu podría invocarlo para rechazar esta acción posesoria, y como 
nunca ha poseído, Randel en su carácter de poseedor anual, tie- 
ne derecho perfecto de ampararse con acciones posesorias, con- 
forme I lo dispuesto por los artículos 2473 y 4487 del Código 




Que en el caso subíndice, procedía el interdicto de retener, 
pues Madera ha molestado injustamente á Randel, introducien- 
do pobladores en su campo, cuya actual posesión probada, como 
también el injusto hecho de la perturbación ponen al Juez en 
el deber de amparar al poseedor y condenar al perturbante en 
daños y perjuicios y costas según resolución de la Suprema Corte 
Nacional ; qne también procedía el interdicto de despojo, en 
virtud del atentado que cometió Madera contra el puestero 
Pascual Leiva, obligando á salir del rancho á su familia y que* 
mando en seguida la población, pues este interdicto se dá al 
despojado aunque su posesión acá viciosa y contra el despojan- 




Civil, 
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te, aunque sea propietario, obligándole á restituir la cosa y á 
pagaT los danos y perjuicios. 

Que i mérito de lo expuesto pedía se condenase á Madera á 
respetar la posesión de Eandel, levantando la posesión del ar- 
rendatario González y condt n lindólo en las costas, daños y per- 
juicios. 

Acreditado que el cas» correspondía A la Justicia Federal y 
explicado por el demandante que esto juicio era distinto del 
otro pendiente, ac citó á comparendo. 

El actor reprodujo la demanda y el señor Diaz Guerra, en re- 
presentación de Madera manifestó: que según el documento que 
adjuntaba su representado era administrador del campo cono- 
cido por c La Picasa », ubicado en el Departamento General 
López, nombrado por su dueño don Cipriano García ; que en ese 
carácter arrendó á don Eusebio González el campo o* intimé de- 
salojo á los que reputaba intrusos por estar poblados dentro de 
los límites del campo perfectamente demarcado con los corres- 
pondientes mjones ; que de un tiempo á esta parte personas que 
invocaban autorización del señor Osteudorp lian pretendido es- 
tablecer poblaciones dentro de este campo y remover los mojo- 
nes, siendo esto un delito que la autoridad debía reprimir y 
aquello un acto á que Madera como administrador tenía que 
oponerse; que por representantes de Ostendorpse ka pretendido 
varias veces ejercor actos posesorios en él campo de García, con- 
liadosen que la gran extensión de la propiedad de aquél impe- 
diría su rechazo ; que según el artículo 2470 del Código Civil el 
poseedor puede protejerse en la posesión propia y repeler la 
fuerza con el empleo de una fuerza suficiente en los casos en 
que el auxilio de la autoridad llegase demasiado tarde y el que 
fuese.riesposcído podría recobrarla de propia autoridad, sin in- 
tervalo de tiempo, con tal que no exceda los límites de ta propia 
defensa; que en virtud de esto y de su carácter de administra- 
dor. Madera ha procedido correctamente, sin abusar en el ejer- 
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cirio de sus funciones del emplea de la fuerza publica, por ser 
funcionario público ¡ que de lo expuesto resultaba que los inter- 
dictos de retener y de despojo contra Madera eran improceden- 
tes, por ser éste un poseedor precario, simple administrador a 
quien la ley libra de toda acción siempre que manifieste á nom- 
bre de quién tiene la cusa. 

I>id ¡ó ser absurlto de la demanda y la condenación en costas 
daños y perjuicio^ al demandante por haber deducido la acción 
contra Madera, que no tiene personería, y haberle obligado á 
trasladarse al lugar del asiento del Juzgado ocasionándole su 
residencia en este lugar gastos y molestias. 

Kl demandante repuso aceptando la falta de personería con 
relación al interdicto de retener, pues Madera justificaba lo 
que él no sabía, esto es, que es mero apoderado de García; pero 
que en cuanto ala acción de despojo pedía al Juez rechazase la 
exposición de Madera y recibiese declaración de testigos, pues 
dicha acción es eminentemente personal y la Suprema forte 
Nacional ha resuelto que el despojo como acto ilícito compro- 
mete siempre la responsabilidad del ejecutor, aunque pretenda 
haber obrado á nombre de otro ; que así solicítiba se tomase 
declaración i don Luis Cardoso y don Apolinario Kamayo, veci- 
nos de la * Picasa» y hacendados. 



.«uta <IH Jure Federal 

Rosario, Junio 2 de Jfc8s, 

Y vistos : Resulta : Que demandado don Manuel Madera por 
el apoderado de don Cuno M. Kandel sobre interdicto de retener 
la posesión deduciendo al mismo tiempo la acción de despojo 
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por el atentado que se dice cometido contra un puestero de aquél 
llamado Pascual Leí™, á quien obligó A salir de las habitaciones 
con la familia, incendiando luego la población, — el expresado 
don Manuel Madera, contestando á las dos acciones contra él 
interpuestas, pide en la audiencia de foja 22 el rechazo de ellas 
fundándose en que él no ha obrado en nombre propio, sitió en 
representación del verdadero dueño del terreno que lo era don 
Cipriano Garcfa, como se justifica por el instrumento de poder 
público corriente a foja 24. 

Que el demandante entóneos y a mérito de esa manifestación, 
desistió sólo del interdicto de retener, reconociendo á este res- 
pecto lo que exponía el demandado, pero que en cuanto a la 
acción de despojo ella era procedente, según lo había resuelto la 
Suprema Corte de Justicia en la causa contenida en la série I a , 
tomo 3°, página 435, 

Y considerando en relación á la única cuestión á resolver en 
el presente cuso: si se encuentra ó no obligado el demandado A 
contestar la demanda á pesar de haber alegado, haber obrado 
en nombre propio sino ajeno. 

Que la acción de despojo, corresponde al poseedor despojad 
de la posesión de un inmueble y puede iniciarla contra el despo- 
jante bus herederos j cómplices según lo prescribe el artículo 
2490 del Código Civil, dando ú entender ¿on eso que el despo- 



jante es personalmente responsable de su acto. 

Que la razón de la disposición anterior no es otra sinó la de 
que, estando establecido por la ley, que cualquiera que sea la 
naturaleza de la posesión nadie puede turbarla á su arbitrio, 
constituye el caso de esa turbación un acto ilícito, pues que 
viola la ley, al contrariar lo dispuesto en el artículo 2469 del 
Código citado. 

Que la fuente del codificador argentino al estableoer las pres- 
cripciones recordadadas (Massé y Vergé, anotación 1* al párra- 
fo 290 de ZachnriíB, tomo 2°, piíg. 97) en;oña : que esa acción 
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posesoria es Viíl idamente intentada contra el que personalmente 
lia cometida un acto de turbación, aun cuando éste pretenda no 
haber obrado sino en el interés y por órden de un tercero. 

Que estos mismos autores ensenan en la nota 5* al párrafo 
285: que esa acción (la de despojo) existe no como acción 
posesoria propiamente dicha y como acción reul fundada sobre 
una presunción de propiedad, sinó como aeeiou personal ejerci- 
tada contra cf autor tic un acto mótenlo y por consecuencia cul- 
pable acción que tiene por objeto no precisamente mantener Ó 
restablecer la posesión que el demandante gestione, sinó como 
reparación de la vía de hecho y como una consecuencia á reinte- 
grar al poseedor de la posesión violentamente perdida y sin pre- 
juzgar con esto si deberá ó no* ser mantenido en esta posesión, 
demandado que sea legalmente. 

Y, finalmente, que la causa CLXX VI citada por el señor Ran- 
del en la audiencia de foja 22. es. con arreglo á la jurispruden- 
cia sentada, de aplicación en el caso actual, prescribiéndose en 
ella: que el despojo como acto ilicíto, compromete siempre la 
responsabilidad del ejecutor, aunque éste pretenda haber obra- 
do en nombre de otro. 

Por tanto, fallo : declarando que de común consentimiento de 
partes el demandado no está obligado á contestar á Ja demanda 
de retener la posesión, dejándose á sa'vo los derechos del de- 
mandante para que los ejercite contra quien corresponda, y que 
la acción de despojo debe ser contestada por don Manuel Made- 
ra, señalándose la audiencia que tendrá logar el Sábado nueve 
del corriente á las dos de la tarde, con declaración de que las 
costas ion A cargo de las partes, según hayan sido causadas. 
C01 ' ^ original y repónganse los sellos adeudados . 



*¡. Ksmlera y ¿uviria. 
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EL demandado expuso : 

Que según se desprende de la exposición del demandante se 
han deducido contra Madera dos interdictos ¡ el de retener, á 
'ii y a prosecución se renunció por haber demostrado Madera que 
procedía con poder y á nombre de García ; y el de despojo, que 
tampoco puede seguirse tramitando, pues por boca del deman- 
dante consta que el Comisario del distrito La Piensa, Don Ma- 
nuel Madera i abusando de ta autoridad que se le ha conferido 
y atacando la posesión que del campo de La Piensa dice tener 
Don Cuno M. Kandel, ha arrojado algunos de los individuos que 
i nombre do Randel poseían, y no sólo eso, sinó que también va- 
liéndose de la autoridad pública que inviste ha incendiado sus 
ranchos », y siendo la acción de despojo personal y apareciendo 
Madera como actor en su carácter de funcionario público, resul- 
ta que se le acusa por un delito ejecutado en el ejercicio de sus 
funciones y entónces no es á la Justicia Nacional, sinó á la Pro- 
vincial á quien coiTesponde el conocimiento de la causa, según 
decisión de la Suprema Corte Nacional, y por tal razón procede 
la excepción de incompetencia, que pide se declare. 

El demandante replicó ; 

Que había desistido de! interdicto de retener, no porque lo 
creyeí.B improcedente, sinó por no tener interés en su prosecu- 
ción ; que en cuanto a la acción de despojo notaba que su contra- 
río había deducido una excepción primero, ahora deducía otra, 
que así nunca se acabaría y que esta oposición sucesiva de ex- 
cepciones dilatorias era contraria á la ley; que la de incompeten- 
cia opuesta, no era tampoco procedente porque él no demandaba 
á Mudera como funcionario público, sinó á Madera autor mate- 
rial ó moral de los hechos determinados en su escrito de deman- 
da; que si bien el carácter de funcionario público residía en su 
persona, sin embargo, no se confundía con ella y que se le de- 
mandaba como actor personal, material ó moral, de los delitos 
contra la ley, citados antes. 
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\ vistos , estos autos iniciados por Don Cuno U. Handel 
contra Don Manuel Mador», deduciendo i la vez el intordictode 
re lm« y el de despojo, i méritode actos violentos ejercidos ñor 
esto ..Huno en campo de que el primero se titula único . , eei _ 
t.rao propietario, y se halla situado en el departamento Union 
con un» efusión de ochenta leguas cuadradas, lindando al Este 
o» Don m« M. Drizuel» y Den Carlos Bouquet, al Oeste con 
Douquet. al Norte con terreno, iisca.es. y .1 S„ rc onel mismo 
Br.zuela, consist.endo aquellos actos en la ocupación del referido 
...mueble, raed.aute .1 establecimiento de varia, poblaciones en 
el arrendamiento de parle del mismo á favor de tercero, T fii',.! 
mente eu el incendio de «no de los puestos si t U adoa „'¿ J. 
b.tado por una familia arrendataria del demandante, todos ello, 
llevado, i cabo coa el empleo de la fuerza pública de que Made- 
ra depone en sn carácter de Comisario del distrito I,, Pie,,,, 
Agrega la demanda que continúa Madera amenazando lo, de- 
más pactos de Kande), ejerciendo» á su nombre actos de ea- 
«actor semejante á los ennneiado, y disponiendo á „, arbitrio 
del campo discutido. l ™ 

Fonda el interdicto da retener invocando el carácter de oo 
seedor anual qne tiene y el hecho de haber sido molestado en ,ñ 
posesmn, y en cnanto.ldo despojo, por ser este procedente toda 
vez que concurre desapoderamiento violento de una nosesion 
aunque e... se. viciosa y aún cuando el despojante fuese el veri 
dadero propietario. " 

Acreditad, la procedencia de la jurisdicción n.cion.l median. 
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te el informe de foja II vuelta y declarado así por el auto 
de foja 13 vuelta, se corre traslado de la demanda, convo- 
cándose á las partes a la audiencia verbal , cuja ¡icta corre de 
foja 23 vuelta á foja Ü3 vuelta, j en la cual el demandado re- 
chaza aquella, manifestando que los actos arbitrariamente de- 
nunciados como atropellos, fueron practicados en el cumpli- 
miento de los deberes que lu imponían su carácter de apoderado 
de Don Cipriano García, á quien considera verdadero propietario 
del inmueble materia de la cuestión, y en Tazón de haberse pre- 
tendido por extraños, no sólo establecer en él poblaciones, sinó 
también remover di versos mojones que demarcan sus límites; que 
las acciones deducidas, son, por otra parte, improcedentes, por 
cuanto él no era sinó un mero poseedor, no teniendo por lo mis- 
mo personería para ser demandado, y concluye en consecuencia, 
oponiendo esta excepción con él carácter de dilatoria del juicio 
iniciado. 

A su vez el demandante contestando la anterior defensa, de- 
clara no insistir en el interdicto de retener, en razón de babor 
resuelto entablarle directamente contra Don Cipriano Garría; 
pero no así el de despojo, el cual mantiene, apoyado eu los fun- 
damentos que invocó en su escrito de demanda. 

Debiéndose en este estado, previamente ú todo otro trámite 
ulterior del juicio, resolverse acerca de la excepción deducida 
por el demandado, se dicta ¡ 1 auto de foja 35 á foja 36 vuelta, 
y poT él se declara aquella improcedente, en cuanto á la única 
acción subsistente después de la renuncia hecha de una de ellas 
y obligándose p »r tanto á contestar derechamente la de- 
manda, 

£1 demandado entonces, evacuando el traslado de la deman- 
da, opone en calidad de excepción perentoria, incompetencia de 
este Juzgado, alegando que el interdicto de despojo, constituye 
una acción eminentemente personal, y que como por otra parte 
se asegura por el contrario que los actos en virtud de los cuales 
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aquella se deduce, fueron ejecutados por el Comisario Madera, 
abusando de la autoridad que ¡aviste, dicha acción resulta ser 
dirigida contra un funcionario público por arbitrariedad come- 
tida eo el ejercicio de sus funciones, en oposición al principio 
consagrado por la Suprema Corte, en varios fallos, se^on el cual, 
el conocimiento de las causas por abusos de autoridad cometidos 
por los qn- tal carácter revisten en las provincias, correspondo 
exclusivamente á Ifl justicia provincial. 

Explicado por el demandante el caráeter do la acción deduci- 
da, mediante la manifestación hecha á foja 47, y en virtud de 
J a cual, aquella no reconoce por fundamento un abuso de auto- 
ridad, sino simplemente el despojo consumado, por más que 
aquella circunstancia concurra á agravar el delito, se producen 
las declaraciones testimoniales corrientes de foja 40 á foja 42 
vuelta, de foja 47 vuelta á foja 50, y los alegatos de foja 51 A 
foja 72 vuelta, 

Y considerando: 1" Con respecto á la excepción de incompe- 
tencia: que por confesión del demandado, constante & foja 25 y 
foja 36, resulta que Madera, al practicar los actos que motivan 
la demanda, procedía como Administrador particular del inmue- 
ble cuestionado, en virtud del mandato que al efecto le fuera 
conferí io por un tercero, Don Cipriano García, y por lo tanto en 
un carácter privado, y no oficial d fundado en la autoridad que 
inviste como funcionario público. 

2° Que la eicencion de la jurisdicción nacional,, declarada en 
favor do las personas que ejercen autoridad pública en las pro- 
vincias, sólo puede y debe considerarse limitada á los actos que 
en esa calidad ó con pretexto déla misma ejecutaren, pues sólo 
en tal sentido es ella razonable y sólo así responde á la conside- 
ración que la justifica, la que no es otra, que la necesidad de ga- 
rantir las autonomías locales, mediante la independencia que las 
autoridades tienen establecidas, para su régimen y administra- 
ción propios, como lo ha sentada la Suprema Corteen el mismo 
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fallo invocado por el demandado y que se registra en la série 1", 
tomo 4", página 35! ; to cual sin duda nada tiene que ver con 
las otras clases de actos que aquellas personas mismas pueden 
ejecutar fuera del oficio que desempeñan ó independientemente 
del ejercicio de sus funciones. 

3" Que ( or lo mismo, dicha resolución de la Suprema Corte, 
no es aplicable al caso xub-judice, en que no se trata de un avan- 
ce cometido por un funcionario público, ejercitando su carácter 
de tal ó á titulo de facultades inherentes al mismo, como suce- 
dió en el caso recordado, en el cual según se comprueba por la 
relación del asunto, la demanda criminal que Dou Francisco Pi- 
zarra, entabló contra Don Mariano (tíos, Juez de Rio Colorado 
iProv. de Salta), reconoció por causa un abuso de autoridad co- 
metido por este último, al ejecutar un embnryo contradicho Don 
Francisco Pizarro, (fue h fue canmitmnd*} por el Juez de I" Ins- 
tancia provincial, en un juicio ejecutivo que contra aquel había 
iniciado el Dr. Don Francisco (Miz; porque de este antecedente 
resulta que el Juez nombrado obra en virtud do un poder que ie 
fué confiado como tal magistrado, en tanto que al presente dicho 
poder reviste un carácter esencialmente privado, así por su na- 
turaleza como por su objeto. 

i" Que las otras declaraciones de la Suprema Corte, análogas á 
la «interior y entre ellas las que corren insertasen la série 1*. 
tomo 7 U , página 59, y tomo 5 o , página 345, reconocen por fun- 
damento hechos semejautes al que se acaba de relacionar, te- 
niendo por lo tanto un mismo alzance y una misma inteli- 
gencia. 

5 Que siendo así, la circunstancia de la diversa nacionalidad 
de los litigantes, invocada para acreditar 1a competencia de este 
tribunal, queda subsistente en su mérito legal, y por tanto, jus- 
tificada la procedencia de dicho fuero. 

6 n Y con relación al asunto principal : que todos los testigos 
examinados en este juicio han declarado uniformemente ser 
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exiictu el hecho del incendio y destrucción de poblaciones, per- 
tenecientes ú ltandcl, de que se acusa á Madera, 

7" l¿ue asimismo, y por lus dt-cl a raciones citadas, resulta 
comprobada la posesión del demandante en el campo materia del 
litigio, desde el año 1881, no datando la del contrario sinó de 
una fecha muy posterior y concretada solamente a" un puesto, 
por el cual ha sido demandado en otro juicio; y respecto del 
caso actual, esa posesión es súlo de mes y días, desde aquel ú 
aquellos en que se cometieron los actos que motivan este, litigio, 
hasta que la actual demanda se dedujo. 

8" Que dichos testimonios di ben constituir para el tribunal 
pl^na prueba de los hechos que denuncian, aún negando todo va- 
lor á la del testigo Miragia, tachado por el demandado; no sólo 
porque el número de los restantes excede el lijado y reconocido 
como minimun para acreditar legalmente la verdad de una afir- 
mación (Ley 32, tít. 16, Part. 5"), según la cual dos testigos 
contestes y mayores de toda excepción bastan para hacer plena 
prueba, sinú también porque no se han producido otros que hu- 
bieran podido destruir o al menos controlar tas primeras. 

9" Que asimismo, la circunstancia de ser simplemente auri- 
cuiares ó de oídos los testigos examinados, si bien obsta á que 
pueda legalmente considerarse al demandado como autor directo 
de los abusos cometidos, de «cuerdo con lo dispuesto en el precep- 
to indicado de la legislación antigua y lo resuelto por la Suprema 
Corte en el fallo igualmente recordado, no podría, sin embargo 
constituir causa legal suficiente para eximirlo de responsabili- 
dad, pues que Fiempre resulta comprobada una participación 
eulpableen los mismos abusos, y según la disposición del artí- 
culo 2400 del Código Cítü, la acción de despojo se da no ?olo 
contra el autor material del hecho, sinú también contra los cóm- 
plices y aún contra los herederos del despojante. 

Por estos fundamentos, fallo : declarándome competente para 
conocer y resolver este litigio, y en tal concepto condenando á 
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Don Manuel MadeTa á respetar la posesión deRandel, Levantan- 
do k población que ha hecho ocupar con Don Eusebio González, 
que es á laque se refiere directamente la demanda; y final- 
mente al pago de las costas, daños y perjuicios que al demandan- 
te se hubiera ocasionado con motivo de la susodicha ocupación y 
de la destrucción de los puestos de Pascual Leiva j Pedro Hui- 
dobro, que ha resultado comprobada, debiéndose para el justi- 
precio de los mismos, nombrar peritos por las partes, dentro del 
término de treinta d/as contados de¡>dc la ejecutoria de esta sen- 
tencia, y verificarla referida desocupación dentro del mismo 
término. 

Hágase saber con él original y repónganse los sellos. 

(*• Escalera y Zuvtria. 



r»11««* l»*u»remB « orí* 

Huni„* Aín-s, Abril 14 de mi. 

Vistos: Estando acreditada la diversa nacional id ¡id délas 
partes, y tratándose de una acción civil, por hechos de que es 
responsable el demandado, se confirma, en cuanto ó la competen- 
cia puesta en duda por el último, el auto apelado de foja ciento 
dos ; y considerando, en cuanto al fondn, que de autos resultnn 
bien acreditado» los dos extremos.de la acción de despojo dedu- 
cida, á saber, la posesión anterior del demandante en Infracción 
de campo litigada, y el despojo llevado á cabo en ella por el de- 
mandado, se confirma también, sobreesté punto, el auto apela- 
do, con costas, declarándose, que los daños y perjuicios que por 



DE JUSTICIA NACIONAL 2í»7 

íl se mandan abonar, deben ser 



Hepúngunse las sellos y devuélvanse. 



nESJAMlS VICTORICA. — c. s. de 
l-A TOIUIE.— LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZAN. — LUIS SAE\Z 

peSa. 



causa mm 



'tan iiejandro liiafiú contra don Juan b. Candas, mbre 
cobro ejecutivo de honorarios 



Sumarlo, - No deduciéndose excepción. Inejecución debe 
llevarse adelante. 



l-Vwo. — Kn los autos ejecutivos de I). Juan D. Canelas con- 
tra D, Antonio García por cobro de pe»os, D* Cristina Haiz 
dedujo tercería de dominio sobre los bienes embargados. 

La tercería fu* resuelta en favor de D« Cristina Haiz eon 
costas» por fallo de la Suprema Corte de Febrero 10 de 1880. 
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Don Alejandro Riaño que había representado fi I) 1 Cristina 
Baiz, pide la regulación de sus honorarios. 

La Suprema Corte mandó regularlos por el secretario Dr. D. 
Antonio Tamas si, que los avaluó en cíen pesos. 

Consentida U regulación, Riaño pidió se intimara el pago de 
la suma regulada con más los derechos de regulación. 

Se intimó el pago y se libró el mandamiento de embargo 
que fué trabado sobre unos honorarios devengados por Canelas 
en los autos seguidos por don Faustino Acosta contra la testa- 
mentaría de D" Leonurda Márquez Sosa de Iramain, seguido 
ante el Juií de i* Instancia de la Capital Dr. G.iray. 

Hecho el embargo, se citó de remate al deudor, que no opuso 
excepción álguoa. 

El ejecutante pidió se pronunciara la sentencia de remate y 
con esto se liquidara el monto total de su crédito con inclusión 
de los derechos de regulación, papel sellado, etc. 

La Suprema Corte proveyó: Ku lo principal alltclator, al 
otrosí en oportunidad se proveerá. 



Fallo rfr In giiprenm C'Mr 

Ikieuos Aires, Abril 14 de 1891 

Vistos : Xo habiéndose deducido excepción contra la ejecución 
iniciada, llévese adelante esta hasta hacer trance y remate de 
los bienes embargados y vuelva al Juez de Sección para su pro- 
secución. Repóngase los sellos. 

BENJAMIN V1CTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE, — LUIS V. VARELA. — ABEL 
RAZAN. — LUI» SAL*/. PENA. 
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¡toña Luisa Toteth contra thm Felipe Lanari, ¡/ 
la Municipal inad de Corrientes ; 
y derecho ül- apelar. 



contra 




Sumario.— |" El título de compra hace presumir la posesión 
de la cosa comprada desde la fecha en que ae otorgó. 

2" El heredero directo puede ejercer las acciones posesorias 
del difunto, sin necesidad de tomar posesión material de las co- 
sas hereditarias. 

3" En la duda se juzga que posee quien prueba :ma posesión 
más antigua, ú mejor derecho para poseer. 

A a La clasificación incorrecta de Ja acción, no obsta á que so 
resuelva según la intención de las partes y la verdad probada 
en autos, 

5" La intervención en juicio del citado de eviecion, no priva 
al citante de hacer valer en é\ los recursos legales . 



Caso.— Ka 3 de Junio de 1890 D. Simeón Martínez, por 
D* Luisa Toledo, se presentó al Juzgado de Sección de Corrien- 
tes y expuso: 
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Que entre los bienes dejados por su padre » existía un terreno 
comprado por aquel en 1847 á D" Ignacio Ríos, situado en la 
ciudad de Corrientes con los siguientes límites actuales: al S. 
calle San Martin; al E. terreno de Paula Sánchez de Pupo; al 
X, terreno de Bernardina Yeron; al O. propiedad de Miguel E. 
Calvo; 

Que cuando el padre de la Toledo verificó la compra, existía 
«n el terreno una casa que quedó á favor de la vendedora D" 
Ignacia Ríos que allí quedó hasta su fallecimiento; 

Que después ocupó la casa la hija de aquella llamada Encar- 
nación, y muerta ésta la ocupó su hija llamada Haría ; 

Que muerta María la casa fué vendida para pagar los gastos 
funerarios a D s Leonor López, quien la tiene alquilada ú D. Fe- 
lipe Sánchez ; 

Que el 'omiuio y posesión del terreno nunca fueron descono- 
cidos á los Toledo por los vecinos de él, ni por los ocupantes 



de la casa; 

Que cuando la hizo me n su ra r por el agrimensor Chapo, en- 
contró que dos de sus costados, líneas H F y F S, habían sido 
alambrados por D. Felipe Lanari, quien había venido así A tur- 
bar la posesión tranquila de la Toledo; 

Que por esto venía ó deducir contra dicho Lanari, el interdicto 
de retener con arreglo al artículo 327 déla ley de Procedimien- 
tos, y 2405, Código Civil, pidiendo se la garanta en la plenitud 
de su posesión, con costas y daños y perjuicios contra Lañan, y 
se ordene á éste al levantamiento del alambrado. 

Acompañó el título de propiedad y copia de las diligencias de 
la mensura Chapo aprobada j udicialmente e u 2 de May o d e 1 890. 

Acreditada la competencia federal por la distinta naciona- 
lidad de las partes, y citadas éstas ¿ comparendo, Lanari citó 
deevieeion ala Municipalidad, vendedora de su terreno á D. De- 
siderio Dante, su vendedor, y el comparendo tuvo lugar ante la 
Toledo y el representante de la Municipalidad. 
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La demandante reprodujo su demanda. 
VA representante de la Municipalidad dijo: Que la demandan- 
te no había po&eido nunca el terreno referido en la demanda, j 
no se había tratado de turbarla; pues aquella confesaba que la 
turbación se había realizado de una manera completa; 

Que si la demandante hubiera poseído alguna vez, hubiera 
podido intentar el interdicto de despojo, lo mismo que si poseye- 
ra actualmente, pues la turbación por efecto de una obra nue- 
va, como es el alambrado, se convierte inacción de despojo; 
<¿¡ie la prueba de que la Toledo no se encuentra en posesión, 

p;ira reivindicar el inmue- 
ticuiarts que lo poseen, -en que cuando Dan- 
te hizo la mensura del terri no cu 1888, no la protestó,— en que 
en el inventario de los bienes de los padres de la Toledo no fi- 
gura el terreno, y en que al pedir este la mensura de dicho te- 
rreno dijo al Juez que no tenia sino noticia de él; 

Que Dante y Lanari habían pagado la contribución directa, 

>, y la Toledo no pro- 
La demandante dijo: Que ella había estado en posesión por 
ministerio de la ley, como sucesora de sus padres, y que no po- 
día dudarse que la Toledo había estado en posesión, desde que 
la misma vendedora le había entregado el inmueble; 

Que deliberadamente no había deducido el interdicto de despo- 
jo, porque no había habido desposesion absoluta de la cosa, sinó 
turbación simplemente; 

Que existen aún en el terreno dos cercados antiguos que re- 
velan la posesión de los causantes de la Toledo, y la mensura 
hecha por ella después del alambrado por Lanari» importa po- 
sesión; 

Que si no protesto contra éste por el alambrado, fué por ha- 
berlo ignorado; 
Que el alambrado no puede considerarse como una obra nue- 
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Ta: que el poder dado á Martínez tiene la facultad de reivindicar 
t de deducir las acciones posesorias; 

Que el terreno no figuró en los inventarios, porque el título 
de él apareció extraviado; que la falta de pago del impuesto de 
contribución d ¡recta no da ni quita derechos. 

El abogado de la Municipalidad dijo : que no se trataba del 
derecho de la señorita Toledo á poseer, sinó del hecho de la po- 
sesión actual que la negaba tener, por lo que pedía el rechazo 
del interdicto. 

Kl ubogade de la demandante replicó : que se trataba de la po- 
sesión inismn, de quién era el turbado en ella, si la demandante 
ó el demandado, para obtener la plenitud del ejercicio de la po- 
sesión, que es al objeto de la acción de manutención; que por los 
fundamentos expuestos procedía dicha acción desde que la de- 
mandante, como heredera, está en posesión actual de la cosa, 
porque la turbación no ha sido completa, y porque la posesión 
no se pierde, ni por el trascurso del tiempo, sinó á condición 
que otros ejerzan actos posesorios queden por resultado la des- 
posesion real ó la disposición de la posesión ficta que contiena 
latente el poder de ejercor actos posesorios sóbrela cosa. 



Wmíím del Jims Federal 

■ 

Gorrienie*, íHubre 18 ife imt. 

Vistos: Pon Simeón Martínez, como apoderado de D" Luisa 
Toledo, se presenta instaurando interdicto de retener contra Don 
Felipe Lanari, exponiendo : 

1 rt Que el padre de su representada, IX Manuel Toledo, com- 
pró en el año de *847 á D* Ignacia Rios, un terreno situado en 
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esta ciudad, rayos límites actuales son : Sud, calle San Martin; 
Este, propiedad de Paula Sánchez de Pupo; Norte, terreno de 
Bernardina Veron ; y Oeste, propiedad de Miguel E. Calvo. 

2" Que cuando se verificó esa venta, existía en el terreno una 
casita que se reservó la vendedora, donde vivió hasta su falleci- 
miento, pasando después á manos de sus sucesores Encarnación 
y María, y que posteriormente fué vendida para satisfacer los 
gastos funerales da María, ú Leonor López, quien la tiene ac- 
tuiilmente alquilada á Felipe Sánchez. 

3" Que el dominio y la posesión de Toledo nunca fueron des- 
conocidos, ni por los vecinos linderos, ni menos por los ocupan- 
tes de la casa que pertenecía á la vendedora y después á sus su- 
cesores. 

4* Que cuando se mensuró el terreno por el agrimensor N. 
Chapo, se encontró que dos de sus costados han sido alambra- 
dos por D. Felipe Lanari, turbando la posesión tranquila de su 
representada, según consta de los documentos de fojas I á \% 

5« Que la Municipalidad, por error sin duda, vendió dicho 
terreno al señor Desiderio D. Dante, y éste á Lanari. 

6" Que por lo expuesto deducía el interdicto de retener la po- 
sesión del terreno expresado, contra D. Felipe Lanar i, y pedía 
se la garantiera «n su plenitud y libertad, y se le condene a los 
perjuicios y costas, y al levantamiento del alambrado. 

Que convocadas las partes A juicio verbal pidiendo el deman- 
dado se citara de eviccion A la Municipalidad, primitiva vende- 
dora al señor Dante, de quien él adquirió, lo que se hizo por el 
auto número 438, en cuya virtud se presentó á la audiencia de- 
latada, á tomar la defensa de la parU- demandada, exponiendo: 

Que la demandante no ha poseído jamás la propiedad á que 
hace referencia en su escrito de demanda, y que por consiguien- 
te, no ha podido valetíe de las acciones posesorias para entrar 
en posesión del inmueble; 

Que el interdicto de retener, no procede bajo ningún concepto, 
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en el presente caso, por cuanto la Comandante no ha poseído ni 
posee actualmente ta propiedad que se disente, ni tampoco se ha 
tratado de turbarla, pues como olla misma confiesa, la turba- 
ción se ha realizado de una manera completa. 

Que en el supuesto de que la demandante poseyera actualmen- 
te el terreno, no sería asimismo procedente el interdicto de re- 
tener, porque cuando lia habido turbación por efecto de una obra 
nuera, como es en el presente caso el alambrado mandado cons- 
truir por el señor Lanari, la acción posesoria de manutención, 
se convierte en acción de despojo. 

Y considerando : Que para que tenga lugar el interdicto de 
retener la posesión, es necesario que el que lo intente se halle 
en actual posesión, y que se haya tratado de inquietarlo por 
actos que deberán expresarse, según lo prescribe el artículo 327 
de la ley nacional de procedimientos. 

Que en elcasosnu judkeT). Manuel Toledo, padre legítimo de 
la demandante, compró á Ignacía ltios en Mayo 7 de 1847, el 
terrino que motiva este interdicto, según la escritura de foja 2 
vuelta. 

Eso título traslativo del dominio, hace presumir que el com- 
prador ha poseído el bien en cuestión desde su fecha, si no se 
probase lo contrario, como no se lia probado, estando por el 
contrario sustentada esa presunción con las declaraciones de los 
testigos Pablo Frutos, foja 45,Petrona Frutos de Saragoza, fo- 
ja 48 vuelta, y Dominga Frutos de Mora, foja 53, contestando 
A la 3 a pregunta del interrogatorio de foja 20. 

Que Luisa Toledo, como hija legítima de Manuel Toledo, se- 
gún consta por el certificado del escribano M o bando á foja 4, ha 
entrado en posesión del terreno desde el día de la muerte de su 
autor, hío necesidad de ninguna formalidad ó intervención de 
los Jueces, artículo 3410, Código Civil, y puede ejercer las ac- 
ciones posesorias del difunto, aun antes de haber tomado de 
hecho posesión de los objetos hereditarios, sin estar obligado ¿ 
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liar otras pruebas que las que se podrían exigir al difunto, artí- 
culo 3418, Código citado. 

Que por consiguiente, la posesión de Luisa Toledo, del terre- 
no en cuestión, es innegable desde el momento que continuaba 
por su calidad de heredera en la que tenía su causante. 

(¿ueann cuando se considere dudoso el último estado de la po- 
sesión entre la demandante y el que pretende despojarla ú tur- 
barla, se debe juzgar que la tiene el que probare una posesión 
más antigua, y si no constase cuál fuera más antigua, júzgase 
que poseía el que tuviese derecho de poseer, ó mejor derecho 
de poseer como lo prescribe el artículo 2471, Código Civil. 

Kstos extremos están igualmente comprobados porol título de 
foja 2 y la prueba testimonial. 

Que en presencia de estos antecedentes, y constituyendo la 
construcción del alambrado por parte de Lanari, un lucho que 
impide, aminora y crea embarazos a la ocupación, uso y goce de 
la demandante, es evidente su derecho a ser defendida y ampa- 
rada, por la vía sumaria que ha deducido, en aquella ocupación 
y goce, pues es elemental que á nadie lees dado de propia auto- 
ridad, turbar violentamente Ó por vías de hecho la posesión de 
otros. 

Que habiendo sido privada la denundante de la posesión del 
¿erren©, está autorizada á instaurar las acciones necesarias pa- 
ra que las cosas sumariamente se rcslablezcan al estado en que 
antes se hallaban, cualquiera que fuese la clasificación que la de- 
mandante ha creído deber dar á su acción, pues los Jueces deben 
resolver según la intención real de las partes y Ja verdad proba- 
da en autos; y resultando ésta fundada en su objeto esencial á 
saber, la restitución y amparo en la ocupación y goce de que la 
demandante ha sido privada, no puede negarse á éstasu derecho 
por la incorrecta clasificación de su acción. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á D. Felipe Lana- 
ri á ta restitución á Dona Luisa Toledo, del terreno relacionado 
T ' *o ' 
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Ubre de todo impedimento ni ejercicio de cu posesión, debiendo 
levantar en el ptezo de quince días, el alambrado con qne lo ce- 
rró; con costas. Hágase saber con el original y repónganse las 

fojas. 

i 

E. a, lujqmtno. 

Lanari apeló, yac le concedió el recurso en relación. 
La Toledo apeló del auto concediendo la apelación, por no ser 
parte Lanari en el juicio. 



Falto 4to I» 0upi*« C*rte> 

Buenos Aires, Abril 1H de 1891. 

Vistos : Aceptando la apelación interpuesta por Don Felipe 
Lanari, por cuanto la citación de eviccion dirigida á su cansante 
en estos autos, no le ha inhibido para intervenir en ellos y hacer 
valer los recursos legales, y por los fundamentos de la senten- 
cia apelada de foja sesenta y dos se confirma ésta con costas, y 
repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN V1CTOB1CA — C. S. DELA 
TORRE. — LUIS V. VARALA.— 
ABEL BAZAÜ . — LUIS SAENZ 
PESA. 
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CAUSA «JX XI 



FJ Ferrocarril Oeste de lluenos- Aires contra íi. Gervasio 
t'aez, por expropiación; sobre recurso de /techo 



Sumario.— No existiendo apelación denegada, no procede til 
recurso de hecho. 



Vaso.— En la causa de expropiación seguida entre el Ferro- 
carril del Oeste y D. Gervasio Paez, éste apeló de tina reso- 
lución del Juzgado de sección, yantes que éste se pronunciara 
sobre la apelación interpuesta, ocurrió de hecho ante la Su- 
prema Corte. 



I» Hvprenui C»rt» 



Bueno* Aires, Abril IB de 1891. 



Vistos en el acuerdo : Resultando del exámen de los autos t 
que el Juez de Sección no se ha pronunciado sobre la apelación 
interpuesta en losesoritos de fojas doscientos treinta y nueve y 
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doscientos cuarenta y cuatro, y no existiendo en consecuencia, 
apelación denegada que funde el recurso de hecho interpuesto y 
pueda dar lugar á conocer esta Suprema Corte en esta causa ; 
no ha lugar ¿ dicho recurso y vuelvan al Juez de Sección á los 
efectos que haya lugar. 

BENJAMIN VICTOttlCA. — G. DE LA 
TORRE. — AREL BAZAR. — LUIS 
V. VARELA. — LUISSAEKZ PESa. 




//. Itenet y Compañía contra May Chavarme // Compañía, sobre 
cobro de lanchajes, tj reconvención por falta en las mercade- 
rías entregadas. 



Sumario. — I o No es es nula la sentencia que se pronuncie sin 
abrir la causa a prueba, cu ande ¿sta no es necesaria. 
2* Se considera reconocida, la cuenta no negada. 
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3 o Después de los términos legales, es improcedente tjdo re- 
clamo por falta en las 



ras».— En í» de Julio de 1889 los señorea H. Benet y C-, acom- 
pañando cuatro cuentas por lanchaje y acarreo, del importe to- 
tal de 985 pesos y 26 centavos, dijeron que los señores Xay Chá- 
vanos y C* les eran deudores de esa suma por lanchajes de 
mercaderías llegadas á la consignación de los mismos, en los 
vapores * Sir Garnet Holseley i, « Oroño *, « Bromshaugb. » y 
cSelembria»;y les demandaron por el pago de la misma, con 
intereses y costas. 

Conferido traslado, los señorea Xay Chavanne y O contes- 
taron: Que no hacían oposición & los cálculos que por lanchajes 
cobraban losseñores llene t y O; pero fine la mercadería ásn con- 
signación consistía en 127.000 kilos de fierro fundición, según 
ol conocimiento, y ellos habían recibido sólo 130.420 kilos, fal- 
tándolos 6580 kilos; 

Que habían prevenido á losseñores llenet, de esa diferencia, 
y el 30 de Mayo reclamaron la mercadería por escrito ■ 

Que siendo el valor actual del fierro de 55 pesos los mil kilos, 
los señores Benet les debían 361 pesos y 90 centavos,que se 
negaban á reconocer ; 

Que ellos, cuando contrataron con los señores Benet, les 
hicieron presente que si se avenían á pagar sus tarifas, era por 
la responsabilidad que tenían , pues eran frecuentes los actos de 
infidelidad de los carreros ; 

Qoe por lo expuesto reconvenían á Benet y O por la suma de 
361 pesos y 90 centavos, pidiendo se declarase que no debían 
más que la diferencia entre esta suma y las demandadas. 

Acompañaron á larecon vención un ejemplar delconooimiento, 
la nota del fierro recibido, y el memorándum del 30 de Mayo. 
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Conferido traslado de la reconvención, Oenet y C" pidieron 
su rechazo, con costas , 

Dijeron : que ellos habían entregado el mismo número de lin- 
gotes que habían recibido; y qne si estos no tenían el peso pre- 
ciso determinado en el conocimiento, nada tenían ellos que ha- 
cer, siendo este hecho imputable á I03 cargadores ¡ 

Que la diferencia alegada por Xay Chavanne y O no existía ; 

Que, además, ellos se habían recibido del Horro transportado 
sin haber hecho las diligencias prescritas por los artículos 
175, 1240 y 1247 del Código de Comercio, por lo que habrían 
perdido todo derecho de reclamación; 

Que la carta de 30 de Mayo nada valía, pnes ellos la habían 
contestado en dos de Julio, diciendo que habían recibido una 
cantidad de lingotes de fierro, y no un peso determinado, por lo 
que no podían hacerse responsables del reclamo ; 

Que no era exacto lo que agregaban de haberles impuesto 
una responsabilidad especial por la frecuencia de los actos de 
infidelidad en los carreros. 



tallo drl 

Iludios Airea, Octubre ál lío iw». 

Vistos L-stos uutos promovidos por los señores H, Benet y C" , 
lánchelos, contra los señores Xay ( havanne y C* por cobru de 
la cantidad de novecientos ochenta y cinco pesos con veinte y 
seis centavos decurso legal ,procedentede lanchajes para la des- 
carga de mercaderías venidas á la consignación de los demanda- 
dos en los vapores c Si r Garact Wolseley» cOrouo> t Üroma- 
liaugh * y cSclembria * t según se «prosa délas cuentas acompa- 
ñadas de foja 1 á foja A, 

Y considerando : 



DE JUSTICIA NAf.lOKAL 



1" Que al contestar la demanda, los demandados reconocen 
esplícitamente la exactitud de dichas cuentas, estando dispues- 
tos á abonar su importe, pretendiendo tan sólo que de íi se de- 
duzca la cantidad de trescientos sesenta y un pesos con noven- 
ta centavos, importe de seis mil quinientos ochenta kilos horro 
entregados de meuos, sobre cuyo punto han formulado la co- 
rrespondiente reconvención. 

& Que á este respecto, los actores sostienen ser inexacto que 
haya habido entrega de menos, pues recibieron un número de- 
terminado de piezas, según consta de los recibos dados a los 
agentes del vapor, entregándose el mismo número, y alegan, ade- 
más, que 110 se han llenado los requisitos que prescriben los ar- 
tículos 174, 175, 1240 y 1247 del Código de Comercio para 
que haya lugar á reclamo, 

3" Que de los documentos presentados por ambas partes, sedes- 
prende de un modo indudable que la descarga y entrega de las 
mercaderías, origen de esta cuestión, s? efectuó en el mes de 
Marzo del presenteafio.no habiéndose hecho sino un reclamo 
privado, por falta en el peso y no en el número de bultos, en el 
mes de Mayo siguiente. 

4" Que según el artículo 175 del Código de Comercio, la acción 
de reclamación por detrimento de avería, dentro de cuyo término 
ostú comprendida también la entrega de menos en peso ó canti- 
dad de bultos, según lo ha establecido la jurisprudencia de la 
Corte Suprema en varios casos, sólo tiene lugar contra el aca- 
rreador dentro de las veinticuatro horas siguientes. 

5 o Que en armonía con este principio, prescriben los artí- 
culos 1246 y 1217 del mismo Código, como forma precisa y 
esencial para conservar el derecho á reclamar por averias, pér- 
didas ó disminución en los efectos y lijar la importancia pecunia- 
ria del daño y sus causas, que se practique un reconocimiento 
por peritos nombrados judicialmente, el que debe ser solicitado, 
dentro de las veinticuatro horas, ó de los tres días desde que 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



los efectos pasaron á manos de) consignatario, según el caso, pa- 
sado cuyo término no hay lugar á reclamación alguna, pues la 
ley presóme la bel entrega, la que constituye una defensa pe- 
rentoria i faror del conductor. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á los señores Nay 
Cnavanne y C 1 al pago de la sama demandada con sos intereses 
segnn la tasa de los Bancos públicos, desde la notificación de la 
demania, y las costas del juicio, y absuelvo á H. Benet y C* 
de la reconvención. Notifique con el original. 

Virgilio .V. Tedln. 



rail» úm la luprcan Varíe 

Buenos Aires, Abril 18 de 1K91 . 

Vistos y considerando : que aun reputando que la descarga 
délos artículos ¿que se refiere la contrademanda de foja veinte 
y cuatro, debiera tenerse por concluida solamente á la fecha de 
la cuenta de foja tres, ó sea el veinte y siete de Marzo del año 
de su referencia, 6 á la fecha del documento del memorándum 
de foja doce, ósea el treinta del mismo mes de Marzo, ó final- 
mente á la del dos de Junio siguiente, en qne los dem andante « 
expresan á foja veinte y ocho haber manifestado á los demanda- 
dos que la descarga había concluido, loa términos de los artí- 
culos ciento setenta y cuatro, y ciento setenta y cinco del Códi- 
go de Comercio vigente á la sazón, estarían vencidos con exceso a 
la fecha de la contrademanda ; por éste y por los fundamentos 
de la sentencia recurrida de foja veinte y seis, que demuestran no 
ser necesaria la apertura de la cansa á prueba, no ha lugar al re- 
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corso de nulidad interpuesto, y se conarma aquella, con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOBICA.— C. 3- DE LA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. — LUIS SAENZ PESA. 



CAUSA CXJKIII 



Dona Mercedes S. de Levintfston contra don Ramón S. Vareta, 
por interdicto de despojo; sobrecosías 



Sumario. — Admitido el interdicto de despojo, la declara- 
ción de ser do cargo del demandado las costas del juicio, com- 
prende las de i* y S* instancia. 



Cano. — El Juez de Seocion falló un interdicto no hacieudo 
lugar con costas á la acción posesoria deducida. 
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Apelado este fallo, la Suprema Corte lo revocó poi medio del 
siguiente: 

Hueoos Aires, Agosto SI de 18Ü0. 

Vistos ; ReGriéndose la demanda de foja 7 solamente al po- 
trero y pozo de balde construido dentro del campo de este nom- 
bre, y no á la totalidad de su área, j resultando comprobado en 
autos por las declaraciones de foja 29 á foja 49, la posesión á 
título do dominio de dicha fracción por la demandante doña 
Mercedes S. de Levingstcn, como la perturbación causada en 
ella por el demandado don Kamon S. Várela, j la precaridad 
del título con que este último La usado del Pozo mencionado: se 
reroca la sentencia apelada de foja 89, declarándose que la de- 
mandante debe ser restituida á la libre posesión del terreno en 
cuestión, con prohibición al demandado de todo acto perturba- 
torio en ella, siendo de cargo de éste las costas del juicio, Re- 
pónganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMIN VfCTORICA.— FEDE- 
RICA lUARGLltEN. — ■ C. S. DE 
LA TORRE, — LUIS V. VAHE- 
LA. — AREL RAZAN. 

Devueltos los autos, y mandada cumplir la sentencia de la 
Suprema Cortease presentó ante el Juzgado don José Alejos do 
Caminos, representante de don Ramón Várela, exponiendo: 

Qt e la sentencia de la Suprema Corte, en la parte referente 
á la» costas del juicio, trae confusión y es causa de que la parte 
actora haga extensiva la condenación también á las costas de 1 ' 
Instancia, Que correspondía por tanto, que el Juzgado la acla- 
rase expresando ai el demandado debía pagar las costas de sólo 
la 2* instancia ó si también las de 1* ; que para él no existe duda 
y cree que sólo debe pagar las de 2 a instancia: í" porque cuan- 
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do la Suprema Corte impone las costas comprendiendo ambas 
instancias, lo expresa claramente ; 2° porque el fallo revocato- 
rio de la Suprema Corte, contiene exactamente las mismas 
consideraciones en que el Juez se fundó, por lo cual no se explica 
ni la revocatoria ni menos, la pena de costas. 

Conferido traslado, lo evacuó la parte deía señora de Levings- 
ton pidiendo que no se. hiciera lugaT, con costas, ú la declaratoria 
solicitada. Dijo: que el recurso debió en todo caso deducirse 
ante la Suprema Corte, y eso, dentro del término legal y no 
cuando había transcurrido roesisde notificada la sentencia. Que 
por otra partí-, la sentencia de que so trata es perfectamente cla- 
ra, pues se refiere a las costas del juicio, y el juicio lo forman 
las dos instancias. Que en todo caso, si la sentencia de la Supre- 
ma Corte fuese dudosa para el Juez, correspondería pedirle ii 
ella que la aclarase. 

Se dictó después el siguiente auto: 



Fall* del j u « ratonil 



San Luis, grieto 14 de I8ul. 

T vistos : Considerando : Que si bien el infraiisL-ripto no está 
facultada para aclarar la sentencia pronu nejada por la Supre- 
ma Corte, en la parte diapositiva de la misma, á qu<- este inci- 
dente se refiere, atento lo establecido por el artículo 232 de la 
ley de Procedimientos, no es menos cierto que en mo encarga- 
do de su ejecución tiene el deber de explicar y fijar su verdade- 
ra inteligencia» por vía de interpretación, á tin de evitar ulterio- 
res dificultades y mayores perjuicios á los interesados. Pistos 
en el fondo, convienen en que la mencionada cláusula puede ser 
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susceptible de dadas, difiriendo sólo en la forma de esclarecer- 
las, pues mientras el demandado pide lo haga directamente el 
Juez mismo, el demandante indica lo sea por medio de consul- 
ta al superior. 

Por regía general, cuando el Superior Tribunal confirma la 
sentencia del Inferior, el apelante es condenado en costas, por 
presumirse qut no toro razón para litigar ; mas, si la reroca, 
como sucede en el caso ocurrente, no se impone condenación es- 
pecial, por creerse en ambos litigantes, justo motivo de plei- 
tear (ley 27, título 23, Part. 3"), entendiéndose en la instancia 
Bolamente. 

En la demanda de foja 7, párrafo 1 a , el representante de la 
señora de Levingston dice pertenecería en propiedad y pleno do- 
minio, la fracción de terreno designado en el plano de la mensura 
de fLa Estanzuela» bajo el número II, la cual comprende todo 
el campo denominado «El Balde», ubicado entre «Santa Tere- 
sa» y Mundo Nuevo» ; y tanto los testigos del actor como los 
del demandado en sus respectivas declaraciones de foja 28 ruel- 
ta adelante, las posiciones de foja 56 vuelta, y ambos litigantes 
en sus alegatos de fojas 61 (¡i 68, se refieren al mismo inmueble, 
pretendiendo estos últimos tener cada nno sobre él derechos pre- 
ferentes. 

Estas circunstancias han podido inducir en error al deman- 
dado, como extraviaron también el criterio del Juez, que equi- 
vocadamente entendió que el interdicto de mantener versaba 
sobre la totalidad del campo « El Balde » T y por cuya Tazón no 
hizo lugar a 61. La resolución de foja 89, así lo revela, recono- 
cienüoel derecho de la parte reclamante sobre el potrero y ran- 
chos que fueron de don Ramón Abel Ante, como lo declara tam- 
bién lu sentencia de la Suprema Corte de foja 110, con inclu- 
sión del Pozo de Balde y desconociéndolo con relación á todo el 
campo que lleva este nombre, 

« El demandado vencido no debe de ser condenado en costas, 
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cuando \oí términos de la demanda y las aserciones subsiguien- 
tes del octor dan lugar tí dudas fundadas», ba sentado la 
Suprema Corte en la causa de la serie 2% tomo 12, página 54 de 
los Falles, así como qne * no considerándose maliciosa la defen- 
sa del demandado, no debe ser condenado en las costas » (série 
2", tomo t3, pág. 26), y qu« «no existiendo en la segunda ins- 
tancia la condenación en costas que ha existido en la primera, 
cada parte paga en aquella las que hubiere caucado » (serie 1-, 
tomo 7, pág, 307) : hechos que concurren en el presente caso y 
que resultan de la constancia de autos. 

Esto, por lo que respecta á las costas cu una ú otra instancia; 
que en cuanto á las de segunda, en la cansa análoga que se en- 
cuentra en la serie i\ tomo 8, página 161, la Suprema Corte 
estableció que «cuando en la instancia de apelación se pronuncia 
la condenación en costas, sin expresarse que esta se extiende á 
las de primera instancia, se entiende aquella con relación á las 
del recurso únicamente» : corroborando este pronunciamiento 
el que se dictó después (série 2", tomo \% pág. 262), por el que se 
manda que el litigante que procede con evidente mala fé, debe 
ser condenado en todas las costas de primera y segunda instan- 
cia. 

Por estas consideraciones, se declara que la condenación en 
costas impuesta al demandado pnr la precitada sentencia de foja 
HO, comprende solamente las de segunda instancia. Hágase sa- 
ber y repónganse los sellos. 

/*. E. Ntfjttez. 

La parte demandante apeló emli licencia y se le cuicediú el re • 
curso en relación. 
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ralla ém I» ftwprem* t'«rt* 

Busdos Aires, Abril SI de 1891. 

Vistos: Declarándose por la sentencia de foja ciento diez, 
de cargo del demandado las costas del juicio, en general, 
y no las de una ú otra instancia determinada, guardando en 
ello conformidad con la disposición del articulo dos mil cua- 
trocientos noventa y cuatro del Código Civil que dispone 
que < juzgada la acción, el demandado debe de ser condenado 
¡i restituir el inmueble con todos sus accesorios, con indemni- 
zación al poseedor de todas las pérdidas é intereses y de los gas- 
tos causados en el juicio, hasta la total ejecución de la senten- 
cia > se revoca el auto apelado de foja ciento veinte y tres y se 
declara, que la disposición de la sentencia citada de foja cien- 
to diez, se refiere a las costas de una y otra instancia de la de- 
manda posesoria. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

UENJAMIS V1CTOR1CA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VARI LA. — AREL DAZAK. 
— LUS SAEKZ PESA. 



i). Agustín tiendes contra D, Pedro de Marín, por desalojo; 



Sumario. — So debe hacerse logar á la declaración de testi- 
gos que se pida después de vencido el término de prueba. 



Caso.— Recibida la causa á prueba, l? parte de de María pidió 
que fueran examinados, debiendo citárseles, los testigos compren 
didos en la lista de Toja 324, cutre los cuales se encuentran don 
José Gambadello, don Adolfo de la Valle, don Pascual Maurio- 
ni y don Luis Degiovanini. 

Este pedido se hizo el 4 de Noviembre de 1890 j el término 
de prueba vencía el 34 del mismo mes. 

En los días 18 y 19 de Noviembre fueron examinados los tes- 
tigos de la lista, menos los cuatro que quedan nombrados. 

En 26 de Enero del corriente año se presentó la parte de de 
Marta exponiendo : que hallándose pendientes las declaracio- 
nes de esos cuatro testigos, pedíase señalara dia y hora para 
que fueran ellos examinados al tenor del interrogatorio que se 
reservaba presentar. Que no habían podido declarar dichos tes- 
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t¡gOB t sin dada por las ocupaciones del Juzgado. Agregó por un 
otrosí que se señala» día para que don Mariano Maroet prac- 
ticara el reconocimiento de un recibo suyo agregado á los. au- 
tos, no hallándose en estos constancia de que dicha persona 
haya sido presentada anteriormente. 



Falte del Jim Fedrral 



Buenos Aires, Knoro 2~ de 

Estando vencido el término probatorio, no ha lugar á lo so- 
licitado. 

i ¡/arriza, 
WmMtm de I» Mwprem» Cerle 



Bueno* Aires, Abril 23 d« ltOl. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja trescientos setenta y cinco vuelta y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

REMANI» Y1CTORICA. — C. S, DE LA 
TOME.— LUIS V. V AR EL A , — A D EL 
BAZA ti. — LUIS SAO/ PEU. 
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mvso de /mbeas corpas interpuesto por ion tripulantes 
bkruths del buque desterra cfiiieno « La Pikomayo » /raídos 
á tierra en calidad dt- presos. 



Sumaria,— i» La sublevación llevada á cabo con fines políti- 
cos por tripulantes de un buque de guerra extranjero .surto en 
aguas territoriales de ia República debe considerarse como de- 
lito políH C Q, y 110 pierdü este caructer por k8 infraccj0lieg d0 

otro órden conexas con él, cometidas como elementos para al- 
canzar esos fines. 

2» Traídos á tierra los sublevados y entregados en calidad de 
presos a las autoridades del pal* por incapacidad propia para 
martenerloa á bordo, su devolución al representante de su go- 
bierno, mediando recursos de habeos corpas por parte de aque- 
llos, no puede ser acordada sin infringir la ley positiva que 
hace inviolables los comprometidos en delitos políticos y los 
principios de derecho internacional público que no consienten 
la entrega de prisioneros de guerra, sea pública, ó insurreccio- 
nal, que hayan pisado de cualquier modo el suelo de un estado 
neutro. 

3" En el caso de actos de hostilidad ó guerra civil cometidos 
por insurgentes de uu Estado extranjero en aguas territoriales 
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de un Estado neutro, es regla de derecho internacional entregar 
al Gobierno de ese Estado, sólo las naves ó cosas tomadas á 
aquellos, no lis personas. 

4° En la República, nadie puede ser mantenido en prisión 
sin órdon escrita de autoridad competente, ni por hechos que no 
hayan sida clasificados de antemano como delitos. 



Caso.— Lo expresa el 

rail* del Jum Federal 

Buenos Aires. Abril » de IWL 

Autos y vistos : Resultando de Loa precedentes informes : 
i* Que los individuos en cuyo beneficio se ba deducido el pre- 
cedente recurrso de babeas corpus han sido entregados en la 
Prefectura Marítima en calidad de presos por el Comandante 
del buque de guerra chileno «Pilcomayo ». 

2° Que su recibo en tal condición en aquella repartición ha 
sido aolicitada por el señor Ministro de Chile, porque estando el 
buque «Pilcomayo » en desarme no tenía la seguridad necesa- 
ria para guardar esos presos sin exponerlos ;í grandes sufri- 
mientos. 

Y considerando: 1° Que si bien por una ficción del derecho 
público internacional se admite que los buqnes de una Nación 
forman parte del territorio de la misma y en consecuencia, sólo 
rigen en ellos las leyes del país a que pertenecen, teniéndose en 
vista entre otras razones que dentro de sí mismo tienen y deben 
tenerlos elementos necesarios de fuerza para hacerlos efectivos, 
tal ficción no pnede extenderse hasta darles autoridad y jurís- 
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dieron para mantener prisioneros en territorio extranjero al de 
su bandera. 

* Que siendo esto a8Í e j señor Ministro de Chile por et hecho 
de haber sacado los presos del buque poniéndolo*, en tierra bajo 
la custodia de las autoridades nacionales, implfcitament, ha 
renunciado o mejor dicho ha perdido ei derecho de asearlos del 
del país y juzgarlos como piído hacerlo si hubiese permaneci- 
do a bordo o estado detenidos en la casa de la Legación sin 
intervención de las autoridades argentinas y en la forma que 
sus leyes determinan, fas cuales protejen la libertad individual 

de todas las personas que pise.1 su territorio mientras se en- 
cuentran en él. 

3" Que en el territorio de la Repúblira ningún individuo 
puede ser detenido ó preso, cualquiera que sea su condición o 
los hechos de que se le acuse cometido dentro 6 fuera del país 
szno por orden de Juez competente, y previo proceso en forma 
legal, a cuyo precepto no pueden ser sustraídos Jos recurrentes 
por el hecho de haber pertenecido á un buque de guerra ni por 

consentimiento prestado por el Poder Ejecutivo para su de- 
tención en tierra. 

# Que habiendo perdido su carácter de buque de guerra la 
corbeta cPilcomayo » t por estar desarmada según se desprende 
de la manifestación del señor Ministro de Chile care- 
ciendo por consiguiente de los elementos necesarios parL hacer 
efectivas sus leyes, la detención y custodia de los recurrentes 
Pierde su carácter de momentánea, que por cortesía pudieron 
conceder las autoridades de la Xacion, no teniendo entonces otro 

objeto S u continuación, que la de efectuarla extradición de los 
detenidos para ser juzgados con arreglo á las leyes chilenas a 
menos de admitir que pueden existir dentro del territorio indi- 
"dúos presos indefinidamente j sin tribunales que conozcan de 
sn causa Jo que es contrario ' H Constitución Nacional v al es- 
píritu de las mismas leyes de extradición. 
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5" Quede loa informes requeridos no resulta que la extradi- 
ción haya sido solicitada y tramitada < u debida forma, no exis- 
tiendo por otra parte tratados con la República de Chile que 
hagan obligatoria la entrega en casos como el presente. 

Por estos fundamentos y no obstante lo expuesto por el señor 
Procurador Fiscal en su precedente vista, fallo : mandando que 
los detenidos D. Remigin Gallardo, llamón Seguro Jofre, José 
M. Rifo, Eliseo Bassu, P.-dro Cárdenas, Juan de Dios Díaz, Al- 
fredo Murtens, Faustino Castillo, Alejandro Ciro, Cárlos Ville- 
gas, Aurelio Rubio, sean puestos inmediatamente en libertad, 
comunicándose en el día esta resolución á la Prefectura para su 
cumplimiento. 

YinjiÜQ )l. Te*litt. 



VISTA UEL Sfc.SOH PROCURADOR UEKERAL 

Uiifiios Alivs, Abril 11 de lHilL 

Sti¡nrnta Corte : 

El auto de foja 17 que ordena sean puestos en libertad D, Re- 
migio Gallardo y demás individuos marineros del buque de 
guerra * Pilcomayo » detenidos en la Prefectura Marítima, que 
dedujeron el recurso de 'tabeas corpa» de foja 1*, no puede en 
mi opinión ser eonürmada por V. E. 

La causa de su detención y la autoridad que la dispuso se ha- 
llan expresada» en el informe dv foja 7 dado al Inferior por S, 
K. el señor Ministro de Relaciones Exteriores, y de ese infor- 
me resulta que S. E. el señor Presidente de la República, orde- 
nó la detención de tales individuos á solicitud del señor Minis- 
tro de Chile. 
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Trátase, pues, de mi acto político ejecutado en virtud de órde- 
nes del Poder Ejecutivo de la Nación y durante el estado de sitio 
bajo ti que *e halla la Capital de la República, en cuyo territo- 
rio ha sido ordenada y verificada dicha detención. 

E] señor Juez Federal Doctor Ted i n en el auto de foja 17 
que dejo mencionado para nada ha tomado en cuenta estas cir- 
cunstancias, bajo las cuales en mi opinión, sólo en posible con- 
siderar el recurso de babeas Corpus sometido á su decisión. Así 
los fundamentos en que apoya su resolución se reíieren sólo al 
caso en que el recurso deducido fuera en realidad procedente 
con arreglo ¡i nuestras leyes esto es, al raso en que estuvieran 
vigentes las y ara n lías constitucionales acordadas á todos los ha- 
bitantes de la República. 

Pero esas gamntfas constitucionales están suspendidas du- 
rante el estado de sitio, según disposición expresa del artículo 
23 de nuestra Ley Fundamenta! ; y durante esta suspensión el 
señor Presidente de la República, puede con perfecta facultad 
arrestar 6 trasladar las personas de un punto u otro de la Re- 
pública» si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argen- 
tino. 

SÍ, pues, el señor Presidente de la República, ejerce la facul- 
tad constitucional, de arrestar tí las personas detenidas en la 
Prefectura Marítima, no ordena un arresto ilegal, al cual pue- 
den aplicarle las disposiciones del título IV, libro IV del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal : porque dicho título sú- 
lo trata del modo de proceder Mi los casos de detención, arresto 
ó prisión ilegal de pcrsoims. 

El primer artículo de dicho título, que es el 617, que estable- 
ce el recurso de habeas corpus, lo acuerda sólo eontra la drden 
6 procedimiento de un funcionario público, tendente i restrin- 
gir sin derecho la libertad de una persona; y no procede sin de- 
recho el Gefe Supremo de la Nación, cuando pone en ejercicio 
una facultad, que la misma Constitución Nacional le acuerda. 
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Del ejercicio que el señor Presidente baga de esa facultad 
constitucienal, no debe cuenta á tos Jueces y Tribunales ordi- 
narios, y así estos no podrán en mi opinión, en caso alguno, 
pretender coa razón Humar á juicio los antecedentes ■ ie bis hie- 
ren motivado un arresto ordenado por él durante el estado de si- 
tio para decretar la lihertad ó el sometimiento ii juicio del dete- 
nido. 

Así, dice Paschatl en sus Anotaciones á la Constitución de los 
Estados-V nidos: «que el Presidente no está, obligado á contestar 
á un auto de habeas corpus. No is responsable al judicial como 
Presidente. A os Tribunales no pueden revisar sus actos políti- 
cos* (tomo I ', pagina 263 de la traducción del X. Calvo). 

Humo, en susdecisioues constitucionales de los Estados-Uni- 
dos, consigna la siguiente resolución : * La suspensión del pri- 
vilegio del unto de habeas corpas siendo la autorización vir- 
tual de arrestar ¡sin causa legal ordinaria ú órden de Juez com- 
petente, se deduce que tales arrestos durante la suspensión, y 
cuando está hecha en obediencia á la urden ú autoridad del 
empleado a quien se ba investido con ese podi-r, son práctica- 
mente legales, y las personas que tos liaren, noson responsables 
á la acción de danos y perjuicios por el becho» ( Me Cali v. 
M'cDowelU i Deodi 263; S. C. J. Abb. C.C. t\% traducción 
del señor Calvo, tomo I o , página 215). 

Como lo vé V. EL las facultades que usa la autoridad en los 
Estados-Unidos para retener ó arrestar á las personas durante 
el miado de sitio, se conoce bajo el nombre de c suspensión del 
privilegio del autnde habeas corpus*, es evidente por tanto, que 
bailándose suspendido dicho privilegio no es posible que los 
detenidos recurrentes puedan usarlo útilmente, ni quo los Jue- 
ces puedan hacerlo valer en su favor. 

Así verá V.E., que en el r -curso de foja 1" y demás escritos 
presentados en estos autos como en los considerandos del auto 
de foja 17 se invocan solamente en apoyo de la libertad que se 
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pretende, las garantías acordadas por nuestra Constitución y 
leyes reglamentarias en su favor; pero se olfída totalmente que 
esas garantías constitucionales están suspendidas durante "1 



Vistos: Ucsultade autos: Que las personas cuya libertad se 
reclama en esta causa, fueron detenidas y presas en la mañana 
dei treinta del próximo pasado mes de Marzo, á bordo del buque 
de guerra chileno fLaPilcomayo s, surto en este puerto, como 
autores ú partícipes de un motín militar acaecido á bordo de di- 
cho buque, y producido por individuos de Ja tripulación de) mis- 
mo, de que hacían parte las personas indicadas en calidad de 
marineros. 

Que el mismo día o n quu se produjo la sublevación menciona- 
da, el señor Ministro de Chile solicitó del Poder Kjeeutivo de la 
República se le permitiera mandar los heridos á consecuencia 
de aquel suceso, á alguno de los hospitales de esta ciudad y los 
marineros autores ó cómplices de la sublevación en calidad de 
presos ¡i su disposición á la Prefectura Marítima de esta Capi- 
tal, por manifestar no tener la < Pitcomayo » , á la sazón en de- 
sarme, la comodidad necesaria pura mantener Jos heridos, ni la 
seguridad requerida para guardar los prosos sin exponer á uno? 
y otros á sufrimientos. 




Antonio A'. Mataver, 




Buenas A¡r. % Abril £Í «k 1WÍ1. 
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Que el señor Presidente de la República juzgando como un de- 
ber de humanidad y cortesía acceder al servicio solicitado, dis- 
puso que los heridas referidos se trasudaran á los hospitales 
locales, y los marineros, cuya nomina especifica la demanda de 
foja primera, á la Prefectura Marítima, á disposición del cita- 
do señor Ministro de Chile por el término de tres días, que se 
prorrogó posteriormente por tres mis. 

Que desembarcadas finalmente y puestas en tierra tas perso- 
nas dichas en rjrtud de aquella disposición, al vencer el prime- 
ro de los plazos referidos, el señor Ministro de Chite solicitó le 
fueran ellas devueltas pura ser conducidas á bordo de la cañone- 
ra nombrada, y el Poder Ejecutivo se negó a ello por estar ya 
sometido el cuso á la justicia de la Nación . 

Y considerando: Que los antecedentes todos de esta causa 
conducen necesariamente á establecer que lus hechos imputa- 
dos á los reclamantes y que dan lugar á la prisión en que se ha- 
llan ellos constituidos, han sido cometidos con un lin esencial- 
mente político 3 con el pegamiento sólo de prestar ayuda y coo- 
peración al partido polítiro levantado en armas y actualmente 
en guerra contra el Gobierno de su país. 

Que como infracciones de orden político y como actos de in- 
surrección y hostilidad contra el úrden político del Estado á que 
sus agentes pertenecen y cuya bandera lleva el buque á cuyo 
borde han sido cometidos, pueden y deben en consecuencia ser 
tratados exclusivamente esos hechos, 

Que si ellos envuelven infracciones de otro orden, -i comprome- 
ten y afectan, por ejemplo, la disciplina militar, ello nolos desna- 
turaliza sin embargo, ni los priva de su carácter principal y pro- 
pio, por no ser esas infracciones sinó elementos naturales y 
medios comunes de acción dentro de los propósitos y Unes con 
que han sido cometidos. 

Que tratándose de delitos políticos ó de delitos conexos con 
delitos políticos, las disposiciones de la legis'acion positiva del 
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país (véase el artículo tercero, inciso segundo, de la ley nacio- 
nal de veinte y cinco de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cinco) y los principios universal mente consagrados en el dere- 
cho internacional público, establecen como una regla invariable 
la inviolabilidad de las personas comprometidas en ellos, una 
vez salidas de los límites jurisdiccionales del país contra el cual 
se lian llevado á cubo, y colocan úsus autores bajo la garantía 
moral del listado sobre el territorio del cual se encuentran, 

Qüe contra esta regla de justicia, de humanidad y de buena 
política que hace parte del der-cho público nacional y que con- 
sagran las prácticas y trataos internacionales del mundo civi- 
lizado, no puede darse valirtez ni elicacia á acto alguno, que, sin 
tener su fundamento en un precepto espres-. de la legislación 
pro|iia ó en un tratado competentemente concluido, pueda servir 
á violarla en sus Jines fundamentales y destruir las garantía 
principales que ella consagra. 

Que son estos mismos los principios que rigen en el derecho 
internacional en relación á los prisioneros de guerra, ya sea esta 
pública ó de Nación ¡i Nueinn, ya meramente insurreccional 6 
civil, enseriándose uniformemente á su respecto, que si bien en 
virtud del pricipio de exterritorialidad deque por confino uni- 
versal gozan los buques armados de las naciones extranjeras, 
pueden dichos prisioneros ser mantenidos como tales ilimitada- 
mente A bordo en aguas territoriales de un estada neutro, reco- 
bran enteramente su libertad tan luego de pisar el suelo'de és- 
te, aun cuando hayan sido desembarcados ni calidad de presos, 
per no ser permitido atacar al enemiguen país neutral ni conti- 
nuaren él ningún género de hostilidades y reputarse oue con- 
ducir prisioneros lo mismo que llevar el botín á paraje seguro, 
son actos deguerray procedimientos de hostilidad que ningún bu- 
lijerante puede legítimamente pretender, ni el estado neutro 
acordar, sin salir de los límites de la neutralidad y favorecer á un 
partido contra el otro. 
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Que así es de doctrina, aun coa aplicación á guerraa civiles 
que cel estado neutro que presta el apoyo de su fuerza pública 
para mantener en estado de cautividad sol Jados de uno de los 
beligerantes durante su permanencia en su territorio, toma par- 
te indirectamente en ta guerra y comete una violación flagrante 
de la neutralidad » y que «el derecho que el enemigo tiene so- 
bre los prisioneros que han caído en su podeT no puede ser trans- 
ferido a un neutral». (1 Keuts Commentaries ciento nueve; 
Vattel, Le droit civil, tomo tercero, eapítulo siete, párrafo 
ciento treinta y dos; Bluntschli, párrafo setecientos sesenta y 
nueve y setecientos ochenta y cinco; Bello, Principios dei de- 
recho internacional, lercera edición, páginas ciento ochenta y 
doscientos treinta y uno; Calvo, Le droit international, cuarta 
edición, párrafos dos mil trescientos cuarenta y ocho y dos mil 
trescientos cuarenta y nueve). 

Que en el caBo de actos de hostilidad o Je guerra civil lleva- 
dos a cabo por insurgentes de un Estado extranjero eo aguas 
territoriales de otro Estado, que es precisamente el caso de la 
cuestión, la regla consagrada en el derecho internacional ea 
igualmente la de poner en libertad las personas de los últimos, 
si no se han hechj justiciables por sus actos ante los tribunales 
del país en que estos se han perpetrado y sólo entregar al Go- 
bierno del Estado extranjero las naves ó cosas tomadas á aque- 
llos (Calvo, obra citada, rolúmen dos. números mil ciento cua- 
renta y seis y "guíenles). 

Que del punto de vista de la Constitución y leyes internas de 
la Nación, es de precepto expreso, que nadie puede ser mante- 
nido en prisión en ella sin órden escrita de autoridad competen- 
te; que nadie puede serlo tampoco por hechos que la ley no haya 
clasificado de antemano como delitos; y que todo aquel, final- 
mente, que se halle restringido de cualquiera manera en su li- 
bertad individual, puede ocurrir por sí é por medio de sus pa- 
rientes ó amigos á la autoridad judicial competente, pidiendo 
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que se investigue la causa de su prisión, y en caso de resultar és- 
ta impuesta por autoridad incompetente por la ley para dictar- 
la» se ponga al preso inmediatamente en libertad. 

Que las facultades constitucionales del Poder Ejecutivo en 
lo que se refiere al mantenimiento délas relaciones exteriores de 
la República con las potencias extranjeras, no son contrarias 
á estas disposiciones, que tienni por objeto garantir la seguri- 
dad personal do iodos los que habitan el territorio de la Repú- 
blica, sean nacionales ó extranjeros, contra prisiones ilegales 
poniéndola inmediatamente bajo el amparo de los Tribunales de 
Justicia, y que son de rigurosa aplicación en todos los casos, 
salvo aquellos en que la Constitución misma, por razones supre- 
mas de órden y conservación social, dispone expresamente lo con- 
trario. 

Que haciendo aplicación de estas consideraciones al caso en 
cuestión, ya del punto de vista del carácter esencialmente polí- 
tico que revisten los hechos imputados ú las personas mencio- 
nadas en la demanda, ya del que se reüerc ¡í la seguridad indi- 
vidual y condiciones propú's de libertad de los prisioneros de 
guerra ó insurgentes, tomados por actos de hostilidad en aguas 
territoriales de país neutral, ya finalmente, del que alude álas 
garantías y remedios que la Constitución y Lis leyes consagran 
sin distinción ála seguridad personal dentro de todo el territo- 
rio de la Nación, resulta evidente que ni el acto de la Legación 
de Chile haciendo entrega de las persona* referidas como presos 
á la autoridad ejecutiva del país por insuliciencia de medios, 
impotencia ó incapacidad propia para mantenerlos á bordo, ni 
el procedimiento de la última recibiéndolas en tal calidad por 
una mera razón de cortesía, sin obligarse á mantenerlos en se- 
cuestro más allá délo que tas leyes del país le permitiesen, y 
negando en tal concepto posteriormente su devolución, pueden 
legítima y válidamente oponerse á la libertad inmediata á que 
tienen derecho los detenidos, 
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Que el Procurador General de la Nación, consejero legal del 
Presidente de la República, ha concluido igualmente en esta 
causa solicitándola libertad de ios reclamantes. 

Por estos fundamentos y sin entender resolver punto alguno 
que ataña a relaciones do carácter político, que concierne pura- 
mente al Poder Ejecutivo, la Suprema Corte resuelve confir- 
mar y confirma el auto apelado de foja diez y siete, y ordena en 
consecuencia que las personas en el mencionadas sean puestas 
inmediatamente en libertad y devuélvanse los autos. 

BEIOAMW VICTORICA.-C, S. |»E 
LA TORRE. — W'tS V. VA RE- 
IA, — AREL HAZAS. — LUIS 
SAETÍ/ PEÍA, 



- 



«'AI-HA 1WVI 



fíroqua Sekolbery y t' a contra Ausitat y Fary f por 
tyertilwo dv pesos ,* mhre cosías 



Sumario. — \q debe imponerse el pngo de costas á ios ejecu- 
tados que tienen entregado á tos ejecutantes, pagarés por oía- 
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yor suma ilc la adeudada, enunciándole que lo lian sido en de- 
pósito y en pago, y resultando haber sido cobrados antes de la 
si-ntencia de remate. 



í'wfo. — Los señores líroqua Kcliulberg y O demandaron ejecu- 
tivamente i los s. -ñores Aussat y Fary por 75.280 pesos m/n con 
58 centavos, importe de letras de aduana firmadas por los de- 
mandados y qne los demandantes pagaron como garantes de 
ellas. 

Se trabó embargo sobre mercaderías pertenecientes á los eje- 
cutados, nombrándose depositario de ellas á don Pedro X. Ro- 
mano. 

Citados de remate, :*e presentaron los ejecutados exponien- 
do: que deducían la <*xc:cpcion de pugo, fundándose en un re- 
cibo, cuya copia inserta, que los demandantes les otorgaron, por 
haberles ellos entregado documentos á cobrar. Fl recibo, según 
la copia aludida, dice asi t tlieribimos de los señores Aussat y 
Fary los pagarés ásu órden que se detallan más arriba con cuyo 
importe queda en depósito y en pago de derechos de aduana que 
nosotros liemos garantido á los señores Aussat y Fary . Firma- 
do : Üroqua Scholberg y C°*. Que los valores entregados ascen- 
dían a 86,113 pesos oro -18 centavos, cantidades mayores que 
lo que adeudan ¡i los ejecutantes* 

Corrido traslado, los ejecutantes piilieron que se rechazara 
con costas la excepción, pues los documentos á que los ejecuta- 
dos se refieren, les fueron entregados como simple garantía, y 
ellos no los habían negociado. 

Contestada la excepción, el Jue?, llamó autos, y en este esta- 
do los ejecutantes, expusieron : que su crédito había disminuido 
en 9230 pesos 38 centavos »/tt y 015 pesos oro 45 centavos por 
haber cobrado documentos de los que recibieron en garantía, 
por esos valores. 
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Después de esto compareció la parte ejecutada y expuso: que 
los ejecutantes hablan cobrado documentos de los existentes en 
su poder basta una cantidad que pasaba de la ejecutada, en 
10832 pesos 65 centavos c/l y 1355 pesos oro 48 centavos; pur 
cu va razón pedía que estos saldos le fueran devueltos. 

Conferida vista, el ejecutante, et mismo día en que se le noti- 
ficó dicha vista, presentó escrito exponiendo : que habían cobra- 
do varios documentos que expresan y cuyo importe asciende ú 
75.874 peso-; c/l 00 centavos; y con el objeto de terminar el 
asunto pedían que el Secretario practicas.- la liquidación de la 
deuda, intereses y costas á cuyo efecto estimaba las honorarios 
de abogado en 1500 pesos y los procúratenos en 700 pesos. 
Hizo presente, además, que los intereses ascendían á 2878 pesos 
75 centavos, quedando en su poder todavía dos pagarés que po- 
drían recoger oportunamente los ejecutados. 

El Juez mandé practicar la liquidación y confirió vista de las 
cuentas de honorarios. 

En este estado el ejerutantc presentó una liquidación ron un 
saldo á favor de lo* ejecutados, de 6640 pesos con 4A centa- 
vos m/1. 

La parte ejecutada manifestó que no reconocía las cuentas 
de honorarius, porque los ejecutantes estaban ya pagados desús 
créditos y no había sentencia de remate ni la puede haber por 
que ya no tiene objeto la prosecución del juicio. Manifestaron 
también que estaban conformes con la liquidación, cuyo saldo 
debía serles entregado. 

Conferida vistan la parte ejecutante de la manifestación re- 
lativa al pago de honorarios, expusieron: que ellos debían ser 
abonados por los ejecutados, no sólo por la naturaleza del asun- 
to, sinó también porque habían opuesto la excepción de pago, 
para cuya resolución se llamaron los autos. Que cobrados 
paulatinamente los pagarés dados en garantía del crédito privi- 
legiado, puerto que en su cobro subrogaban al fisco, ello no qnie- 
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re decir que la sentencia de remate no tenga objeto, pues debe 
fijar la responsabilidad de cada parte en cuanto & los gastos é 
inten ses. Que sólo habrían podido librarse de estos los ejecu- 
tados pagando la deuda inmediatamente de requeridos. 

Corrida TÍBta, los ejecutados reprodujeron las razones que 
ya tienen aducidas. 

Se fijaron después en 250 pesos los honorarios del deposita- 
rio don Pedro Romano y se suspendió su pago hasta la resolu- 
ción del incidente prndienle. 



r«il»4cl Juta »>««>r«l 



Bosnrin, Novitmilm- ti de 1890. 

Y victos : !os llamamientos de fojas 101 y 205 vuelta J soli- 
citud de foja 212. Y considerando: que por el escrito de foja 
100, los ejecutados han consentido en el abono de las partidas 
de costas presentadas en su contra por el ejecutante, pidiendo, 
además, que se confirme la cuenta de liquidación acompañada 
por el último ; que no existiendo convención especial, es justo y 
legal en los juicios del genero del presente, que las costas sean 
abonadas por los ejecutados, lo que, de acuerdo con los precep- 
tos de nuestra antigua legislación, confirmados por la jurispru- 
dencia patria, sólo pueden eximirse de ¿se cargo.l abonando el 
importe del crédito ejecutivo, dentrode los tres días fijados por 
el auto de sol vendo. 

Por tanto: se resuelve aprobar la liquidación de foja 86, de- 
clarándose que las costas en este juicio son á cargo de los eje- 
cutados, quienes por consiguiente deben abonar los honorarios 
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del señor Romano, y á que su refiere su soliciLud 
Xotiííquese y repónganse. 

Hscalera 



de la Mwpreni* Corle 



II IX -nos A v-. Ahril f.\ ilr 

Vistos : liesultando del tenor del docu mentí)- inserto á foja 
setenta y dos, no desconocido por los ejecutantes, que estos se 
dieron por pagados did valor reclamado en esta eausa, con los 
pagarés á que dicho documento hace referencia y que esos pa- 
garos fueron además oportunamente cobrados por aquellos: se 
revoca el auto apelado de foja doschTita¿¡ ratorce, en cuanto por 
él se declara de cargo de los ejecutados las costas causadas en 
este juicio, tas cuales deberán s<*r abonadas en el órden en que 
se han producido, llepónganse ¡os sellos y devuélvanse. 



ÜENJAMIN VICTOMCA. — C, S. DE LA 
roHRE. - LUIS V. VARELA.— ABEL 
BA/AX. — I.US SAESZ PESA. 
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mira alijónos miembros dé ta junta calificadora de 
Jtfift por tnfraccion de ta ley de elecciones ; sobre re- 
cusación . 




puesta en tausas cr; 
haciendo lugar á día. 




oü que eu la recusación inter- 
el mismo juez recusado, no 



1*0 indica la siguiente 



VISTA FISCAL 

Señor Jue¿ de Sección ¡ 

Del acta anterior resulta : i« Que durante la inscripcioo cítí- 
ca del diaOdel corriente, han faltado al lugar donde aquella ae 
efectúa, los señores: Antonio Solari, titular sorteado para com- 
poner la mesa calificadora; el señor Angel Casarino, suplente 
de la misma, y un Juez de Paz deí Municipio, llamado para in- 
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tegrar 1a junta, pero cuyo nombre no consta por el documento 
que sirve de denuncia. 

2? Que por este motivo y á consecuencia de haberse retirado 
del itrio el Presidente de la mesa por causa de enfermedad, hu- 
bo que suspenderse el registro álaa 12 del día, previa suscricion 
del acta citada, en la cual se consignan la protestas de varios 
ciudadanos pertenecientes á los tres bandos políticos que habían 
acudido ¿inscribirse. 

3° Que uno de estos bandos funda su protesta* en que el acto 
de ta inscripción comenzó media hora después de la designada 
por la ley. 

Siendo estas cuestiones de hechos y en vista de hallarse indi- 
cados como infractores de la ley nacional de elecciones las per- 
sonas antes enumeradas, el Fiscal es de opinión que V. S.duhc 
proceder sin tardanza á tomar las informaciones del |caso, ú fin 
de que sea posible establecer la responsabilidad efectiva de lus 
personas denunciadas, á cuyo efecto se servirá mandar que com- 
parezcan á una audiencia especial todos los denunciados y los 
que firman la protesta, con el objeto de producir la justificación 
correspondiente sobre las denuncias que se han formulado. En 
cuanto al mérito délas demás cuestiones propuestas por los ciu- 
dadanos que firman el acta y que deben ser resueltas por 
este Juzgado, el Ministerio Fiscal se reserva dictaminar opor- 
tunamente. 

De acuerdo con el diotámen 6sca1, el juez citó i prestar decla- 
raciones i los señores Antonio Solari, Angel Casarino, al Juez 
de Pac don Estanislao Acosta, y ¿ los firmantes de la pro* 
testa. 

Los señores don Fermín E. Ahina, Augusto Billinghurts, Adol- 
fo Conté, y P. B. Fernandez recusan al Juez, por hallarse enro- 
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lado en el partido político denominado «NaciouaU, siendo de 
esc partido los miembros de las mesas inscriptos, y por ser 
uno de los pricípales de dicho partido, como resulta de la invi- 
tación hecha á los partidarios en Agosto 30 de 1890 para reu- 
nirse con el fin de contrarrestar toi propósitos de la Union Cí- 
vica, firmada por ¿J, y del hecho de baber asistido á la manifes- 
tación del 26 de Octubre. 

Dijeron que estaba comprendido en los incisos 4% 5" y 8» 
del artículo 40 do la ley nacional de Procedimientos. 

Pidieron se diera por recusado, ó abriese la cansa á prueba. 



fallo del Jwi federal 



tórnenles, Nnvit>mbrr 18 d<' IWÍO. 

Vistos y considerando: Que las caucas de rccusaiíon estable- 
cidas en el articulo AS de la ley nacional de procedimientos, que 
se citan por los firmantes del precedente escrito, se refieren las 
do» primeras, es decir, la 4* y 5* 4 Ja amistad íntima con el li- 
tigante 6 al odio ó resentimientos con el recósante ; que en el 
presente caso no se dice si ej proveyente tiene amistad íntima 
con los miembros que componen la mesa calificadora, que es la 
parte demandada, ni se alega tampoco odio ó resentimiento con 
ninguna de las personas recusantes ; se dice simplemente que 
el Juez tiene amistad con un partido político, revelada por los 
actos públicos que enumera, con una entidad abstracta, con una 
asociación, que no es parte en este juicio en la hipótesis, muy 
aventurada, que pudiera Berlo. 

Qne en el supuesto que se pretenda hacer derivar esas cansas 
de las diferencias de opiniones políticas entre el Juez y los re- 
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cusantes, que no se opone con franqueza, tampoco sería atendible, 
desde luego que esa causa no se encuentra comprendida en la 
enumeración que hace el artículo 43 citado y así lo ha resuelto 
la Suprema Corte, aun tratándose, coinnen el presente caso, de 
la aplicación de las penas que sanciona la le j nacional de eleccio- 
nes en la causa número XCV desús Fallos. Que por loque respec- 
ta á la tercera causal alegada, la del inciso 8\ se refiere a inte- 
rés que por cualquier causa ó relación pudiera tener el Juez en 
la resulta del pleito, quo la funda en que nadie puede ser juez y 
parte en el mismo pleito y en el presente caso ningún interés tie- 
ne el suscrito en que se aplique la multa de que se trata, desde 
luego que no le aprovecha ni te perjudica en lo más mínimo. 
Que por otra parte, es exacto le los funcionarios públicos no 
pueden obrar como partidarios t porque la función pertenece al 
todo a quien sirve». Los actos del funciouario, son los actos del 
estado; el derecho público en los deberes que traza y eu las 
atribuciones que concede, desconoce los partidos; la constitu- 
ción y la ley fijan el derecho aplicable á todos y ponen límite a 
las agitaciones de las parcialidades política*. El Juez no mira 
más que á la justicia. Sólo allí donde la política comienza, es de- 
cir, allí donde la vida se mueve en los límites del derecho, pue- 
de entrar en escena el interés de partido. Sin embargo esta obli- 
gación general de imparcialidad, no se opone á que el funciona- 
rio pertenezca á un partido, puesto que no es, como el príncipe, 
la personilicacion del todo. Si como funcionario es el órgano y 
el representante áA Kstado y debe ser impurcial, como parti- 
cular y como hombre político tiene una libertad relativa que le 
permite buscar u ?us correligionaria y unirse á ellos. La par- 
cialidad política encuentra una barrera en ta situación impar- 
ciak del funcionario (Bluutschli, tomo III, pag. 309 y si- 
guientes). 

Por estas consideraciones y hallándose el suscrito ajeno A toda 
prevención y en absoluta independencia é imparcialidad para ía- 
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llar con arreglo a derecho, resuelvo no hacer lugar Ala recusa- 
ción deducida. 

Eu consecuencia, comparezcan á la audiencia del Sábado de es- 
ta semana á Ins ocho a. m. á los efecto» del auto anterior, de- 
biendo cada fracción protestante comparecer y continuar el jui- 
mo bajo una sola representación, de conformidad con lo dispues- 
to en la ley 15 f titulo 10, libro 6" del Fuero Real. 

Notifícese con el original. 



Suprema i 'orle: 

Y.\ artículo 08 de la ky de Elecciones Nacionales, de 10 de 
Octubre de 1887, impone la pena pecuniaria que expresa, i las 
iufracciones de la misma ley que no tuiignn 'pena determinada. 
Futre esas infracciones se cuentan las que cometen las Juntas 
Calificadoras no reuniéndose y funcionando en los dias y horas 
señalados por la ley. 

La causa que lia dado lugar á la recusación del Juez Federal 
de Corrientes es, pues, una causa criminal desde que su inicia- 
ción se propone la aplicación de una pena. 

Kl procedimiento que debe observarse en dicha causa, es, por 
consiguiente, el determinado en el Código^de Procedimientos en 
lo Crimina), y no el fijado en ta ley de Procedimientos de 



n lo dispuesto en el artículo 93 del citado Código de 




VISTA DEL StSOR l»MOCLUAl>Oll GC3f.ll.lI. 



Duchos Ain-v Ahnl ¿1 d<> 18H1. 



1803. 



34* 



\ 

FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Procedimientos en lo Criminal, de la recusación de los Jueces de 
Sección, en el caso que «atoa no reconozcan la verdad de la cau- 
sa alegada, y cuando el reensado no sea de la Capital, conocerá 
el abogado en turno de ta lista que forma ta Suprema Corte de 
conformidad d la ley de U de Setiembre de /S7Í. 

El Juez recusado, por su resolución de foja 5, desconoce la 
verdad de las cansas alegadas para su recusación ; y ha debido, 
por consiguiente, pasar los autos al abogado que debía conocer 
de ella» 

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 690 de dicho Có- 
digo, pido i V. E. se sirva declarar nula la resolución apelada, 
por violación de la disposición del artículo 93 citado ; y mandar 
devolver los autos para que se proceda con arreglo á lo que en 
él se determina expresamente. 

Antonio E, Mataver. 



rail* 4e I» Suprea» C'*»r*« 

Buenos Airas, Abril 41 Je 1H91. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido p»r i-l señor 
Procurador General en su precedente vista, declárase sin 
efecto el ñuto apelado de foja cinco y devuélvanse estas actua- 
ciones al Juzgado de su procedencia para que se proceda do 
acuerdo con dicha vista. 

* 

BENJAMIN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABfcL BAZAR. — LUIS 
SAEVZ PEfiA. 
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Clark y Compañía contra Don fimutl Mantilla, por 
expropiación ; sobre nombramiento de un pertto 



Sumario. — Está en ka facultades del Jaez, nombrar A nn 
terct r perito en las causas de eipropiacion. 



Caso.— Don Evaristo B.Fernandez porClaTk y Compañía inició 
el juicio sobre expropiación de un terreno de Don David Mantilla 
para el Ferrocarril Nord-Este Argentino t en la sección com- 
prendida entre Corrientes y el pueblo de Curnzu-Caatiá. El 
expropiante ofreció el precio á razón de doce mil pesos por 
legua cuadrada ó sean treinta y cuatro pesos noventa y dos 
centavos por la superficie á expropiarse de setenta y ocbo mil 
setecientos ocbo metros con sesenta centímetros cuadrados, com- 
prendida* las indemnizaciones. 

Convocadas las partes a juicio verbal, el expropiado eapuso: 
que no estaba conforme con el precio ofrecido, porque él no h 
indemniza de los perjuicios que le ocasiona el hecho de dividir 
la vía el campo de bu propiedad; v estimaba que debía pagár- 
sele ocbo mil pesos por el terreno é indemnizaciones. 
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El expropiante nombró como perito á Don Benito Sánchez, 
y el expropiado A Don José Roibon. Loa peritos se expidieron 
por separado, estimando el del expropiado á razón de veinte 
mil pesos por legua cuadrada de terreno, teniendo en cuenta 
tanto el perjuicio del fracción amiento, como la ventaja que 
proporciona la vía. 

El peiito del expropiado avaluó la indemnización por la ocu- 
pación y el fraccionamiento en ocho mil pesos moneda nacional. 



ralis 4*1 Juei t>4*r*l 



Corriente.*, .Mayo 13 iU* If&m. 

Vista la disconformidad de los peritos, nombrase como perito 
tercero al señor Jorge Danlny, vecino do Empedrado, ¡í quien 
se le hará saber y se le pasarán los antecedentes para que dic- 
tamine en el plazo de quince días, librándose para la notifica- 
ción el oficio correspondiente al Juez de Fuz. 

Lujambto. 

la parte expropiante interpuso contra este auto los recursos 
de reposición ó apelación. Dijo: que es jurisprudencia ya 
establecida que la tasación de las tierras á expropiarse debe 
hacerse por peritos nombrados por Jas partes i y si hay discon- 
formidad entre ellos, resuelve at Juez, aceptando una de las 
avalua¿iones ó tomando un término medio. Que el artículo 6" 
de la ley general de expropiación dispone que el Juez resolverá 
la diferencia entre las partes, procediendo sumariamente; y así 
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lo hizo el Juez en las causas seguidas por el mismo expropian- 
te contra los señores Vidal y Vedoya, aun cuando había gran 
diferencia eu las apreciaciones de los peritos. Que la Empresa 
no puede consentir el auto del Juez, porque sería un preceden- 
te que le perjudicaría por seguir ranas causas sobre expro- 
piación. 

Corrido traslado, lo contestó el exj-ropiado, esponiendo: Que es 
indisputable el derecho del Juez para nombrar nuevos perilos 
cuando no crea suficiente el ilictámen de los que han nombrado 
tea partes; sin que á ello so oponga el artículo (t" de la ley de 
expropiación. Que aquella facultad e*tá reconocida ademas 
por loa artículos 102, inciso 2\ y 152 de la ley de Procedimien- 
tos. Pidió que- se confirmara con costas el auto recurrido y 
no se hiciera lugar á la apelación. 



Atala <fc>| luti I nitral 



(borricotes, Hart*, 2 i ú<¡ 1H!<0. 

Por sus fundamentos y los del precedente escrito, no ha lu- 
gar á la reposición, máxime cuando no hay en tos autos otros 
elementos de convicción que formen un criterio más exacto pa- 
ra calcular una indemnización justa y equitativa del terreno ú 
expropiarse ; pues no la pueden formar las opiniones enteramen- 
te disconformes de los dos peritos nombrados por las partes, sin 
ninguna otra prueba que las modifique ó las sustente. De 
aquí y del deber que el Juez tiene d.dar una solución justa que 
concilie en lo posible, en esta clase de asuntos, los derechos de 
las partes, nace la facultad que le acuerdan los artículos cita- 
dos por et t ip.opiado para nombrar otro perito que ilustre el 
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punto que se trata de resolver, y esta facultad no se le niega ni 
■e le retira en los casoa de expropiación, como lo cree el de- 
mandante, porque eao equivaldría negarle al Juez que averi- 
guara por eao» medios, dónde está lo just > y lo equitativo, que 
ea la última expresión del derecho. En con secuencia, concédese 
la apelación ; remítanse tos autos á la Suprema Corte bajo 
certificado y a costa del apelante, emplazándose á las partea 
para que se presenten en el término de cuarenta días a mejo- 
rar el recurso. 

E. A . ¡.ujambio. 




Buonoi Airtía, Abril 85 de 101, 

Vistos: Petando en las facultades del Juez de Sección el 
nombramiento de perito hecho á foja veinte y siete, con arreglo 
á la disposición de los artículos sexta de ta ley de expropiación 
y diez y seis y ciento dos de la de Procedimientos : se confirma 
con costas el auto apelado de foja veinte y siete $ repuestos los 
sellos, devuélvanse, 

llESJANIK VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — ABKL BAZAN . — 
LUIS SAfePtí PESA, 
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El Ferrocarril tic Suttchaics contra IK Augusto ilurratde; sobre 

r.rpropiacion 



Su. tario. — 1 La avaluación equitativa hecha por el Juez 
de Sección, en el juicio de expropiación, debe ser confirmada, 
2 o De su importe se deben los intereses desde el día de laocu- 



Caso.— Lo eipoue el siguiente 



rucuman, Setiembre ¿7 de 1890. 

Tisjtca : Katos autos seguidos entre la Empresa del Ferrocar- 
ril de Súnchales y don Augusto Alurralde, sobre expropiación 
de un terreno y pago de daños y perjuicios. 

Y resultando: Que por el acta de foja 6 vuelta á 8, no estan- 
do forme el dueño del terreno con la cantidad 
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la Empresa, convinieron las partea en nombrar peritos, consig- 
nando en ella, que estos debían avaluar por separado el valor 
de la tierra, como el de cada una de las indemnizaciones ií que 
diere lugar la expropiación, presentando un informe detallado 
en ese sentido. 

Que nombrados, don David Sorol por parte del dueño del te- 
reno y don Moisés Norri, por la de la Empresa, en calidad de 
peritos, para proceder según lo consignado en el acta de refe- 
rencia, estos se han expedido por separado, á foja 9 el uno, y a 
fnja 11 el otro. 

Que el primero de dichos peritos, dividiendo el terreno en tres 
lotea, asignando á cada uno distinta importancia, fija para el 
primer lote f 30 centavos por metro cuadrado, para el segundo 
50, y para el tercero 75, que sobre la superficie total que com- 
prenden los tres lotes, y que el perito determina en el informe, 
suman la cantidad de 10.755 pesos ; esto por lo que bace al te- 
reno. Habiendo en él, caña dulce en cierta proporción, el mismo 
perito la avalúa en 12.000 pesos, que agregados a los anteriores 
por valor del terreno, hacen la suma de 31.755 pesos, A esta 
cantidad agrega, además, dicho perito 7000 pesos por el perjui- 
cio proveniente del fraccionamiento del terreno, y 3t2 pesos 50 
centavos, como precio de seis y cuarta cuadras de cerco que el 
propietario tendría que hacer áunoy otro lado de ta vía férrea, 
para resguardar debidamente ¡i su finca; resultando, en conclu- 
sión, que la cantidad á pagarse por esta expropiación asciende 
á la suma de 30.067 pesos. 

Que el segundo de los mencionados peritos, atendiendo d las 
transacciones hechas de terrenos para cultivos, inmediato» ú la 
ciudad como es el de que se trata, y á los precios pagados por 
la Empresa en las inmediaciones, estima el justo valor del ter- 
reno ocupado por la vía férrea en 4400 pesos, á Tazón de 20 
centavos el metro cuadrado, sobre 22.000 de que se compune 
dicho terreno. Los perjuicios n que se reGere el artículo 10 de 
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la ley de expropiación de bienes, teniendo en vista que el ferro- 
carril corta la propiedad del señor AlurraMe, regularmente, 6 
sea en línea recta, dejando á ambos lados extensión susceptible 
de ser cultivada» Jos estima en un 50 por ciento, o sea en 2200 
pesos, exceptuando la caña azúcar. Kn cuanto á ésta, dice el 
perito, que con motivo de los trabajos que efectuará el ferroca- 
ril y por causa d« los nuevos cercos, se perderá una y media 
cuadra de raiz, que al precio de 500 pesos por cuadra, importa 
ella 750 pesos, avaluándola en esta cantidad. Concluye y dice 
el expresado perito, que el total A pagarse por la expropiación 
do que se trato, asciende íi la suma de 7350 pesos nacionales. 
Que llamadas las partes á audiencia verbal, a liu de que mani- 
festaran sus opiniones acerca délas avaluaciones que quedan 
relacionadas, presentes aquellas en ln audiencia de foja 13, di- 
cen que, en vista de la divergencia de los peritos y en atención 
á que cada una sostiene como justa la avaluación hecha por sus 
respectivos peritos, dejan al señor Juez escogitara el tempera- 
mento más conveniente para determinar el verdadero precio dt*l 
terreno como el de las indemnizaciones correspondientes. 

Que entunes el Juzgado nombró al ingeniero don Gustavo 
WaUlberg, para que informase en vista de la divergencia ante- 
rior, lo que á su juicio creyere justo, sobre la expropiación en 
cuestión, presentando el referido ingeniero el informe que corre 
á fojas 15 y 10. 

Que por este informe se aprecia el terreno en treinta centavo!» , 
término medio, ascendiendo el valor del terreno expropiado, á 
6795 pesos, sobre la cantidad de metros que diebo terreno con- 
tiene. La raña azúcar, entre la que toma directamente el terre- 
no expropiado y la que se pierde por no poder utilizarse, a 1 cau- 
sa de las obras de la impresa, ecm poniendo toda ella como 
cuadra y media, está avaluada en 000 pesos, ó razón de 000 pe- 
sos la cuadra. Habiendo que cercar tos dos lados de la vía siendo 
de 806 metros ese cerco y do alambre, el perito lo estima en 
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250 pesos. Por cuanto la vía férrea corta el terreno del señor 
Alurralde en dos porciones regulares, pero sin comunicación 
entre una parte y otra, pasando aquella por un nivel de, más ó 
menos, 5 metros más bajo que el terreno natural, lo que hace, 
que, para establecer la comunicación, haya que hacer una vuel- 
ta de cuatro ó cinco cuadras, hasta dar con los caminos en la 
cabecera del terreno, donde i a Empresa hace viaducto y paso á 
nivel; j por cuanto estando el terreno regado por dos ramales 
de las acequias públicas, la del Oeste y la de la Patria, y aunque 
Ja Empresa se compromete á hacer pasar esos ramales de un 
lado al otro de la vía, de un modo seguro y sin alterar su nivel, 
se altera, sin embargo, el sistema de irrigación usado hasta aho- 
ra en el terreno, habiendo que hacer nuevas acequias regadu- 
ras, el perito informante avalúa dicho* perjuicios en 5000 pe- 
sos. Resulta, en consecuencia, que esta avaluación, sumando 
las cantidades que quedan expresadas, asciende ú la suma de 
12.943 pesos. 

Que puesta esta nueva avaluación a la observación de las par- 
tes, ia de la Empresa, presenta el escrito que corre de fojas 28 á 
37, en que, después de aducir las consideraciones que creo con- 
ducentes y de aplicación al caso, concluye por ofrecer 6230 
pesos como justa indemnización de los valores que la Empresa 
debe alionar al señor Alurralde. 

Que este, á su vez, v con tal motivo ha presentado el escrito 
que corre de foja 38 á 40, pidiendo la desaprobación de la ava- 
luación de referencia, aumentando hasta su justo límite et valor 
que debe abonarle la Empresa constructora. 

Que, llamados los autos, el Juzgado, para mejor proveer, or- 
denó se procediese á una nueva tasación, por peritos que tuvie- 
sen en vista lo expuesto por las partes en sus respectivos escri- 
tos, y Indispuesto por la ley de expropiación. 

Que, nombrados estos en la audiencia de foja 43, don José 
Cazenav e por parte de la Empresa, y don Antonio M, Correa 



DE JUSTICIA NACIONAL 351 

por la de don Augusto Alurralde, han presentado su trabajo, 




que ha procedido á la avuiuacion 



Por el terreno expropiado, que son 22.050 metros 
cuadrados, a razón de 50 cuntar oa t tcrmhiomedio, el 

metro cuadrado g U.325 

Por el valor de toda la caña perdida, sin tos perjuicios. i .500 
Por el terreno inútil para el señor Alurralde, donde es- 
te tiene que construir los cercos, según el precio asig- 
nado al expropiado, soltre #500 pesos 4,250 

Por el cerco de alambre 300 

Todo toque bac untotalde. . 17.375 



El valor que La asignado al terreno, dice e) perito, está fun- 
dado en la calidad del terreno, en su ubicación y en el valor de 
otros, que se han vendido, en condiciones menos ventajosas y sin 
la obligación que se impone de enajenar lo que se necesita como 
propio. El de la caña, a razón de 1000 pesos la cuadra, en que 
hay que tener en cuenta los desmontes y cultivo, la planta que 
se vende A un precio alto, y, loque importa más, la atención 
del propietario. Kl del cerco de alambre, á razón de 50 pesos 
la cuadra lineal, en que el precio del alambre es alto, su con* 
duccion basta la tinca, las traillas, postes, trabajo y atención 
del propietario. Alas cantidades anteriores, continúa el mismo 
perito, hay que agregar las indemnizaciones siguientes : por 
abandono de los plantíos sin los frutos consiguientes, por las 
alteraciones del sistema de irrigación y construcción de nue- 
vos canales secundarios, por el tiempo corrido y gastado en la 
tramitación forzosa de este juicio \ or parte del propietario, por 
el fraccionamiento, y esto es lo principal, dice el perito, de toda 
la finca de) señor Alurralde, que si antes valía como diez hoy 
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vale como seis, puesto quese corta la propiedad, quedando dos 
fracciones di? terreno de difícil acceso, lo que hace que pierda 
de su valor, á parte de la exigencia de despajarse de una cosa 
que se tiene para su negocio particular y otros de mayor impor- 
tancia que pueden realizarse con ventaja; teniendo en cuanta 
que hay que considerar la propiedad en su extensión y valor pri- 
mitivo y su cercanía ti la ciudad, para calcular la pérdida que 
se sufre en las varias aplicaciones que puede dársele con pro- 
babilidad y provecho; y prescindiendo de otras consideraciones, 
concluye el señor Correa, apreciando en este caso los perjuicios 
é indemnizaciones en la suma de 11.000 pesos nacionales, sin 
incluir en esta la tasación de las obras que la Empresa tiene que 
hacer para dejar las cosas en su estado anterior en lo que se re- 
fiere á las acequias, según el informe del señor Walillierg. Aquí 
concluye el perito forrea. 

Por lo que hace al perito don J. sé Caz»! nave, este se expide y 
dice: que el terreno expropiado? ocupado por la vía del Ferro- 
carril, mide, de acuerdo con las dos partes, la cantidad de 
22.650 metros cuadrados, cortándola propiedad del señor Alur- 
ralde de Este á Oeste en dos partes iguales dejando así por uno 
y otro lado de la vía, dos fr icciones de terreno regulares, para 
que el cultivo pueda hacerse sin perjuicio alguno; que, la liebre 
de las especulaciones sobre tierras, que principió a manifestarse 
liare dos años atrás, había dado a la propiedad un valor que, 
verdaderamente no tenía; que para bien sentar el precio de un 
objeto 6 de una cosa, es necesario establecer y probar con cifras 
exactas para qué puede servir y lo que puede producir; que estas 
razones, que tienen por base la lógica do las cosas, le inducen á 
fijar, como tija, en 25 centavos el metro cuadrado, como el ver- 
dadero valor que corresponde al terreno. Que la caña que exis- 
tía antes de la ocupación del terreno por la Empresa, equivalía 
á cuadra y media, y la tasa en quinientos pesos la cuadra, con- 
tando que hubiera sido vendida al mas alto precio que se 
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guía en la ¿poca tí© la instalación de la vía, y teniendo todavía 
en cuenta la pérdida do la raíz, Que la vía pasando á una hon- 
dura na cuatro metros, más ó menos, del terreno natural, Jos 
dos lados de ella» requieren ser guardado» por una cerca dealam- 
uro de buena; sólida construcción, que estima en 350 pesos. 
Que el sistema de irrigación empleado antes de ía ocupación de 
la vía viene hoya ser interrumpido j deteriorado, v que para 
dotar á la propiedad de este beneficio indispensable para sacar 
buen provecho del plantío que queda, es necesario proceder á 
una nueva instalación, cuyos gastos avalúa en 200 peso*, con- 
tando con que la limpien del.e de su parte, romo se ha compro- 
metido á hacerlo, dejar las acequias que 
completamente enmontes. 

Que los daños y perjuicios en general, ocasionados al señor 
Alurralde, por el fraccionamiento de su propiedad, que viene a 
alterar el libre ejercicio de su explotación, son verdaderamente 
importantes en relucion al valor real de elltt, y considerando 
dichas circunstancias, tasa todos estos daños y perjuicios en 
iOOOppsos. Que, en consecuencia, el detalle de su avaluación, 
es como sigue : por 22.050 maros cuadrados de terreno á 25 
centavos el metro cuadrado, 5002 pesos 50 centavos; p 0r la 
caña perdida, una y media cuadra, á 500 pnsos la cuadra, 750 
pesos ; por construcción de cerco, 350 pesos ; por trabajos para 
facilitar la irrigación de la propiedad 200 pesos i por daños y 
perjuicios en general, 4000 pesos. Suma total, 10.002 pesos 
50 centavos. 

Que, puestas estas regulaciones á la observación du los inte- 
resados, háse deducido las que corren de fojas 50 á 52 por una 
parte, y de fojas 53 á 55 por la otra. 

Y considerando: Que por la naturaleza de los hechos sonietU 
dos á la apreciación del criterio judicial, esta clase de juicios 
no admiten solución por reglas fijas preestablecidas, de manera 
que la determinación de la indemnización que debe acordarse al 
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expropiado, tiene que hacerse según los preceptos de la sana ra- 
zón j con equidad, sirviendo de fuente de ¡nspíruccion para pro- 
ceder, los informes de los peritos y las constancias de au- 
tos. 

Que, ante la diversidad de pareceres de tos cinco peritos que 
han informado en este asunto, y las pretcnsiones encontradas de 
las partes, el Juzgado, de acuerdocon el artículo 6" déla ley so- 
bre expropiación de bienes, de Setiembre i.'í de 1800, está 
llamado resolver y zan jar todas las dificultudes como perito 
único, procediendo con el auxilio de aquellos informes y las 
constancias que suministren los aulos, arreglándose ante todo 
á la equidad que ampara á ambas partes. 

Que, entrando á considerar primeramente el precio del terri - 
no ocupado por la via férrea, el precio de treinta centavos, tér- 
mino medio, el metro cuadra*), es el que corresponde asignar- 
se. En el juicio que esta misma empresa siguió ron los here- 
deros de don Pudro N. Moyatuy di- dnña Atanasia Anavia, sobre 
expropiación de un ttrrciio, que el Juzgado tiene á la vista, se 
lijó en dicho terreno 3¡V centavos el metro cuadrado, por el fa- 
llo que en 61 recayó, fallo que fué dictado, teniendo en vista an- 
tecedentes de compras hechas por la Empresa y que no han exce- 
dido de cincuenta centavos, subn- terrenos de mejor y máü 
ventajosa ubicación, llenos de plantación y otras mejoras, co- 
mo son los terrenos en que ae trabaja la estación y talleres para 
la vía férrea en construcción. 

Ese terreno de los herederos mencionados, se encuentra mucho 
más cerca de la ciudad que el del señor Alurraldc, y no es junio 
que valga lo mismo, dado que tos terrenos aquí i Tucumau, 
dentro del municipio, valen más ú valen menos, según su situa- 
ción con relaci-m á la ciudad. El señor Alurralde, por otra par- 
te, no ha presentado ejemplos de compras de terrenos a inme- 
diaciones del suyo, veriíicadas a mayor precio en transacciones 
libres, á lo que se agrega, que el precio de íiO centavos es, pue- 
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de decirse, el término medio entre las diversas apreciaciones 
de los peritos. 

Que en cuanto á la caña azú>ar,*que se compone decuadra y me- 
día, según tos peritos, y no se observa por las partes, ella debe ser 
avaluada con prescindencia absoluta de 'os productos probables 
que rinde isa pluuta en el tiempo que <,ura la raíz, porque tal 
cálculo entra en la esfera de las ventajas Ó ganancias hipotéti- 
cas, que no está obligado á pagar el expropiante, según el ar- 
tículo 10 do la ley citada anteriormente. 

Que, bajo esta base, y dado que es la raíz, ó sea la sementera 
en estado todavía embrionario, consideran,^ que es su costo en 
ponerla y hacer que arraigue, lo que rlebo pagarse, el precio de 
500 pesos por cuadra es arreglado, teniendo en vista lo que se 
gasta en cultivar la tierra y (.repararla para recibir la semilla, 
el ostode ésta al precio de 10 á 1 1 centavos la arroba, y el 
cuidado hasta hacer que germine aquella en el suelo y se pre- 
sente apta para los rendimientos buscados. 

Que, et valor del cerco de alambre que se reconoce de pago 
por la Km presa, cuya extensión señalan los peritos, debe lijarse 
cu 250 pesos, tomando como base el cálculo hecho por el perito 
don Gustavo Wahlberg, que, por no haber sido observado por 
el señor Alurralde, es exacto para ét. 

Dicho calculo se impone también para la Kmpresa, ante las 
tasaciones presentadas uniformemente por los peritos don Anto- 
nio M, Correa y don José Cazenave, que lo verifican, estimando 
dicho valor en 300 pesos, estimación que corrobora la de Wahl- 
berg, sin que ésta se presente exagerada á juicio del Juzgado. 

Que, viniendo á ios daños y perjuicios, procedentes de de- 
preciación por fraccionamiento del terreno y dítícultades do ex- 
plotación dei mismo, como consecuencia de la expropiación, la 
Kmpresauo desconoce que ellos sou do pago, limitándose en 'sus 
escritos á combatir las tasaciones d su respecto practicadas, 
calificándolas de exageradas. 
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í¿ue, pura lijar el monto ti e esos daños y perjuicios, el Juz- 
gado no tiene más medios do infirmación en el presente caso» 
que el juicio motivado de los peritos, encuadrado un el i u formo 
que cada uno de ellos La presentado sobre ese tópico de la cues- 
tión. 

Que, en preseucia de la variedad con que los peritos se expi- 
den, avaluando en 7000, 2200, 5000, 11.000 y 4O00 pesos los 
expresados daños y perjuicios, el Juzgado cree que es conforme 
á la equidad lijarlos en siete mil pesu-, entrando en este calcu- 
lo los gastos ni la formación del nuevo sistema d< irrigación pa- 
ra la explotación de la linca, que el perito señor Caze nave avalúa 
por separado. 

(¿no la pretensión de Alurrulde ded nenia á fofa ."iO, de que se 
avalúe además la parte do plantación que, si lii<-n queda dentro 
de sil propiedad, está destrailla por b> mi-inus trabajos di- cul- 
tivo y explotación de la linca, que hacen necesarios espacios 
dentro de la misma, para la correspondiente circulación de car- 
ros, arados y animales de la labranza, no habiendo sido ella 
deducida en el escrito de fojas á 40, carece de oportunidad pa- 
ra tomarla eu cuenta, por cuanto los peritos últimamente nom- 
brados, lo han si lo para expedirse en vista de las pretensiones 
manifestadas en ese escrito y el correlativo de la parte de la Km- 
presa. 

Pov estos fundamentos, fallo declarando: l l U1 ' 1:1 impresa 
del Ferrocarril de Súnchales, debe pagar el terreno expropiado 
en la cantidad determinada p»r los peritos Corroa y Cazeuave, 
á razón de treinta ceniavos el metro cuadrado, setecientos cin- 
cuenta p'.'sos por la caña de azúcar, doscientos cincuenta pesos 
por la cerca de alambre y siete mil pesos por los daños y per- 
juicios de que se ha hecho mérito en el presente fallo. Hágase 
saber con el original y repónganse los sellos. 

/W/f'n Oliva. 
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:í.-,t 



rallo «irla Suprema Car Ir 



i Aires. Abril íóilc I8W. 

Vistos: Reputando la Suprema Corte equitativos los precios 
asignados en la sentencia apelada de foja cincuenta y cinco, 
atento los antecedentes relacionados enefla: i« confirma dicha 
sentencia, cou declaración de que el expropiante debe abonar 
las Costas todas del junio, ron arreglo ú lo dispuesto por el artí- 
culo diez y octio de la ley de la materia, y el valor de los inte- 
reses íl estilo de llancode la suma que por razón do la expropia- 
non se le manda pagar, á eontar desdu el día de la ocupación de 
los terrenos expropiados por la Empresa del Ferrocarril expro- 
piante basta el de su efectivo abono. lt opónganse los sellos y de- 
vuélvanse. 



BENJAMIN YJCTOHICA. - C. S. 
Í>E LA TOURE. — ABEL BA- 
Zt*. — IXJS SAESZ I'eSa. 
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CAUWA VXXX 



El Ferrocarril del Oeste de ta Provincia de fliiews Aires mitra 
et tactor don McotásVatimzo, por reculación dt honorarios; 
sobre nombramiento de regulador. 

Sumario. — El auto nombrando perito regulador de liono- 
ratioa, no es apelable. 



Caso. — En un juicio de expropiación, el doctor don Nicolás 
Matienzo, uno de los peritos nombrados, pidió el pago de sus 
honorario». 

El Juez nombri """ulalor, y siendo apelado el decreto de 
nombramien'u negó ,.\. ' .iaciou. 



Falto é> l* Kitpr C'«r«r 

|Huuo> Aires, Atril -•:> de Util I . 

Vistos en el acuerdo: Versando id presente incidente pura- 
mente sobre el nombramiento de. perito regulador de los hono- 

tJ. Igual resolución recayó uu p1 recurso di: hecho interpuesto por lo- 
oíros pedios, doctor don Enrique Rcvilla y doctor don Narciso Sosa. 
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rariosde su referencia, y no trayendo ello por su naturaleza t 
gravamen irreparable, se declara no haber lugar al recurso in- 
terpuesto, y repuestos los sellos devuélvanse los autos al Juaga- 
do de su procedencia. 

M NJAMIS VICTOHICA.— C ». DE 
LA TORRE.— ABEL RAZAN,— 
LUIS SAENZ PESA. 



CAUSA C XIII 



thm Francisco Lagraña contra don Oírlos S. 

• ; sobre deserción del recorso 



Sumario.^ No mejorándose el recurso, debo 
sierto á la primara rebeldía qu.- se acuse. 



Caso. — Concedida la apelación libremente el apelante no 
mejorú el recurso dentro del término, y el apelado acusó re- 
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ralla •> 1* KuprcwM « «ríe 

ttucmns Aúv>, Abril ¿."i dií 181(1, 

Por lo que resulta del certiticado que pncede, atenta la re- 
beldía acubada y de conformidad ú lo dispuesto por el articulo 
doscientos catorce de la ley de Procedimiento:;, declárase desier- 
to el recurso de apelación interpuesto por la parte de don Carlos 
S. Pozzi; y en consecuencia, devuélvanse los autos al Juzgado 
de au procedencia, prúria reposu-iou de sellos. 



I1E>JAMIS ViCTORICA. — C. S. UR 
LA TORRE. — Alitl. HAZAS.— 
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CAUSA 4 XXX 11 



thii Atjustiu ¡tnzznft runim eí rapiUUi M vapor < Withctm* 
fW fhtt> y arcrins ; ífiéra mtn* u a do preño /,« mereml*-- 
nasrvmiitinstf fmuztt. 



Situmrtu.— |" La garantía del pago del UeLi\ representad a por 
1 1 precio de las mercaderías vendidas, puede ser Bastitpída por 
lianza bastante. 

2" El auto que así lo disputa, es apelable. 



íVmu. — Kn t i vapor •Wílbelms se tondiiju á Corrientes, des- 
de Sao Nicolás, un cargamento ile maíz, consignado á Don 
Agustín Hozzoli, que llegó averiado. Practicado el examen 
pericial de dicho cargamento, el consignatario y el capitán 
convinieron en que se procediera á la venta en remate judicial 
de todo el cargamento de maíz por el martiliero que el Juzgado 
nombrara, debiendo el producto liquido depositarse á la Orden 
del Juzgado en id (¡aneo Nacional para responder á la* resul- 
tas del juicio. El Juez ordenó La venta acordada y nombró para 
«rifloarla al martiliero Don Hipólito Ageret. 
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Realizado el remate, se deposita en el Hanco Nacional su lí- 
quido producto, que alcanzó á seis milsetenti y dos pesos con 
cinoo centavos. 

Se siguieron después diversas diligencia-; relativas al exa- 
men pericial déla mercadería, y el 5 de Julio da 1890, se pro- 
sentó el apoderado del consignatario Boxzul i exponiendo : Que 
su mandante era dueño del cargamento del vapor «WMlielm» 
que se remató depositándose el precio. Que importando el de- 
pósito una suma de consideración y causándole perjuicio el no 
poder diaponer de él, pedía que le fuera entregado. Que no 
puede decirse que la suma depositada responde de las resultan 
del juicio sobre averías pendiente con el capitán, porque si 
bien el cargamento responde del Hete, el buque responde al 
cargamento. Que siendo idénticas las responsabilidades de las 
partes, no podría el capitán exigir al consignatario mayores ga- 
rantías de las que él le acuerda, ni pretender que mientras 
el buque sigue sus operaciones con libertad, el consiguatario 
esté limitado en la disposición de U que le pertenece. Que, ade- 
más, Hozzoli es comerciante Tadicadoen Corrientes y en cual- 
quier tiempo puede hacerse efeaíra cualquiera responsabilidad 
contra él, mientras que el capitán navega, que no sería fácil 
encontrarlo en caso de necesidad. Que el consignatario litiga 
arraigando el juicio, pues no otra eoia significa el secuestro en 
que <*stá el precio del cargamento, no estando obligado por la 
ley á arraigar el juicio; en cambio, no ba exigido arraigo á su 
contrario pudiendo hacer lo. Que así como del juicio pendiente 
puede resultar la obligación para el consignatraio de pagar el 
flete, así también puede resultar que el buque deba pagar las 
averías, y no es justo que se coloque a los litigantes en con- 
diciones desiguales. Que el consignatario no tiene inconve- 
niente en dejar depositado el importe de lo que por flete se le 
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obligaciones en el pleito con un fiador abonada, el consignatario 
le ofrecerá también y desde ya propone á Don Felipe Lanari; 
pero si el Capitán no garanta nada, no debe el consignatario 
garantir tampoco. 

Corrido traslado, pidiú que se nchazaracon eostas la preten- 
sión de la parte de Uozzoli. Dijo: que éste mismo había pe- 
dido y consentido que el importe del cargamento se deposite á 
las resultas del juicio. Que este depósito se ha hecho en vir- 
tud de los derechos que al Capitán acuerda el artículo 958 del 
Código Comercial* que puede decirse así, que el consignatario 
litiga arraigando el juicio. Que no es cierto tampoco que no 
sea fácil encontrar al buque en "aso di* necesidad, pues el per- 
tenece á una casa respetable del Rosario, lu de !>>s señores Caval- 
hin y compañía. Que el depósito no se opone ;í la igualdad de 
condiciones en qm. debe colocarse ¡i las partes* porque él res- 
ponde á todas l.is resultas del juicio, favorables ó desfavorables 
para aquellas. 

Aul*drl Jur* t>der«l 

Cíírrieuh'S, Julio IT oY IHUU. 

Vistos: Estando depositado, de común acuerdo de partes, 
el importe del cargamento á que se hace referencia, para res- 
ponder á las resultas dol juicio que, por cobro de Hete, inició el 
Capitán del vapor «Wühelnn y vista la oposición de éste, 
fundada en oí derecho que le acuerda el artículo novecientos 
cincuenta y m-ho, í'ódigo de Comercio, y la cláusula correlativa 
del contrato de tletamontu, no ha lugar á la entrega del im- 
porte de dicho cargamento que solicita la parte del señor Uozzo- 
Ü. Hágase saber. 

H. .4. Lujatnbio. 
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La parte de Hozzoü se presentó nuevaui'-ntc exponiendo : que 
el Juez <.o había tenido en cuenta qu • el depósito se hizo v el 
MÉÉÉIHteri. U JL o™ m,,lio H, „¿.,r 
dificultades en un momento en que, por la premura de las cir- 
cunstancias, no era posible entrar a discutir ; y se sobreenten- 
día u) aceptar el depósito que era sin perjuicio de pedir en la 
oportunidad debida, 1ü que cada uno creyera de su derecho. 
Que estableciendo el aTtículo novecientos cincuenta y ocho del 
Código de Comercio en favor del dueño de la carga, el derecho 
de optar entre el depósito y la lianza, pedía se ordenara la 
entrega delprecio t aceptando en su lugar la fianza de Don 
Felipe Lanari. Que no sólo autoriza esta sostifucioii el artí- 
culo novecientos cincuenta yoeho del Código de Comercio, sioó 
también el trescientos noventa y tres del Código de Proce- 
dimientos de la Provincia, y todas las leyes, porque su pro- 
pósito no es causar perjuicios, sinó garantir; y debe aceptar- 
se la garantía su lie i en te que sea menos onerosa al obli- 
gado. 

Corrido traslado, la parte del Capitán expuso: Que su con- 
trario no interpone recurso alguno contra el auto del -Juez. Que 
el artículo novecientos cincuenta y oclm del Código Comercio 
no es aplicable, porque se trata de hechos consumados y 
aceptados por la parte misma. Que según el contrata de tle- 
i. miento los efectos cargados responden por id lleti% y por tan- 
to responden también el precio de ellos. Que no tiene suli- 
cientes datos para saber que el fiador propuesto sea bastante 
para garantir el crédito reclanndo. Que por i-sto, y osUndo 
consentido el auto, debía resolver el Juzgado como lo creyera 
conveniente en derecho. 



ti e jisth;ia nacional 



Í5(j5 



tullo drl Jurx tVtlrnil 



Corrientes, S(íU««ibne J.s óv l*on 

Visto- y resultando tjin- el señ»<r Alfredo Laffont, en re- 
presentación 'le Don Agustín ISozzoli, solicitó ¡í foja..,, la 
entrega del dinero depositado < n el Uancn Nacional á la orden 
ile este Juzgado, producido de 'a venia il el cargamento de maíz 
que • ujuliiji» íMst-- pmrU el vapor * Wilhelm fundándo- 
le en que su mandante no está obligado ;i arraigar el juicio, 
pues no otra eos. i importaba e| secuestro de oe dinero, y cu 
que no había reciprocidad, itasdr luego <|it.- ¡il f "apilan ri,.l va- 
por no se le exigía garantí» de ninguna ríase para i-l ra^i í|ii«' el 
resultad*) del juieio le fuese adver.-o. i Ju-- esta f><-t ir ioit fué de- 
sestimada por los tunda mantos del auto de foja... con ol qii' 1 
se conformó el soñ-r Itnzzoli. (Jm- po-teriurmente, y niel escrito 
de foja... *olicita el señor Hozan! i, m> ya ta entrega simple- 
mente del depósito, si uó qiu- ofn;H:e in su iu.'ur una lianza, es 
il'icir, sustituir una f-arant ¡a con otra. 

Y eousiderundn: Que la ley y tj) derecho que alia CGttfiefe al 
('apilan para garantir el importe del llete t está limitado p.»r el 
que tiene el demandad*» para optar por aquel medie que sin 
causar!.- lautas perjuicio., gura uta mu .-mbargo. en toda su 
plenitud, el iiereeliPi que h- 1 trata de asegurar. 

En efecto, cuando la ley autoriza al Capitán para pedir el 
d' p'«silo, la lianza ó el embargo, im quiere decir preei^anient.- 
que una vez exigida cualquiera do esas garantías por el acree- 
dor, no puede el deu lnr, -in menoscabar el derecho deaquel, 
ofrecer utraeu cambio que la acarree menos perjuicios y pe 
satisfaga cumjdidameute Jos propósitos de la hf y la repara- 
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cíod del derecho que ella consagra. Que en el presente cuso, ol 
depósito del importe del Hete, averías gruesas y demás gustos . 
trae indudablemente perjuicios al demandólo, por la privación 
de Ja suma depositada en garantía del resultado del juicio, 
sin ganar siquiera intereses en el Banco, perjuicios que dura- 
rán hasta la solución definitiva del asunto. Por estas considi - 
raciones, resuelvo; que se sustituya el depósito por la fiiMá 
propuesta por la parte de liozzo'i, en la persona ríe Felipe La- 
nar i, si la parte <U1 capitán Hogstrom, estuviese conforme 
con dicho fiador; délo contrario deberá proponerse otro á su 
entera satisfacción. Fecho, y extendida ta lianza, se ordenará 
la devolución del depósito, líepñnganse. 

/','. ,t. (.ujumbin. 



tullí» dr I* *ti|»rrmn Corle 

HuetiOí. Aires. Abril ¿ó de IKíll 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costa* el au- 
to apelado de foja setenta y uno y repuestos lossciloa, devuél- 
vanse. 

RELAMI* Vir.TOHiCA.— C. S. t)£ 
LA TOHHK. — ABEL BAZAR. — 
I LIS SAERZ PEÍA. 
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€ AIWA ÍWÍIII 



Schtffcner y Vwtyfrñfa ntnlni Van mus y lUtdvm; sobre 



Stmifinü.— Todo emliargu puede ser sustituido pur lianza mi- 
li cien te. 



Cum,— Los señores Ncliiffener y Compañía su 



en 23 de Febrerode 18ÍW ante d Juez Federal del Rosario, di- 
ciendo que Lis seímres Man mus y líodero habían obtenido dei 
Juzgado embargo preventivo de mercaderías consignudas á los 
actores, venidas por los vaporea * Alinea 6 «Híppomenes», so 
protesto de que les adeudaban 213 peso- 18 nenia vos por gastos 
de lamba je. 

Dijeron ; i|iie no les adeudaban tales gastos; que ni los artícu- 
los 1 1 15 y i 252, Código de Comercio, ni los artículos 102, 103 y 
104 de las Ordenanzas de Aduana les duban el derecho de re- 
tencion que ejercitaban; y que á fin de evitar muyeres perjui- 
cios, protestaban contra los señores llaumus y DodeTo, y sin re- 
t oncearles dertelius, pidían: 

i° Se sustituyera al embargy, la lianza de los señores Maclta- 





■;oy Compañía; 
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¿ u Se notificara A la Aduana el desembarga de las merca- 
derías; 

3 o Se revocara por contrario imperio el decreto de embargo, 
con costas á los que lo solicitaron y reserva de daños y per- 
juicios. 

Conferido traslado, Maumusy Dudero ptüerou el rechazo con 
costas de la solicitud. 

Dijeron : que ellos, por los gastos de laneliaje pagados a la 
Empresa deiias, por cuenta ríe Sehiffenei y Compañía, tenían 
el derecho de retención sobre las mercaderías, y un crédito de 
privilegio, como resultaba de los artículos 1H5, 1250 y 1098, 
inciso 8\ ródigo do Comercio, y 3930 y 39-10, Código Civil. 

El Juez abrió la causa á prueba sobre los liedlos alegados por 
his partes, pero las dos pidieron revocatoria del auto, soste- 
niendo que la cuestión era de derecho. 



Y vistos: El incidente sobre levantamiento de embargo de 
mercaderías b*cho A los señores Schiffen. r y Compañía por los 
>e ñores Mnumus y Dodero, proveniente de deuda que se dice exis- 
te de parte de los primeros báci a los si-guudos, por lanchaje de 
descarga de los vapores * Moliné * é * Hippomenes» de que son 
agentes Maumusy Dodero, y en cuyos autos, habiéndose abierto 
la causa ¡i prueba, se solicita se deje sin efecto esa tramitación, 
para ser resuelta la causa como de puro derecho. 

Y considerando: 1" Que ambas partes estún de acuerdo en 



Fallo del Jurs t>ilrral 



Hnsnrio. Julio W ,U> 1WÍNI. 
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foja 1i, debiendo por consiguiente y en virtud de la que de au- 
tus resulta, dejarse sin efecto el proveído mencionado de fecha 
20 de Mayo. 

2" Que tanto la legislación comercial en los artículos 1115 y 
1250 del Código de Comercio antiguo, iguales á los artículos 
058 y 1083 del Código en vigencia, como tos principios genera- 
les de jurisprudencia y hasta de buen sentido, ensenan que el 
embargo ó retención de un bien cualquiera pueie y debe sus- 
penderse, en los caaos en que se a lian ce >r persona suficiente- 
mente abonada el crédito al cual esté afectado ó responda la co- 
sa materia del embargo, pues la mente y objeto lilosúíico de la 
ley al hacer precedente un embargo, no es ni puede ser otro que 
el de garantir al acreedor el pago de su crédito; y garantía 
igual al embargo, es sin duda alguna la fianza prestada por per- 
sona suficientemente responsable, 

3° Que esa responsabilidad suficiente, el Juzgado la encuen- 
tra perfecta respecto a" los 213 pesos que dan origen á esta cues- 
tión, y que abonan la solvencia notoria de los señores J. Ma- 
chado y Compañía que, en calidad de tales garantes, suscriben 
el escrito de foja 6. 

Por tanto : dejándose sin efecto el decreto de foja 14, se re- 
suelve aceptar la fianza ofrecida por los señores J. Machado y 
Compañía, debiéndose, en mérito de ella, levaniarel embargo 
existente, que pesa sobre las mercaderías de propiedad de los se- 
ñores Schiffenery Compañía, librándose á su objeto las orde- 
nes respectivas a la Administración de Rentas Nacionales de es- 
ta ciudad y dejándose á salvo los derechos do los señores Schi- 
Compañía por losdañosy perjuicios que pudieran ha- 
originadoá mérito de ese embargo, en cuanto ello tu- 

Notifíquesc con el original y repóngause los sellos. 




T. Mil 



í;. Escalera yZuvirla, 



21 
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llucnu» Aires, Abril ->8ik 1801. 

Vistos: Por sus futid amen toa, se confirma con costas el auto 
apelado do foja veinte y una. Repuestos los sullos, deTuél- 
Tan¡>e. 

BENJAMIN VICTOmCA.-C. S. DE 
LA TORRE, — LUIS V, VARELA. 
— AREL RAIAN — Ll ISSAFNZ 



CAUSA l\UIV 



a Alfredo Lahitte contra el Ferrocarril del 8ud t por 
expropiación; recurso de hecho 



Sumario. -^m apelación denegada, no procede el recurso de 
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filio. — Lo indica el siguiente 



Fulla 4e I» ftiiprrm* C«rte 



Buenos Aires, Abril ¿8 de 18fil. 

Apresando cata parte, no haber interpuesto apelación de las 
providencias de su referencia ante el Juez de Sección y no pro- 
cediendo el recurso de hecho ante esta Suprema Corte, sinó en 
virtud de apelación denegada, con arreglo á lo dispuesto por ei 
artículo doscientos veinte y nueve de la ley do procedimientos 
sin que baste en contrario la referencia que se contiene en el 
escrito precedente, respecto á que el Juez de Sección ha ordena- 
dü f » UG no se admitan escritos en esta causa, pues ello responde 
a" la naturaleza verbal de la misma y no importa denegación de 
recesos no interpuestos, se declara no haber lugar ú la apela- 
ción directa deducida ante esta Suprema Corte, y repóngase 'el 
papel. 



BENJAMIN VIClOniCA.— C. S. DE LA 
TOIUIE.— LUIS V. VARELA. — ABEL 

ba3an. 
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ti. Juan ftntjctore contra el ih\ fr, Leopoldo del Campo, por 
cobro de pesos y embart/o prerenfieo; sobre competenria 



Sumario. — i n Siempre que aparezca que la causa no com in- 
te á la Justicia Nacional, así debe declararse sin más trá- 
mite. 

2" Los Tribunales Federales son incompetentes para conocer 
en una demanda de derecho común, que ha sido promovida por 
el extranjero contra un argenfcin.» ante la justicia local. 



Vaso.— Kn 15 de Mayo de 1890 1). Juan Pingetoro se présen- 
lo ante el Juez de !• instancia de la Capital, con varios docu- 
mentos y un contrato sobre obras, ah-gando que la razón Pin- 
getore, Voppa y €*, de la que era cesionario, era acreedor del Dr. 
I). Leopoldo dul Campo, por la suma de 3273 pesos 20 centa- 
vos ni n procedente* de obras construidas por su úrden en la 
casa de su propiedad, sita en el Caballito calle Rivudana n u 3!9; 
é invocando los artículos 3931 y 3933, Código Civil, y -ÍH> y 4i9 




e Procedimientos, pidió el embargo preventivo de la 
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Producida la información prescrita por el artículo 450 del Có- 
digo de Procedimientos, el Juez, de acuerdo con el artículo 443 
inciso 3 o del Código citado, ordenó el embargo preventivo que 



En seguida Pingetore entabló demanda pur el pago de la su- 
ma mencionada, con interósea y costas. 



que correspondía en efecto ai Juez Federal, y pidió se remitie- 
sen á éstr los autos. 

El agente fiscal, A quun se confirió vista, dijo que aunque el 
hecho de que Pingetore, extranjero, había demandado al Dr. del 
Campo, argentino, ante el Juzgndode \" Instancia, importaban 
renuncia dy la jurisdicción federal, en vista de la manifestación 
anterior debía el Juez remitir el conocimiento de la cansa al 
Tribunal Federal, 

El Juez así lo ordenó, de conformidad de partes y atento lo 
manifestado por el agente fiscal. 

Uemitidos los autos, el Juez Federal ordenó se justificase la 
competencia, y verificado esto, confirió trasladode la demanda al 
Dr. del Campo. 

El I)r, del Campo alegando que el juicio se había iniciado 
con un embargo preventivo, que no está autorizado por la ley 
nacional de procedimientos ni por las leyes generales, pidió so 
levantara dicho embargo, dejando á salvo sus derechos por los 
daños y perjuicios. 

El Juez confirió traslado. 

Pingetore contestó invocando el artículo 3931, Código Civil, y 
el artículo 3933, y dijo que los privilegios concedidos por dichos 
artículos serían ilusorios, si no se asegurarau con el embargo 
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preventivo, siendo en el caso presente de aplicación por analo- 
gía el artículo 440, Código de Procedimientos de la Capital. 



tall* 4*1 Jwrz Federal 



Huellos Aires, Diciembre "i de l&M. 

Y vistos: Considerando: Que el embargo trabado sobie la pro- 
piedad de la parte de don Leopoldo del Campo, por auto de fecha 
20 de Mayo de) corriente ano que corre á foja 13 de estos untos, 
lo ha sido por Juez competente, como lo era sin duda el Juez de 
i* Instancia, Dr. Posse, por cuanto la parte extranjera al ocu- 
rir a él, renunciaba ipso [acto el fuero federal creado en su sólo 
provecho, haciendo por lo tanto surgir la competencia de los Tri- 
bunales ordinarios; Que el embargo de que se trataba sido de- 
cretado de conformidad con el inciso 3° de) artículo 443 del Có- 
digo de Procedimientos, cuya aplicación también es procedente 
en la Justicia Federal, por cuanto no existe disposición expresa 
que la contradiga. 

Por estas consideraciones, no ha lugar á La revocatoria solici- 
tada, y sigan losautos según su estado. Repónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin 
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Fallo de l« Huprcm» Corte 

Jlucno.* Aire». Abril -2H de 1891. 

hiendo improrrogable la jurisdicción nacional á pesar del 
consentimiento de las partes, con arreglo a lo dispuesto por el 
artículo primero do la ley de procedimientos de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesunta y tres, y teniendo en consi- 
deración : 

Que la prt seuto demanda, según resulta de las actuaciones 
corrientes de foja una adelante, ha sido deducida originaria- 
mente ante los Tribunales locales do la Capital. 

Que siendo extranjero el demandante quedó por aquel hecho 
prorrogada la jurisdicción de dichos Tribunales, y la causa de- 
bió substanciarse y decidirse por ellos con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo diez, inciso cuarto, de la ley de jurisdicción y 
competencia de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta 
y tres, sin poder ser traída ante la Justicia federal salvo en los 
casos especificados en el artículo catorce de dicha ley. 

Por estos fundamentos y estando prescrito por el artículo 
tercero de la ley primeramente citada que, siempre que de la de- 
manda aparezca claramente que la causa no compete á la Justi- 
cia Nacional, el Juez debe desecharla de plano, sin más actua- 
ciones; se resuelve sin más trámite que el conocimiento de esta 
causa no compete á los Tribunales Federales, y en consecuencia 
devuélvanse estos autos al Juez de Sección para que proceda á 
remitirlos al Juzgado en que tuvieron su origen, reponiéndose 
el papel. 

BENJAMIN VIGTOMCA.— C. S, DÉ LA 
TOnnE. — IXIS V. VA HELA. — ABEL 
DAZAN.— Ll'IS SAEZ PENA. 
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El Ferrocarril de Buenos Aire* y ¡{osario contra don Marcos 



Sumario.— El precio de expropiación, debe lijarse atendien- 
do al mérito de los informes periciales y demás antecedentes de 
autos. 



Caso. — En 11 de Marzo de 1890, don Ceeilio llalK, por la 
empresa del Ferrocarril de Iiuenos Aires y Rosario, se presento 
ante el Juez Federal del Rosario, é invocando Ja ley número 
2432 demanda contra don Marcos Arteaga, la expropiación de 
72.300 metros cuadrados, ofreciendo 350 pesos por el precio, y 
150 pesos por perjuicios. Alegó que estas sumas que ascendían a 
S00 pesos habían sido convenidas con doña Ana Pereza, antigua 
propietaria, i quien Arteaga había comprado los derechos; y 

acordada. 
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>. Junio 17 de \m. 



Autos y vistos: los do expropiación seguidos por el Ferroca- 
rril de Buenos Aires y Rosario con don Marcos Arteaga, por se- 
tenta y dos mil trescientos metros cuadrados que aquel toma 
para su vía, consignando la suma do quinientos pesos moneda 
nacional legal que el actor distribuye en esta forma : trescien- 
tos cincuenta pesos, por valor do terreno avaluado d mil sois- 
deutos pesos, por concesión de veinte cuadras, y ciento cincuen- 
ta pesos, por toda indemnización de perjuicios. 

Resulta: Que no existiendo conformidad de parte del expro- 
piado respecto al precio ofrecido, so nombran los peritos corres- 
pondientes, los que dando sus dictámenes por separado y en 
disconformidad entre sí, avalúan el de la empresa en el 
mismo precio de quinientos pesos que la Empresa consignó en 
la demanda; eí perito del expropiado, avalúa el terreno d ra- 
zón de mil doscientos pesos la cuadra de veinte y dos mil qui- 
nientas varas cuadradas, y en mil quinientos pesos ios perjui- 
cios, foja 9 ; y el tercero, hace su avaluación á foja 22, á ra- 
zón de ciento cincuenta pesos la cuadra cuadrada y enqui'mentos 
los perjuicios por fraccionamiento. 

T considerando: i° Quede los tres informes presentados por 
los peritos, el del tercero en discordia merece mayor crédito al 
Juzgado, no sólo en razón de su pericia en materia de compra- 
venta de terrenos rurales, si que también por los fundamentos y 
antecedentes con que ilustra c! dictamen expedido. 

3° Que además, esa avaluación, como que toma un término 
medio y razonable entre las dos apreciaciones de los otros peri- 
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tos, exagerados en cuanto al justiprecio que hacen tanto del ter- 
reno como del perjuicio por fraccionamiento, manifiesta un es- 
píritu de equidad que no puede sor desaten'! i ¡o por el Juzgado, 
que encuentra aceptables los términos de su informe. 

3" Que, por último, el conocimiento particular que tiene el 
proveyente sobre el valor de los terrenos semejantes al de esta 
expropiación, coincide en un todo con el resultado del dictamen 
que considera deber adoptar como base de la presente resolu- 
ción. 

Por tanto: se declara que el precio legítimo quo tiene el ter- 
reno materia de ente litis y que debo ser abonado por la empresa 
al expropiado, es el de ciento cincuenta pesos la cuadra cuadra- 
da y el de quinientos pesos de la misma moneda como indemni- 
zación suficiente para el pago de los perjuicios causados por 
motivo de la expropiación, con más los intereses á estilo de 
Banco por el excedente que resulte sobre la suma consignada y 
las costas del juicio a la Empresa. Hágase saber con el original 
y repóngase el papel, 

fí. Escalera y Z muría. 



Fftll* 4> la Suprema l orie 



Humos Aires. Abril 2H dV IHM. 



Vistos: atendiendo al mérito de los informes periciales y de- 
más antecedentes corrientes en autos, se resuelve asignar, como 
precio de los terrenos a expropiarse, el de ochenta pesos moneda 
nacional por cada una 
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capítulos la indemnización la sentencia apelada de fo- 
y ocho, Repónganse los sellos y devuélvanse. 



URNJAMIN VICTOHICA. — C. S. 
DELA TORNE. — LUS V. VA- 



t 



CAUSA t VXUH 



/>. Juan E, Clark contra tas herederos de ir María F. Charavel 



.—El precio de expropiación debe fijarse atendiendo 

al mérito de los antecedentes de autos y á la fecha de la ocu- 
pación. 



Caso.— En 28 de Setiembre de 1886, se presentó ante el Jua- 
gado federal de la Capital don Juan E. Clark, é invocando las 
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leyes de 5 de Noviembre de 1873 y 18 de Octubre de 1882 au- 
torizando la construcción del ferrocarril de Buenos Aires á San 
Juan, pidió la expropiación de un terreno sito en 'os bajos de 
Palermo, al costado del arroyo Maldonado, do 370 metros de lar- 
go por 15 de ancho» de propiedad de la testamentaría de D" María 
F. Chavarel de Iribarnegaray, que en seguida pasó á ser de la 
sociedad Fomento Territorial, y ofreció, por precio ó indemniza- 
ción, 60 centaros el metro cuadrado, ó sea 11330 pesos que depo- 
sitó, pidiendo la posesión provisoria. 

Se mandó dar la posesión, y se ordenó el comparendo, cu el 
cual intervino don Pedro L. Iiamayo por la Sociedad Fomento 
Territorial. 

La parte demandada nombró erito á ii«m Fernando liourdicii 
f|ue fué sustituido por don Juan Cagnoni, y la demandante nom- 
bró á don Estanislao Sarmiento. 



Falla *>f Jnes Federal 



Buenos Aires, Seliembn- 19 di' IMKi 

Y vistos : estos autos promovidos por don Juan E. Clark, con- 
cesionario del Ferrocarril de Buenos Aires á Mercedes, contra 
los herederos de D" María T. Chara vel de Iribarnegaray, sobro 
expropiación de una fracción de terreno para la mencionada vía, 
situado á inmediaciones de Palermo, en el territorio de la Ca- 
pital. 

Y considerando : I o Que el derecho para proceder á la expru- 
piacion del terreno necesario para la construcción de la referida 
vía, se halla establecido por ta ley de 5 de Noviembre de 1872 
que autorizó la construcción de una líuea férrea desde Bucnus 
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Aires á .San Juan, de U que forma parte de la sección a la ciu- 
dad de Mercedes, y no ha sido contestado por la parte afectada 

debe pagarse, pues el expropiante sólo ofrece sesenta centavos 
por metro por toda compensación o indemnización, con loque no 
está conforme el expropiado. 

2" Que según el ili' támeu del perito nombrado por la parte 
de Clark, de conformidad y á los efectos de la ley nacional do 
expropiación, el precio ofrecido por aquél, es el justo valor de la 
cosa, t* indemniza suficientemente al propietario no solamente 
de la desposesiou del terreno tomado para la vía férrea, síuó de 
los perjuicios resultantes de su misma construcción, y del frac- 
cionamiento del terreno, teniendo en cuenta el valor de éste en 
la fecha que se decretó la expropiación; mientras que el perito 
nombrado por el expropiado le atribuye un valor de diez pesos 
in u legal por metro cuadrado. 

3" í¿uo pendiente el juicio de expropiación, su lia presentado 
la escritura de foja 50, otorgada con focha 2 de Marzo de 1889, 
por la cual don Máxima K. Rodríguez vende á don José fietrn- 
nera la zona ó fracción de terreno que es materia del juicio y 
que ya estaba ocupada por los rieles del Ferrocarril al Pacífico, 
por la suma de cuarenta y cinco mil setecientos setenta y odio 
pesos con cincuenta y cinco centavos nacionalt ?, apareciendo el 
expresado Pie trun era propietario de las fracciones situadas á 
uno y otro lado de ta zona á expropiar. 

<i u Que el precio de la cosa deue Jijarle con relación al que 
tenía ó podía atribuírsele corrientemente A la época cu que se 
inició la demanda de expropiación, pues dictada la ley que la 
autoriza, corresponde tanto a la paite que debe sufrir la expro- 
piación, como ¿laque hade efectuarla, el derecho de demandar- 
la ante la autoridad judicial competente, de modo que cualquiera 
de las dos partes puedo elegir el momento para realizarlo desde 
el dia de la promulgación de Ja ley, puesto que éita debe decía- 
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riiT in cada caso la utilidad pública de la ocupación con refe- 
rencia á loa estadios definitivos y planos descriptivos, informe; 
ú otros datos que determinen con exactitud la cosa que ha de 
expropiarle (artículos I o y 2 6 de la ley nacional de expropiación 
de 13 de Setiembre de 1866). 

5° Que tanto por esta circunstancia, cuanto porque la trans- 
ferencia hecha á favor de D. José Patrañera, es de fecha poste- 
rior á la iniciación del juicio y aun a la ocupación del terreno por 
la vía férrea, y consignación del precio ofrecido por el expro- 
piante, el Juzgado se halla enel caso de prescindir por comple- 
to del que aparece pagado por el referido señor Pietranera, se- 
gnn la escritura de foja 50, porque de lo contrario se abriría un 
ancho campo al abuso por medio de ventas simuladas por pre- 
cios imaginarios, para ofrecerlos como base de apreciación al cri- 
terio judicial . 

6° Que el aviso inserto en el diario agregado á foja... de- 
muestra que la Sociedad anónima denominada « Fomento Terri- 
torial », que ha intervenido durante algún tiempo en el juicio 
como propietario del terreno á expropiar, ofrecía en venta sus 
derechos y acciones procedentes de la expropiación ya iniciada 
y en punto de resolverse» por la suma de treinta mil pesos ni/n 
de curso legal pagaderos en acciones á la par, y si bien se ha 
dicho en rl informe de foja 40, que dichas acciones se cotizaban 
en esa ¿poca al diez y siete por ciento de su valor nominal, de 
este dato no hay constancia auténtica, aunque es notorio que 
tenían una gran depreciación en el mercado. 

7" Que la ubicación de los terrenos de que se trata, los hace 
especialmente destinados á la población urbana por hallarse si- 
tuados sobre una de las calles importantes del municipio, donde 
la propiedad raíz ha sido generalmente estimada, independien- 
temente de su productividad actual en cualquier género de ex- 
plotación. 

8 o Que en la misma inspección ocular practicada por el Juz- 
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gado, lia podido constatar, que una fracción de] terreno com- 
prendiendo todo su largo desde la calle de Santa Fé basta la lí- 
nea del Ferrocarril al Rosario, por un ancho de más de cíen me- 
tros, lia venido á sufrir un demérito sensible coa la construcción 
de la linca férrea, pues ha quedado encerrada entre los terraple- 
nes de esta y el arroyo de Maldonado, no teniendo salida sino* 
por un sólo fíente á callea laterales, con paso obligatorio, á ui- 
vl'1, por la misma víu. 

U" Que estos terrenos incuestionablemente, se encuentran en 
mejores condiciones que los de la sucesión de líollini. que el de- 
mandante Clark bu pagado á razón de dos pesos nacionales por 
metro en juicio de expropiación iniciado próximamente en la 
misma fecha que el presente, y ubicación, siendo también mayor 
el perjuicio resultante del fraccionamiento y de la ejecución de 
la obra. 

10° Que por otra parte no es posible dejar de tener en consi- 
deración, que las fracciones restantes han venido á ser directa- 
mente beneficiadas por ti Ferrocarril, en razón de haberse cons- 
truido, calle por medio, la gran Estación de cargas del mismo, 
constituyendo un centro importante de población y negocios 
que hará ciecer la demanda de esos terrenos. 

Por estos fundamentos, y teniendo en consideración la depre- 
ciación de la moneda de papel, con relación al tipo fijo del oro, 
fallo fijando el precio de cuatro pesos moneda nacional legal por 
metro cuadrado, sobre una superficie de cinco mil cuatrocientos 
treinta t tres metros cuadrados por toda compensación de pre- 
cio é indemnización de perjuicios, resultante de fraccionamien- 
to, siendo á cargo del expropiante, las costas causadas. 

Kepóngnnse las fojas y notifiques* con el original. 



Virgilio M. Tedin. 



Fallos de la suprema corte 



mito 4e im Suprema Cerlf 

Buenos Aires. Abril ¿8 de 1891. 

Vistos: Atento los antecedentes que ofrecen estos autos y to- 
mando en consideración la fecha en que se llevó á cabo la ocu- 
pación de los terrenos de su referencia, se resuelve fijar por 
toda indemnización la suma de tres pesos, cincuenta centavos 
moneda nacional por metro cuadrado de diebos terrenos, siendo 
las costas causadas de carga del expropiante, y quedando en es- 
tos términos modificada la sentencia apelada de foja setenta y 
dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

HESJAHLS VICTOHICA. — ■ C. S. DE LA 
TORRE.— LUIS V. VARELA. - ABEL 
RAZAN,— LUIS SAEN2 PE.ÍA. 
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«AINA «VWVIII 



La Compañía nacional de Ferrocarriles Pobladores contra don 
Antonio Maguer; sobre expropiación 



Sumario, — Pura la e.stimacion del precio, flebotomarse como 
base et destino actual üel terreno ti expropiarse. 



Caso,— En 25 de Abril de 1889, se presentó ante el Juzgado 
Mural el doctor don Narciso Sosa, en representación de la 
Compañía Nacional de Ferrocarriles Pobladores, imponiendo que 
su representada, autorizada ¿expropiar por la ley de Octubre de 
Í889 para la construcción del Ferrocarril de Belgrano A Las Con- 
chas, venía á pedir la expropiación de 18.200 metros cuadrados 
de terrino pertenecientes á los señnres don Antonio O laguer y 
don Miguel UribeJarrea, y á pedir su posesión mediante la con- 
signación que hacía de 7304 pesos, en que estimaba el valor del 
terreno á eipropiarse é indemnizaciones correspondientes. 



T. \MI 
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MFOIUE DEL PERITO DOS JUAN A. CARBOSELL 



Señor Mez Federal; 

El que suseribe, en los autos seguidos por la Compañía Fer- 
rocarriles Pobladores con don Antonio OLaguer, sobre expropia- 
ción úe una chacra de su propiedad, ubicada en el parí 
San Isidro, paraje denominado Los Olivos, á Y. S. digo: 



Que en cumplimiento del mandato deV.S.y á efecto de pro- 
ceder con pleno conocimiento del terreno y poder apreciar con 
la mejor exactitud, la indemnización que el expropiante debe 
abonar al expropiado, por el terreno que ocupa con sus vías fér- 
reas, me trasladé al expresado paraje, levantando ú croquis, 
que me permito acompañar, para mayor explicación, por no 
considerar auticiontemRnto claro el que Ügura en autos. 



II 



Según los trabajos practicada éú desmontes y terraplenes, 
por el expropiante, resulta que en una longitud de veinte metros 
con rumbo Sud, se lia construido un terraplén de dos metros de 
altura sobre el nivel natural del terreno; y después de un tre- 
cbode ciento ochenta metros en que la vía queda sobre el mismo 
terreno natural, empieza una ascensión ó desmonte que llega 
hasta una profundidad de dos metros. 
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Estos trabajos que indudablemente han sido necesarios para 
establecer el nírel exacto de In linea, desfiguran completamente 
la propiedad, y puede decirse que la convierten en dos, inde- 
pendiente la una de la otra, <-on el perjuicio consiguiente para 
el propietario. 

m 

l)ad¡. la topografía del terreno á expropiar y considerando los 
trabajos y desperfectos en él ocasionado*, corresponde designar 
el precio en que debe ser estimado el metro de terreno, para en 
seguida fijar el valor de la indemnización de los perjuicios, que 
sean consecuencia de las obras, de acuerdo con las disposiciones 
de la ley nacional di' 13 de Setiembre de 1866. 

l¿u. consecuencia, taso el terreno expropiado a dou Antonio 
Ubiguer a cuatro pesos moneda nacional el metro cuadrado, y 
lijo como indemnización la suma de un peso de igual moneda 
por metro cuadrado, por los perjuicios y desperfectos causados 
en dichos terrenos por la construcción de la vía del Ferrocarril. 

IT 

1 Hago presente á V. S., que he demorado la presentación d« 

esta diligencia, porque esperaba presentarla conjuntamente, 
sino de acuerdo, con el perito de la Empresa. Pero no habién- 
dolo encontrado, ine he decidido á llenar mi cometido, para lo 
cual he buscado todas las informaciones necesarias. 
Sírvase V, S. proveer lo que corresponda en justicia. 

La Plata, Enero 11 de 1#X>. 

Juan A, Ctíiéonétl. 
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DEL PERITO IH>N JOSE GONZALEZ ÜONORISO 



La l'lMa. IviiiT.i ¿ ili' 

ScñorJucs de Seeriwi: 

El rtue suscribí?, perito nombrado pura dictaminar en los autos 
p©T expropiación segiiiíospar la Compañía Nacional de Ferro- 
carriles Pobladores con don Antonio Ulaguer. unte V. S. respe- 
tuosamente me presento y Jigo : 

Que una tez aceptado el cargo, traté de ponerme de acuerdo 
con el perito señor Carbonell, respecto al precio de la tierra é 
indemnización de Újtüm P ero nCí li¡'biéndome sido posible en- 
contrar a dicho señor á pesar di- las diligencias quo al efecto prac- 
tiqué, me constituí personalmente al partido de San Isidro, til? 
tre la estación Ilivadavia y olivos, punto donde se encuentra 
situado el terreno á expropiar, á objeto de practicar una inspec- 
ción ocular sobre dicho terreno, la que me dió el siguiente re- 
sultad o: 

i» Que el terreno del señor Ulaguer, se encuentra situado en 
t i paitido de San Isidro á la altura del punto denominado 1U- 
vadnvia y estando en la actualidad destinado á chacra. 

2 o Que el terreno en cuestión es accidentado, teniendo su par- 
to de alt" y bajo y que la línea de este Ferrocarril viene á repor- 
tarle un gran beneficio, en razón de hacerse la estación Llavallol 
a unas dos cuadras más ó menos de la propiedad del señor Ola* 

8 " er - • ti • » , 

3« Que de las averiguaciones practicadas por mi entre los w- 

cinos t y de las ventas efectuadas en esos alrededores, queda ple- 
namente demostrado que el precio de la tierra lluetüa en esos 
parajes entre treinta y cuarenta centavos el metro cuadrado. 
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4" Entre las ventas efectuadas, citaré á V. S. las siguientes 
«tatuadas por les señores llarris y Maraña ú esta misma Com- 
pañía, ¡i razón do treinta centavos metro cuadrado, la del señor 
Sinforoso Mulavía i los doctores Picasso y Pinero, á cuarenta 
renta vos, la de los señores Rubio y liarrini á esta misma Com- 
pañía fallada en arbitraje y que corría por el Juzgado de V. S. 
á razón de cuarenta centavos metro cuadrado. 

Es ridicula, por lo tanto, señor Juez la pretensión del perito 
contrario señor Carbón el 1 cuando aprecia el metro cuadrado en 
cinco pesos moneda nacional, sin citar siquiera un hecho que- 
po ed a co nli r mar ó robustecer su api ocia cion» pues lo único que 
prueba es, que, porque se trata de un ferrocarril es preei-o ha- 
cerle pagar lo que uo debe y sentar un precedente de explota- 
ción para los demás propietarios. 

Por todo lo expuesto, señor Juez, y con arreglo á mi ciencia y 
con ciencia, croo ju&to y equitativo que la Compañía de ios Fe- 
rrocarriles Nacionales Pobladores debe pagar al señor Glaguer, 
por los once mil ciento ochenta metros que necesita del fondo 
del t'rreno de dich-i señor, á razón de treinta y cinco centavos 
moneda nacional por metro cuadrado, más doscientos pesos mo- 
neda nacional romo indemnización por fraccionamiento y des- 
trucción de algunos árboles frutales y pur todo perjuicio; pues 
el beneficio que todo el resto del terreno de dicho señor Olagucr 
recibe, en razón de la proximidad á la estación, es incalculable. 

Dejando de esta manera terminado mi cometido, me es grato 
.saludar al señor Juez con mi mayor consideración. 

Dios guarde 6 V, S. 



Jase González Honorato. 
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INFORME DEL PERITO DON DOMINGO LARDALO E 

La Hala ÍUQfo I) de 1«X). 

Se/íor Juez Federal: 

Los que suscriben, nombrados por S. S. en los autos seguidos 
por la Compañía Nacional de Ferrocariles Pobladores, sobre 
expropiación de una fracción de terreno correspondiente Á una 
chacra de propiedad de Don Antonio Olaguer Feliú, ubicada eu 
el partido de San Isidro, para que constituyéndonos en él, prac- 
ticásemos una inspección ocular y verificáramos la exactitud de 
las operaciones de los peritos Konorino y Carbonel) ú informiíse- 
mes al Juzgado circunstanciadamente del resultado, come- 
tiendo además al tercero, que al mismo tiempo justipreciase el 
bien expropiado, y el valor real y positivo del perjuicio origi na- 
do, á S. S. en cumplimiento de nuestra misión decimos: 

»¿ue el día señalado por el auto de S, S. de foja \1 del expe- 
diente formado sobre este juicio, nos trasladamos y constituí- 
mos en el terreno de la referencia, acompañados d*?l Doctor 
f'unichel abogado de la Empresa, del señor Williams, gerente 
de la misma y del Ingeniero Director de la construcción del Fe- 
rrocarril. 

Una vez en el terreno, procedimos á la in^pe^cion, y d l re- 
conocimiento prolijo y minucioso que tanto de él, como de lúa 
obras construidas por la Empresa hicimos, hemos establecido 
que : 

EL terreno del señor Olaguer Feliú, forma en su configura- 
ción, un paratelógramo rectangular. 

Las paralelas ó líneas que lo limitan por los rumbos Este y 
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Oeste, tienen 6 miden, una extensión de 5000 metrgs que cons- 
tituyen bu fondo. 

Las líneas perpendiculares á estas paralelas, que lo limitan 
también por los rumbos Norte y Sud, tienen una extensión de 
trescientos metros, que constituyen el frente. 

La propiedad tiene, pues, una latitud de (5000) cinco mil me- 
tros y una longitud de ( 300) .trescientos, 6 sea una superficie 
cuadrada de (1. 500.000) un millón y quinientos mil metros 
cuadrados. 

La configuración está per U damente establecida en el plano 
acompañado al informe del perito señor Carboncll y en cuanto 
á su extensión, la liemos establecido por los datos que nos han 
suministrado el Gerente de la Compañía señor AVilliams, y loa 
que liemos tomado fiel misino expediente dados por el doctor So- 
sa, abogado de la Kmpres.i, en su exposición de foja 43 y si- 
guientes. 

Casi por el centro de esto paralelógramo, la Empresa de Fe- 
rrocarriles Pobladores, ha trazado una secante, que, arrancando 
del límite Sud, va ¡í unirse con el límite Norte, con una ligera 
inclinación tiáeia el Nord-Este. 

Esta secante, es el mismo camino que la Empresa construye 
y paralo cual ha expropiado la tierra á que nos referimos. 

La propiedad queda entónces dividida en dos trapecios rectan- 
gulares, de iguales ó casi iguales proporciones cada uno, cuyas 
bases son: por el Sud, límite del campo Otaguer con el de ese 
colindante; Norte, línea divisoria entre este campo y el que lo 
limita poT ese rumbo por el Kstc, y Oeste también sus líneas di- 
visorias, y el centro la secante que sirve de línea entre ambos 
trapecios. 

Para la construcción del camino férreo, la Empresa de Ferro- 
carriles Pobladores, lia tenido necesidad de nivelar el terreno, y 
al efecto, ha practicado excavaciones y levantado terraplenes, en 
los estreñios Norte y Sud de las líneas que limitan la propiedad- 
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Estas esca\ aciones y terraplenes, establecen entre los dos 
trapecios, obstáculos casi insuperables que los dividen totalmen- 
te, al menos en la parte á que esas obras están circunscritas. 

La parte terraplenada mide unos trienta á cuarenta metros 
de latitud, sieudo su altura máxima dedos metros próximamen- 
te, descendiendo gradualmente hacia el centro del terreno bas- 
ta encontrar el nivel natural de éste. 

La parte escavada mide una extensión de unos cien metros 
próximamente, desde la línea divisoria de la propiedad, rumbo 
Norte, y dirigiéndose también hacia el centro, disminuyendo 
progresivamente su profundidad, basta encontrar la base ó ni- 
vel del terreno, que es la do ta línea férrea. 

Queda así en el centro del camino férreo, una extensión que 
es la que falta para completar la longitud del fondo, una exten- 
sión perfectamente plana, sin otros obstáculos que intercepte la 
vía, entre las dos fracciones, á que queda reducida la propiedad, 
que los rieles del camino. 

A uuos cuatrocientos metros más ú menos de hi secante, y 
hacia el estremo Este del campo, corre la calle de Santa-Fe, 
estableciendo otra especie de línea divisoria, y formando en- 
tóneos otro nui'vo trapecio rectangular, cuyas líneas son: por el 
Este, camino ó calle de Santa-Fe; por el Oeste, la secante ó ca- 
mino férreo construido por la Compañía expropiadora; por el 
Norte y poi el Sud, las linea* divisorias de la propiedad con sus 
convecinos. 

En el plano ocompaiiudo por el perito del señor Olaguer, pa- 
recen confundirá las líneas que constituyen la secante por una 
parte y la calle de Santa-Fe" por ta otra, formando ambas el 
vértice de un ángulo agudo; pero esto es sólo error de perspec- 
tiva, por la falta de escala que sirva de cálculo para establecer 
las distancias en el plano acompañado, circunstancia omitida 
al confeccionar el croquis acompañado. 

Sin embargo, de lo que aparece en el mencionado plano, la 
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calle (le Santa-Fe dista de la secante 6 camino férreo, unos cua- 
trocientos metros próximamente, dejando entre ambas líneas, 
una superlicití capaz pura ser explotada por su extensión coa 
una pequeña chacra, ó una magnífica quinta. 

El perito del señor Üluguer ha hecho valer en su informe esa 
apreciación errónea de la distancia que separa la línea del cami- 
no férreo, y la calle de Santa-Fe, para hacer subir el ralor del 
perjuicio originado, queriendo demostrar que el ángulo que pa- 
rece formar ambas líneas en su vértice, es de tan reducido es- 
purio que queda inutilizado para toda clase de explotación. 

Pero en el Wreno hacemos viciar lo contrario y ya dejamos 
demostrado que el espacio entre ambos es considerable y que 
es apto para ser explotado, así como las otras fracciones, si la 
Km presa no cierra el centro, para !a seguridad \ libre transito 
de sus locomotoras. 

Se ve, pues, que la propiedad del señor Olaguer, queda así di- 
vidida y fraccionada completamente, por más queso pretenda 
lo contrario, quitándolo su primitiva forma, reduciéndola á dos 
fracciones imperfectas, lo que indudablemente te ocasiona per- 
juicios V"* la desvalorizaron que es consecuencia inmediata 
del fraccionamiento, tratándose del destino que esas tierras 
tienen. 

Reasumiendo los hechos establecidos, tenemos: Que el terre- 
no antes de la expropiación, tenía ima forma perfecta y una ex- 
tensión que Ja ilaba un mérito y un valor positivo; 

Que la línea del Ferrocarril partiéndola casi por su centro, 
la reduce en dos porciones inporfectas, aunque no por eso que- 
dan ambas inutilizadas para cualquier género de explotación. 

Que el camino ó vía férrea queda á distancia de unos (400 ms.) 
cuatrocientos metros más ó menos de la calle de Santa-Fé, en 
la parte que en el plano parece formar un ángulo agudo, que- 
dando en consecuencia, entre ambas líneas, una superficie de 
terreno útil para quinta Ó pequeña chacra ; 
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Que la Empresa ha construido esoavaciones y terraplenes en 
ambos estremos de la línea, abrazando una extensión do más de 
la mitad de la longitud del fondo; 

Que esta escíivacion y terraplén, dividen ta propiedad en dos 
fracciones que la incomunican una de otra. 

Todas estos circunstancias, demuestran dará y matemática- 
mente, que ellas constituyen pata el señor Olaguer un verdade- 
ro perjuicio, y no se necesita hacer un gran esfuerzo de inteli- 
gencia para comprenderlo así, después de estudiar los hechos 
apuntados. 

Porque es lógico creer, que nadie se atreva á sostener, que 
una propiedad territorial en que gran parte de su valorización, 
consiste tal vez en la extensión de su superficie, por prestarse 
ella á mil modos de explotación, según las conveniencias de su 
dueño, no venga á sufrir menoscabo en su importancia y ha- 
llarse desmerecida, dividida en dos totes, por más que se sos- 
tenga que estos son bencJiciables y no afectan perjuicio alguno 
en su separación. 

Siguiendo el órden de nuestras aseveraciones, establecimos 
también, que la naturaleza del terreno es irregular, presentan- 
do la fracción que corresponde al rumbo Norte del mismo, tie- 
rra alta propia pura el cultivo de cereales y legumbres, cons- 
trucción de habitaciones en condiciones higiénicas, y la que co- 
rresponde al rumbo Sud baja, aunque no anegadiza ni impropia 
para plantaciones y cultivo, del género que esta clase de tierra 
admite. 

La fracción expropiada, presenta estas dos circunstancias, 
prevaleciendo sin embargo la parte alta sobre la baja, en cuan- 
to a extensión, lo que queda demostrado por la escavacion que 
es mayor que el terraplén. 

Su ubicación y situación, es de las más ventajosas é impor- 
portantes, entre las tierras ubicadas á los alrededores de la Ca- 
pital Federal, tanto por la corta distancia que de ésta lo sepa- 
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ra, cuanto por lo pintoresco tle sus perspectivas y fertilidad de 
su suelo. 

En sus contornos y á distancias insignificantes, florecen her- 
mosos é importan l U i moa pueblos, que me escuso de nombrar 
por ser demasiado conocido?. 

A muy pocas cuadras se extiende el mügestuoso estuario del 
Kiode la Plata, coronado de sus imponentes barrimos. 

No muy lejos también se encuentran importantes estacionas 
de ierro-carriles, que son otros tantos pueblos en gestación. 

Por uno de sus extremos y ¡i cuatrocientos metros de la línea 
férrea construida por la empresa en el terreno expropiado, 
atraviesa la prupiodüd, en tod¡i su longitud, ta hermosa ca- 
lle de Santa-Fe, esa colosal arteria de la Capital Federal, por 
donde se desborda la savia que fecunda esa parte de sus arra- 
bales. 

Y, por fin, sabido es por todos, que esos parajes son codiciados 
por nuestros potentados, para construir allí, sus deliciosas 
mansiones veraniegas. 

Todas estas ventajas, hacen déla propiedad del señor Olaguer, 
una de las mis valiosas de cuantas rodean la Capital Federal. 

No se ha exagerado, pues, al apreciarla como lo han hecho, no 
sólo el perito señor Oarbonell en su informe de foja.,, y su abo- 
gado en su réplica de foja..., sinó también el mismo abogado de 
la Empresa, doctor Sosa, at querer establecer en su exposición 
de foja... las ventajas que á su juicio le reporta la construcción 
de la vía. 

Pero más importancia, le da sin duda alguna la línea de Fe- 
rro-carriles Pobladores. Su verdadera importancia la tiene ya, 
porque se la dan las ventajas apuntadas. 

El precio, pues, que le ha determinado el perito déla Empresa, 
no es equitativo. 

Para dcmoslrarlo, voy á citar los que se han pagado por te- 
rrenos del mismo partido, y en otros mucho más alejados del 
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paragcen que éste está situado, aunque estoy persuadido que el 
perito tajador los conoce mejor que el que suscribe. 

Una prueba de esto que afirmo, es el precio pagado a don Lu- 
ciano Miguez, por su terreno, situado en el mismo partido de 
San Isidro, terreno bajo, enteramente anegadizo y en conse- 
cuencia improductivo, cuyo precio establecido por uno de los 
Juecps arbitros más rectos y cuya competencia para el cargo 
no puede ser discutida, fué de cuatro pe;-os moneda nacional 
metro cuadrado. 

En el misino partido se han vendido terrenos a la Empresa 
por el señor Cesar Olivera, de igual naturaleza, que el del señor 
Ulagucr, en seis y siete pesos metro cuadrado. 

Otros pertenecientes, á don Kzequiel Campodónico. en el mis- 
mo partido, lian siúo justipreciados en cuatro y cinco pesos me- 
tro cuadrado. 

De todas estas rentas, puede V. para verificar su exactitud, 
ordenar que certifiquen los señores secretarios del Juzgado de 
V. S. en cuyas oficinas tramitan los expedientes de la referencia. 

Para abundar en más detalles, citaré lo* terrenos rendidos en 
San Nicolás de los Arroyos, cuya distancia del sitio en que esta 
ubicado el terreno que motiva este informe nadie ignoTa: la Em- 
presa del Ferrocarril de Buenos Aires al Rosario ha pagado á 
los señores Navarro y Lezica, por terrenos de chacra, siete pesos 
y cincuenta centavos el metro y por de pastoreo un peso. 

En el partido del Pilar, la Empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, ha pagado al Bati<-ode Crédito Real de la Capital Fe- 
deral, cuatro pesos moneda nacional el metro cuadrado. 

Y por iin, no es discutible y¡i, que la normalidad de los pre- 
cios establecidos por las expropiaciones de tierras para construc- 
ción do líneas férreas, en la zona de los alrededures de la Ca- 
pital Federal, fluctúen entredós, tres, cuatro y cinco pesos me- 
tro cuadrado, salvo arreglos particulares que no han estableci- 
do regla para estos casos. 
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Pesadas en mi ánimo todas estas razones y las aducidas en 
próy en contra del precio fijado por el perito Carbonell, te- 
niendo en cuenta, que si bien es cierto, que para valorizar 
el terreno, concurren un sin número de circunstancias que- la fa- 
vorecen, pur otra parte no puede desionocerse, que en la partí- 
expropiada hay una buena porción que es baja. 

Que las tierras, por el momento, han perdido algo del valor 
que tenían hace algún tiempo. 

Por estas consideraciones, creo, señor Juez, n-> proceder de li- 
gero, ni incurrir en exageración ni apartarme de las reglas de 
equidad y justicia que son tu norma de mis acciones, lijando 
como precio del metro cuadrado de este terreno en : dos pesos 
moneda nacional el metro cuadrado. 

La parte del señor Olaguer Feliú, sostiene, además, que la ex- 
propiación le ha ocasionado perjuicio con el fraccionamiento del 
fundo, y con la incomunicación que entre las dos fracciones en 
que él queda dividido, establece el camino, con sus desmontes y 
terraplenes, perjuicio qm ; ha sido reconocido y justipreciado 
por el peritoCarliotudl en ta suma de un peso por metro cuadrado. 

Hemos hecho en los párrafos anteriores, la demostración de 
la forma que afectan los trabajos de la Empresa, la forma en 
que quedan constituidas las fracciones divididas por la línea, y 
establecido que hay perjuicio. 

Pero, ¿ cuá! es su naturaleza? ¿ qué formas reviste? 

Difícil es, señor Juez, apreciarlo, puesto que no hu.hubido des- 
trozo, ni en poblaciones, ni en sembrados, y s¿lo puede hacerse 
consistir en la división del fundo. 

Pero esta división ¿basta para constituir un perjuicio, y si 
este existe, Ja apreciación que de él lia hecho el perito, es justa? 

Yo creo que sí, señor Juez. 

Que el perjuicio existe es indudable, puesto que de una exten- 
sión do terreno perfectamente uniforme y homogénea, de un 
fundo completo y que como se ha dicho, su estructura y exten- 
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sion le daban gran valor, se han hecho dos fracciones separadas 
entre sí par obstáculos insalvables; fracciones que además no 
pueden tener el mérito que tenían unidas entre sí. 

I nicias se completaban, desunidas quedan imperfectas, porque 
puede faltar & una lo que Ja otra poseo y que beneficia á ambas, 
mientras que separadas, ni aumenta por eso de valor y priva á la 
utra de sus beneficios. 

Mi razón y mi criterio, me dice entonces que el perjuicio es 
real y positivo y que él debe ser indemnizado. 

Teniendo entóneos presente que sin embargo de la separación, 
las dos fracciones quedan aptas para ser explotadas en cualquier 
forma, tanto por su extensión cuanto por la bondad de su sue- 
lo y ventajas de su situación, por cuyas circunstancias el per- 
juicio no es de tanta consideración, creo estar dentro de la más 
estricta justicia, determinando como precio de la indemniza- 
ción la suma de cincuenta centavos porcada metro cuadrado, 
del terreno expropiado. 

Dejando cumplida la misión que á cada uno en la parte que 
nos corresponde debemos llenar en este asunto, dumos a V. 
cuenta del resultado en el presente informe. 



Dominga Lairaltlc— Gerónimo ¡taños. 



rail* *>l Jwe* Federal {ad hor) 

Vistos: estos autos seguidos por la empresa denominada 
c Conipañ .'a Nacional de Ferrocarriles Pobladores » contra don 
Antonio Ologuer, por expropiación de un terreno para vía fer- 
Tea en el partido de San Isidro, de los que resulta: 

Que ó los efectos de la ley nacional do expropiación, de Se- 
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tiembre 1 3 de 1866, cada una de las partes nombró un perito pa- 
ra informar al Juzgado respecto al valor del terreno, y la esti- 
mación de la indemnización debida, j que por la des inteligencia 
de estos, aquel tuvo necesidad de nombrar un tercero, cuyos in- 
formes respectivos corren agregados a foja 36, foja 39 y fo- 



Que ul perito nombrado por la parte de Otaguer, manifiesta 
en su dictáinen que la empresa construye terraplenes y desmon- 
tes dentro del fundo expropiado, dejándolo dividido en dos frac- 
cionen, independientes, con perjuicio evidente para el propieta- 
rio; que por esa razón tasa el terreno en cuatro nacionales y fi- 
ja la indemnización, además, en un peso, todo, por metro eua- 



Que el perito don José González Bonorino, nombrado por la 
empresa expropiante, manifiesta que el terreno está en la nc- 
t nulidad destinado á chacra; el que recibe un gran beneficio, por 
cuanto se construye á íIob cuadras de allí, la estación « Llava- 
Uoli de la misma empresa; que de las averiguaciones practica- 
das, resulta que el valor de las tierras iluetúacn esos parajes, 
entre treinta y cuarenta centavos el metro cuadrado, citando 
en su apoyo, varias rentas á diversas personas y á la misma com- 
pañía; terminando por tasar la fracción a expropiarse, en trein- 
ta y cinco centavos el metro cuadrado, y estimando la indem- 
nización en doscientos pesos. 

Que el tercero don Domingo Larralde asesorado por el se- 
cretario del Juzgad'», después de establecer con detalles la for- 
ma y extensión total de la propiedad de Ülagutr, manifiesta que 
el trazado do la línea corta el terreno en dos secciones casi 
iguales, dando también datos precisos sobre los terraplenes y 
escavacioues, y lince presente que la vía férren, on su punto 
más próximo á la calle Santa Pe, dista más de cuatrocientos 
metros, dejando una extensión á propósito para cualquier desti- 
no, si bien el hecho de la división constituye un verdadero per- 
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juicio; futra m seguida eu apreciaciones que el Juzgado toma- 
rá más adelante en cuenta; y termina fijando como precio del 
terreno á razón de dos peso» por metro cuadrado y cincuen- 
ta centavos también por metro como indemnización, 

Y considerando: I o Que no debe tomarse como tase para la 
estimación del precio, su destino actual, en el presente caso, 
por cuanto la agricultura en e-os parajes en sólo un hecho acci* 
dental, pues su proximidad ú la Capital de la República hace 
inadecuados para tales fines, terrenos que representan un capi- 
tal considerable. 

2 ( ' Que los terrenos de los alrededores de Buenos Aires, su- 
jetos á la especulación en la época en que debe fijarse el precio, 
no lo lian tenido lijo ni subordinado á criterio alguno, por 
Mían to valían según la opinión de quien pretendía tenderlos ó 
comprarlos, sin otm aliciente que la mejora de precio euel cam- 
bio de mano con la rapidez de esas transacciones en aquel 
tiempo. 

3 U Que el pcritoíarbonell se bu limitado á manifestar mi opi- 
nión t-in dato ni razón alguna en que apoyarla, librando ú su 
solo criterio personal la información que ha debido presentar al 
Juzgado para ilustrar su juicio; en tanto que el perito González 
Honorino apoya mi informe en precios que manifiesta conocer, de 
transacciones celebradas por varios y que no han sido contradi- 
chos. 

A" Que lo único que puede llevar el valor real de la tierra al 
precio en que lo estima Carbonell, sería la extensión déla ciudad 
y por consiguiente la edificación; lo que no sucede en el pre- 
sente caso, pues tanto el terreno de Ülaguer como los linderos 
se encuentran en despoblado ó pleno campo y en un partido de 
la provincia donde :i pesar de su proximidad, cambia por com- 
pleto el valor de la tierra. 

5* Que el precio fijado por González Honorino, puede tomarse 
en cuenta en transacciones voluntarias, como las que cita; pero 
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iiq en el caso de venta forzosa j por fraccionamiento á discreción 
del comprador óexpropiante,\<o que Unto la cantidad de me- 

tros como la determinación de paraje lo subordina ú Ja necesi- 
dad del truzado de su línea. 

o Considerando, ademas, respecto, de la indemnización : que 
la vía férrea de la empresa expropiante le divide la propiedad 
de Olaguer en dos fraciones, que si bien quedan aptas para la 
agricultura sufren el perjuicio de tem-r en medio una vía fér- 
rea que ofrece peligros constantes para el paso, el que además 
queda dificultado, por cuanto en dos tercios del terreno ocupa- 
da por la línea, los terraplenes y desmontes respectivamente, 
lo imposibilitan, dejando sólo una tercera parte do paso á ni- 
v«'l, con el inconveniente que trae consigo el paso de los tre- 
nes, 

7" Que este perjuicio se refiere sólo al destino actual, por- 
que en cuanto al porvenir, es indiscutible que para obtener el 
valor que ella representa en sí, el fraccionamiento se impone, y 
m ese caso la línea no desmejora las condiciones de la propie- 
dad, pues el punto de más valor que es su frente á la calle de 
Santa-Fé, queda completamente librede los inconvenientes de 
la línea férrea que pasa por el fondo 4 más de cuatrocientos 
metros, sngun los informes de los peritos. 

8" Que no se puede sostener, como se pretende, que el porve- 
nir de esos terrenos, sen causa de indemnización actual, porque 
su valorización esta sujeta á causas complejas que escupan á toda 
previsión, y la ley lia querido evitar que estos valores creados á 
capricho pesen sobre los que, por obras de utilidad pública, ne- 
cesitan adquirirlos, y ha dispuesto que no se tengan en cuenta 
hsrentajas ó ganancias hipotéticas (artículo 10, lev 13 de Se- 
tiembre de 18C0). 

Por estos fundamentos, fallo : mandando que la Compañía Xa- 
eional de Ferrocarriles Pobladores pague a don Antonio 01a- 
guer por cadawetro cuadradode terreno que ocupa, ochenta cen- 
T ' m u 
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tavos moneda nacional como precio del terreno, y además veinte 
y cinco centavos como indemnización de perjuicios; declarando 
que las costas del juicio son á cargo de la Empresa, con arreglo 
ú la ley de 13 de Setiembre de 1806. Molifiqúese con el original 
transcríbase en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgad» en la ciudad de La 
Plata, por el señor Juez federal suplente ú los veinticinco dias 
riel mes de Agosto de mil ochocientos noventa. 

Alberto Oteiza. 



FnII* «le !■ Huprrm» C»rlt 

llm-ho* Aires, Abril i'O de 1891 

Vistos: con el mérito de los antecedentes de autos, se re- 
suelve confirmar la sentencia apelada ele foja sesentay cua- 
tro, en lo que se reliere al precio asignado al metro cuadrado de 
los terrenos á expropiarse ; y por lo que respecta á la indemni- 
zación debida, por razón del fraccionamiento de la propiedad 
del demandado, se resuelve fijar ella en la suma de mil pesos 
moneda nacional, modificándose en consecuencia sobre este pun- 
to la sentencia referida, con declaración quo lus costas causa- 
das son de cargo del expropiante, conforme A lo dispuesto por 
la tey de la materia. Repónganle los sellos y devuélvanse. 

I1ENJAMK VICTOMCA. — €. S. 
UE LA 10HHE. — LUIS V. 
VAItlLA. — AOEL RAZAN. 
— LUIS SaEKZ PESA. 
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ihn Juan Vuta iba rotitm don Jas* OrteM; sobre etnccion 



Sumario. — Lo dispuesto por el articula 2094 del Código Ci- 
vil, que supone la privación de propiedad, no es apticablc á la 
restricción e*tabk'cida por el artículo 2039 de dicho Código, que 
no importa tal privación, sinó sólo una carga, conocida por to- 
dos por ser impuesta por la ley. 



Caso.— Mn 28dc Febrero de 1880, se presentó al Juzgado 
don Juan Villalba exponiendo: Que había comprado á don 
José Ortelli un terreno ubicado en el puerto del Paraná, y que 
al empezar en él los trabajos de edificación, fué impedido de ha- 
cerlo por notas del Gefe del Resguardo y del Sub- Prefecto Afa- 
i ¡timo, fundándose en órdenes del Superior Gobierno y en la 
disposición del artículo 2639 del Código Civil; 

Que don José Ortelü, se había obligado ú responder de laovie- 
cion, y por lo tanto entablaba contra el la correspondiente de- 
manda de eviccion para que saliese á la defensa del terreno y le 
respondiera de los danos y perjuicios. 

Acompañó: La escritura do compra-venta, en la que Or- 
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telli se obliga & la eviccion y saneamiento conforme a derecho; 

2 o Una mensura y plano del terreno; 

3° El permiso de edificación pedido a la Municipalidad ; 

4 o Una escritura de protesta contra el Jefe del Resguardo y 
Snb-Prefocto Murítimo, por la suspensión de tos trabajos orde- 
nados. 

Acreditó que la causa pertenecía al fiuro federal, por ser ar- 
gentino el demandante y extranjero el demandado. 

Conferido traslado, la parte de Ortelli pidió el rechazo con 
costas de !;• demanda. 

Dijo; Que la prohibición de los trabajos de edificación era en 
virtud de la ley, que prescribe ¡i los propietarios limítrofes ¡i Ion 
canales y ríos navegables que dejen una Kona para calle ó ca- 
mino público. 

Que esto era una carga ú restricción de dominio impuesta por 
la ley á los propietarios y Ortelli no estaba obligado á respon- 
der por los daños qne podía traer á su comprador el cumplimien- 
to de la ley. 

Que él se había obligad-i ¡i la ericcion conforme á derecho, y 
que si tuviera que defendí ríe cu contra de esa prescripción 1<- 
gal, procedería cuntía derecho. 

Que los artículos 2091 y 2104 del Código Civil, establecen 
qno no ha lugar rt la garantía ni enrsizón ¡i las turbaciones de 
hecho, ni de las de derecho procedentes déla ley. 

Que los propietarios limítrofes con los ríos, están obligados á 
dejar una calle de35 metros hasta la orilla del tío, según el 
artículo 2039 del Código Civil, y esta servidumbre ó restricción 
legal, pasó de Ortelli á Villalha, quien uo puede excluirse de 
ella 

Para mejor proveer, el Juez pidió informes al Administrador 
de Rentas si procedía de esa administración la orden de suspen- 
sión de los trabajos á que aludía Villalba, y copia en tal caso 
de la resolución. 
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j:i Administrador de lientas remitió copia de la nota 
por su antecesor al Jefe 



Paraná, Sinviembn* H dn \m>. 



Al 




VA Gobierno de la Nación por resolución de 2 de Octubre pró- 
ximo pasado, ha dispuesto que las Aduanas de la República no 
permitan en adelanto, nueva? construcciones dentro de los 35 
in. 'tros que según el artículo 3030 del Código Civil deben dejar- 
se para camino público, en el terreno inmediato al margen de las 
riberas, ni consientan la reparación de las construcciones anti- 
guas, ni el deterioro de ese terreno. 

Impuesto de lo que antecede, tomará V. las disposiciones ne- 
cesarias para su exacto cumplimiento, dando inmediatamente 
cuenta á esta Aduana de cualquiera nOTedad que pudiera ocurrir. 

Uios guarde ó V. 

i 

Ka copia. 

Comas, 



Paraná, A gas Id 24 de 18*1, 



Y vistos: el juicio promovido por don Juan Villalba contra 
don José Ortelli, sobre eviccion y saneamiento de un terreno 
vendido por éstea aquel, de que resulta : 
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Que en siete de Agosto de 1888, don José Ortelli vendió á 
don Juan Villalbn > un terreno situado en el puerto de esta ciu- 
dad sobre la vía del tramway, compuesto de trece metros de 
frente al Norte con el fondo correspondiente hasta 1,; barranca, 
principiando i contarse el frente desde la fábrica de aceite, en 
seiscientos pesos moneda nacional, obligándose ú sanearen tu- 
so de eviccion conforme & derecho; que principiándose ú abrir 
los cimientos de un edificio que so proponía edificar el compra- 
dor en dicho terreno, este recibió una notificación del Jefe del 
iii 'Sífuardo y otra del Sub-Prefecto Marítimo requerido por 
aquel, ordenándole la suspensión del trabajo por resolución del 
Administrador de Rentas, dándole por razón que esa roiistruo 
cion invadía la zona de 35 metros, on que según el artículo 9M9 
del Código Civil no puede hacerse ningún edificio, por ser calle 
pública. 

En este hecho bnsa el comprador Vi llalla su demanda contra 
el vendedor, para que salga á la defensa del terreno y le respon- 
da de los dailos y perjuicios. 

Don José Ortelli, por medio de su representante, la contesta 
diciendo: Que la garantía por causa de eviccion no tiene lugar 
en razón de las turbaciones de hecho ni aun de las de derecho 
procedentes dt- la ley ; ó de pretensiones fundadas en virtud de 
un derecho real ó personal, cuya existencia era conocida al tiem- 
po do la enajenación! según el articulo 209) del Código ci- 
tado, 

Que al enajenar el terreno á Villalba, lo hizo con las limita- 
ciones de ley que no podía menos que respetar, como también 
el comprador lo adquirió en las mismas condiciones, porque la 
obligación de dejar una calle espedí: a de 35 metros sobre la ri- 
bera, era una restricción impuesta ú todos los propietarios : y 
considerando r 

Que si bien es cierto que el artículo 2091 del Código Civil 
niega en general la garantía por evteoion al adquirente, cuando 



DE JUSTICIA NACIONAL 



407 



se le priva 011 el toílo ú en parta del derecho que se le transmitió, 
perturbaciones de derecho procedentes de la ley; y el articulo 
2014 declara que el mismo adqui rente no tiene derecho a ningu- 
na indemnización por las cargas que gravan las cosas por sólo 
la fuerza de la ley; con todo, el artículo 3094 del mismo Códi- 
go, acuerda expresamente la garantía cuand j la privación total 
6 parcial del derecho adquirido, procede de ti n acto del Poder 
Ejecutivo ó Legislativo, fundado sobre un derecho preexistente 
ú sobre una prohibición anterior que incumba al soberano de- 
clarar ó b.icer respetar. 

Que. el caso ti resolver está regido pur esta última disposición 
de perfecta aplicación ú él, por cuanto consiste precisamente en 
haberse restringido al demandante Villalbael ejercicio délos 
derechos del dominio del terreno que compró al demandado, 
impidiéndole edificar en u<ia parte de 01; restricción impuesta 
por los empleados del Poder Ejecutivo para hacer efectiva la 
prohibición introducida por el artículo 2039 del Código Civil, 
de fecha anterior al acto de enajenación del inmueble. Que por 
consiguiente, i-s indudable qu¿ Ortelli debe responderá Villalba 
por la eviccion, tanto más, cuanto que por cláusula expresa del 
contrato de venta, tomó sobre sí esta obligación conforme a de- 
recho. 

Que, por lo demás, la privación parcial del derecho trasmitido 
se lia consumado sin juicio previo ni sentencia, j el enajenante 
demandado de eviccion y saneamiento no ha manifestado el 
propósito de defender la integridad del derecho transmitido 
y i ore) contrario, reconoce la justicia de la prohibición, limi- 
tándose á negar su responsabilidad por la eviccion, fundándose 
en la doctrina del artículo 2091 ; por lo que la acción instaurada 
es procedente, según el artículo 21 11 del Código citado, aunque 
la limitación del derecho adquirido no se haya producido en vir- 
tud de sentencia. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto por 
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el artículo 2125 del Código Civil, declaro: que don José Ortolli 
está obligado á indemnizar á don Juan Villaíba los daños y per- 
juicios sufridos por la eviccion parcial del terreno i quu se refie- 
re la demanda, debiendo fijarse el monto de ellas por peritos, 
los que procederán observando loque previene el artículo 2127 
del Código Civil, cen costas. 

M. de T . Vintu, 

Ortolli apeló y su lo concedió el recurso libremente, 
Expresando agravios, dijo: que el Juez a í¡uq bu hecho una 
falsa aplicación de la disposición del artículo 2094 del Código 
Ciril, porque no ha tenido presente que este sufre una excep - 
ción impuesta por el bien general en la prescripción del artícu- 
lo 2104, limitándolos efectos de aquella, cuando se trata de 
cargas y restricciones motivadas por razón do úrden pú- 
blico. 

Que siendo tan sencillo este punto, se limitaba á indicarlo, 
en la convicción de que esto basta para obtener la revocación de 
la sentencia apelada. 

Conferido traslado la parte de Villaíba pidió la confirmación 
con costas de la sentencia apelada. 

Dijo: que Ortelli se obligó por la escritura de venta á respon- 
der de los daños y perjuicios en caso de eviccion. 

Que esta responsabilidad debe hacerse efectiva una vez que se 
le impidió edificar en el espicio de 35 uu'tros de fondo por el 
frente del terreno. 

Qno Ortelli negaba su responsabilidad, pretendiendo que Vi- 
llaíba al comprar debí i conocer las restricciones que la ley le 
imponía como adquirente do un terreno lindero con la ribera de 
nn río navegable; pero que lo dispuesto por el artículo 2004, 
habiendo sido las autoridades nacionales las que han desposeído 
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á Villalba, para cumplir lo prescrito por el artículo 2639, eia 
do estricta aplicación al caso, y Ortelli no podía desconocerlo. 
Que además ul artículo 2100 favorece su causa, y la acción 
deducida era procedente, de acuerdo con el artículo 21 11 y con el 
artículo 2121. 

Fallo <lr Irt Muprrmn Corle 

Rueños Air™. Abril :*0 uV 1891, 

Visto-i: No alendo de aplicación la disposición de la primera 
parte del artículo dos mil noventa y cuatro del Código Civil, en 
que se apoya Ja sentencia apelada de foja veinte y siete vuelta, 
por cuanto la restric ion que en el artículo dos mil seiscientos 
treinta y nueve de dicho Código establece respecto de las pro- 
piedades ribereñas con ríos navegables y en que se basa la de- 
manda de indemnización, no importa una privacíou de su pro- 
piedad sinó una carga que grava dichos bienes por la sola fuerza 
de la ley y que deriva del régimen ordinario y normal de la pro- 
piedad, tal como existe permanentemente establecido, y cuyas 
eoudiciones deben reputara..- conocidas y por lo mismo tomadas 
en cuenta por el comprador á la fecha de su compra, en cuyo 
caso no procede indemnización alguna con arregloá lo dispuesto 
por el artículo dos mil cientocuatro y sus correlativos del Código 
Civil: se revoca la sentencia de foja veintisiete vuelta y se de- 
clara no haber lugar á la demanda interpuesta. Repóngase los 
sellos y devuélvanse. 

HKSJAMIS VlCTOlUtA. — C. S, |»E 
LA TOItltE. — LUIS V. VA HELA. 
ABEf. BAZAS. — LUIS Stfc^Z 
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CAUSA fjgSgg» 



Los herede W de lh Ceferino Xa¡*ita contra el Ferrocarril 
Central Argentino; ¿obré precio tfe expropiación 



Sumario. — 1" El valor ofrecido por precio del terreno expro- 
piado, debe ser aumentado con ñ de los perjuicios procedentes 
de la expropiación, 

2 o El importe de lainde nnizacion no pnede entregarse, cuan- 
do se disputa por varios la propiedad del terreno expropiado, sin 
prévia fianza de mejor derecho. 



Caso.— En 12 de Julio do 1888 don Antoniuo Urruco, por 
los herederos de don Ceferino Zapata, se presento al Juzgado 
Federa) del Rosario, exponiendo que sus representados eran 
dueños de una fracción de terreno de 12.840 metros cuadrados, 
ubicado en el 3 o y 4" kilómetro del Ferrocarril Central Argen- 
tino, que éste tenía ocupado con la línea férrea, y pidió se man- 
dara pagar sn valor á ruson do 2 pesos 30 contaros la vara cua- 
drada. 

Citadas las partes á conipanudo, Crraco, romo último precio, 
pidiú 4 peso 50 centavos por vara cuadrada, y el Ferrocarril ofre- 
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ció como máximum 95 contaros por vara cuadrada. Krt vista do 
esta disconformidad , nombraron peritos ú los señores Pelegrin 
Baltasar y H;r¡o Laplanc, quienes sh expidieron de acuerdo 
como sigue: 

Mario S. Laplane y Pelegrin Baltasar, e.i el expediente segui- 
do entro el Procurador fiscal y don Antonio Urraca sobro Ja i-x- 
propiacion de un terreno ocupado por la vía del Ferrocarril 
1'entral Argentino, de los sucesores de dan Ccferino Zapata, 
evacuando la comisión que se nos ha conferido, decimos: que el 
terreno de cuya expropiación se trata, se encuentra ubicado i la 
la altura de los kilómetro* tres y m.dio ú cuatro de la estación 
principal. 

Son diversas las transacciones de terrenos hechas en esa zo- 
na, que aumjst- un tanto distante del centro de esta ciudad, ha 
venido sin embargo a tomar importan ia. por la proximidad en 
que están Ins talleres que se construyen actualmente por la ¡Im- 
presa del Central Argentino. Así, para poder establecer el ver- 
dadero precio del terreno a expropiarse, hemos tenido que tomar 
en cuenta la circunstancia referida, los valorea más ó iminos 
pagados por terrenos ú esa altura, como á la vez, los perjuicios 
irrogados por el fraccionamiento. 

Teniendo en cuenta esas consideraciones, hemos resuelto tasar 
y tasamos el terreno expropiado á razón d« un peso nacional por 
cada metro cuadrado; inoluyéudosH en esto los daños y perjui- 
cios causados por el fraccionamiento de aquel. 

Ks cuanto debemos creer exponer eu cumplimiento de nuestra 
comisión. 

Rosario, Agosln 14 Jo 1«NN. 

Velegrin Hultmar.—M. S. ¡.apiane. 
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Hecha la pericia j presentado et título de propiedad de don 
Ceferino Zapata, el Fiscal manifestó que tenía dudas acerca de 
la verdadera ubicación del terreno, en razón (le habérsele co- 
municado que el doctor don Bernardo de Irigoyen tieue títulos 
de éste ó de otro que á la altura del de Zapata ocupa la vía del 
Ferrocarril Central Argentino ; que se le había dicho también 
que la sucesión Mongiardini se reputa doeua de aquel mismo 
terreno; y como esto no está designado en el plano del *eñor 
Uustinza, que Birve ú la expropiación, y á linde que so lijen los 
verdaderos derecnos de los sucesores do Zapata, pedía una au- 
diencia para acordar lo necesario. 

Tuvo lugar la audiencia, y en ella se convino se notificara á 
los representantes de los señores Irigoyen y Mongiardini para 
en caso deque se creyeran coro derecho al terrenodc la cuestión, 
lo man i Testasen, tomando la participación que correspondía, y 
que en su caso y á los objrtos expresados, si m lo subsiguiente 
del juicio el Juez lo creyera necesario, se procediera a la medi- 
ción de! terreno, bajo la base de que el costo de este trabaja fue- 
ra a cargo de la parte que no hubiera tenido razón para hacer 
la oposición que se producía. 

El Juez ordenó que así se hiciera, mandando notificar al se- 
ñor don José Berdaguer, como representante de la sucesión 
liongiardini, y á don José L. López, como representante del 
doctor Irigoyen. 

El señor López inauifestóque no sedaba por notificado, por no 
tener poder suficiente para este juicio. 

La sucesión Mongiardini se presentó por medio del procura- 
dor don José R, L abandera, y acompañó su título de propie- 
dad. 

El Juez ordenó se hiciera la medición por el agrimensor don 
Emilio Suriano, á quien en seguida reemplazó con el agrimensor 
don Domingo Regules, p »r decreto de2 de Agosto de 1880. 

La medición no se hizo, y habiendo el señor Urraco urgido 
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por la resolución ú su favor, el Juez llamó autos, y dietó el si- 
guiente 

- 

Fallo «Irl Jan federal 

Rostiría, (Mnbrr 7 ilr 

Autos y vistos: los de t'xprnpi¡icÍon seguidos por los herederos 
Zapata contra el Ferrocarril Central Argentino, sobre una área 
ile terreno ubicado á la altura de los kilómetros tres y medio ;i 
cuatro de la Kstaeion principa, y de. Jos cu ules 

itesulta: i° Que los dichos herederos Zapata exigen por su 
escrito de demanda, el pago de la fracción tomada por el Ferro- 
carril, eompuesta de ocho mil ochocientos cuarenta metros cua- 
drados. 

2'* Que durante la secuela de este juicio, el Procurador Fiscal, 
manifestando creía que otras personas se consideraban, asimis- 
mo, dueños del terreno «le tanicatiou, como eran el doctor don 
Bernardo de Irigoyen y los herederos Monginrdim, solicitó se 
citara á estos pnra tomar participación en el asunto. 

3* Que hecha esa citación, estos se presentan, no habiendo 
empero justificado cumplidamente los derechos legales que tu- 
vieran al referido terreno, pidiendo a su vez los herederos Zapata 
la prosecución y fallo del presente juicio. 

4 n Que nombrados h>s peritos de regla, estos se espiden áfuja 
28 de conformidad, avaluando a rnzon de un peso nacional por 
cada metro cuadrado del terreno materia de la expropiación, in- 
cluyéndose en aquel precio, los dañes y perjuicios causados por 
el fraccionamiento. 

Considerando: i Que tos peritos nombrados se encuentran 
de acuerdo en la apreciación del bien raíz materia de esta ex- 
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propiacion, justipreciando arabos el terreno oV la referencia a 
razón de un peso moneda nacional e! metro cuadrado, por toda 
indemnización. 

2 o Que la Su, lema Corte tiene establecido, que la opinión 
conforme de los peritos es fundamento bastante para establecer 
el importe de ta indemnización por expropiación (séric 2*, tomo 
21, página 367). 

3" Que por otra parte, el precio designado por dichos peritos, 
es equitativo y justo, en concito de este Juzgado, debiendo 
por timto, ser el aceptado por el mismo. 

4* Que la ley de expropiación en su artículo 14, establece que 
ninguna acción de tercero podrá impedir la expropiación en sm 
efectos, y que los derechos del reclamante, se consideraran 
transferidos de la cosa ti su precio ó á la indemnización, quedan- 
do aquella libre de todo gravamen. 

5" Que esto así, la oposición que por mejor derecho pudieran 
hacer las diverjas personas que se dicen también propietarias 
de este bien, no debe obstaculizar la prosecución y fallo de esta 
causa, quedando siempre á salvo esos derechos para haserlos 
valer, cómo, cuando, y ante quien corresponda. 

Por tanto: fallo declarando que el valor del bien raiz mate- 
ria de este litigio es el de un peso moneda nacional por cada 
metro cuadrado pot toda indemnización, debiendo su j recio de- 
positarse en el Banco Nacional hasta tanto se resuelva, en el jui- 
cio correspondiente que pueda seguirse, á quién corresponde en 
i fecto el terreno de la cuestión ó parte de él, pudiendo también, 
en su caso ser su importe recibido por los herederos Zapata, 
mediante ta lianza ofrecida por estos, en su escrito de foja 60, si 
ella fuese aceptada por lo* interesado*. Notifíqaeae y repón- 
gase. 



Escalera tj Zwriría., 
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raíl* dto l« ffMprritt* «orle 

ItiH-uos Aires. Ahnl M) tlu lsí*l. 

Vistos : Atento el precio ofrecido por el expropiante por vara 
cuadrada á foja veinte y siete, se resuelve lijar el valor del me- 
tro cuadrado de I03 terrenos á expropiarse, en la suma de un pe- 
so diez centavos moneda nacional, quedando sobre este punto 
modilicada la sentencia apelada, que se da por firme en lo de- 
más. Repónganse los sellos y devuélvanse. 

HttfJAHi:* VICTORICA.-C S. DELA 
TORRE. — LUIS V. VARELA. — ABEL 
BAZAK. — LUIS SAEHZ PtMk. 



